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Dereeho de InterveDeión 



I 



El derecho de intervención importa una de las 
cuestiones mas vitales de la repùblica fedeirativa, 
y es indudablemente una de las dificultades que 
pueden suscitarse en la aplicación del régimen 
de gobierno que nos hemos dado. En 1 869, con 
motivo de los sucesos de San Juan, està cuestión 
fué tratada extensamente en el Senado, manifes- 
tàndose ademàs de los talentos oratorios, conoci- 
mientos profundos en el derecho constitucional. 

Todos los que han observado los sucesos poli- 
ticos desde cuarenta y siete afios à està parte, han 
presenciado los numerosos abusos à que dio lugar 
la facultad concedida por la Constitución al Ejecu- 
tivo nacional. Durante el gobierno del Paranà, 
bajo el régimen de la Constitución de 1853, el 
Gobierno federai podia intervenir con requisición 
ó sin ella^ es decir., cuando se le antojaba. La 
autonomia provincial de^aparecia completamente 
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en la aplicación de semejante sistema. Durante 
siete anos, Buenos Aires se resistió à formar parte 
de ima confederaciónfalseada porlaintroducción 
del principio unitario, y cuyo Gobierno abusò so- 
bremanera de la intervención. 

En 1860, la Constitución fué reformada en el 
sentido de la autonomia provincial; el Gobierno 
general paso al ano siguiente de los sucesos de 
Pavón, del Paranà a Buenos Aires, pero asi mis- 
mo continuaron las intervenciones. El general 
Mitre y el senor Sarmiento intervinieron, tanto 
conio el general Urquiza y el senor Derqui. El 
Dr. Avellaneda intervino clandestinamente, pro- 
duciendo la anarquia en algunas provincias. Las 
cosas habian llegado a tal punto que los espiritus 
desinteresados, los observadores imparciales, du- 
daban à veces de la eficacia, de la realidad de las 
instituciones libres. El mismo Norte America, 
que durante tanto tiempo nos habia suministrado 
ejemplos dignos de imitarse, parecia a esa fecha 
inclinarse también bacia el unitarismo. Era dificil 
prever dónde pararla ese movimiento de reacción 
contra los derechos de los Estados, que fué el pun- 
to de partida de la emancipación politica. Con 
todo, alla pudo tener alguna razón de ser si se 
considera la institución de la esclavitud, anoma- 
lia imposible de admitir en una nación republi- 
cana; pero no se explica entre nosotros, sino por 
un deseo de imitación mal comprendido. 

El derecho de intervención necesita reglamen- 
tarse absolutamente, porque abre la puerta à in- 
terpretaciones peligrosas para la libertad, para 
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la autonomia de los pueblos. Las medidas que 
se han tornado, las precauciones que se bari 
adoptado à consecuencia de tantos y respetables 
ejemplos, no son suficientes. Elarticulo 6*^ habla 
de la forma republicana de gobierno que debe 
garantirse, y efectivamente, este es el objeto del 
centrato federativo; pero hemos visto que con este 
motivo, con este pretexto, se han cometido actos 
que daban resultados completamente opuestos. 

Tantos han sido los abusos, que algunos espiri- 
tus, no habiendo otro medio de precaverse contra 
las intentonas manifiestas ó solapadas del poder 
centrai, fueron basta pedir la supresión completa 
del derecho de intervención, dejando à los pue- 
blos de las provincias que arreglasen de por si 
sUs dificultades internas. Asi tendrian ménos 
duración los disturbios domésticos; no habria par- 
tidos ficticios que contarian con apoyos agenos 
para lograr la consecución de sus fines, ni mayo- 
rias falseadas: lo que los ampararia seria siempre 
la verdadera mayoria, la expresión genuina de la 
voluntad popular. 

Otros han contestado entonces que, si las pro- 
vincias quedasen abandonadas à si mismas, pron- 
to serian presa de la anarquia, de la violencia, del 
caudillaje, de la tirania domèstica, desaparecien- 
do por eso mij^mo el objeto del contrato federati- 
vo, que es la garantia reciproca que los pueblos 
unidos se deben unos à otros. 

Hemos visto también desarroUarse una teoria 
que nos ha dado la clave de ciertas tendencias 
gubernativas: la de la soberania popular en con- 
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traposición a la soberaniaprovincial. Hàse dicho 
(Jue no existen dos soberanias, que no bay mas que 
una: la nacionaljque se pone enpràctica por dos 
órganoSj dos instrumentos, elnacional y elprovin- 
cial, pero el primero es siempre prepotente à tal 
Dunto, que la soberania nacional pudo, si asi se 
e hubiese antojado, suprimir completamente la 
autonomia provincial. Bajo ese sistema no bay 
contrato federativo, propiamente hablando; bay 
una ley fundamental Uamada constitución, que ba 
dividido làs atribuciones para el ejercicio de la 
soberania popular. Tan cierto es, que la consti- 
tución se hizo en nombre del pueblo y no de los 
Estados. Por consiguiente, si mariana el pueblo 
juzga conveniente abolir los gobiernos provin- 
ciales, estaria en su perfecto derecho. 



II 



Tal es el argumento que hemos encontrado en 
ciertas publicaciones de Norte America, donde 
parece que se habia desarrollado comò una nueva 
teoria para contrarestar las tendencias separatis- 
tas del Sud y combatir la rebelión en el terreno 
de la lògica después de haberla vencido en los 
campos de batalla. 

Comprendemos las dificultades de la cuestión. 
Si se adopta la hipótesis del contrato federativo, 
no puede negarse la consecuencia, que es la fa- 
cultad de separación, de disolución, y entonces 
la nación desaparece. Pero si se toma porpun- 
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to de partida la formación nacional, si se le su- 
bordina todo, estamos expuestos à caer en otro 
peligro, cual es la absorción completa, el aniqui- 
lamiento de las autonomias locales y provinciales. 
Volveremos à caer en el abismo del unitarismo, 
que es lo que queremos evitar à todo trance. 

Por otra parte, no comprendemos que las na- 
ciones libres puedan formarse de otro modo que 
por el libre contrato. Si se rechaza esto, es me- 
nester acudir à la guerra, à la fuerza, à la con- 
quista, es decir, a procedimientos que pugnan con 
la esencia de la repùblica, y entonces iremos a 
parar à la centralización mas absoluta. Y aùn 
cuando hiciésemos arrancar nuestras concesio- 
nes politicas de los hechos históricos, desde que 
en ellos queremos introducir el raciocinio y la lò- 
gica, estamos obligados à dar a todos los órganos 
politicos la independencia que necesitan para 
obrar en el conjunto armonico de las sociedades 
y de los gobiernos. 



Ili 



^Cuàl es, pues, la soluciónMel problema po- 
litico? 

No puede ser otra que la descentralización. 
El municipio, que es una creación expontànea de 
la sociedad y de la naturaleza, debe tener su au- 
tonomia perfecta, lo mismo que la provincia ó el 
Estado, que es también un engendro de la geogra- 
fia y no una obra artificial de la voluntad humana. 



— 8 — 

La provincia no debe ser absorvida ni aniquilada 
bajo ningun pretexto. 

El despotismo mas terrible es el de la mayoria, 
es decir, de la mitad mas uno, pues asi es comò 
viene à ser en la pràctica el ejercicio en la sobe- 
rania popular: gran escollo de la repùblica unita- 
ria, que no es, en resumidas cuentas, sino una 
transformación de la monarquia. La teoria que 
combatimos, dandolo todo a la soberania popular, 
restringiendo y aùn negando la soberania de Ics 
Estados, vendria à anular las ventajas del sistema 
federativo, que consisten precisamente en orga- 
nizar un sistema de garantias, en tomar precau- 
ciones contra la omnipotencia de la mayoria ver- 
dadera ó ficticia, contra la brutal soberania del 
nùmero, descomponiendo la autoridad e« fr accio - 
. nes mas y mas diminutas, repartidas en toda la 
superficie del territorio. Las instituciones libres 
correrian un serio peligro el dia que esa teoria 
hubiese prevalecido definitivamente: la historia 
nos demuestra que la soberania popular, ejercida 
de un modo unitario, conduce tarde ó temprano 
a la dictadura, al cesarismo. 

En cuanto a la intervención del Gobierno Ge- 
neral en los asuntos locales, debe, pues, redu- 
cirse a la menor expresión, al menor nùmero de 
casos que sea posible, rodearse de todas las 
precauciones, desde que no habiendo cosas per- 
fectas en este mundo, no puede suprimirse com- 
pletamente. Los gobiernos locales, sabiendo 
que no deben contar con un apoyo extraiio 
si faltan à los deberes que les imponen las pres- 
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cripciones constitucionales, serian mas exactos 
en el cumplimiento de aquellos; y en caso de 
revolución justamente mòtivada, el Gobierno 
General no correria el riesgo de sofocar lo 
que es la expresión legitima de la voluntad 
popular, cerrando el oido a los gritos de la 
opinion. 



IV 



No pudiendo un Estado ser admitido à la 
Union sin llenar completamente las condiciones 
que exije la forma rel>uhlicana^ la intervención 
Dor la fuerza de las cosas vendria à cenirse a 
OS casos de invasión de otra provincia ó de 
ataque exterior. En los casos de sedición inter- 
na, seria de absoluta necesidad que el Congreso 
se reuniese inmediatamente, no pudiendo el Po- 
der Ejecutivo tornar otras medidas que las ab- 
solutamente indispensables en semejantes emer- 
gencias. 

La intervención prodigada ha sido convertida 
en instrumento de gobierno, ha producido el 
falseamiento de las instituciones republicanas 
federativas, ha sido un arma electorai. Mien- 
tras no se regiamente sèriamente, no tendremos 
la realidad del régimen liberal; solo estaremos 
con la sombra. 

Obsérvese que no es siempre necesario que 
la intervención se practique de un modo mani- 
fiesto; existen también lòs procedimientos ma- 
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dades y las hiciesen Uegar en fin al terreno de 
la pràctica! 

Desde que los pueblos supieran à qué atenerse 
y los poderes pùblicos tuviesen reglas estable- 
cidaSj determinadas por sanciones legislativas 
de un caràcter permanente, ni los gobernadores 
de provincia ni los pueblos, estarian pendientes 
para conocer el resultado final de sus contien- 
das, de los caprichos ó simpatias personales del 
Presidente de la Repùblica. 

Existen actualmente en el Congreso personas 
que gozan de una reputación de suficiencia me- 
recida, familiarizados con el estudio de las pràc- 
ticas constitucionales de otros pueblos. 

Alguno de ellos podia tornar la iniciativa y 
presentar algùn proyecto de ley. 

Recordaremos con este motivo las opiniones 
de uno de los dipùtados al Congreso por la pro- 
vincia de Buenos Aires, que mas se ha distinguido 
por sus vastòs conocimientos en los puntos de 
politica y de legislación federai. (^) 



VI 



«En cuanto a la cùestión de intervenciones, 
nos decia en otra època, juzgando un trabajo que 
sobre està materia habiamos publicado, — difiero 
en algo de las opiniones de Vd. No me parece 
ajustado al derecho federai caracterizar con ras- 
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gos tan acentuados là autonomia de los Estados 
ó Provincias. Esa autonomia existe entera tra- 
tàndose de lo meramente administrativo; pero me 
parece que no debe existir tratàndose de lo legai 
ó constitucional federai. 

« En los Estados Unidos se entiende de otra ma- 
nera, si no me equivoco, el vinculo federai que 
une los Estados en una nación. 

« La ley y su aplicación no reconocen autono- 
mia, dentro del limite constitucional; y no veo 
que el Congreso argentino se haya formado una 
idea exacta en la manera pràctica con que los 
Estados Unidos ejercen el derecho coercitivo fe- 
derai en los Estados. Ejercido por el Ejecutivo 
nacional va a caer necesariamente en la tirania; 
ejercido por el Congreso, que es la opinion de 
Vd., (^) les dà a las mayoriasel terrible poder de 
anular la Constitución à impulso de las pasiones 
ó intereses de esas mayorias, mal formadas entre 
nosotros generalmente; y esto vendria à sancio- 
nar el poder eventual de esas leyes de circunstan- 
ciaSy sobre el poder permanente de la ley cons- 
titucional, que es invariable y que debe excluir 
todci otra ley coexistente. 

« En una palabra, me parece que hacer ley para 
cada caso ocurrente^ es contra los principios de 
toda constitución liberal, y sobre todo federativa. 
Asi pues, yo creo que ese poder de intervenir 
no debe ser provocado y ejercido por decreto ni 
por ley^ sino por sentencia^ que es cosa diversi- 

(^) Es el Congreso el que debe acordar ó nò la intervención 
y el Poder Ejecutivo ejercerla. Asi lo dispone la Constitución. 
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sima. La sentencia aplica la ley preexistente: 
aplica la ley constitucional: no hace ley para el 
caso, qiie es una arbitrariedad, sino que el caso 
cae bajo el imperio de la ley dada, y por consi- 
guiente impersonal. 

«De ahi la inmensa importancia que el poder 
judicial federai ^oza en la constitución norte- 
americana » . 

En efecto, el poder judicial federai en Estados 
Unidos ha gozado siempre de gran preponde- 
rancia, ha justificado con su proceder la opinion 
de Washington que le llamaba la bóveda maestra 
del edificio; pero en ningùn caso ha tenido la 
facultad. de decidir sobre las intervenciones, ni 
la Constitución en ninguna de sus disposiciones 
le confiere ese poder. 

Convenimos, sin embargo, con el autor de las 
opiniones transcriptas, en que es preferible que 
la intervención del Gobierno federai en las pro- 
vincias se ejercite aplicando las disposiciones de 
una le}^ preexistente, y nò haciendo declaraciones 
comò la que hizo el Senado Argentino en el go- 
bierno del doctor Avellaneda, apartàndose de 
todas las reglas de buena legislacióny divorciàn- 
dose basta con el buen sentido. 

Si esa declaración inspirada por el senor Sar- 
miento, reputado uno de los primeros constitucio- 
nalistas, hubiera prevalecido, si nò hubiese sido 
rechazada por inconstitucional y atentatoria à los 
derechos de los pueblos, en vez de dos casos de 
intervención tendriamos cuatro. — La intervención 
segùn los articulos 5® y 6^ de la Constitución, y 
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las iiitervenciones que el Poder Ejecutivo ha ejer- 
cido en virtud del articulo 23 y la que se queria 
hacer prevalecer arrancandola del 22. 

El proceder en este ùltimo caso, tenia siquiera 
el inerito de la sencilles^ pues la intervención po- 
dria desempenarse por el Senado bajo la forma 
sumaria de los interdictos judiciales^ y la fuerza 
pùblica ó el ejércitOj habria servido comò el ofi- 
cial de justicia en los pleitos civiles, para hacer 
ejecutar lo resuelto por el Senado. 

Pero, dejando à un lado estos recuerdos histó- 
ricos sobre errores que han consumido la fortuna 
de la Nación y la sangre de sus hijos, volvemos 
à insistir en la necesidad de dar una ley regla- 
mentando la intervención, colocàndònos en el 
verdadero camino de la libertad y de los progre- 
sos que el pais tiene derecho à esperar. 



VII 



Senalar el limite que separa el poder nacional 
del provincial, ha sido por mucho tiempo un pro- 
blema entre nosotros. 

El principio unitario y el principio federai 
dividen aùn las opiniones de los hombres de es- 
tado. 

El primero, herencia de nuestros padres, echó 
raices tan profundas, que la escuela moderna de 
descentralización no ha conseguido estirparlas. 

El segundo, pianta exótica en nuestra tierra 
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espaflola, vive merced à los paliativos que de 
cuando en cuando se le aplican. 

Nuestras instituciones, esencialmente federales 
estàn en pugna con nuestras costumbres y con 
nuestros hàbitos; por esto, cada vez que se pre- 
senta un conflicto entre el poder nacional y el po- 
der provincial, vuelven à la arena de la discusión 
los partidarios del sistema unitario, no obstante 
la claridad de los preceptos constitucionales que 
senalan la esfera de acción à cada poder. 

Para resolver todo conflicto que se presente, 
basta saber lo que son las provincias con relación 
a la nación. 

Las provincias son verdaderos organismos po- 
liticos, creados por el pueblo de la repùblica para 
cumplir los fines de la existencia social. 

Estos organismos gozan de vida propia; son re- 
lativamente soberanos, es decir, aptos para formar 
el gran concierto nacional. 

Pero relativamente soberanos, no significa 
sujeción, dependencia del poder nacional; y asi, 
cualquier intervención de este poder en las 
atribuciones comprendidas en la esfera provin- 
cial, es una usurpación condenada por la ley 
fundamental. 

Las provincias, en virtud de su soberaniaj tie- 
nen sus propias instituciones; se gobiernan por 
mandatarios elegidos por ellas, examinan y corri- 
jen los actos de esos mandatarios con entera in- 
dependencia del Gobierno nacional. 

La concurrencia de esos organismos soberanos 
al todo nacional es lo que se Uama sistema fede- 
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ral, qiie no es un pacto, un convenio entre par- 
tes, sino un sistema, un modo adoptado por el 
pueblo para su gobierno. 

Es la ley quien ha creado los Estados; es la ley 
que los ha dotado de vida propia; es la ley la que 
sefiala el limite de cada poder. 

Comprender, interpretar de otra manera la 
Constitución, es alterar su espiritu y su letra, es 
invertir el sistema federai de gobierno. 

Allora bien: si las provincias son soberanas, si 
elijen sus mandatarios, si se dan sus propias le- 
yes, no es posible admitir el tutelaje del Gobier- 
no nacional en los asuntos provinciales, sin des- 
truir el sistema adoptado. 

El poder nacional nada tiene que ver en las 
provincias; su esfera de acción està también de- 
marcada por la ley; no puede intervenir motu 
pi'opioen las cuestiones provinciales, asi comò el 
poder provincial no puede intervenir en las cues- 
tiones nacionales. 

Si se argumenta con el ej empio de los Estados 
Unidos durante la guerra civil, diremos que los 
casos son completamente distintos. 

AUi habia basta cierto punto dos potencias 
beligerantes, reconocidas por las naciones ex- 
tranjeras en tal caràcter, y el Gobierno de la 
Nación, una vez vencidos los Estados del Sud, 
les trató comò à pueblos conquistados, refor- 
mando sus instituciones con arrenalo al sistema 
federai. 

Nosotros, que jamàs hemos presenciado suce- 
sos semejantes, no podemos servirnos de ese 
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antecedente para resolver nuestros conflictos, 
ni para autorizar las intervenciones del poder 
nacional en los Estados. ^Qué guerra de ese gè- 
nero heinos tenido? 

Deducir de ese ejemplo principios en favor de 
las intervenciones de nuestros gobiernos, es ter- 
giver-sar los hechos, y darles un significado de 
que carecen. 

El Gobierno nacional no puede examinar ni 
resolver cuestiones provinciales sin ultrapasar sus 
facnltades, sin convertirse en gobierno centra- 
lista y unitario. • 

El Gobierno nacional no puede decir: este 
gobernador està mal elegido-porque las Provin- 
cias son soberanas, y porque tienen autorida- 
des propias, que resuelven sus propias cues- 
tiones. 



Vili 



El Gobierno nacional no puede decretar elec- 
ciones en un Estado; el Gobierno nacional no 
puede poner el ejército a disposición de un par- 
tido locai, para que realice sus ambiciones, por- 
que nuestras instituciones se oponen a elio. 

Las provincias pueden, si, pedir el amparo de 
la fuerza nacional por medio de sus representan- 
tes legitimos, para reponerlos, cuando hubiesen 
sido derrocados. 

Pero esto es facultad de las provincias, cuyo 
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ejercicio corresponde ùnica y exclusivamente al 
poder provincial. 

Un gobernador derrocado, una legislatura 
desconocida, pueden pedir la intervención del 
poder nacional a los fines constitucionales, pero 
este poder no puede intervenir sin aquella re- 
quisición bajo ningùn pretexto, ni para ningùn 
objeto. 

El poder nacional no puede intervenir para 
juzgar la validez de una elección provincial, si- 
no para reponer àutoridades derrocadas, à requi- 
sición de éstas.. » 

Esto manda la Constitución; esto mandan los 
principios federales adoptados por el pueblo ar- 
gentino. 



IX 



^ Después de estos antecedentes, la cuestión 
queda despejada, y la luz aclara todas las difi- 
cultades que se han promovido en los casos de 
intervención. 

El Gobierno interviene solo à requisición de una 
autoridad, pero nò paraex aminar, después de la 
intervención la validez de tal ó cual elección. 
Sin embargo, los Presidentes anteriores, ultrapa- 
sando sus facultades y haciéndose eco de los 
circulos, fueron basta resolver cuestiones del re- 
sorte locai, cuando el poder general no ha sido 
Uamado para eso, cuando la Constitución prohibe 
semejantes actos. 
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^Cómo vse puede sostener sin violación de los 
principios federales, que el poder nacional tiene 
facultades para inmiscuirse en asuntos locales? 

Senàlese la disposición de la Constitución que 
autorice semejante proceder. 

La elección de un ^obernador solo puede de- 
cretarse por autoridad provincial; la validez de 
esa elección solo puede serjuzgada por autoridad 
provincial. 

Las declaraciones del Presidente, la interven- 
ción solicitada con el objeto de proceder a nueva 
elección, corno sucedió en Mendoza, en Santiago, 
en Corrientes y se intentò en Santu Fé, son actos 
completamente inconstitucionales y violatorios 
i del sistema federai. 

El Congreso està llamado à resolver està cues- 
tión fundamental del Gobierno, — y para elio debe 
inspirarse en el mas alto patriotismo y en los 
verdaderos principios, so pena de sentar un pres- 
ti cedente funestisimo y destructor de nuestro siste^ 
i- ma de gobierno, desentendiéndose de los grandes 
e ■ deberes que le impone su misión y creando ade- 
màs un tutor para cada Estado ó Provincia, cu- 
la ya influencia sera siempre temida. 
ja ; Una ley de intervención de caracter perma- 

nente, sellarà para siempre la paz interior de la 
Repùblica. 



in.' 
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InteFveneìón jlaelofial 



ArTÌCULO 6® DE LA. CONSTITUCIÓN ARGENTINA 

"El Gobierno Federai interviene en el 
territorio de las Frovincias, para garantir ]a 
forma republicana de gobierno ó repeler in- 
vasiones exteriores; y à requisioión de bus 
autoridades constitnidas, para sostenerlas ó 
restablecerlas, ni hubiesen sido depuestas por 
la sediclón ó por invasión de otra Provincia." 



La general aceptación que han merecido los discur- 
sos de nuestro inteligente amigo el doctor D. Manuel 
Quintana, pronunciados en la Càmara de Diputados de 
la Nación sobre el proyecto de ley de intervención; y la 
ensefianza que contienen sobre la pura doctrina consti- 
tucional que rije la garantia acordada a los Estados por 
nuestra ley fundamental, nos han movido à hacer de 
ellos un foUeto que permita difundir su conocimiento y 
ponerlo mas fàcilmente al alcance de los encargados de 
resolver està cuestión en el Congreso, y de los que se 
dedican à los estudios politicos. 

Una recopilación de producciones de este gènero y 
en la forma que le damos, Uenarà mucho mejor el objeto 
que ordinariamente no alcanzan los esfuerzos aislados 
de los periódicos. 
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En estos discursos el doctor Quintana, à la par que 
trata la materia con inteligencia y altura, y con una com- 
petencia incuestionable por el estudio especial que de 
ella ha hecho, se encuentra claramente diseftado el 
giro que ha ido tornando la discu^ión parlamentaria, y 
que el orador ha perseguido tenazmente hasta ver triun- 
fantes sus opiniones por el asentimiento uniforme de la 
Càmara de Diputados. 

La cuestión intervención està, sin embargo, lejos de 
encontrarse resuelta La Càmara no ha hecho mas que 
establecer los principios por medio de su distinguido 
orador, evidenciando la buena voluntad y sana inten- 
ción de que se siente animada, inientras que con mas 
desahogo y mejores elementos pueda acometerla de 
nuevo en las próximas sesiones legislativas. 

En ella està interesado todo el pais, y especialmente 
los derechos de los Estados federales. — Los pueblos 
esperan de esa solución su restablecimiento ó su ruina 
definitiva. Quizà no aventurariamos la verdad en sen- 
tar — que asi comò en este punto estriban la prosperidad 
futura ó la continuación de la decadencia actual del 
pais, esa es la palabra que va à decidir igualmente de 
la consolidación de la paz ó de la reaparición de la 
anarquia. 

No hay orden posible, no hay paz donde falta la liber- 
tad en todas ó en algunas de las Provincias en aquellas 
manifestaciones de la opinion que estén en armonia con 
los preceptos de la ley fundamental. 

No hay paz ni orden posible, donde falta en los go- 
biernos la lealtad à los compromisos contraidos, y ese 
respeto al pacto social en que reposan los derechos de 
los particulares y la garantia de los Estados. 

El desconocimiento de una obligación contraida se- 
gùn la ley orgànica, supone necesariamente la disolución 
de los vinculos que unen à las partes contratantes. 

En este asunto^ en la manera de entender y ejercer 
la facultad constitucional de intervenir para garantir el 
orden interno y la estabilidad de las instituciones de los 
Estados, se juega nada menos que el pacto social. 
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Considerada la cuestión de intervención bajo este 
punto de vista, corno la considera todo el pais, dejamos 
suficientemente explicado el interés que nos induce à 
dar à luz este foUeto, conteniendo los notables discursos 
de nuestro amigo el doctor Quintana, 

Es un poderoso contingente que llevamos al edificio 
de la moral, de la libertad, de la paz y de la prospe- 
ridad futura de nuestro pais, siendo la satisfacción que 
por elio experimentamos, la ùnica recompensa à que 
aspiramos. 



Buenos Aires, Octubre 29 de 1869. 



N. OroSo. 



iDiseURSos 

PRONUNCIADOS POR EL DIPUTAOO 

DOCTOR MANUEL QUINTANA 

EN EL CONGRESO ARGENTINO 

EN LA DISCnSlÓN DEL PROTECTO DE LET DE INTERYENCIÓN 



Sesión del 9 de Agosto de 1869 

SeHor Quintana — Senor Presidente: cuando el perio- 
dico, que sistemàticamente defiende basta Ics errores 
gubernativos, amenazaba de muerte el proyecto que se 
discute; cuando un funcionario de la mas alta posición 
nacional se creia en el caso de bajar à la prensa para 
desacreditarlo por todos medios ante la opinion; cuando 
el P. E. se bacia la violencia de enviar otro proyecto 
con un extenso mensaje para contrarestarlo ante el Con- 
greso; cuando, en fin, el Ministerio, por primera y ùnica 
vez durante la actual administración, acudia en masa a 
las conferencias de la comisión para combatirlo en su 
seno, entonces no podia ménos de traer à mi memoria 
los recuerdos de aquellos grandes debates que forman 
època en los anales de nuestra vida parlamentaria y me 
decidi à agotar mis fuerzas intelectuales para sostener 
dignamente el combate, haciendo fuego con una ba- 



— se- 
teria de libros que tengo preparada a todo evento. 
(Aplausos). 

Pero, cuando ese periodico, después de injuriar audaz- 
mente à los representantes del pueblo, se limitaba basta 
ahora poco a anunciar que el proyectodelGobierno habia 
caido comò una bomba el dia mismo en que la Comisión 
lo rechazaba unànimemente por la forma ó por el fondo; 
cuando ese funcionario se retiraba de la prensa corrido 
por sus propias herejias constitucionales (bravo); cuan- 
do el P. E. entregaba su proyecto à la caridad de algùn 
Diputado benèvolo; cuando el Ministro abandona su 
puesto en el momento critico de la lucha y, sobre todo, 
cuando està en la conciencia pùblica que este proyecto 
ha de pasar casi à unanimidad de votos, parece que pro- 
longar la discusión solo servirà para fatigar la atención 
de la Càmara y que ni siquiera reportarà à los autores 
del proyecto la satisfacción de obtener la Victoria por 
medio de titànicos esfuerzos. 

En presencia de estos hechos tan singulares, nosotros 
no faltariamos à ningùn deber contentàndonos con el 
decisivo discurso del miembro informante de la mayoria 
de la C, de N. C. y confiando nuestro proyecto à la 
fuerza invencible de la opinion que lo sostiene dentro y 
fuera del Congreso (aplausos); mas, conociendo la tàc- 
tica de todos los vencidos y no queriendo dejarles ni la 
triste satisfacción de decir que los hemos derrotado con 
el nùmero y no con la razón, nos hemos decidido à sos- 
tenerlo à todo trance y yo voy à romper el fuego, con- 
testando, al sefior Diputado, miembro disidente de la 
C, de N C, en una rèplica cuya extensión no puedo me- 
dir, pero que sera sulìciente para dejar evidenciada la 
oportunidad del proyecto, su perfecta constitucionali- 
dad y muy especialmente su indisputable superioridad 
sobre el enviado por el P. E. (bravos). 

Sefior: la elección, à que el senor Diputado y yo de- 
bemos el honor de estar Sentados en està Càmara, tenia 
por bandera la conservación de la Constitución Nacio- 
nal y la sanción de todas las leyes orgànicas que de- 
bian complementarla. La idea de ese programa fué mia 
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y su redacción del actual Ministro de R. E. Fondo y 
forma fùeron aceptados por el seflor Diputado, por otro 
mas con quien también tengo el honor de acompaflar- 
me en este momento y por el actual Vice-Presidente de 
la Repùblica. 

Ademàs, cuando el P. E. era interpelado en la Càmara 
de genadores acerca del fusilamiento de Segura, el se- 
fior Ministro de Relaciones Exteriores, después de dar 
todas las explicaciones que creyó conducentes para sal- 
var la responsabilidad del Gobierno, concluia pidiendo 
à Senadores y Diputados que apartaran sus ojos de los 
hechos pasados para fijarlos en el pervenir, presentando 
y sancionando proyectos de ley que salvaran todas las 
dificultades y abrieran en addante un camino fàcil para 
la marcha de todos los poderes pùblicos. Este pedido 
del sefiior Ministro de Relaciones Exteriores era caluro- 
samente apoyado por todos los partidarios de la actual 
administración y por todos los amigos de la tranquilidad 
general. 

Finalmente, de los nùmeros uno y dos del Redactor 
de la Comisión de la Convención Provincial de Buenos 
Aires queexaminó la Constitución de 1853, resulta que 
los miembros de esa Comisión, entre los cuales se halla- 
ba el Presidente de la Nación, reconocian que las re- 
formas introducidas en la materia de intervenciones, 
que nos ocupa, no bastaban para evitar todos los abusos 
que pudieran cometerse y que era necesario buscar la 
plenitud de la garantia en las leyes orgànicas que de- 
bian complementar el articulo 6 de la Constitución vi- 
gente. Sin embargo, y a pesar de que después de la 
reforma se han operado muchas intervenciones, nadie 
ha Uenado todavia la legitima aspiración de la Comisión 
indicada. 

No es mi ànimo hacer con estos recuerdos el proceso 
de la conducta oficial del sefìor Diputado, porque no es 
està la oportunidad de hacerlo ni yo tendria al efecto 
bastante imparcialidad, combatido por dos fuérzas con- 
trarias, nuestras disidencias politicas y nuestras afeccio- 
nes personales. Los he traido simplemente para mos- 
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trar que si el seiìor Diputado ha sido consecuente con 
sus opiniones del afto pasado, yo no lo soy nienos con 
el voto de rais electores, con los deseos del P. E- y con 
las aspiraciones de la Convención reformadora. 

Durante los tres aftos que Uevo en està Càmara, he 
respondido al voto de mis electores, presentando diver- 
sos prt)yectos de ley sobre Capital de la Repùblica, sobre 
acefalia del P. E. y sobre elección del Presidente y Vice- 
Presidente, y he cooperado, ademàs, à que la Càmara 
se ocupara à la brevedad posible, de otros proyectos 
anàlogos, por ejemplo, el relativo à la contabilidad na- 
cional, tan reclamado para la regularìdad de la Admi- 
nistración y la vigilancia que el Congreso debe ejercer 
sobre ella. 

He de satisfacer los deseos del Gobierno sobre la 
cuestión relativa à los tribunales militares, presentando, 
asi que pase està cuestión, otro proyecto de ley que de- 
termine con precisión y clarìdad la jurisdicción de esos 
tribunales, para que en addante los ciudadanos no se 
vean expuestos à caer bajo la cuchilla de los consejos 
de guerra. (Aplausos). 

He crei do llenar en parte las aspiraciones de la Con- 
vención examinadora con el proyecto de ley que ac- 
tualmente se discute, dandole preferencia sobre todos 
los otros, porque en realidad merece la prioridad por 
razón del tiempo en que han ocurrido los sucesos y 
por razón de la importancia de la materia sobre que 
versa. 

La cuestión de San Juan acaba en efecto de conmo- 
ver hondamente la Repùblica entera, y la ansiedad pù- 
blica ha Uegado à su colmo por la incertidumbre en que 
la resolución del Senado ha dejado varios de los gran- 
des principios comprometidos en aquel solemne debate 
acerca de las prerogativas del Congreso y la misión del 
P. E. en materia de intervenciones. El tono de los pe- 
riódicos ministeriales y los anuncios que se hacen rela- 
tivamente al envio de fuerzas al interior de la Repùblica 
para formar grandes ejércitos, han hecho acrecer, si es 
posible, la viva y justa ansiedad de algunos pueblqs y 
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gobiemos; pues se Ueva la insensatez basta el extremo 
de amenazar al Congreso con los Tribunales de Justicia, 
y la fuerza pùblica empieza à ser acuartelada en las ca- 
pitales de las Provincias, desatendiendo la frontera y 
conmoviendo la paz interna de la Nación. (Aplausos). Y 
comò si esto no fuera todavia bastante, esos mismos pe- 
riódicos anuncian todos los dias, sin que nadie los des- 
mienta, que baterias de cafiones rayados marchan al 
interior de la Repùblica para situarse en una de sus mas 
grandes ciudades donde debe formarse el cuartel gene- 
ral del proyectado ejército. 

iCuàl era la misión del Congreso en presencia de he- 
chos tan graves y de circunstancias tan criticas? La 
misión del Congreso era ponerse a la altura de las nece- 
sidades pùblicas y hacer oir su voz sobre està importante 
cuestión para tranquilizar al pais, salvando los princi- 
pios comprometidos en anteriores debates. 

Esto no es renovar la cuestión de San Juan. Nosotros 
no hemosvenido à recoger del polvo de la derrota las 
armas de los vencidos. Simplemente queremos salvar 
los principios incidentalmente comprometidos en el de- 
bate, principios que tal vez no han sido envueltos por la 
resolución del Senado. Pero, corno de la semejanza 
de este proyecto con la cuestión San Juan, se ha que- 
rido forjar un argumento para aterrar al Senado con el 
fantasma de la contradicción, séaine permitido contestar, 
aunque de paso^ que este asunto no puede ser equipa- 
rado con la cuestión de San Juan, por la sencilla y 
concluyente razón de que cualquiera que sea el éxito 
de este proyecto, aunque él merezca la sanción de las 
dos Càmaras, aunque él triunfe del veto anunciado del 
P. E., las cosas de San Juan seguiràn, por desgracia, 
comò ahora, es decir, que el gobemador Zavalla queda- 
rà sin ser repuesto y la revolución legislativa continuar! 
triunfante. 

Està simple observación basta efectivamente para 
revelar, pero revelar à la evidencia, que el proyecto de 
intervención es distinto de la cuestión San Juan, por 
mas que con ella tenga sus puntos de contacto. Si algo 
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fuese necesario agregar, dina que la cuestión San Juan, 
se ocupaba del pasado, mientras que nosotros aparta- 
mos con dolor los ojos de ese pasado, para ponerlos con 
fé en el por venir. (Aplausos). 

Mas decia, que este proyecto solo importaba volver 
por los principios comprometidos en el debate de la 
cuestión San Juan; porque si bay una verdad, conocida 
por todos los que se ocupan de la cosa pùblica, es que 
las intervenciones siempre han sido discutidas con los 
hechos por delante y por consiguiente bajo la influencia 
decisiva de las pasiones y de los intereses mas ó menos 
legitimos que tales hechos despertaban. 

Comprendo perfectamente que muchos espiritus se 
detuviera anten la reposición del gobemador Zavalla, 
acusado de haber atentado contra la inviolabilidad de 
los representantes del pueblo, aunque no justìfico que 
el temor del escàndalo de una reposición semejante 
autorizara para retroceder ante la lògica inflexible de 
los principios; pero sostengo que es necesario que la 
resolución que condenó al gobemador Zavalla, no en- 
vuelva también la condenación de las prerogativas del 
Congreso desconocidas oficialmente en a quella ocasión. 

No tratamos, repito, de salvar al gobemador Zavalla 
ni a gobemador alguno de la Repùblica: tratamos ùni- 
camente de salvar las facultades constitucionales del 
Congreso devolviendo à todos la tranquilidad perdida 
por medio de leyes dictadas en interés de pueblos y go- 
biemos. 

Esto no es usurpar las facultades del P. E.: es dar à 
cada poder la parte que constitucionalmente le corres- 
ponde en materia de intervenciones. No es atar los bra- 
zos d^l Presidente de la Repùblica: es impedirle que rom- 
pa sus ligaduras constitucionales (imuy bien!) No es 
subordinarlo indebidamente al Poder Legislativo: es 
evitar que se sobreponga al Congreso. No es, en fin, 
convertirlo en criado nuestro: es privar que se convierta 
en mandón del pueblo. (Aplausos). 

Queremos esto con la voluntad, sin la voluntad y aùn 
contra la voluntad del Presidente, porque arriba de esa 






— 31 — 

voluntad està la Constitución Nacional y la decisión que 
tenemos de hacerla respetar por gobernantes y gober- 
nados. (Aplausos). 

Tal es, el verdadero espiritu y el justo alcance del 
proyecto que discutimos. 

lA qué se esperaria para dictar la ley de intervencio- 
nes? Si la paz està segura con esa ley, la conserva- 
remos. Si por el contrario, la paz està amenazada con 
esa ley, la salvaremos. De todos modos esa ley, sin 
perjuicio de los poderes pùblicos, ha de ser una pode- 
rosa palanca en prò del orden constitucional del pais. 

A pesar de esto, las furias oficiales y oficiosas se han 
desatado contra ése proyecto; à pesar de esto,- la prensa 
ministerial ha agotado los dicterios de la lengua contra 
todassus disposiciones; à pesar de ésto, sus autores han 
sido torpemente ultrajados en la sinceridad de sus mó- 
viles, en la rectitud de sus propósitos y en la indepen- 
dencia de su caràcter. 

Yo podria, a mi turno, contestar estos excesos, fulmi- 
nando rayos, no de elocuencia, pero si de indignación, 
contra esa politica personal, intolerante y avasalladora, 
que, por desgracia, se està despiegando de algùn tiempo 
a està parte. 

Yo podna sostener con la historia de todos los tiem- 
pos en la mano, que semejantes abusos son agenos de 
gobiernos que aspiran al titulo de liberales. 

Yo podria asegurar que nunca llegó à tanto ni el 
mismo Jackson, llamado el león de los Presidentes de 
la Union y el ùnico hombre que en aquel pais ha te- 
nido la audacia necesaria para atropellar la patrio tica 
tradición de Washington, presentando por tercera vez 
su candidatura à la Presidencia de la Repùblica. 

Podria, en fin, decir. . . pero no quiero internarme en 
el extraviado camino de las recritiiinaciones y prefiero 
ser tolerante una vez mas. Quiero dar asi una prueba 
elocuente de respeto à las opiniones agenas, para que 
otros mas elevados aprendan à respetan las que no 
les pertenecen. No quiero arrojar mas combustible à 
la hoguera de las pasiones agitadas que actualmente 
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nos rodean. Haré este sacrificio en aras de la patria, 
cuya imàgen siempre querida, ha sido evocada para 
que no descendiera al fango de las discusiones perso- 
nales que tan insensatamente se provocaban al mismo 
tiempo. 

Pero que estas indicaciones sirvan siquiera de justo 
desagravio para los Diputados à los cuales he tenido el 
honor de acompanar y por los cuales he tenido el honor 
de ser acompanado en este asunto, y que sirvan sobre 
todo de saludable advertencia para aquellos que, à pesar 
de su edad, de su experiencia y de su posición, no saben 
todavia contenerse y no trepidan en desbordarse ante 
simples disi^encias de principios por mas legitimas y 
fundadas que sean. 

En cambio, ya que basta los deberes del elector y los 
compromisos del partidario han sido también invocados 
en este asunto, permitame la Càmara una ligera digresión 
para emitir una vez por todas, mis ideas sobre este punto 
con la franqueza que caracteriza todos mis actos pùbli- 
cos y privados. 

Jamàs me he encontrado afiliado en ningùn partido 
personal. Nunca he tenido mas que un programa y ese 
programa ha sido la felicidad de la patria por la pràctica 
sincera de la constitución. Asi, cuando he sido elegido, 
nunca he sentido el piacer de una ambición personal 
satisfecha. Cuando he sido elector, jamàs he sido im- 
pulsado por mezquinos intereses de circulo. 

Yo estaba, pues, decididamente resuelto à apoyar 
la administración actual, à cuya elevación habia contri- 
buido y de la que he recibido las mas inmerecidas prue- 
bas de distinción; pero a lo que jamàs estuve dispuesto 
es à abdicar mis opiniones y principios en obsequio de 
nadie ni por nada. Todavia estoy firmemente decidido 
à sostener la administración siempre que sus actos gi- 
ren dentro de la òrbita constitucional y siempre que sus 
medidas tiendan à promover el bien del pais. Mas si 
desgraciadamente sus hechos fueran contrarios à tan 
sagrado objeto ó, en vez de marchar por el recto camino 
de la Constitución, se empenara en la tortuosa senda 
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de la arbitrariedad, entonces, con intenso dolor, pero 
con inquebrantable energia, si no soy el primero, no 
sere tampoco el ùltimo que me interponga para dete- 
nerle en su extraviada marcha. 

Sé perfectamente que este no es el camino que con- 
duce a los altos puestos de la adminlstración. No im- 
porta. Jamàs he sacrificado el interés del pueblo a mis 
conveniencias particulares. Nunca he aspirado à go- 
bernar à mis conciudadanos y siempre me he encontra- 
do satisfecho de militar en sus filas. Si todavia se me 
enrostrase mi inmovilidad politica, contestarla que pre- 
fiero sumergirme en el fondo con mis ideas a trepar à 
la superficie con las agenas. 

También sé que està conducta a pocos satisface, que 
los partidos politicos son siempre exigentes y que solo 
se contentan con una servii adhesión. — Tampoco im- 
porta. — Siempre conservare la franqueza de mis opi- 
niones por mas que mis correligionarios se crean auto- 
rizados a condenarme por una simple disidencia de 
principios y por mas que en su loco desvario se atrevan 
a estampar la mancha del traidor sobre la frente siempre 
erguida del hombre independiente. — Y si porque no 
me presto à seguir ciegamente las inspiraciones de los 
correligionarios ó à secundar sumisamente los deseos 
delpoder se pretendiera estigmatizarme, Uamàndome 
apòstata de los partidos y enemigo de los gobiernos, yo 
apelaria entonces à mi conciencia ante la cual seria el 
guardiàn de la Constitución y el amigo de los pueblos. 
(Aplausos). 

Pero, basta de digresiones, para concluir està parte 
de mi discurso estableciendo que el seflor miembro in- 
formante de la mayoria de la Comisión de N. C. ha 
tenido piena razón para sostener la oportunidad de este 
proyecto de ley, y que todas las objeciones en contrario 
se han de estrellar impotentes ante las cónsideraciones 
emitidas. Si algo faltase me permitiria invocar el ejem- 
plo mismo de los Estados Unidos, que todos los dias se 
presenta ante nuestros ojos. Entonces dirla que asl 
corno los disturbios de Massachusset fueron la causa 
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que decidió a la Convención constituyente para acordar 
à los Estados la garantfa de la forma republicana y de 
un orden interno, y que asi corno la rebelión de los con- 
dados occidentales de Pensilvania fué la que dio lucrar 
à la sanción de la lev de 1795, cuya iroitación servii se 
nos propone, asi también la situación actual del pais y la 
necesidad de salvar la paz pùblica sòn las razones que 
deben impulsarnos à dictar la ley aconsejada en materia 
de intervenciones. 

Sefior: Sintiéndome en extremo fatigado por la agi- 
tación que se apodera de mi ànimo siempre que me 
ocupo de estos asuntos, pido à la Càmara tenga la de- 
ferencia de pasar à cuarto intermedio ó levantar la 
sesión. 

El Seflor Presidente — Creo que seria mas conveniente 
levantar la sesión. 

La Càmara de Senadores ha cedido el locai para que 
la de Diputados pueda reunirse mariana; de consiguien- 
te, la sesión tendrà lugar manana à la bora de costumbre. 
(Prolongados bravos y aplausos). 

(Se levante la sesión,) 



Sesión del 10 de Agosto de 1869 



Sefior Presidente: 

No estoy aùn pienamente repuesto de la fatiga del dia 
anterior; pero, felizmente estoy ya sereno de espiritu, y 
por consiguiente voy à continuar la tarea que entonces 
me impuse. 

Creo que en la sesión precedente he dejado eviden- 
ciada la oportunidad de la sanción del proyecto acon- 
sejado por la C. de N. C. Paso ahora à demostrar su 
perfecta constitucionalidad. La Càmara sabe que no 
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acostumbro molestarla con citas ni lecturas; mas espe- 
ro qua me acordarà su indulgencia si està vez me aparto 
de mis hàbitos en presencia del pedido que se me ha 
hecho para que apoye mis palabras en autoridades re- 
conocidas y en presencia, sobre todo, de aquella osadà 
aserción de que basta que un Diputado ó Senador ar- 
gentino asegure una cosa, para que sea puesta en diida; 
pero, que basta que cualquier librejo Norte Americano 
la afirme, para que sea creida con toda fé. Pido, pues, 
de nuevo a la Càmara me disculpe si por està vez aban- 
dono mi propòsito y entro de lleno en materia. 

Segùn elarticulo 108 de la Constitución que nos rije, 
las Provincias no pueden tener ejército, ni celebrar tra- 
tados politicos, ni contraer alianzas; no pueden, en su- 
ma, ejercer ninguno de los poderes delegados en los 
tres departamentos que componen el Gobierno de la 
Nación. Pero la anarquia podia asomar su cabeza en 
el territorio de las provincias; el despotismo podia atro- 
pellar la forma republicana de Gobierno, y entonces es- 
taba en el interés de las provincias comò en la lealtad de 
la union, protejer a los Estados contra toda insurrección 
interior y garantirles una forma republicana de Gobier- 
no. De aqui la necesidad de la garantia consagrada en 
las constituciones de todos los pueblos que han adopta- 
do el sistema federai de Gobierno, desde los Estados 
Unidos de America, basta la Confederación Suiza y la 
Repùblica Argentina. 

Para Uenar està necesidad y este deber, la Con^^titu- 
ción de 1853 habia establecido la obligación de la ga- 
rantia entérminos bien explicitos; pero la reforma de 
1860, encontrando en las palabras del articulo de su 
referencia una extensión que habia servido de pretexto 
al Gobierno General para inmiscuirse en el orden inter- 
no de las Provincias, se ocupó de reformarla en està 
parte, consignàndola en los términos en que estàn hoy 
redactados los articulos 5® y 6** de la Constitución vi- 
gente. 

Antes de ahora, y sobre todo, después del recuerdo 
que el senor Diputado Montes de Oca ha hecho del Dia- 
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rio de Sesiones de la Convención, he recorrido con 
ansiedad sus pàginas para ver si se habia suscitado al- 
guna vez la cuestión que hoy se agita en està Càmara y 
que divide à sus miembros. Con teda la sinceridad de 
que soy capaz, y en presencia del raismo senor Diputado, 
que felizmente acaba de entrar, declaro àia faz de la 
Càmara, que semejante cuestión no ha sido ni inciden- 
talmente tocada en los debates de la Comisión exami- 
nadora, ni en los de las convenciones reformadoras de 
la antigua Constitución. Si mi palabra es desautorizada, 
à pesar de la ingenuidad que siempre la caracteriza, 
apelo al Diario de Sesiones que en este momento tengo 
delante de mi y lo pongo à la disposición del seiior Di- 
putado para que se sirva mostrar la pàgina donde tal 
cuestión haya sido ventilada. 

Hagamos, pues, à un lado el citado Diario de Sesio- 
nes y apartémonos de los debates de la convención 
reformadora para atenernos à las disposiciones expre- 
sas de nuestra Constitución y las de las naciones ex- 
tranjeras que han adoptado la misma forma de Go- 
bierno que nos rige, à las sentencias de los tribunales 
propios y extraflos, à los debates de los Congresos 
Americano y Argentino y à las doctrinas de los autores 
de ambas naciones para, à presencia de autoridades 
tan irrecusables, decidir a quiénes corresponde hacer 
efectiva la intervención de la Nación en favor de las 
Provincias. 

Por mi parte, no trepido eft afirmar, y aqui tengo una 
ligera disidencia con el miembro informante de la Co- 
misión de N. C., que la intervención no es un derecho 
del P. E. ni tampoco del Congreso, ni del P. J. exclusi- 
vamente, sino que es una obligación de la Nación y 
corno tal, confiada à los tres Departamentos que compo- 
nen su gobierno. 

Toda la cuestión està en decidir cual es el rol que 
à cada uno incumbe en la materia, y tampoco trepido en 
afirmar que al Congreso compete declarar el caso de la 
Intervención y proveer al P. E. de los medios indispen- 
sables para ejecutarla; que al P. E. solo corresponde ha- 
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cer uso de la autorización del Congreso para ejecutar la 
intervención y que al P. J. toca juzgar del caso particu- 
lar creado por situación tan anormal. Estos son los 
diversos roles de los tres Departamentos Nacionales y 
està es la ùnica combinación con la cual se satisface la 
latra expresà y el espiritu ciato de nuestras prescripcio- 
nes conslitucionales. 

Principiemos por la Constitución. 

Tantas veces se han citado las categóricas palabras 
de las Constituciones Argentina y Americana, que me 
encuentro excusado de repetirlas una vez mas. Me basta 
dejar consignado, comò punto de partida sobre està 
parte de mi argumentación, que la Constitución Argen- 
tina establece la intervención corno un deber y un dere- 
cho del Gobiemo Federai y que la Constitución Norte- 
Americana la reconoce comò un deber y un derecho de 
los Estados-Unidos. 

La palabra Gobiemo Federai^ en el sentido lato de la 
expresión, comprende incuestionablemente los tres De- 
partamentos que componen el Gobierno de la Nación. 
Si alguna duda surgiera sobre el particular, el articulo 
correlativo de la Constitución Norte-Americana, ponien- 
do la intervención à cargo de los Estados Unidos, corno 
acabo de indicarlo, debiera bastar para disiparla. No 
conozco Presidente alguno de la Union que se haya atre- 
vido à parodiar el despótico dicho de Luis XIV cEl Es- 
tadosoyyo> diciendo à su turno cYo soy los Estados 
Unidos de Norte-América». 

iSe quiere algo mas explicito todavia? Pues ahi està 
la Constitución Suiza, sancionada en 1848, que se en- 
cuentra en la pàgina 84 de la colección de Laferriere, y 
que no ha sido aùn traida al debate. En su articulo 5 
dice: e La Constitución garante à los cantones su terri- 
€ torio, su soberania en sus limites fijados por el articu- 
« lo 3, sus constituciones, la libertad y los derechos; los 
« derechos constitucionales ie los ciudadanos asi corno 
€ los derechos y las atribuciones que el pueblo ha con- 
€ ferido à lasautoridades». — En el articulo 6 agrega: 
€ à este efecto los cantones estàn obligados à pedir à 
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€ la Confederación la garantfa de sus constituciones. 
€ Està garantia es acordada siempre: — a — Que estas 
« constituciones nada contengan contrario à las dispo- 
€ siciones de la Constitucion Federai: —b — Que ellas 
€ aseguren el ejercicio de los derechos politicos, segùn 
€ formas rèpublicanas, representativas ó democràticas: 
€ — e—- Que ellas liayan sido aceptadas por el pueblo y 
€ que puedan ser revisadas cuando la mayoria absoluta 
€ de los ciudadanos lo exija». 

No puede exigirse una analogia mas completa entre 
los articulos 5 y 6 de la Constitucion Suiza y los artfcu- 
los 5 y 6 de nuestra Constitucion; pero la cuestión està 
mas explfcitamente resuelta por otro articulo de la mis- 
ma Constitucion Suiza. 

Ese articulo es el 74, cuyos incisós 7^ y 8®, tratando 
de las atribuciones de la Asamblea Federai, compuesta, 
segùn el articulo 61, de un Consejo Nacional elegcido por 
el pueblo de acuerdo con el articulo 61 y de un Consejo 
de los Estados elegido por los Cantones de conformidad 
al articulo 69, comò si dijéramos de una Càmara de Di- 
putados elegida por el pueblo de la Repùblica y de una 
Càmara de Senadores elegida por las legislaturas de pro- 
vincia, que es comò se divide y se elije el Congreso Na- 
cional por los articulos 36, 37 y 46 de nuestra Constitu- 
cion; colocan entre ellas la garantia de las instituciones 
provinciales y todas las medidas necesarias al efecto. — 
€ La garantia, dice el primero, de la Constitucion y del 
€ territorio de los Cantones; la intervención comò con- 
€ secuencia de està garantia, las medidas para la segu- 
€ ridad interior de la Suiza, para el mantenimiento de la 
« tranquilidad y del orden; la amnistia y el ejercicio del 
€ derecho de gracia. Las medidas, dice el segundo, 
€ para hacer respetar la Constitucion Federai, y asegu- 
€ rar las garantias de las constituciones de los Cantones, 
€ comò las que tienen por fin obtener el cumplimiento 
4 de los deberes federales ó mantener los derechos ga- 
€ rantidospor la Confederación». 

No crea la Càmara que redacto las disposiciones de la 
Constitucion Suiza para acomodar sus palabras à mis 
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argumentos, cuando no hago mas que repetir sus térmi- 
nos misraos, puesto que parece que tales prescripciones 
hubieran sido solicitamente redactadas en previsión 
del debate que sostenemos; pero comò ellas se ocupan 
de las intervenciones indispensables durante el periodo 
de las sesiones de la Asamblea Federai y corno à la pre- 
visión de los autores de la Constitución Suiza no podia 
escaparla necesidad de hacer efectiva la garantia de 
las instituciones cantonales durante el receso de aquella 
Asamblea, me parece oportuno invocar por ùltimo el 
articulo 90 de la Constitución Suiza en la parte relativa 
à las atribuciones y obligaciones del Consejo Federai 
en materia de intervenciones. Segùn los articulos 83, 
84 y 86, dicho Consejo ejerce la autoridad ejecutiva de la 
Confederación, se compone de siete miembros, es nom- 
brado indirectamente por el pueblo Suizo, es presidido 
por el Presidente de la Confederación y tiene ademàs su 
Vice- Presidente elegido de su propio seno, de suerte 
que en el mecanismo de la Constitución Suiza ocupa 
el lugar que tiene entre nosotros el P. E. Nacional. 
Ahora bien, aùn cuando entre sus atribuciones entra 
€ velar por las garantias de las constituciones cantona- 
€ les> y «por la seguridad interior de la Confederación »j 
« comò dicen los incisos 3 » y 10, solo en caso de ur- 
« gencia y cuando la Asamblea Federai no està reuni- 
c da, el Consejo general està autorizado à levantar las 
« tropas necesarias y a disponer de ellas bajo reserva 
« de convocar inmediatamente los Consejos si el nù- 
< mero de tropas levantadas pasa de dos mil hombres ó 
« si permanecen reunidas mas de tres semanas», se- 
gùn las palabras textuales del inciso 1 1 del citado ar- 
ticulo 90. 

De la precedente exposición resulta, pues, que la 
Constitución Suiza decide categòricamente que la inter- 
vención para bacer efectiva la garantia de las institucio- 
nes de los cantones es una atribución de la Asamblea 
federai de la Suiza, que es el Poder Legislativo de aque- 
lla Nación. — Que el Consejo federai, que es su Poder 
Ejecutivo, no puede hacer efectiva dicha garantia sino 
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durante el receso de la Asamblea Federai. — Que su 
deber es convocarla inmediatamente para darle cuenta 
de todo lo obrado en el caso supuesto. 

Y para que las prescripciones de la Constitución 
Suiza ejerzan sobre el ànimo de la Càmara la influencia 
decisiva que tienen para mi, solo debo agregar que la 
Constitución de 1853 no fué tanto calcada sobre la 
Constitución de los ^stados Unidos comò sobre la Cons- 
titución de la Confederación Suiza, segùn lo prueba el 
testimonio de los constituyentes de 1 853 y el estudio 
comparativo de dichas Constituciones. Està fué entre 
otras una de las principales razones de la reforma de 
1860, cuyo verdadero objeto fué asimilar la Constitución 
Argentina à la Constitución Americana. Pero, està mis- 
ma razón demuestra que en todo lo que no ha sido ma- 
teria de reforma, comò no lo ha sido el punto relativo 
al Departamento à quien corresponde declarar los casos 
de intervención, la Constitución Suiza espara nosotros 
un gufa mas seguro que la misma Constitución Norte 
Americana. 

£Que se ha dicho entre tanto para destruir la impo- 
tente autoridad de està argumentación? Apenas se ha 
pretendido que el Presidente de la Repùblica es el Go- 
biemo Federai a que se refiere el articulo 6 de nuestra 
Constitución. Tal es la verdad, por mas increible que 
parezca. Todo se reduce asi à una pretensión condena- 
da por la ciencia constitucional, por las mismas leyes 
que se citan y basta por la Constitución, cu3^o apoyo se 
invoca.. 

En derecho constitucional, las palabras Gobierno 
Federai comprenden efectivamente los tres grandes De- 
partamentos creados para la mejor administración del 
pals. Esto es tan elemental que detènerse à demos- 
trarlo pudiera parecer depresivo del respeto debido à 
la ilustración de la Càmara; mas, ya que no se ha temi- 
do defender lo contrario, yo no debo trepidar en apo- 
yarlo con autoridades irrecusables. Block, en la pàgi- 
na 1 105, tomo lo de su Diccionario General de la Poli- 
tica, dice categòricamente: — € Gobierno es el conjunto 
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* de pòderes à los cuales pertenece en cada Éstado el 
€ ejercicio de la soberania efectiva». — Y para escapar 
al reproche de que no cito un Norte- Americano, recor- 
daré à Young en el pàrrafo 11, pàgina 17 de su Go- 
vernment Clas Booh — ^«El objeto, dice, de los hombres, 
€ al formar una asociación, ó, comò algunas veces se ha 
€ dicho, al entrar en sociedad civil, es procurar su mù- 
« tua seguridad y felicidad. — Uniéndose con este pro- 
« pósito, consienlen en ser goberiìados por ciertas re- 
€ glas y principios establecidos al efecto; y el hecho 
€ de gobernar, segùn estas reglas, es llamado gobierno 
€ civil. — La palabra gobierno también significa las re- 
« glas y principios mismos por los cuales son goberna- 
€ das las gentes y a veces las personas que administran 
« el Gobierno, esto es, aquellas que hacen y ejecutan 
€ las leyes de un estado, son Uamados el Gobierno. — 
He acentuado intencionalmente las palabras que hacen^ 
porque ellas encierran la doctrina del libro sobre el pun- 
to que tratamos. Siendo el Poder Legislativo el ùnico 
que hace la ley, es evidente que, segùn Yung, està tan 
comprendido comò el Poder Ejecutivo en la lErase Go- 
bierno Federai. 

Las leyes de Justicia Nacional, promulgadas en Sep- 
tiembre de 1863, carecen de toda importancia en la ma- 
teria, puesto que su objeto no es definir lo que se en- 
tiende por Gobierno Federai, sino deslindar la compe- 
tencia de la Justicia Federai, determinar los delitos 
sometidos à su jurisdicción y establecer sus reglas de 
procedimiento. Sin embargo, comò ellas han sido in- 
vocadas para restringir la verdadera significación de 
las palabras € Gobierno Federali basta convertirlas en 
€ Presidente de la Repùblica», la Càmara me permi- 
tirà demostrar que ellas no autorizan semejante res- 
tricción. 

Segùn el articulo 7 de la ley, designando los crimenes 
cuyojuzgamiento compete à los Tribunales Nacionales 
y fijando su penalidad, comprometen la paz y dignidad 
de la Nación los que por actos hostiles, no aprobados 
porel Gobierno, diesen motivo à una declaración de 
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guerra, etc. Segùn el artfculo 14, cometen delito de 
rebelión los que se alzan pùblicamente y en abierta hos- 
tilidad contra el Gobiemo Nacional para: — destruir la 
Constitución y cambiar la forma de Gobiemo: — deponer 
el Presidente: — impedir las elecciones de Senadores ó 
Diputados Nacionaies: — estorbar las reuniones del Cow- 
greso^ disolverlo ó impedir las funciones de los Poderes 
Colegisladores. — Segùn el articulo 19, hay sedición: 
cuando una Provincia se alza en armas contra otra sin 
autorización del Gobiemo Nacional y cuando se impide 
la promulgación ó ejecución de las leyes del Congreso. 
Por ùltimo, segùn el artfculo 30, cometen desacato con- 
tra las autoridades: — los que perturban gravemente el 
orden de las sesiones de los cuerpos colegisladores, in- 
jurian, insultan, ó amenazan en los mismos actos à algùn 
Diputado ó Senador: los que le calumnian, insultan ó 
amenazan por las opiniones manifestadas en las Cama- 
ras: los que lo hacen contra los Ministros del Gobierno 
Nacional ù otras autoridades en el ejercicio de su cargo, 
etcétera. 

De consiguiente, comò el Congreso es el que autoriza 
las declaraciones de guerra y los tratados de paz, comò 
cometen delito de rebelión los que impiden las eleccio- 
nes nacionales, comò hay sedición cuando se imposibilita 
la promulgación ó ejecución de las leyes del Congreso, 
y finalmente, comò es desacato perturbar el orden de 
sus sesiones ù ofender à sus miembros, es evidente que 
las leyes de Justicia Nacional, lejos de prestarse a la in- 
terpretación restrictiva que sobre ellas se ha querido 
fundar, vienen, por el contrario, en apoyo de la doctrina 
segùn la cual el Gobierno Federai es compuesto de los 
tres Departamentos, Ejecutivo, Legislativo yjudicial. 

La Constitución, autoridad mas alta é irrecusable que 
todas las demàs, confirma la misma inteligencia de la 
palabra € Gobierno Federai» de una manera tan darà 
que destierra toda duda del ànimo mas prevenido, comò 
lo demostrarà un breve anàlisis de varias de sus dispo- 
siciones. Por el articulo 1® la Nación Argentina adop- 
ta para su gobierno la forma representativa republicana 
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federai, de acuerdo con lo establecido en los articulos 
subsiguientes, es decir, la división del gobierno en los 
tres departamentos, Ejecutivo, Legislativo y Judicial. 
Por el 2^ el Gobierno Federai sostiene el culto Católico 
Apostòlico Romano y es sabido que el Congreso es el 
ùnico que vota los fondos necesarios al efecto. Por el 
3<> las autoridades que ejercen el Gobierno Federai de- 
ben residir en la ciudad que se declare capital de la 
Repùblica y a nadie se le ha ocurrido excluir al Con- 
greso de està prescripción constitucional. Por el ar- 
ticulo 5" el Gobierno Federai garantiza a cada Provincia 
el goce de sus instituciones representativas republica- 
nas y la existencia del Poder Legislativo, requisito esen- 
cial de dicho sistema. Antes de pasar à otros articulos 
constitucionales, creo conducente recordar à la Càmara 
que los que dejo citados se hallan entre las declaracio- 
nes, derechos y garanti as acordados por la Constitución, 
que ellos preceden al articulo 6° que se ocupa de la ma- 
teria de intervenciones y que son en consecuencia los 
mas aptos para fijar el verdadero alcance de las pala- 
bras de que éste se vale. 

Siguiendo el anàlisis empezado, encontramos que por 
el articulo 104, las Provincias conservan todo el poder 
no delegado al Gobierno Federai y todos saben que sus 
delegaciones comprenden facultades legislativas, ejecu- 
tivas y judiciales. Por el articulo 105 las Provincias 
se dan sus propias instituciones locales, eligiendo sus 
autoridades sin intervención del Gobierno Federai, 
cuya exclusión alcanza también al Congreso. — Por el 
articulo 108 las Provincias no ejercen el poder delega- 
do a la Nación y el Gobierno de està es ejercido por 
tres poderes, entre los cuales se balla el Legislativo. 
Por el articulo 109 las hostilidades entre las Provincias 
son actos de guerra civil que el Gobierno Federai debe 
reprimir conforme à la ley; pero esa represión no puede 
tener lugar sin la intervención del Congreso que vota 
la fuerza y el gasto. En fin, por el articulo HO los go- 
bernadores de Provincia son agentes naturales del Go- 
bierno Federai para hacer cumplir las leyes de la Nación, 



-44- 

Cuyas leyes àon precisamente dictadas por el Poder Le- 
gislativo. 

Como talvez se repita en la Càmara lo que ya se ha 
dicho en el seno de las comisiones, a saber, que los ar- 
ticulos precedentes carecen de otros correlativos que 
determinen las autoridades comprendidas en las psda- 
bras «Gobièrno Federai», mencionaré algunas que tie- 
nen esa correlación que se echa de ménos y que servi- 
ràn, por tanto, para desvanecer la objeción.— Por el 
articulo 4 el Gobièrno Federai provee à los gastos de la 
Nación con los fondos del Tesoro pùblico, y su corre- 
lativo se balla en los incisos 1, 2, 3, 4 y 7 del articulo 67, 
autorizando al Congreso para imponer contribuciones, 
contraer empréstitos internos ó extemos, disponer de 
las tierras de propiedad nacional y fijar anualmente el 
presupuesto de gastos de la administración general del 
pais. — Por el articulo 25, el Gobièrno Federai debe fo- 
mentar la inmigración europea, y por el inciso 16 del 
articulo 67 el Congreso es quien ha de proveer lo con- 
ducente a la prosperidad general, promoviendo la inmi- 
gración de personas, industrias y capitales extranjeros. 
Por el articulo 26, las autoridades nacionales deben 
reglamentar la libre navegación de los rios interiores, 
mientras que por el inciso 9 del articulo 67, es el Con- 
greso quien debe expedir esos reglamentos, habilitando 
puertos, creando y suprimiendo aduanas. Finalmente, 
por el articulo 27, el Gobièrno Federai està obligado à 
afianzar sus relaciones exteriores por medio de tratados 
de paz y comercio, prescripción que tiene sus correlati- 
vos en el inciso 17 del articulo 86, autorizando al Presi- 
dente de la Repùblica para celebrarlos, y en el inciso 
19 del articulo 67 deflriendo al Congreso su aceptación 
ó rechazo. 

Adelantando este anàlisis, tenemos que, segùn el ar- 
ticulo 7, el Congreso debe determinar la forma probato- 
ria delosactos pùblicos y procedimientosjudiciales de 
las Provincias; por el 9, sancionar las tarifas para las 
Aduanas Nacionales; por el 13, intervenir en la admi- 
sión, división ó refundición de Provincias; por el 21, 
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dictar leyes sobre la milicià nacional; por el 24, ptomo* 
ver la reforma de la actual legislación y el eslableci- 
miento del juicio por jurados; por el 30, declarar la ne- 
cesidad de la reforma parcial ó general de la Constitu- 
ción, y por el inciso 28 del articulo 67, hacer todas las 
lej'es convenientes para poner en ejercicio los poderes 
constitucionales de los tres Departamentos del Gobier* 
no; mas, à pesar de que todas estas atribuciones estàn 
expresamente conferidas al Poder Legislativo, nadie 
niega al Poder Ejecutivo el derecho de intervenir en su 
ejercicio, bajo todas las formas a que se presta su rol de 
poder colegislador derivado de los articulos 68 à 73 de 
la misrtia Constitución. 

Continuando este anàlisis, vemos que por el articulo 
107, las Provincias necesitan del asentimiento del Con- 
greso Federai para celebrar tratados parciales sobre 
administración de justicia, intereses econóraicos ó tra- 
bajos de utilidad comùn y que por el articulo 108 no 
pueden celebrar tratados parciales de caràcter politico, 
ni expedir leyes sobre comercio ó navegación interior 
ó exterior, ni establecer aduanas provinciales, ni acu- 
fiar moneda, ni establecer Bancos con facultad de emi- 
tir billetes, sin autorización del mismo Congreso Fede- 
rai, lo que sirve también para revelar de parte de la 
Constitución la inquebrantable voluntad de que el Con- 
greso haya de intervenir especialmente en todo lo que 
atafie al ser politico, judicial ó econòmico de las Provin- 
cias en sus relaciones con la Nación. 

Apurando el anàlisis que nos ocupa, podriamos Ue- 
gar basta encontrar que la división de los poderes esta- 
blecida por la Constitución no es tan absoluta, que los 
separé al extremo de negar absolutamente à los unos 
toda intervención en el ejercicio de las facultades acor- 
dadas à los otros; puesto que, por los incisos 17, 18, 19, 
20, 21, 22, 23, 24, 25 y 26 del articulo 67, el Congreso 
crea y suprime empleos con sus correspondientes atri- 
buciones; admite ó desecha la dimisión del Presidente 
ó Vice-Presidente de la Repùblica; aprueba ó desaprue- 
ba los tratados con las naciones extranjeras y arregla 
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el ejercicio del Patronato en toda la Nación; permite 6 
rehusa la introducción de nuevas órdenes religiósas; 
autorìza la declaración de guerra ó la celebración de 
paz; concede patentes de corso ó de represalias y re- 
glamenta la» presas; fija el ejército de linea y ordena su 
gobierno; autorìza la reunión de las milicias en ciertos 
casos, dispone su organización, armamento y disciplina 
y establece su administración y gobierno cuando estàn 
al servicio de la nación; autorìza la introducción de tro- 
pas extranjeras en su territorio y la salida de las naciona- 
les fuera de él; declara en estado de sitio uno ó varios 
puntos de la Nación en caso de conmoción interior y 
aprueba ó suspende el declarado por el Ejecutivo du- 
rante su reces'o. 

Para concluir con este largo aunque convincente anà- 
lisis, Uamaré toda la atención de la Càmara sobre la si- 
guiente observación, tan sencilla corno decisiva. La 
parte segunda de la Constitución està destinada à tratar 
de las autoridades nacionales, su tltulo primero se ocu- 
pa del Gobierno Federai, la sección priraera versa sobre 
el Poder Legislativo. La segunda establece el Poder 
Ejecutivo y la tercera crea el Poder Judicial. Asi es 
corno el Gobierno Federai està dividido en tres gran- 
des Departamentos que giran en sus respectivas esfe- 
ras desempefiando las funciones que constitucional- 
mente les corresponden en toda materia, incluso la de 
intervenciones. 

Me parece pues, que los adversarios del proyecto no 
pueden sostenerse en el terreno del derecho constitu- 
cional: veamos si pueden hacerlo en el de los actos le- 
gislativos. 

En la primera sesión de la Càmara sobre este proyecto, 
el miembro informante de la raayoria de la Comisión de 
Neorocios Constitucionales citò un mensaje del Presiden- 
te Tyler para demostrar que en los Estados Unidos el 
Poder Ejecutivo nunca se habia rehusado a someter al 
Congreso todas sus medidas de intervención. Dando à 
los precedentes nacionales la merecida preferencia so- 
bre los hechos extranjeros, empezaré por el Parlamento 
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Argentino para probar que por nuestra propia jurispru- 
dencia solo elCongreso tiene derecho de autorizar una 
intervención, y que la misión del Poder Ejecutivo se re- 
duce à desempefiarla en los términos y con los recursos 
designados por el Poder Legislativo. En seguida ter- 
minare con varios antecedentes norteamericanos en prò 
de la misma jurisprudencia. 

Estudiando los anales parlamentarios de la antigua 
Confederación de las trece Provincias, he tropezado 
con una publicación oficial de algunas sesiones de la 
Càmara de Senadores acerca de la intervención lleva- 
da por el Poder Ejecutivo à la Provincia de Mendoza 
durante el receso del Congreso, entre 1858 y 1859. Esa 
intervención debió su origen à una perturbación ocu- 
rrida en aquella Provincia à fines del citado ano de 1858. 
El comisionado nacional^ general Echagiie, asumió re- 
sueltamente el Gobierno de la Provincia con pretextos 
que nunca faltan à los interventores. Està situación 
anormal imperò durante el receso del Congreso y ame- 
nazaba perpetuarse à pesar de su reuniòn. Entonces 
el Senado de la Confederación, sin embargo de ser Cà- 
mara conservadora por la naturaleza misma de su com- 
posiciòn, y no obstante la deferencia atribuida a la 
Legislatura de la Conferación bacia todos los actos del 
Poder Ejecutivo de la misma, no pudo guardar silencio 
en presencia de tan clara infracciòn de todas las garan- 
tias constitucionales y sancionó con gran mayoria de 
votos el cese de la intervención à Mendoza. — Larga y 
animada fué la discusion que se suscitò entre los que 
defendian y los que atacaban la conducta del interven- 
tor. Ningùn Senador Uegò, sin embargo, à desconocer, 
ni aùn à poner en tela de duda la competencia del Po- 
aer Legislativo, asf para traer a exàmen la intervención 
y el interventor, comò para ordenar su cese inmediato. 
Aùn mas, el Poder Ejecutivo, apesar de toda la arrogan- 
cia que caracterizaba sus actos politicos y de toda la 
exageración que envolvian sus doctrinas sobre la mate- 
ria, lejos de disputar al Congreso sus atribuciones, en 
vez de amenazarlo con los Tribunales Federales, en vez 
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de anunciar el uso del veto y sin esperar siquiera qiie 
el asunto pasara à la Càmara de Diputados, se apre- 
suró à acatar la sanción del Senado haciendo cesar 
toda intervención en la Provincia de Mendoza y dejàn- 
dola en el tranquilo ejercicio de sus instituciones lo- 
cales, 

<jDesea la Càmara otro ejemplo mas oportuno y deci- 
sivo que el precedente? Lo tengo aùn y éste no sera 
de la antigua Confederación que el seftor Diputado di- 
sidente me ha de rechazar sino de la Administración 
anterior, cuya legitimidad no sera puesta en duda por 
el seiior Diputado, es decir, versa sobre hechos acae- 
cidos, no bajo el imperio de la Constitución dictada 
en 1853, sino bajo el de la reformada en 1860. Tal 
es el que se produjo con motivo de los disturbios sus- 
citados en la Provincia de Salta à mediados de 1864. 

Una rebelión, que parecfa contar con el triunfo defi- 
nitivo, habia derrocado los poderes pùblicos de la Pro- 
vincia de Salta. Ninguno de ellos requeria la interven- 
ción del Gobiemo Federai para reponer el orden de 
cosas caldo y està ausencia de toda requisición confir- 
niaba la creencia del triunfo definitivo de la rebelión. 
La Repùblica estaba escandalizada por el atentado y el 
Poder Ejecutivo creyó que debia volver por el orden 
constitucional del pais reprimiéndolo pronta y eficaz- 
mente. Mas, lejps de dejarse arrebatar por la corriente 
de los sucesos, procediendo lijeramente a intervenir de 
propia autoridad, acudió por el contrario al Congreso 
refiriéndole los sucesos y pidiéndole la correspondiente 
autorización para intervenir en Salta al solo efecto de 
restablecer el orden constitucional alterado por la re- 
belión. También file larga y animada la discusión que 
se suscitò en el Senado Nacional; pero tampoco surgió 
la minima duda acerca de la competencia del Congreso 
para acordar ó negar la intervención pedida por el Po- 
der Ejecutivo, pues todos, Ministros y Senadores, la re- 
conocieron unànimemente. Es verdad que la autoriza- 
ción fué rehusada; mas el diario de Sesiones de esa 
època, pàgina 139 addante, re vela que ùnicamente lo 
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fué, porque la mayoria del Senado creia que el Gobier- 
no Federai en ningùn caso podia intervenir sin prèvia 
requisición de las autoridades provinciales, creencia que 
en nada afecta la cuestiòn de competencia para autori- 
zar la intervención en los casos y en las formas consti- 
tucionales, que es el ùnico punto que actualmente nos 
ocupa. Permitaseme, sin embargo, agregar, aunque sea 
de paso, que no reputo acertada la creencia de la mayoria 
del Senado, fund-indome en que del diario de Sesio- 
nes de la Convención Reformadora de la Provincia de 
Buenos Aires, resulta à la evidencia que la voluntad de 
la Convención fué excluir la requisición de todos aque- 
Uos casos en que fuera imposible por la desaparición de 
las autoridades constituidas ó por la violencia que sobre 
ellas se ejerciera, corno puede verse en la segunda parte 
de la 4* Sesión, pàgina 148, addante. 

Ya que he hablado de una intervención negada por 
una Càmara, quiero recordar ahora una intervención 
acordada por el Congreso en una època mucho mas 
reciente. Me refiero a la ùltima intervención en Cata- 
marca. 

Con motivo de las perturbaciones que aparecieron en 
esa provincia à mediados de 1866, el Po der Ej ecuti vo 
solicitó del Congreso la autorización necesaria para in- 
tervenir en ella à los efectos del articulo 6** de la Cons- 
titución. El Congreso, después de un maduro exàmen 
de los hechos y de una detenida discusión del derecho, 
dictó la ley fecha 4 de Octubre de 1866 acordàndole la 
autorización solicitada, prescribièndole la forma de la 
intervención y ordenàndole que oportunamente lo ins- 
truyera de su resultado. Entonces, comò antes, nadie 
se avanzò à negar la competencia del Congreso para 
dictar esa ley que deberia servir de norma para las que 
en adelante tengan que di(*tarse, si desgraciadamente se 
repitieran los hechos ilegales que pueden determinar 
constitucionalmente la necesidad de una intervención 
cualquiera. Es tan importante esa ley, que no puedo 
resistir al.deseo de leerla integramente para la mejor 
instrucciòn de la Càmara. Segùn su texto inserto en la 



— 50 — 

pàgina 252 del segando semestre del Registro Nacional 
de 1866, ella dice asi: — Art. 1^ Autorizase al Poder Eje- 
cutivo para intervenir en la provincia de Catamarca con 
el objeto de restablecer las autoridades constìtucionales. 
— Art. 2^ En caso de acefalia imprevista por la Consti- 
tución de la provincia, el Poder Ejecutivo usarà de està 
misma autorización, designando algùn ciudadano a iìn 
de que, con el caràcter de Gobernador Pro visorio, pre- 
sida losactos estrictamente indispensables parareorga- 
nizar los poderes pùblicos, conforme a su Constitución. 
— Art. 3° El Comisionado, que el Poder Ejecutivo nom - 
bre à los fines de està ley, preferirà los medios pacificos 
y los simplemente conminatorios antes de acudir al re- 
curso extremo de las armas. — Art. 4** El uso de aquellos 
medios no excluye el apresto de la fuerza que la inter- 
vención pudiese requerir. — Art. 5® En todo caso, para 
que el empieo de la fuerza sea justificado, jamàs dejarà 
de preceder una intimación, al menos por parte del Co* 
misionado. — Art. 6^ El Comisionado no asumirà el Go- 
bierno de la provincia. — Art. 7^ El Poder Ejecutivo 
queda autorizado para movilizar la Guardia Nacional 
que considere necesaria para la ejecución de està ley. 
— Art. 8° Està igualmente autorizado para hacer los 
gastos que ella demande. — Art. 9» El Congreso sera 
instruido del estado ó del resultado de la intervención 
oportunamente si se balla en sesión ó inmediatamente 
después de la apertura del próximo periodo Legislativo. 
— Art. 10 Comuniquese al Poder Ejecutivo. 

En vano se desconocerà la autoridad de los preceden- 
tes de la antigua Confederación, se invocarà la negati- 
va de la intervención à Salta, se anatematizarà la inter- 
vención en Catamarca y se han aducido otras interven- 
ciones no autorizadas por el Congreso. Los precedentes 
de la Confederación hacen jurisprudencia, corno sus 
leyes son obligatorias, siempre que no estén en contra- 
dicción con la reforma constitucional de 1860 ó que no 
hayan sido derogadas por otras leyes posteriores. La 
negativa de la intervención en Salta en nada se relacio- 
naba con la cuestión de competencia y procedia solo de 
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la errada opinion de que, en ningùn caso, puede llevarse 
una intervención que no sea para garantir la forma repu- 
blicana, sin prèvia requisición de las autoridades loca- 
les. La eficacia ó ineficacìa de la intervención en Ca- 
tamarca, esdetodo punto ajena àia cuestión de com- 
petencia, resulta, en ese caso en favor del Poder 
Legislativo à pedido y con asentimiento del Poder Eje- 
cutivo. 

Los precedentes aducidos son exactos, pero ocurridos 
todos durante el receso del Congreso, y nada prueban 
por consiguiente en contrario. Lo mismo diria, aùn 
cuando se hubieran producido durante el periodo de las 
sesiones, porque no alcanzarian à enervar la fuerza de 
la jurisprudencia constitucional, basada sobre los ante- 
cedentes que invoqué en su auxilio. En Derecho Cons- 
titucional y tratàndose de las facultades de los poderes 
pùblicos, es completamente desconocida la institución 
de la prescripción autorizada entre los particulares por 
el Derecho Civil. La prescripción de cosas privadas, 
cuya justicia niegan algunos, pero cuya conveniencia 
proclaman todos, por razones de utilidad general, no 
tendria razón de ser con relación à los Departamentos 
que componen el Gobierno de la Nación. La división 
de los poderes pùblicos obedece à supremas razones de 
interés comùn, que no pueden ser desatendidas estable- 
ciendo una prescripción que, ademàs de inconveniente, 
seria injusta y sobre todo harto peligrosa. Su admisión 
produciria en ùltimo resultado la absorción de fodos los 
poderes del Gobierno por una Càmara que constituiria 
una oligarquia, por un hombre que personificaria el des- 
potismo ó por un pueblo que sucumbiria en la anarquia. 
(Aplausos). 

Por esto es que el Congreso ha podido abstenersè del 
ejercicio de sus facultades en materia de intervenciones 
sin que hayan sufrido el minimo menoscabo y sin que 
se haya operado ninguna transmigración de poderes; 
porque repito que el derecho politico reniega esa mons- 
truosa doctrina, en cuya virtud se pretende convertir al 
Presidente de la Repùblica en heredero forzoso de to- 
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das aquellas facultades que el Congreso no haya que- 
rido, podido ó debido ejercitar. (Aplausos). Si de al- 
guna se apoderó en mala bora el Poder Ejecutivo, el 
Congreso existe y lo que es mas las reclama. — Restitu- 
yàmosela, pues, pacifica y constitucionalmente. Pero 
terminemos con los precedentes argentinos, y vengamos 
de una vez a los antecedentes norte-araericanos, ya que 
nuestros propios becbos son mirados con tanto desden, 
que es necesario autorizarse à cada paso con los ejem- 
plos extranjeros, por mas que sean de Jos Estados Uni- 
dos. (Aplausos). 

En la sesión a que antes me referi, el miembro infor- 
mante de la mayoria de la Comisión de Negocios Cons- 
titucionales invocò muy acertadamente dos pàrrafos 
del Mensaje que el Presidente Tyler paso a la Càmara 
de Diputados de la Union en Abril de 1844 cumpliendo, 
sin demora ni dificultad, la resolución dictada en 23 de 
Marzo del mismo ano, pidiéndole todos los documentos 
relativos à la intervención decretada en el Estado de 
Rhode Island, no para garantir la forma Republicana de 
Gobiemo, comò lo dio a entender el senor Diputado à 
quien contesto, sino para protejer las autoridades cons- 
tituidas centra la violencia de una gran parte del pue- 
blo del Estado que de grado ó por fuerza intentaba 
echar abajo al antiguo gobierno de la carta colonial, para 
elegir nuevas autoridades con arreglo à otra constitu- 
ción mas liberal y democràtica. En esos pàrrafos el Pre- 
sidente Tyler decia: — 

«Seme permitirà negar completa y resueltamen te el 
« derecho del Ejecutivo para hacer de cualesquier defec- 
« tos reales ó supuestos en la Constitución de algùn Es- 
« tado ó forma de Gobiemo el pretexto para no cum- 
« plir las leyes ó las garantias de la Constitución de los 
« Estados Ùnidos, con referencia al antedicho Estado. 
4 En los términos mas enfàticos que pueda emplear, 
« repudio completamente la idea de que esas leyes ó 
« garantias no deban ser ejecutadas porque el Presi- 
« dente pueda creer que el derecho de sufragio ó cual- 
« quiera otro gran derecho popular esté demasiado res- 
« tringido ó ampliado en demasia. 
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€ Con igual fuerza rechazo la idea de que el Ejecu- 
tivo tiene competencia para decidir, en controversias 
de la naturaleza de la que existió en Rhode Island, de 
qué lado esté la mayoria del pueblo ó la extensión de 
los derechos de una mayoria simplemente numèrica. 
Para el Ejecutìvo, asumir tal poder, seria asumir un 
poder del caràcter mas peligroso. 
« Bajo tales supoéiciones los Estados de està Union 
no tendrian seguridad para la paz y podrian ser con- 
vertidos en unos meros instrumentos de la voluntad 
del Ejecutivo. Movido por propósitos interesados, po- 
dria llegar à ser el gran agitador fomentando avances 
sobre las constituciones del Estado y declarando la 
mayoria de hoy ser la minoria de manana y la mino- 
ria a su turno, la mayoria ante cuyos decretos el or- 
den de cosas establecido en el Estado seria subver- 
tido. — Revoluciones, conmociones civiles v derrama- 
miento de sangre, serfan las consecuencias inevita- 
bles. La provisión de la constitución hecha para la 
seguridad de los Estados se convertirla asi en el ins- 
trumento de su destruccion. El Presidente vendria a 
ser de hecho el gran fabricante de Constituciones 
« para los Estados y todo el poder vendria à quedar en- 
< tresusmanos.» 

Apesar de que el seftor Diputado que me ha precedi- 
do en la palabra, conoció de antemano el Mensaje de 
Tyler transcripto en la pàgina 130, tomo 15, de los 
Debates del Congreso que he visto en su poder, apesar 
de que debe haber buscado con ahinco otro documen- 
to igualmente decisivo en contrario, apesar de que ha- 
brà sin duda meditado detenidamente todas las obje- 
ciones à que pudiera prestarse su espiritu ó su letra, 
apesar de todo, decia, sus observaciones se han reducido 
à suponer la omisión casual del pàrrafo anterjor del mis- 
mo mensaje que minoraba la importancia dada à los si- 
guientes y à insinuar la idea de que Tyler, lejos de ser 
un presidente enèrgico contra las resoluciones del Con- 
greso, no podia resistir las decisiones de una sola Cà- 
mara. Intencionalmente he prescindido de mi traducción 
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del mensaje para servirme de la del serìor Dipatado 
Keen y lo primero que echo a la vista es precisamente el 
pàrrafo k que aludia el seflor Diputado. <jCuàl es la im- 
portancia de ese pàrrafo, en que el seflor Diputado se 
àpoyaba para elevar la temeraria pretensión de que el 
Presidente Tyler no habia reconocido la competencia 
del Congreso para traer a juicio todos sus actos en la 
intervención de Rhode Island? 

En ese pàrrafo, cuyas palabras prefiero repetir para 
escapar al reproche de que las desvirtùo por medio de 
una referencia infiel, el Presidente Tyler dacia: — «Ten- 
go que informar à la Càmara que el Ejecutivo no cre- 
yó de su deber intervenir con las fuerzas militares y 
navales de los Estados Unidos en los ùltimos distur- 
bios de Rhode Island, que ninguna orden fué dada por 
el Ejecutivo à otros departamentos ó jefes militares 
para la movilización ó empieo de tropas en ó para 
Rhode Island fuera de las que acompaflan este men- 
saje y que, considerada la fuerza de la guarnición del 
Fuerte Adams en relación a la extensión de la agita- 
ción de Rhode Island fueron reputadas necesarias y 
juiciosas; que ninguna orden se habia dado à gefes 
navales a fin de preparar vapores ù otros buques de 
los Estados Unidos para servicio en las aguas de Rho- 
de Island; que ninguna orden se habia dado à los 
« jefes de las embarcaciones guarda-costas para dicho 
« servicio; que ningunas instrucciones se dieron por el 
« Secretario de Guerra en Rhode Island al tiempo de 
« su visita en 1842 para revistar las tropas del Gobierno 
« Constitucional y que ningunas órdenes fueron dadas 
€ aljefe ó jefes del Ejército ó Escuadra para presentar- 
« se al Gobierno Constitucional. Requisiciones y apli- 
€ caciones fueron dirigidas al Ejecutivo para Uenar las 
« garantfas de la Constitución, que impone al Gobierno 
« Federai la obligación de protejer y defender cada Es- 
« tado de la Union contra «disturbios domésticos ó 
« invasión extranjera»,pero,el Ejecutivo nunca se pudo 
« convencer de que habia Uegado el casus foederis que 
« requiriera la interposición del poder militar ó naval, 
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4 en la controversia que, desgraciadamènte, existia en^ 
« tre los habitantes de Rhode Island.» 

De ningùn modo me consideraba impedido para in- 
tervenir por la duda de si Rhode Island existia ó no 
comò un Estado independiente de la Union bajo una 
carta acordada bacia tiempo por la Corona de la Gran 
Bretaiia. 

Era bastante para el Ejecutivo saber que estaba reco- 
nocido comò un Estado soberano por la Gran BretafLa, 
mediante el tratado de 1783 que, poco después en co- 
mùn con los Estados hermanos derramó su sangre y 
gastó sin reserva su tesoro en la guerra de la revolu- 
ción, que era parte en los articulos de la confederación; 
que poco después aceptó la constitución de los Estados 
Unidos corno Estado libre, independiente y republicano; 
que en tal caràcter siempre tuvo su piena representa- 
ción en el Senado y Càmara de Diputados, y que basta 
hace muy poco habia dirigido sus asuntos domésticos 
y llenado sus deberes comò miembro de la Union en la 
paz y en la guerra, bajo el gobierno de la Carta, comò 
fué denominado por la resolución de la Càmara, fecha 3 
de Marzo ùltimo. 

Después de està lectura, bastante en realidad para ha- 
cer toda la luz necesaria sobre el punto en cuestión, 
apenas necesito agregar que si algo puede deducirse 
de està parte del mensaje de Tyler, es que declara 
no tener facultad para intervenir en ningùn Estado de la 
Union à fin de garantir la forma Republicana de Go- 
bierno y que, aùn en caso contrario, jamàs hubiera osa- 
do desconocer la forma republicana en un Estado reco- 
nocido por las dos Càmaras del Congreso, mediante la 
admisión de sus Senadores y Diputados, de manera que 
està misma parte del Mensaje es mas bien contraprodu- 
cente porque envuelve una doctrina en diametral opo- 
sición a la sostenida por el P. E. en la cuestión San 
Juan, en la que, yendo mas lejos que las leyes norte- 
americanas de 17Ò2 y 1795 y que el mismo proyecto en- 
viado a la sanción del Congreso, llegó basta sostener su 
perfeoto derecho a intervenir sin ley, no solo para prò- 
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tejerlas aUtoridades legales, sino especialmente para 
garantir la forma republicana de gobiemo. 

Para demostrar que el miembro informante de la Comi- 
sión disellò con tanto laconismo comò exactitud la con- 
ducta enèrgica del Presidente Tyler, oponiendo el veto à 
la ley del Banco Nacional, y que el seflor Diputado disi- 
dente es quien ha incurrido en un doble error histórico, 
desconociendo el verdadero caràcter de Tyler, y con- 
fundiéndolo con el Presidente Jackson, haré algunas li- 
geras referencias de los actós mas culminantes de su ad- 
ministración, que pondràn de manifiesto que no solo hizo 
uso del veto constitucional, observando entre otras la 
mencionada ley del Banco, sino que inventò un nuevo 
veto tan singular corno inconstitucional, guardàndose 
una ley que no quiso observar ni promulgar, por cuya 
razòn fué denominado veto de bolsillo. (Aplausos). 

El primer veto de Tyler en fecha y en importancia fué 
el que opuso a la ley creando un Banco Nacional en 
Agosto 16 de 1841. El proyecto de ley decia: Una ley 
para incorporar à los suscriptores al Banco fiscal de 
los Estados Unidos. — Los fundamentos del veto fueron: 
que la ley era una tentativa para crear un banco con el 
objeto de obrar per se sobre la Union, y por esto in- 
constitucional; que era un banco de descuento y de con- 
siguiente inconstitucional; que no era banco limitado 
exclusivamente à hacer operaciones de cambio, lo que 
seria constitucional y sumamente ùtil, si se observaba el 
pian del antiguo banco; y que no estaba suficientemente 
asegurado el asentimiento de los Estados para establecer 
sucursales. 

El segundo veto Uevaba la fecha de Septiembre 9 de 
1841. El proyecto de ley decia: cBill para proveer a la 
mejor percepciòn, conservaciòn é inversiòn de la renta 
pùblica por medio de una corporaciòn denominada Cor- 
poraciòn Fiscal de los Estados Unidos >. 

Los fundamentos de este veto son semejantes à los 
anteriores. Los dos motivos principales que se atribu- 
yeron à està conducta de Tyler, fueron sus escrùpulos 
constitucionales con la determinaciòn de conservar su 
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i*eputación de hombre persistente en sus opìniones y el 
deseo de congraciarse con el partido democràtico, à fin 
de ser reelegido a la espiración de su periodo guber- 
nativo. 

El tercer veto fué el 29 de Junio de 1842. La ley de- 
cia: cUnaley (act.) para extender por un periodo limi- 
€ tado las actuales leyes sobre imposición y percepción 
€ de derechos sobre la importación.» 

El cuarto es de 9 de Agosto de 1842. El Bill decia: 
«Una ley para proveer de las importaciones à la renta, y 
para cambiar y modificar las leyes existentes sobre de- 
rechos à la importación y para otros propósitos». Tanto 
està ley comò la anterior tenian el doble objeto de pro- 
veer a las necesidades del erario y protejer la industria 
americana. Los fundamentos de ambós vetos son mu- 
chos; pero el principal era que las dos leyes contenian 
una clàusula que invertia la renta procedente de las 
tierras pùblicas en otros objetos ,que los generales, lo 
cual era resistido por el Presidente, quien decia, que 
por està causa, el derecho a la importación habia sido 
muy elevado. 

El quinto veto tiene la fecha 11 de Junio de 1844, y 
fué opuesto à una ley que tenia por objeto tornar dispo- 
siciones sobre ciertos puertos y rios. 

El fondamento del veto era la inconstitucionalidad del 
proyectOj pues el Presidente cròia que se atentaba con- 
tra los derechos de los Estados. 

El sexto veto, en Febrero 20 de 1845. «Ley relativa 
a las embarcaciones guardacostas». Sus fundamentos 
eran: la ley me prohibe construir ó comprar mas embar- 
caciones de este gènero, sin previa autorización, y comò 
yo he celebrado ya contratos para la construcción de 
dos, no creo que bay derecho para semejante violacion 
de la fé debida a los contratos legalmente celebrados. 

Està ùltima ley tuvo posteriormente dos terceras par- 
tesde votos. 

El proyecto de ley para tomar disposiciones respecto 
de ciertos puertos y rios, tuvo también la sanción de 
ambas Càmaras al fin de la sesión; pero no se convirtió 
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én iey por(}iie ^ué retenido por el Presidente, à lo qué 
se Uamó «veto de bolsillo» (poket-veto), siendo este 
ùltimo acto de la administración de Tyller, semejante à 
uno del Presidente Jackson en 1837. 

A consecuencia de esto$ vetos. 

El Presidente Tyller descendió sin las simpatìas de 
ningùn partido, apesar de haber sido una Administra- 
ción importante, que durante ella se operò la anexión 
de Texas, se dictó la Iey sobre tarifas protectoras y se 
celebrò el arreglo de la cuestiòn con la Gran Bretaiia 
sobre los Ifmites del Nord-Oeste, comò puede verse en 
el Manual del Hombre de Estado por Williams, en el 
compendio Històrico de los Estados Unidos por Qua- 
kenbot, y en los capitulos 81 y 82 de la obra de Benton 
titulada 30 afios en el Senado de los Estados Unidos. 

Y sin embargo, este presidente que tanto se excediò 
en sus relaciones con el Congreso es el mismo que, à 
mèrito de la simple decisiòn de una sola Càmara, no 
trepidò en enviarle basta sus cartas confidenciales para 
que se instruyera pienamente de todo lo relativo à la 
intervenciòn solicitada por el Estado de Rhode Island, 
terminando su Mensaje con un pàrrafo que desearia 
escuchar de parte de lo§ presidentes de la Repùblica 
Argentina, toda vez que se dirigieran al Congreso, para 
imponerle de las intervenciones que en addante pudie- 
ran ocurrir. 

« Con la dispersiòn de las tropas de Mr. Dorr, acaba- 
« ron todas las dificultades, — Una convenciòn fué poco 
« después convocada en forma legai para enmendar la 
« Carta fundamental y una nueva Constituciòn, basada 
« en principios mas liberales que la abrogada, fué pro- 
« puesta y aceptada por el pueblo. — Asi el gran expe- 
« rimentó americano de introducir cambios en el Go- 
« bierno, bajo la influencia de la opinion y no de la 
« fuerza, ha sido de nuevo coronado por el éxito, y el 
« Estado y pueblo de Rhode Island reposan con segu- 
« ridad sobre sus instituciones de su propia adopciòn, 
« temerosos por cualquier perspectiva de cambio futu- 
€ ro, y seguros contra disturbios domésticos ò inva^o- 
€ nes extranjeras. 



-5§- 

€ Pelicito al pais por una terminación tan feliz de uil 
€ estado de cosas que antes amenazaba la paz pùblica. 
« Debe justamente mirarse corno digno del siglo y del 

< pais en que vivimos.» 

Muchos anos después, con motivo de la colosal re- 
voluciónde 1861, suscitóse de nuevo en los Estados 
Unidos la cuestión de intervenciones, no para los Està* 
dos contra disturbios domésticos, corno en el caso de 
Rhode Island, sino para garantir su forma republicana 
de gobiemo y proceder a la reconstrucción de sus pò* 
deres pùblicos. Entonces, el Presidente de la Union 
dictó varias proclamas estableciendo reglas adecuadas 
al objeto, pero todas ellas fueron completamente des- 
aprobadas por el Congreso, en cuya Càmara de Diputa- 
dos pronunciaba Stevens las siguientes palabras, que 
he tomado de su discurso publicado en la pàgina 205 
de la Enciclopedia Americana correspondiente el aiìo 
1867: «La reconstrucción de la Nación, decia, la ad- 
« misión de Estados nuevos, la garantfa de gobiernos 
« republicanos a Estados antiguos, son todos actos 
« legislativos. El Presidente reclama el derecho de 
« ejercerlos. El Coiigreso se lo niega y sostiene que 
« el derecho pertenece al ramo legislativo. Han re- 
« suelto defender estos derechos contra todo usurpador. 
« Han determinado que la Constitución no ha de ser 

< violada impunemente mientras esté confiada éu ellos. 
« Considero que està es la gran cuestión entre el Pre- 
« sidente y el Congreso. El reclama el derecho de 

< reconstruir por su propio poder. El Congreso le nie- 
« ga todo poder en la materia, a excepción de un con- 
€ sejo, y ha resuelto sostener està negativa. Su poli- 
€ tica sostiene entero poder en el Ejecutivo. La politica 
« del Congreso le prohibe ejercer ahi poder alguno.» 

De acuerdo con estas doctrinas fueron dictadas en 
sesiones extraordinarias las leyes de Marzo y Julio de 
1867, negando al Presidente todo poder en la recons- 
trucción de los Estados. En la Càmara de Diputados 
y en la deSenadores pasaron casi à unanimidad de votos, 
mereciendo la aprohacion de los hombres mas distin- 
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anulari todos los gobiernos que se habian« dado los 
rebeldes bajo la protección del Presidente. Establecen 
comandantes militares à cuya autoridad los sometian, y 
los cuales solo debian recibir órdenes del generalisimo 
que luego se nombró. Y, corno habian pasado à tan 
inmensa mayoria de votos, triunfaron del veto que opor- 
tun amente les fué opuesto por el Presidente, formando 
en el dia lajurisprudenciaconstitucional de los Estados 
Unidos. 

A fin de enervarla influencia decisiva de està jurispru- 
dencia, se ha censurado acremente la conducta del Con- 
greso Norte Americano; se ha pedido un acto legislativo 
aprobando ó reprobando la conducta del P. E. en otros 
casos de intervención; se ha invocado con toda solem- 
nidad la proclama dictada por el Presidente Lincoln en 
Diciembre de 1863; y se ha recordado por ùltimo la in- 
serrucción de Pensilvania en 1794, sofocada por orden 
del presidente Washington sin prèvia autorización del 
Congreso. 

Aunque mi posición en este debate no me obliga à 
traer à juicio la conducta del Congreso Norte- Ameri- 
cano en los ùltimos sucesos, yo no puedo menos de 
condenar también algunos de los medios de que se ha 
echado mano para hacer triunfar radicai y definitiva- 
mente la sagrada causa de la libertad humana. Los 
Estados del Sud, reducidos a la condición de pueblos 
conquistados, gobernados despóticamente por Jefes 
militares y sometidos al imperio de la bàrbara ley mar- 
ciai, son realmente basta una contradicción politica 
de ese Congreso, que para libertar à los hombres no 
ha debido ir basta esclavizar a los pueblos. (Aplau- 
sos). 

Pero estos excesos, completamente agenos à mis opi- 
n ones bien conocidas en centra de esa sangrienta es- 
cuela del sable, que otros quieren de nuevo impiantar 
en el pais, estos excesos, decia, no alcanzan à demostrar 
que el Congreso de los Estados Unidos haya sostenido 
una mala doctrina al decir que al Poder Legislativo co- 
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tresponde dictar las medidas de reconstrucción é inter- 
venir, de consiguiente, en todo lo relativo al ser politico 
de los Estados. Por mas apasionada y revolucionaria 
que haya sido la conducta del Congreso en contra de los 
antiguos Estados rebeldes, ella ha sido perfectamente 
ajustada à las prescripciones constitucionales y a los an- 
tecedentes legislativos del pais en lo que con cernia al 
Departamento competente para garantir a los Estados su 
forma republicana de Gobierno. Contra los rebeldes ha- 
brà imperado la pasión; en el punto de competencia solo 
ha dominado la razón. (Aplausos). 

Llégame por fin la oportunidad de cumplir la pala- 
braempenada en la sesión anterior, en que, respondien- 
do à una provocación del seftor Diputado, le ofreci citar, 
no uno, sino varios actos legislativos desaprobando in- 
tervenciones ejercidas de propia autoridad por el P. E, 
Para lograrlo, no necesito felizmente de grandes esfuer- 
zos, y me basta por el contrario referirme à las leyes de 
reconstrucción que dejo prolijamente analizadas; pues 
ellas envuelven el ejercicio mas pieno y absoluto de la 
competencia del Poder Legislativo para pronunciarse 
sobre el mèrito de las intervenciones del P. E.— Es ver- 
dad que, después que recoji su guante, el sefìor Dipu- 
tado, previendo mi categòrica respuesta y deseando 
parar el golpe, manifestò la esperanza de que yo no le 
contestaria con semejantes leyes de reconstrucción; 
pero pemiitame defraudar por està vez su irrealizable 
esperanza. — Cuando el senor Diputado se anticipaba à 
mi respuesta, era porque precisamente la esperaba y la 
esperaba con razón, porque él sabfa bien que en Esta- 
dos Unidos no se conocen otros casos de verdadera in- 
tervencion que el de la decretada para Rhode Island y 
el de la ejercida sobre los Estados del Sud, de los que ya 
nos hemos ocupado extensamente, mostrando que am- 
bos han sido materia de discusión ante el Congreso. — 
Si acerca del primero no recayó resolución alguna, fué 
a causa de que la intervención no paso de un simple 
decreto que bastò para disipar la insurrecciòn que lo 
motivaba; mas en el segundo, en que la intervención 
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llegó à cotiVertirse en hechos, en que fué necesario re* 
construir los Estados en que se tenia que fijarse las re- 
glas a que debian sujetarse para obtenerlo, entonces el 
P. L. no se limitò a desaprobar las medidas ordenadas 
por el P. E., sino que llegó basta dictar un pian de re* 
construcción por medio de leyes vigentes aùn. — Sirvase 
el seilor Diputado indicarme otras intervenciones del 
Ejecutivo y yo le mostrare entonces otras resoluciones 
del Legislativo. — Mientras no lo haga, tenga à bien con- 
tentarse con las citadas; porque debe comprender que 
los debates y los fallos del Congreso no han podido 
recaer sobre el vacio, representado en este caso por la 
ausencia de toda otra intervenciòn — Insistir en su pe- 
dido, seria, pues, exigirme el imposible. (Aplausos). 

Viniendo à la proclama del Presidente Lincoln, no 
puedo ni quiero desconocer su autenticidad; pero si 
puedo y quiero negar la importancia que se le atribuye; 
El sefior Diputado, miembro informante de la mayoria 
de la Comisión de Negocios Constitucionales, ha dicho 
que los Estados Unidos han tenido un Dictador y que 
ese Dictador ha sido Jorge Washington. Ignoro si 
alguien se habrà escandalizado de està aserción, basada 
sobre la verdad histórica; pero pido que nadie se escan- 
dalice al oirme que los Estados Unidos han tenido otro 
Dictador y que ese Dictador ha sido Abraham Lincoln. 
Asi comò el senor Diputado Keen no abrigaba la inten- 
ción de ultrajar la memoria del Presidente Washington, 
tampoco es mi ànimo ofender la reputación del Presi- 
sidente Lincoln, afirmando que, bajo el imperio de las 
circunstancias que el pais atravesó durante su admi- 
nistración, se creyó autorizado para ejercer la dictadura 
à fin de someter a los Estados del Sud y restablecer la 
union de la gran familia norte-americana. Por mas avan- 
zada que està proposición pueda parecer à primera vista, 
su perfecta veracidad està acreditada por dos leyes del 
Congreso de los Estados Unidos y por el testimonio irre- 
cusable del mismo Lincoln. 

Durante las sesiones de 1863 y à propuesta del Dipu- 
tado Stevens, el Congreso sancionó un bill de indemni- 
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dad à favor del Presidente Lincoln y de todos los em- 
pleados que hubieran tornado parte en los arrestos 
ordenados por el Presidente a virtud de la suspensión 
que hizo del writ oj habeas corpus. 

Durante las sesiones de 1866, el Congreso sancionó 
una adición à la ley anterior en favor de los actos eje- 
cutados por orden de autoridades militares superiores, 
durante la època de la guerra con los Estados del 
Sud. La constitucionalidad de estas leyes fué ardien- 
temente combatida en las Càmaras del Congreso; pero 
ambas pasaron con gran mayoria de votos, poniendo 
asi à salvo al Presidente con sus empleados civiles y 
militares de toda responsabilidad politica ó judicial 
por las medidas à que dichas leyes se referian segùn 
puede verse in extenso, en los tomos de la Enciclo- 
pedia americana correspondientes à los aflos 1864 y 
1867. 

El mismo Lincoln en su carta a Horacio Greeley, re- 
dactor de La Tribuna de New York, y en su contesta- 
ción a las resoluciones del meeting de Alvany, que pue- 
den verse en las pàginas 186 y 200 de su vida, traducida 
por el actual Presidente Sarmiento, reconoce ingenua- 
mente haber suspendido de propia autoridad el habeas 
corpus, el juicio por jurados, la acción de los Tribuna- 
les ordinarios, la inviolabilidad de la prensa y la libertad 
de la palabra, medidas todas verdaderamente despóti- 
cas por defecto de prèvia autorización legislativa, comò 
vino à quedar indeleblemente consagrado por los dos 
bill de indemnidad que dejo referidos, y sobre todo por 
una sentencia de la Suprema Corte de los Estados Uni- 
dos, que puso à cargo del Tesoro Nacional las indemni- 
zaciones procedentes de los actos ejecutados en su vir- 
tud. (Aplausos). 

Para concluir està parte de mi rèplica, solo me resta 
hablar de la insurrección de Pensilvania, que el sefior 
Diputado no ha podido recordar corno caso de verda- 
dera intervención, sino merced à un doble error histó- 
rico-constitucional à que ha sido probablemente indu- 
cido por una carta del Ministro Norte Americano Wor- 
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thingtong, que clandestinamente se ha deslizado en el 
Mensaje del Poder Ejecutivo sobre la materia que nos 
ocupa. Y digo clandestinamente, porque su traducción 
venia dentro del pliego dirigido a la Càmara sin estar 
mencionada en el Cuerpo del Mensaje, a pesar de lo 
cual no he querido rechazarla corno un papel anònimo, 
5^ he preferido repartirla comò un documento autèntico 
por motivos de delicadeza personal que no escaparàn a 
la penetración de la Càmara. Pero el sefior Diputado 
ha tomado un mal consejero; pues esa carta, de la cual 
deploro tener que hablar en ausencia de su autor, solo 
sirve para comprometer al senor Worthingtong presen- 
tandolo, ademàs de inhàbii diplomàtico, comò peorhis- 
toriador y pésimo constitucionalista (Aplausos); de 
suerte que no sé qué admirar mas, si la falta de me- 
ditación con que ha sido escrita, ó la ligereza con que 
ha sido enviada en apoyo de las doctrinas del Poder 
Ejecutivo. 

La Càmara me perdonarà si apelo de nuevo à los libros 
para demostrar que, si mi juicio es severo, no es por 
ciertoinjusto. 

Senor Mdrmol — Hable de la carta, sefior Diputado. 
Es bueno se conozca que no todos los de Norte America 
saben de Norte America. 

Sefior Quintana — Si, senor. Después de afirmar sin 
temor de ser contradicho, y bajo promesa dejustificarlo 
en caso necesario, que no es acto de buena diplomacia 
emitir oficialmente opinion sobre los debates de los po- 
deres pùblicos del pais, donde se representa un Go- 
bierno extranjero, con la autoridad de Witt, que ha es- 
ento la historia de Washington y la vida de Jefferson, voy 
à patentizar los errores históricos y constitucionales en 
que el senor Worthingtong ha incurrido al apreciar los 
sucesos de Pensilvania y hablar de las intervenciones en 
Estados Unidos. 

Contando con la indulgencia de la Càmara por las 
incorrecciones que pudiera cometer al traducir en este 
acto las palabras de Witt, dire que, después de pintar 
el historiador el desenfreno de la oposición democràtica 
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centra Washington, en la pàgina 292 agrega: « Jefferson 
usaba este lenguaje en el momento en que las excita- 
ciones licenciosas del periodico de Freneau y de las 
sociedades democràticas, acababan de producir sus 
frutos. Trece mil insurgentes se habian declarado en 
guerra abierta centra el Gobierno en el seno mismo 
del Estado en que el poder centrai habia establecido 
su residencia. 

€ Bajo pretexto de oposición a una ley particular, pero 
en realidad con su espiritu enemigo de todo orden, 
los condados Occidentales de la Pensilvania se ha- 
bian coaligado desde el ano 1791, para impedir la per- 
cepción del impuesto sobre las bebidas. En vano el 
Congreso, à pedido de Washington, habia revisado 
la ley sobre contribuciones indirectas, a fin de ha- 
cerla mas aceptable; en vano, en una proclama so- 
lemne, refirendada por Jefferson mismo, el Presidente 
habia amenazado a los rebeldes con entregarlos à los 
Tribunales. Los oficiales de Justicia, encargados de 
perseguir à los delincuentes, fueron amenazados de 
muerte, atacados à mano armada en sus propias casas 
y obligados à huir para no ser alli mismo quemados 
por la muchedumbre. La mala-posta de Filadelfia fué 
desvalijada, las cartas fueron abiertas y transformadas 
en instrumentos de convicción centra los ciudadanos 
que no se mostraban bastante complacientes hàcia el 
desorden: los sospechosos fueron proscriptos, y los 
poderes pùblicos delegados en una convención. Es- 
tos excesos amenazaban volverse contagiosos: sinto- 
mas de sublevación aparecian en la Virginia y en la 
Marilandia; la indignación y el terror cundieron entre 
las gentes honradas. Washington quiso aprovechar 
la oportunidad para descargar sobre la anarquia un 
golpe decisivo y ruidoso. Era necesario dar à los 
buenos ciudadanos confianza en su fuerza; era tiece- 
sario despiegar à los ojos de los demagogos todos los 
recursos que el gobierno podia sacar del pais mismo 
para la defensa del orden en peligro; el aparato de la 
represión fué formidable, 
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« Por una nueva proclama, el Presidente intimò à 
€ los facciosos someterse en un plazo de tres semanas, 
€ después del cual serian dispersados à viva fiierza. 

< Terminado el plazo, fueron convocadas las milicias 
« de la Virginia, de Marilandia, de Nueva Jersey y de 
€ la Pensilvania. Desde mediados de Octubre, quince 
€ mil hombres se apresuraban à responder al llama- 
€ miento y venian à colocarse bajo las órdenes de Was- 
€ hington. i 

Después de bosquejar su entusiasmo, termina el his- 
toriador diciendo: e La presencia de Washington en 
€ medio de semejantes soldados no fué por mucho tiem- 
€ po necesaria para asegurar su triunfo, y pudo, des- 
€ pués de haberles pasado revista, volver à Filadelfia 
« para proveer à los otros negocios del Estado, mientras 
4 que el ejército, dejado al mando del general Enrique 
« Lee, gobernador de la Virginia, atravesaba las Alle- 
€ ganis y se esparcia en los condados insurrectos. Co- 
€ lumnas ligeras recorrian todo el pais; en ninguna 
« parte la insurrección se detuvo ante ellas. Existen 
« sin duda por acà y por alla algunas bandas errantes, 
€ pero que no se presentarian al ataque — escribia al 
« Presidente el Secretario del Tesoro, Hamilton, que 
« seguia los movimientos del ejército. Ni un tiro se 
€ disparó, y el 20 de Noviembre las milicias estaban 

< en marcha para volver à sus hogares, no dejando en 
f medio de esa población facciosa, donde su presen- 
€ eia fué suficiente para abatir la insurrección, mas que 
€ un débil destacamento, destinado a secundar la acción 
« de la justicia.» 

Tal fué el origen, el desarrollo y la conclusión de la 
inserrucción de Pensilvania, conocida bajo el nombre 
de insurrección de los Wiskey à causa de haber des- 
plegado la bandera de oposición al pago del impuesto 
sobre las bebidas. Con la autoridad del historiador he 
patentizado que esa insurrección no fué materia de in- 
tervención alguna. El Poder Nacional no tratò de pro- 
tejer à ninguna autoridad locai contra violencias domés- 
ticas, ni de garantir la forma republicana de Gobierno 
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centra veleidades monàrquicas, cuyos casos son los ùni- 
cos de verdadera intervención en el régimen propio de 
los Estados. Procurò simplemente el cumplimiento de 
una ley nacional sobre impuestos qua los insurrectos se 
negaban à pagar aùn después de condenados por la jus- 
ticia federai. 

SeHor Montes de Oca — ^Me permite el seflor Diputado 
una palabra? 

Setlor Quintana — Con mucho gusto. 

Seflor Montes de Oca — Yo creo que no he hablado 
de la intervención de Pensilvania. Si lo hubiera hecho 
de ella, habrfa aducido otros argumentos que tengo 
apuntados, tomados de la historia de los Estados Unidos 
por Prescott, que prueban que esos revolucionarios que 
tomaban por pretexto los impuestos, acabaron por ame- 
nazar que iban a separarse, en primer lugar, del Estado 
de Pensilvania; y en segundo lugar de la Union ameri- 
cana si no se bacia lugar à su pretehsión. 

Pido disculpa al seflor Diputado por haberle interrum 
pido, pero lo he hecho porque me ha dicho una cosa 
que extrano muchisimo en el senor Diputado que me 
ha demostrado siempre la mayor deferencia. Me ha 
dicho que he tomado un mal consejero en el Ministro 
Worthingtong à quien no he citado; ni he tenido para 
nada en cuenta la carta del ex-Ministro. Tampoco no 
he tocado la cuestión de Pensilvania, porque pensaba, 
continuando la discusión sobre el asunto, hablar larga- 
mente sobre esa intervención. Pido de nuevo disculpa 
al senor Diputado. 

SeHor Quintana — Lejos de tener que pedirme dis- 
culpa el senor Diputado, debe aceptar mi agradeci- 
miento por està interrupción, porque ella me da lugar 
para hacerle presente, que si por desgracia olvido alguna 
de sus observaciones, es porque, sin saber comò, se me 
ha extraviado la orden del dia donde habia apuntado 
los argumentos capitales del discurso que el seflor Di- 
putado pronunciò en la sesión anterior, y porque me 
habilita también para apoyar mis asertos con la opinion 
de Prescott que acaba de citar el seflor Diputado, y que 
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viene à corroborar la de Witt respecto de la insurrec- 
ción de los condados occidentales de Pensilvania en 
1794. 

El seftor Diputado ha dicho lo mismo que decia Witt, 
à saber, que los insurrectos negaban el pago del dere- 
cho nacional impuesto por el Congreso sobre las be- 
bidas. Por consiguiente, el seftor Diputado reconoce 
que el programa revolucionario era la negativa al cum- 
plimiento de una ley nacional que establecia el pago de 
derechos nacionales. Entonces, el seftor Diputado no 
puede menos de reconocer en su ilustración, que el caso 
de Pensilvania no es caso de intervención à los efectos 
de la garantia constitucionalniente acordada à los Es- 
tados, porque el cumplimiento de las leyes nacionales 
es de todo punto independiente del orden interno de 
los Estados, cuya garantia se hace efectiva por medio 
de la intervención. 

Este es el error en que ha incurrido el ex-Ministro de 
los Estados Unidos, que me felicito no haya sido el maes- 
tro del seftor Diputado, porque confunde el cumpli- 
miento de las leyes de la Nación con la intervención en 
los Estados para garantir la forma republicana de Go- 
bierno ó protejer sus autoridades locales. 

Solo por este gravisimo error cometido en el punto 
de partida, es que ese seftor ex-Ministro ha podido aven- 
turarse a decir que los casos de intervención han sido 
frecuentesen Estados Unidos, cuando, repito, que nadie 
conoce alli mas intervenciones que la decretada en el 
antiguo caso de Rhode Island y la ejercida en el recien- 
te caso de la reconstrucción de los Estados del Sud. 

Mas no paran aqui los errores históricos del seftor ex- 
Ministro. 

Ha dicho que para la intervención de Rhode Island, 
fué necesario hacer uso de la fuerza de linea. Permita- 
me decirle que se equivoca completamente. El mensaje 
antes citado del presidente Tyller declara terminante- 
mente que el simple anuncio de haberse concedido la 
intervención para protejer al Gobernador de la Carta, 
mister King, contra las tropas del Gobernador insurgente 
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mister Dorr, fué bastante para restablecer el orden, bajo 
cuyo amparo se procedió posteriormente à la reforma 
constitucional de Rhode Island. Hubo en realidad orden 
de disponer de la j^uarnición de linea del fuerte Adams 
para èl caso en 'que los revolucionarios pretendieran 
llevar a cabo su amenaza de atacar à mano armada à 
Providence, capital del Estado. Hubo tamtùén autori- 
zación para reunir las milicias de Massachussetts y Con- 
nethicutt, siempre que lo solicitara el Gobernador legai 
del Estado en perturbación. Peroninguno de esos ca- 
sos Uegó; las fuerzas de linea no se movieron de su 
puesto, y las milicias no fueron convocadas, porque, 
comò lo dice Tyller, el simple anuncio de la interven- 
ción bastò para que todo volviese a su antigua calma. 

Ya ve la Càmara que los adversarios del proyecto en 
discusión tampoco pueden sostenerse en el terreno de 
los actos legislativos. Véamos ahora si son mas felices 
en presencia de las decisiones de los Tribunales. 

En la sesión anterior, el sefior Diputado disidente, 
citò una sentencia de nuestra Corte Suprema de Justi- 
cia, para demostrar que no existen poderes concurren- 
tes, y que la facultad de intervenir pertenece de consi- 
guiente al Poder Ejecutivo, sentencia que antes invoqué 
ante la Càmara en el debate sobre la traducciòn de la 
obra de Winting acerca de los poderes del Presidente 
en tiempo de guerra, y que posteriormente facilitò à la 
Comisiòn de Negocios Constitucionales para que la tu- 
viera presente al tiempo de ocuparse del Decreto rela- 
tivo al Departamento Topogràfico Nacional. Pero £dice 
esa sentencia que el Poder Ejecutivo es el Departamento 
a quien toca autorizar toda intervención, lo cual es el 
punto en discusión? Para que la Càmara pueda apre- 
ciarla en su justo valor, referiré primero sus anteceden- 
tes, leeré luego sus considerandos y terminare con los 
comentarios correspondientes. 

De la relación que encabeza la causa en la pàgina 32 
tomo I de los Fallos de la Suprema Corte, aparece que 
el 26 de Febrero de 1859 el P. E. dictó un decreto, 
erigiendo à los capitanes de puerto en Jueces de 1* Ins- 
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tancia en las causas civiles y criniinales pertecientes a 
la jurìsdicción maritìma, con calidad desometer su coh- 
tenido à la aprovación del Poder Legislativo. A virtud 
de este decreto y antes de las leyes organizando los 
Tribunales Nacionales, el capitan del puerto del Rosa- 
rio se creyó autorìzado para sumariar y condenar a 
Ramon Rfos, Francisco Gómez y Saturnino Rios por 
salteamient^, robo y homicidio perpetrados abordo del 
Pailebot Nacional Union en el Rio Paranà. Venida 
la causa en apelación à la Suprema Corte, los defen- 
sores de los acusados dedujeron el recurso de nulidad 
contra todo lo obrado fundàndose en la incompetencia 
del Capitan del Puerto del Rosario para atribuirse el 
conocimiento del asunto. El Procurador General re- 
conociendo la falta de jurisdicción de dicho funcionario 
para constituirse en Juez de la causa, pretendia sin em- 
bargo la validez del sumario levantado, y la Corte dictó 
su fallo de conformidad a virtud de los siguientes con- 
siderandosi 

«Considerando primero quela facultad de establecer 
€ Tribunales inferiores para ejercer la jurisdicción que 
« corresponde à la justicia nacional, se ha depositado 
« en el Congreso por el articulo 94 é inciso 17 del ar- 
« ticulo 67 de la Con^titución de la Repùblica, y por el 

< inciso 28 de este ùltimo, la de hacer las leyes y regla- 
f mentos que sean convenientes para poner en ejercicio 
« los poderes del Congreso, y todos los otros concedi- 

< dos al gobiemo de la Nación; y que entre los asigna- 
« dos al P. E. en el articulo 68, no se encuentra el de 
« desempeflar funciones legislativas, por algunarazón ó 
« en algùn caso; 2^» que siendo un principio fundamen- 
« tal de nuestro sistema politico la división del gobierno 

< en tres grandes departamentos: el Legislativo, el Eje- 
€ cutivo y el Judicial, independientes y soberanos en su 
« esfera, se sigue forzosamente que las atribuciones de 
« cada uno le son peculiares y exclusivas: pues el uso 
« concurrente ó comùn de ellas, haria necesariamente 
« desaparecer la linea de separación entre los trés altos 

< poderes politicos y destruiria la base de nuestra forma 
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€ de gobierno; 3** que por consiguiente el citado decre- 
« to del P. E , en virtud del cual se ha considerado 
€ competente para conocer de està causa el capitan del 
€ puerto de la ciudad del Rosario no tiene valor alguno 
€ legai; porque él importa una usurpación de las atribu- 
€ ciones del Poder Legislativo.» 

Basta sin duda lo expuesto, para que la Càmara se 
penetre de que la sentencia que nos ocupa no hace 
directamente al caso en cuestión, y mucho menos para 
fondar la competencia exclusiva del Presidente en ma- 
teria de intervenciones. La ùnica doctrina consagrada 
por està sentencia es que el Poder Ejecutivo carece de 
autoridad, tanto dentro comò fuera del periodo de las 
sesiones, para dictar decretos sobre materias legislati- 
vas, por mas que contengan la clàusula de ser oportu- 
namente sometidas à la aprobación del Congreso. Y 
ella ha sido justamente consagrada por la Suprema 
Corte, porque es la ùnica doctrina arreglada à las pres- 
cripciones constitucionales. La Constitución al deter- 
minar las atribuciones del P. E., no ha establecido la 
minima distinción por razón del periodo de las sesiones 
ó del receso del Poder Legislativo. Ambas circunstan- 
cias son impotentes para ampliar ó restringir las facul- 
tades del Presidente de la Repùblica. Asf corno el Con- 
greso no puede durante sus sesiones limitar los derechos 
del Presidente, asi tampoco puede el Presidente exten- 
derlos durante su receso. La doctrina contraria, segùn 
la cual el periodo del receso legislativo cqnstituye una 
nueva fuente de poderes para el Presidente, es una 
doctrina condenada por un buen sistema constitucional 
y atentatoria del principio fundamental de la división de 
los Departamentos del Gobierno. Una vez admitida no 
se harla esperar el caos politico con su inseparable cor- 
tejo de males y trastornos (Grandes aplausos). Me pa- 
rece, pues, que el senor Diputado no ha sido oportuno 
en la cita, puesto que sin hacer directamente al caso, 
ella envuelve la condenación mas terminante de las doc- 
trinas que sostiene el P. E. y que alguna vez ha apoya- 
do con su palabra ó con su voto. 
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SeHor Presidente— ^\ à la Càmara le parecc, pasare- 
mos à cuarto intermedio. 

SeHor Quintana — Con todo piacer, no solo por que 
descansaré yo, sino porque descansaràn los sefìores Di- 
putados qiie me hacen el honor de escucharme. (Gran- 
des y calurosos aplausos). 

Se paso à cuarto intermedio, después del cual siguió 
con la palabra el seflor Quintana. 

Seftor Presidente — Cuando pasamos à cuarto inter- 
medio, iba a entrar à las decisiones de los Tribunales 
Norte Americanos. 

La prìmera, aunque nò la mas importante de esas de- 
cisiones, es la que la Suprema Corte expidió por con- 
ducto del Juez Story en Enero de 1827, con motivo 
del caso de Martin contra Mott y que se registra en la 
pàgina 10, tomo 7° de la colección de Curtis. Martin 
habfa sido condenado por un consejo de guerra, à 
causa de no haber acudido à prestar sus servicios en 
virtud de la convocatoria hecha por el Presidente de 
la Repùblica con el objeto de repeler una ìnvasión ex- 
terior. Sus bienes habian sido embargados y se que- 
jaba del procedimiento seguido contra él. Después de 
los tràmites respectivos, la Corte pronunciò una larga 
sentencia, cuyos puntos culminantes son los que si- 
guen: 

Hablando de la convocaciòn de las milicias, la senten- 
cia dice que: « La Gonstituciòn declara que el Congreso 
tendrà el poder de convocar la guardia Nacional para 
ejecutar làs leyes de la Union, sofocar insurrecciones, 
repeler invasiones y al mismo tiempo para proveer à 
la organizaciòn, armamento y disciplina de la Guar- 
dia Nacional y para mandar una parte de ella que sea 
necesario emplear en el servicio de los Estados Uni- 
dos. Conforme a està autoridad, el acta de 1795, ha 
sancionado que cualquiera vez que los Estados Uni- 
dos fueren invadidos ò estuvieran en peligro inmi- 
nente de invasiones extranjeras ó de indios, se consi- 
derarà legai que el Presidente de los Estados Unidos 
Uame el nùmero de Guardias Nacionales del Estado 



j 



.- ?3 -- 

€ ó Estados que considere convenientes al paraje del 
« peligro para repeler tales invasiones y dar su orden 
€ con este objeto à cualquier oficial ù ofìciales de la 
e Guardia Nacìonal que considere mas aparentes. Igua- 
c les provisiones se han hecho en otros casos de la 
€ Constitución. No se ha negado aqui que el acta de 
« 1795 està dentro la autoridad constitución al del Con- 
» greso, ó que el Congreso no pueda legalmente pro- 
« veer en caso de peligro inminente de invasión, asi 
€ corno para aquellos en que una invasión ha tenido 
€ lugar. En nuestra opinion, no puede caber duda so- 
€ bre este punto. Aùn suponiendo que cupiese duda, 
€ es evidente que el poder para proveer los medios para 
« repeler invasiones, incluye el poder para proveer 
€ contra el atentado y pebgro de invasión, comò re- 
€ curso necesario y propio para alcanzar dicho objeto. 
« Uno de los medios mas eficaces para repeler una in- 
€ vasión, es preparar las fuerzas necesarias para el 
€ combate, antes que el invasor haya pisado el terri- 
€ torio». 

Analizando en seguida la naturaleza de este poder, 
la sentencia continua diciendo: « El poder que el Con- 
« greso deposita de està manera en manos del Presi- 
« sidente, es indudablemente de una naturaleza muy 
« alta y delicada. Un pueblo libre es naturalmente ce- 
€ loso del uso que se ha ce del poder militar y el poder 
« para convocar la Guardia Nacional al servicio activo, 
« es indudablemente uno de aquellos poderes de mag- 
€ nitud poco comùn. Pero no es un poder que pueda 
« ejercitarse sin la responsàbilid^d correspondiente. Es 
« por sus propios términos un poder limitado y circuns- 
€ cripto a casos de invasión real ó peligro inminente de 
« invasión». 

Pasa luego la Corte a demostrar que los subalternos 
militares del Presidente no son los jueces de esas limi- 
taciones, estableciendo que — f La ley no acuerda apela- 
€ ción alguna del juicio del Presidente, ni tampoco de- 
€ recho alguno a los ofìciales subalternos para pasar 
« en revista su decisión y privarla de todo efecto. Siem- 



— 74 — 

* pre que un estatuto confiere à cualquier persona un 

€ poder constitucional para que lo use segùn su opinion 

< acerca de ciertos hechos, es una regia indisputable de 
4 lògica que el estatuto lo constituye ùnico y exclusivo 
€ Juez de la existencia de esos hechos. Y en el presente 
« caso todos somos de opinion que este es el verdadero 
€ sentido del acta de 1795». 

Finalmente, la sentencia termina haciéndose cargo de 
la posibilidad del abuso y presentado el correctivo cons- 
titucional. € No debe objetarse, dice, que sea posible 
« abusar de tal poder, porque no existe poder que no 
€ sea susceptible de abuso. El remedio para esto y 

< para cualquier falta oficial que pudiera cometerse, 
« debe buscarse en la misma Constitución. En un go- 
« bierno libre el peligro debe estar lejano, desde que 
€ ademàs de las altas cualidades que deben presumirse 
« en el Ejecutivo de virtud pùblica y devoción leal a los 

< intereses comunes, la frecuencia de las elecciones y 

< la vigilancia de los representantes de la Nación traen 
« consigo todas las garantias conducentes para resguar- 
« darse contra usurpaciones ó tiranias>. 

Nada mas terminante que està sentencia; pero al mis- 
mo tiempo nada mas inconducente para fondar la facul- 
tad privativa del Presidente de la Repùblica en materia 
de intervenciones. Ella no versa en rigor sobre un 
caso de verdadera intervención en el régimen intemo 
de los Estados, sino ùnicamente sobre un caso de con- 
vocatoria de la milicia para prevenir 6 repeler una inva- 
sión exterior. No declara tampoco que el poder de 
convocar la milicia pertenece originariamente al P. E., 
y dice por el contrario, que le ha sido conferido por una 
autorización del P. L. No pretende del mismo modo 
que esa prerogativa sea secundaria é ilimitada, puesto 
que reconoce lo delicado de su naturaleza y lo circuns- 
cripto de su acción. No estatuye siquiera que sea un 
poder absoluto; porque solo niega el recurso a la justi- 
cia ordinaria ó al juicio propio de los subalternos. No 
consagra por ùltimo la irresponsabilidad de su ejercicio, 
pues enuncia la vigilancia de los representantes de la 
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Nación conno una de las mejores garantias contra todo 
abuso y usurpación. Asi, pues, està sentencia, aunque 
dictada bajo el imperio de la ley de 1795, de que care- 
cemos nosotros y à cuya ciega adopción nos oponemos 
con todas nuestras fuerzas, ni afecta directamente al 
punto en cuestión, ni desconoce las atribuciones del 
Congreso, ni amengua la gravedad de la autorización, 
ni niega su verdadero caràcter, ni erige el despotismo 
irresponsable. Las doctrìnas que desarroUa, estàn por 
el contrario en perfecto acuerdo con las nociones de 
la ciencia constitucional, con las exigencias de una 
buena administración y con las garantias indispeUwSables 
de la libertad. 

iQué sistema republicano de gobierno seria aquel en 
que un solo hombre pudiera disponer à discreción de 
los tesoros del pais y de la vida de sus conciudadanos? 
^Cómo podria la administración responder à los gran- 
des fines que le estàn encomendados si sus mandatos 
hubieran de ser à cada instante suspendidos por la 
acción de los tribunales ó la desobediencia de los parti- 
culares? jCuàl seria la duración de la libertad si las 
usurpaciones del P E. no pudieran ser contenidas por 
la voluntad del pueblo representado en el P. L. (Aplau- 
sos). Pero de aqui à pretender la arbitrariedad abso- 
luta y la irresponsabilidad completa del Presidente en 
materia de intervenciones, bay tanta distancia comò la 
que media entre el despotismo personal y el gobierno 
del pueblo. (Aplausos). 

Después de la sentencia analizada viene la que la 
misma Corte Suprema de los Estados Unidos pronun- 
ciò por conducto del Juez Taney en Dicienlbre de 1848 
sóbre el caso de Luther versus Borden, la cual se re- 
gistra en la pàgina primera, tomo 17, de la citada colec- 
ción de Curtis. 

Aunque los antecedentes de està sentencia han sido 
largamente expuestos ante el Senado y ante la Càmara, 
su importancia me obliga à recordarlos con toda la bre- 
vedad posible. En 1841, una fracción del pueblo de 
Rhode Island, alegando la inconstitucionalidad de la 
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carta constitutiva del gobierao del Estado y no habien- 
do obtenido de la Legislatura la nueva Constitución 
que deseaba, provocò de propia autorìdad la reunión 
de una convención constituyente. La convención pro- 
yectó una constitución liberal que fué sometida à la 
aprobación directa del pueblo. Atento el resultado del 
escrutinio, la convención declaró que habia sido acep- 
tada por la mayoria del pueblo, lo comunicò à las an- 
tiguas autoridades del Estadó y convocò à elecciones 
para crear otras autoridades, organizàndose en conse- 
cuencia un nuevo gobierno que empezó à funcionar 
desde el 3 de Mayo de 1842. El gobierno establecido 
desconoció la validez de todos estos actos, declaràn- 
dolos revolucionarios. El gobernador elegido acudió 
à las armas y en està circunstancia fué que Borden 
aliano el domicilio de Luther para apoderarse de su 
persona en cumplimiento de òrdenes militares que habia 
recibido al efecto. En 1843, pasados los sucesos y res- 
tablecido el orden, Luther se querelló contra Borden 
ante la Corte del distrito, alegando que era inconstitu- 
cional el gobierno por cuyas òrdenes habia procedido 
al allanamiento de su domicilio. 

La Corte de distrito rechazò la qiierella declarando 
su incompetencia para desconocer la constituciona- 
lidad del antiguo gobierno del Estado y su sentencia, 
traida en apelaciòn ante la Corte Suprema, fué recien 
confirmada en 1848, lo que, séame licito osservarlo de 
paso, revelarà a los yankees del Sud que los pleitos 
duran también anos entre los yankees del Norte (Aplau- 
sos). 

Por lo que respectaà la jurisdicciòn de los Tribuna- 
les Nacionales en materia de intervenciones, la sen- 
tencia declara que: cLas cortes de justicia uniforme- 
« mente sostienen que corresponde al poder politico 
€ declarar si el gobierno legai ha sido depuesto ó nò 
« y cuando està decisiòn haya tenido lugar, deben 
€ limitarse à tomar nota de ella comò la ley suprema 
€ del Estado, sin necesidad de informes verbales ni exa- 
€ mende testigos.» 
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En lo relativo à la jurisdicción constitucionaL la 
sentencìa estatuye que: e La seccJón 4* del articulo 4° de 
la Constìtución de los Estados Unidos garante à cada 
Estado una forma republicana de gobierno, prote- 
giéndolos contra invasiones, etc. Con arregio à este 
articulo de la Constìtución, toca al Congreso deter- 
minar qué clase de gobierno es el que se balla esta- 
blecido en un Estado. Como los Estados Unidos 
garanten à cada Estado una forma republicana de go- 
bierno, el Congreso debe necesarianìente decidir qué 
gobierno es el establecido en el Estado, ahtes de 
poder determinar si es republicano ó nò. Y cuando 
los Senadores ó representantes de un Estado son 
admitidos en los consejos de la Union, la autoridad 
del Gobierno, bajo el cual han sido nombrados, asi 
comò su caràcter republicano, es reconocido por la 
competente autoridad constitucional. Està decisión 
es obligatoria para los otros Departamentos del Go- 
bierno, y no puede ser cuestionada por un tribunal 
judicial.» 

Desarrollando la misma doctrina, la sentencia agrega 
que: tPertenece igualmente a la antes citada clàusula 
de la Constitución lo relativo à proveer à los casos 
de violencia domèstica También en estos casos toca 
al Congreso determinar acerca de los medios que 
deben adoptarse para hacer efectiva la garantia. 
Pudo, por lo tanto, si asi lo hubiese juzgado mas con- 
veniente, haber atribuido à un Tribunal la facultad de 
decidir cuando habia Uegado el caso que requeria la 
intervención del Gobierno Federai.» 
Tratando en seguida la cuestión del punto de vista de 
la legislación vigente, la sentencia dice: «Pero el Con- 
greso pensò de otro modo, y muy sabiamente sin 
duda; y por la ley 28 de Febrero de 1795 dispuso que 
en el caso de insurrecciòn en algùn Estado contra 
el Gobierno del Estado, sera permitido al Presidente 
de los Estados Unidos, sea à requisiciòn de la Legis- 
latura del Estado, sea à requisiciòn del Ejecutivo, 
cuando la Legislatura no puede ser convocada, movi- 
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€ lizar las milicias de cualquiera de los Estados en el 
€ nùmero que considere necesarias à fin de dominar la 
« insurrección». 

En Guanto à la responsabilidad del Presidente usan- 
do de està facultad. que no es suya por la constitución 
y que le es conferida por ley del Congreso, la sen- 
tencia establece: e Si el Presidente ejerciendo este po- 
« der cómetiese error ó invadiese los derechos del pue- 
« blo del Estado, estaria en las facultades del Congreso 
€ aplicar por si mismo el remedio. En cuanto a las 
€ cortes, deben administrar la ley tal comò la encuen- 
€ tram. 

No puede exigirse un documento pùblico mas respe- 
table ni terminante que està sentencia, de perfecto 
acuerdo con las doctrinas del miensaje de Tyller, escrito 
cuatro aftos antes, à pesar del error cronològico pade- 
cido por el sefìor Diputado disidente. Con toda la au- 
toridad legai y moral de la Córte Suprema de los Esta- 
dos Unidos, ella consigna en palabras intergiv'ersables 
que la facultad de autorizar las intervenciones corres- 
ponde originariamente al Congreso, que puede legislar 
sobre ella reteniendo su ejercicio ó confiàndolo a otro 
Departamento del Gobierno y que, aùn en este ùltimo 
caso, conserva el derecho de remediar los errores ó los 
abusos que pudieran cometerse. 

En balde se ha procurado menoscabar su importan- 
cia decisiva atribuyéndola a un juez de ingrato recuer- 
do y observando que estas conclusiones solo fluyen de 
sus considerandos. Cualquiera que sea la reputación 
del Juez Taney, cuya memoria no estoy obligado a de- 
fender, ni la sentencia le pertenece exclusivamente, ni 
su reputación ha sufrido a causa de las doctrinas que 
ella contiene. La sentencia ha sido dictada por la Corte 
Suprema de que Taney solo era un simple vocal y su 
impopularidad proviene de la sentencia dada en la causa 
de Drew Scott en contra de las tendencias abolicionistas 
que actualmente imperan en los Estados Unidos. La 
otra observación no debia salir del senor Diputado y 
carece por lo demàs de toda signiGcación. Lo primero 
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porque el seflor Diputado la condenó involuntariamente 
trayendo al debate los considerandos de la sentencia de 
nuestra Suprema Corte de Justicia que anteriormente 
examiné. Lo segundo, porque asi comò la parte dispo- 
sitiva de una sentencia importa la resolución del caso 
sub judice, asi también la exposición de sus fundamen- 
tos envuelve la consagración de las doctrinas que con 
ella se relacionan. (Aplausos). 

En atención à lo expuesto, creo que los adversarios del 
proyecto no son mas felices con las decisiones de los 
Tribunales. Veamos si pueden apoyarse en la doctrina 
de los autores. 

Para proceder con toda la claridad apetecible en està 
complicada discusión, he dividido los autores en*varias 
categorias segùn lo explicito de las opiniones que pro- 
fesan sobre la cuestión que nos ocupa. 

Hamilton, en el nùmero veinte y uno del Federalista^ 
Hent en sus comentarios, Rawle y Serjeant en sus tra- 
tados sobre la Constitución nada dicen à su respecto; 
pues ninguno de ellos se ha preocupado de averiguar 
a qué Departamento del Gobierno compete autorizar 
cada caso de intervención à los efectos de la garantia 
que la constitución acuerda a los Estados de la Union 
Americana. 

Young, en la pàgina 159 de su libro sobre el gobier- 
no constitución al y Curtis en las pàginas 65, 157 y 421 
de su historia de la constitución traducida por el se- 
fior Cantilo tampoco tratan especialmente la cuestión; 
pero, comò no hablan de poder ejecutivo ni legislativo 
y se refieren siempre a los Estados Unidos y al Gobier- 
no Federai, pueden ser invocados sin violencia en favor 
del proyecto de la Comisión, puesto que el Presidente 
de la Union no alcanza a constituir por si solo el Go- 
bierno Federai ni los Estados Unidos de Norte Ame- 
rica. 

Madisson en el nùmero 43 del Federalista^ declara 
terminantemente que la facultad de. intervenir pertenece 
al Congreso y comò el seftor Diputado disidente no ha 
qaerido detenerse en este punto, prefiriendo extensas 
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lecturas de pàrrafos menos pertinentes à la cuestión, la 
Càmara me permitirà que repita el pàrrafo ya citado por 
el miembro informante de la mavoria de la Comisión. 
Después de demostrar la necesidad de la garantia, de 
ase^rar que no podfa haber sido mejor establecida por 
la constitución y de raencionar repetidas veces al go- 
bierno federai, dice textualmente: 

€ En los casos en que sea dudoso de qué lado està 
4 la justicia ^qué mejores àrbitros pueden desearse por 
« dos violentas fracciones que acuden a las armas y 
« despedazan un Estado, que los representantes de 
* los Estados confederados que no estàn inflamados 
« por \^. llama locai? A la imparcialidad de jueces re- 
« unirian la afección de amigos. Ojalà todos los go- 
€ biernos libres contasen con un remedio semejante 
« para sus crisis y que un proyecto igualmente eficaz 
€ pudiera establecerse para la paz universal de la espe- 
€ eie humana». 

Son lan categóricas las precedentes palabras de Ma- 
disson que el senor Diputado disidente, no pudiendo 
tergiversarlas, ha procurado desvirtuarlas con otras del 
mismo autor en el nùmero 46 del citado libro. Tan lejos 
ha ido en este camino que, perjudicando el nùmero 43 a 
la tesis qùe el seflor Diputado sostiene, no era entonces 
Madisson mas que un vulgar escritor que se contradecfa 
à renglón seguido; mientras que, pareciéndole favorable 
el nùmero 46, con tan poco intervalo de tiempo ya habia 
logrado ser el ilustre Madisson. Pero, pronto vamos a 
ver que la contradicción imputada à Madisson solo ha 
existido en la mente del senor Diputado, y que Madisson 
ha sido, sino tan ilustre, por lo menos tan ilustrado en 
uno comò en otro nùmero del Federalista. Para de- 
mostrarlo no amenazaré à la Càmara con nuevas lectu- 
ras y me concretare à simples r^ferencias suficientes 
para ilustrar su juicio. 

El nùmero 46 del JF(^rf^ra//s/a, al cual pertenecen los 
pàrrafos leldos por el senor Diputado, Ueva el siguiente 
epigrafe: — «Resumen del asunto tratado en el nùmero 
« anterior y examen comparativo de los medios de in- 
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€ fluencia asi del gobierno federai corno de los gobier- 
« nos de Estado.» A fin de apreciar la verdadera 
significàción de este nùmero del Federalista, tenemos, 
pues, que remontarnos al nùmero anterior, que es el 45, 
esento por el mismo Madisson y que tiene por epigrafe: 
— cDiscusión del supuesto peligro que los poderes de 
€ la Nación pueden hacer pesar sobre los gobiemos 
« locales.» Estas simples consideraciones bastan para 
mostrar que todos los pàrrafos leidos por e) sefior Dipu- 
tado no tenian por objeto establecer entre los poderes 
mismos de la Union un paralelo desfavorable para la 
circunspección y respetabilidad del Congreso Nacional, 
y mucho menos ocuparse directa ni indirectamente del 
departamento del gobierno à quien corresponde autori- 
zar las intervenciones. Un estudio mas prolijo de ambos 
nùmeros del Federalista pondria, ademàs, en evidencia 
que su ùnico y verdadero propòsito era desvanecer los 
recelos que los Estados empezaban à manifestar por el 
porvenir de sus instituciones locales que crefan en peli- 
gro de ser absorvidas en un tiempo mas ó menos remoto 
por la creación de un gobierno general, tal cual nunca 
habia existido en aquel pais. 

Si alguna deducción pudiera sacarse de ambos nù- 
meros del Federalista con referencia à la cuestión que 
debatimos, ella seria favorable a los fines de los soste- 
nedores del proyecto de la Comisión; porque si la crea- 
ción de un gobierno nacional pudiera poner en riesgo 
inminente la existencia de los gobiemos de Estado, se- 
ria leal y prudente colocar las instituciones locales y 
todo lo que se refiére al ser politico de los Estados bajo 
la doble salvaguardia de los poderes legislativo y eje- 
cutivo de la Nación, oponiendo asi una barrerà insal- 
vable a las tendencias centralizadoras que pretendie- 
ran aniquilar la soberania intema de los Estados. 
(Aplausos), 

Story en sus famosos comentarios a la Constitución 
americana, tomo II, pàginas 629 à 663, con una franque- 
za que hace honor à su ilustración, declara que nada 
nuevo ni mejor tiene que decir sobre la materia y se 
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limita a transcribir lo que Hamilton y Madisson ha- 
bian esento en los nùmeros 21 y 43 del Federalista^ 
de suerte que puedo vindicar en favor del proyecto 
la autoridad por todos atacada del célèbre jurisconsulto 
Story. 

Pomeroy, en el pàrrafo 210 de su introducción al de- 
recho coristitucional, publicada en 1865, se decide por 
la competencia del Congreso, cuando, después de fun- 
dar el derecho de los Estados para la calificación de los 
electores, agrega: «A pesar de que la Constitución da 
€ à este respecto à los Estados una facilidad tan gran- 
« de, tan próxima à lo absoluto, ella està con todo limi- 
« tada por el articulo 4°, sección 4*, que dice que los 
« Estados Unidos garanten a cada Estado una forma 
« republicana de gobierno. Parece ser evidente que 
« un Estado, con el pretexto de determinar las califica- 
« ciones de los electores, podria colocar el poder en 
« manos de una oligarquia y erigir un organismo poli- 
« tico que no seria republicano bajo ningùn respecto. 
« Si esto se hiciese, el Congreso podria indudablemente 
« intervenir en ese Estado al objeto de garantir la forma 
« republicana.» 

Farrar, publicista moderno, que ha publicado en 1867 
un Manual de la Constitución Norte Americana, se de- 
clara también por la competencia constitucional del 
Congreso, diciendo en la pàgina 228, pàrrafo 214: cLa 
€ 4* sección del articulo 4<* es otro ejemplo de poderes 
« importantisimo que deben ser ejercidos por el Con- 
€ greso, que no pueden serio sin él y donde sin embar- 
« go no se le escita à hacer cosa alguna. Los Estados 
« Unidos garanten a cada Estado una forma republi- 
« cana de gobierno y protejeràn à cada uno de ellos 

< contra invasiones, y à requisición de la Legislatura 

< ó del Ejecutivo, cuando la Legislatura no puede re- 
€ unirse, contra violencias domésticas. El deber im- 
€ puesto aqui es à los Estados Unidos, à todo el Go- 
« bierno, comò el deber de ejecutar la Constitución. 
« Pero aquella parte de él que requiere ó admite legis- 
« lación cae por fuerza en el Congreso, comò la rama 
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€ legislativa y corno que tiene todo al poder legìsla- 
« tivo. Tampoco pertenece al Congreso porque*por 
€ disposiciones especiales el Congreso ha sido consti- 
c tuido depositario de ciertos poderes que deben nece- 
€ sanamente ejercerse al cumplir con los deberes ìm- 
« puestos aqui» 

Paschal posterior à Farrar, pues ha publicado su libro 
en 1868 y que es probablemente el ùltimo autor que ha 
comentado la Constitución Norte Americana, estambién 
de la misma opinion. 

En el pàrrafo 233, pàgina 242 de su Constitución, 
anotada, inserta la clàusula constitucional de los És- 
tados Unidos, indica que es la ùnica vez que la Consti-" 
tución halila del Gobierno en nombre corporativo, dice 
que la cuestión de competencia surgió con motivo de las 
leyes de reconstrucción y transcribe parte de la senten- 
cia de la Suprema Corte en el caso de Luther versus 
Borden. 

Ocupàndose en seguida de la intervención para ga- 
rantir la forma republicana de gobierno, èn la pàgina 
244 dice textualmente que: «Si se examina la pràcticà, 
« el precedente de Luther versus Borden y la opinion 
« comùn, la cuestión aparece resuelta en favor de la 
€ facultad del Congreso para determinar cuandó un 
« Gobierno de Estado es ó nò republicano.» 

Rasando luego à las intervenciones para protejer las 
autoridades locales contra violencias domésticas, termi- 
na en la pàgina 246 con las siguientes palabras: «Si sur- 
« giese un conflicto armado, se produce un caso de 
« violencia interna y una de las partes debe hallarse en 
« insurrección contra el gobierno legai. Como las leyes 
« dan un poder discreciohal al Presidente para ejercerlo 
« segùn su juicio respecto de los hechos, él es el ùnico 
« juez de la existencia de esos hechos. Si erra, el Con- 
« e^reso puede aplicar por si el remedio adecuado.» 

Después de està detenida exposición de las doctri- 
nas de los tratadistas Norte Americanos y en defecto 
de autoridades propias à que acudir. me creo autori- 
zado para sentar què los adversarids del proyectò no 
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pueden apoyar sus objeciones en las doctrìnas de los 
autpres. 

Voy, pues, & concluir està parte de mi discurso con 
un reto lanzado à la faz de la Càmara. Provoco à los 
contrarìos à que citen una convención constituyente, 
un Congreso Legislativo, un Tribunal de Justicia ó un 
expositor de derecho constitucional, chico ó grande^ 
nuevo ó viejo» de mucha ó poca fama, que baya ne- 
gado al Poder Legislativo y atribuido exclusivamente 
al Poder Ejecutivo el derecho originario y privativo 
de autorizar las intervenciones en el territorio de los 
Estados. 

Mientras no se haga esa cita, repetiré que el Congreso 
debe vindicar para si esa facultad apoyado en la autorì- 
dad de las constituciones, de los congresos, de los tri- 
bunales y de los autores. (Àplausos). 

Seftor Presidente: Puedo todavia continuar, pero me 
falta aùn la tercera parte del discurso que sera algo 
extensa. — Siento haber ocupado tanto la atención de 
la Càmara y no quisiera seguir abusando de su bene- 
volencia. Propongo, pues, que se levante la sesión 
quedando con la palabra para el dia siguiente. 

Asf se acordó por lo avanzado de la bora y se levaitfó 
la sesión a las 5 de la tarde en medio de prolongados 
àplausos. 



Sesión del 11 de Agosto 



SeHor Quintana^Sefìor Presidente: en la sesión an- 
terior he puesto de manifiesto la constitucionalidad del 
proyecto de la Comisión. Para terminar mi tarea, cum- 
pliendo la promesa hecha, paso ahora à demostrar su 
incuestionable superioridad sobre el remitido por el 
P, E. y prohijado por el seftor Diputado disidente. Al 
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efecto, los iestudiaré sepàradametite; mas ho se alarme 
la Càitiara temiendo que sea demasiado extenso. He 
usado demasiado de su indulgencia para tomarme la li- 
bertad de abusar de ella. Sere, pues, tan sobrio en lec- 
turas corno parco en reflexiones. 

Establecido, corno lo està, que la facultad de autori- 
zar las intervenciones pertenece constitucionalmente al 
Congreso, el articulo pnmero del proyecto que sosten- 
go no se presta a la minima objeción, El no hace mas 
que declarar que toda intervención debe ser autorizada 
por ley especial y no es, por consiguiente, mas que la 
consagración del principio general en pre§encia del 
caso particular. Defender la atribución del P. L. para 
entregarla en seguida al P. E. seria un contrasentido in- 
explicable, porque envolveria una abdicación cóndena- 
da por todo principio de buen gobierno. Es, por consi- 
guiente, lògico y constitucional que el Congreso se re- 
serve en general el uso de una facultad de ejercicio tan 
delicado y peligroso. 

Mas comò el Congreso solo funciona ordinariamente 
durante cinco meses del ano, era posible y aùn probable 
que, reservàndose absolutamente el uso de la facultad 
de intervenir, las tentativas revolucionarias esperaràn 
el periodo del receso legislativo para tornar desarmado 
por el momento al Gobierno Federai y confiar su triun- 
fo a la perniciosa influencia de los hechos consumados. 
Los peligros de una situación semejante no podian ocul- 
tarse a la pr e vision de los autores del proyecto y de 
aqui su articulo segundo habilitando en tal caso al Poder 
Ejecutivo para intervenir à fin de protejer ó restablecer 
las autoridades legales. 

La autorización no comprende las intervenciones para 
garantir la forma republicana de gobierno; pero està res- 
tricción implicita no puede servir de argumento contra 
él articulo de que me ocupo. En los Estados Unidos, 
las leyes del 92 y del 95, contienen idéntica restricción 
y en la misma forma, pues solo acuerdan el dinèro y las 
milicias necesatrias para protejer las autoridades consti- 
tuidas contra las violencias domésticas que comprome- 
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tieran su ezistencia. La falta de urgencia viene también 
en apoyo de seinejante restrìcción, porque los hechos 
capaces de trastornar la forma republicana de gobierno, 
se producen generalmente de una manera graduai y 
paulatina que permite preveerlos con anticipación, tmpe- 
dirlos con aderto ó sofocarlos en oportunidad. Si 
algàn caso saliera de estas condiciones generales y por 
su naturaleza requiriera una solución inmediata, para 
eso el Poder Ejecutivo està constitucionalmente facul- 
tado à convocar extraordinarìamente al Cong^reso à fìn 
de proveer con prontitud à todas las emergencias que 
pudieran .surgir. Lo que hay de cierto es, pues, que 
este artfculo no puede ser rechazado por aquellos que 
pretenden tener siempre armado el brazo del P. E. para 
descargar el rayo sobre la cabeza de los revoltosos; por- 
que no seria regia de buena lògica rehusar una parte so 
pretexto de que no se dà el todo. ( Aplausos). 

La diiìcultad podrìa mas bien venir de parte de aque- 
llos que defienden la prerog^ativa del P. L. y que po- 
drian ver en està autorización una delegación parcial 
que con el andar de los tiempos podrfa degenerar en 
una verdadera abdicación. Pero ellos mismos deben 
tranquilizarse con la doctrìna de Cowley y con la pre- 
caución final del proyecto. Segùn Cowley en la pàgi- 
na 116 de sus Limitaciones Constitucionales, publicadas 
à fines del afto pasado, autorizaciones del génenero de 
la que nos ocupa, no importati delegaciones inconsti- 
tucionales de los poderes legislativos del Congreso. y 
no pasan de leyes condicionales para casos cuyo arrìbo 
debe ser apreciado por aquél à quien se defiere la 
averiguación de su existencia. Segùn el proyecto, esa 
autorización no es tan definitiva y absoluta que no se 
bay a tomado precaución alguna con tra su abuso, y su 
correctivo se balla por el contrario en el articulo 4® im- 
poniendo al Ejecutivo la obligación de someter sus ac- 
tos à la aprobación del Congreso. Nada hay, pues, que 
decir del articulo 2®. 

' El tercero es la consecuencia lògica del anterior. Los 
medtos ordinarìos del Poder Ejecutivo podriau ser in- 
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sufìcientes para ctimplip con todos sus cteberes de mter* 
ventor y era por consiguiente indispensable habilitarld 
de todos los recursos necesarios a fin de lograr el sano 
propòsito de la autorización conferìda. De aqut la fa- 
cultad que se le otorga por este artfculo para disponer 
de las milicias y hacer todos los gastos necesarios siem- 
pre que los sucesos lo obliguen & intervenir de acuerdo 
con el proyecto en discusión. 

Llegamos por fin al cuarto y ùltimo artfculo de que 
antes hice mención y que ha sublevado con mas fuerza 
losànimos de los adversarios. Desde que no se tratìaba 
de una verdadera abdicación, ni aùn de una simple de- 
legación de facultades, nada mas naturai que imponer 
al Poder Ejecutivo la obligación de someter à la apro- 
bación del Congreso el uso que hiciera de su autoriza- 
ción para intervenir en el orden intemo de las Provin- 
cias. Gonfiarle està autorización para un caso cualquiera 
sin mas reglas que su propio juicio, ni mas limitación que 
su misma voluntad, habrfa equivalido à desprenderse en 
parte de la facultad de intervenir, y aùn Uegado à renun- 
ciar al elevado rol de pasar todos sus actos por el crìsol 
de su examen à los efectos de la Constitución. 

Contra està saludable doctrina se eleva la temeraria 
pretensióti de que los actos del P. E. no pueden set con- 
trolados por el P. L,, sino mediante el juicio politico y 
de que sus errores no pueden ser corregidos por ningùn 
otro Departamento del Gobiemo. Està pretensión, que 
no es legitima en tesis general, es de todo punto infiin* 
dada en el caso especial que discutimos. Para mi, 
es tan inexacto pretender que ningùn acto politico ni 
administrativo del Presidente de la Repùblica pueda ser 
traido à juicio por el Gongreso sino mediante acusación 
formai, corno sostener que todo acto politico ó adminis- 
trativo deba ser sometido à su aprobación. La verdad 
no està en ninguno de ambos extremos igualmente ab- 
solutos y porlo mismo igualmente falsos. (Aplausos). 

A fin de probarlo, siento la necesidad de apoyarme 
nuevamente en autoridades reconocidas y asi la hai*é* 
con la brevedad posible. 
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Segùnel inciso 27 de nuestra Constitución, el Go- 
bierno Fedeml està obligado a afìanzar sus relaciones 
exteriores por medio de tratados de paz y comercio; 
mientras que segùn el inciso 14, articulo Stì, el Presi- 
dente concluye esos tratados y que, segùn el inciso 19, 
articulo 67, el Congreso los acepta ó rechaza. Por el 
articulo 4, el Gobierno Federai provee à los gastos de 
la Nación con los fondos del Tesoro Nacional; mientras 
que, por el inciso 13, articulo 80, el Presidente recauda 
é invierte las rentas pùblicas con arreglo al presupuesto 
y que, por el inciso 7, articulo 67, el Congreso fija anual- 
mente el presupuesto y aprueba ó desecha la cuenta de 
su inversión. 

Mediante el articulo 23, es derecho del Congreso de- 
clarar el estado de sitio en caso de conmoción interior, 
mientras que mediante el inciso 19, articulo 87, puede ha- 
cerlo el Presidente durante el receso legislativo y que, 
mediante el inciso 26, articulo 17, puede el Congreso 
aprobar ó suspender ese estado de sitio asi deelarado. Es- 
tas prescripciones se hallan mas ó menos consignada§ en 
términos anàlogos en las Constituciones Norte-Ameri- 
cana y Suiza; pero està ùltima contiene la disposición 
especial del inciso 11, articulo 90, en cuya virtud el 
Consejo Federai està autorizado para disponer de las 
tropas necesarias en caso de intervención, bajo reserva 
de convocar inmediatamente à los Consejos si excedie- 
sen de dos rail hombres ó permaneciesen reunidos mas 
de tres semanas. 

Las prescripciones relativas à los tratados y los gas- 
tos bastarian à mi propòsito en general porque ver- 
san sobre actos que el Congreso debe juzgar sin ne- 
cesidad de acusación alguna. La disposición referente 
al estado de sitio la satisfarla en particular, porque la 
intervención importa un verdadero estado de sitio con- 
tra las instituciones locales. La ùltima declaración de 
la Constitución Suiza, tan especial y tan directa al caso 
en cuestión, viene à Uevar la convicción al ànimo mas 
parcial. 

Nuestros Congresos y Ejecutivos siempre han reco- 
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nocido la misma doctrìna. En el caso de la intervetl* 
ción à Mendoza, citada en la sesión anterìor, el Presi- 
dente mandò cesar una intervención à virtud de simple 
decisión del Senado. En la de Catamarca, también 
citada en la misma sesión, la ley obligabaal Presidente à 
someter todas sus medidas à la sanción del Congreso. 
La misma administración actual ha enviado à su apro- 
bación los decretos sobre la exposición nacional, sobre 
la clausura de la consolidación de la deuda y otras ma- 
terias, acerca de las cuales habfa dictado varias dispo- 
siciones durante el receso legislativo. Y al hacerlo, ha 
procedido con cordura, porque, sin perjuicio de mis 
opiniones individuales acerca de las intromisiones de 
un Departamento del Gobiemo en los asuntos que son 
del exclusivo resorte de otro, no podla menos de so- 
meterse à la necesidad de buscar en la aprobación del 
Congreso la sanción legislativa de que dichos decretos 
careclan. 

Los Congresos y Presidentes Norte- Americanos han 
observado la misma conducta en casos semejantes. 
En dicha sesión expuse todos los antecedentes relati- 
vos à la intervención de Rhode Island, de los cuales 
resultaba que, à la simple requisición de la Càmara 
de Diputados, el Presidente Tylley se apresuró à po- 
ner en su conocimiento basta las cartas confidencia- 
les que habia cambiado sobre el asunto. Entonces 
recordé también el ejemplo de la reconstrucción de 
los Estados del Sud, en que el Congreso habia des- 
aprobado todos los procederes del Ej ecuti vo y dictado 
un nuevo pian de reconstrucción para dichos Estados. 
No se ha citado en contraposición un solo acto en que 
cualquier Congreso de aquella Nación se haya recono- 
cido incompetente para obrar idènticamente en casos de 
la misma naturaleza. 

Nuestros tribunales no han tenido aùn ocasión de fa- 
llar en asuntos de este gènero; pero en el ùnico que 
puede ofrecer algùn punto de contacto, la Corte Supre- 
ma de Justicia ha declarado inconstitucional la preten- 
sión de ejercer facultades legislativas durante el receso ♦ 
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del Congreso, aùn bajo calidad de darle oportonameiite 
cuenta para su aprobación ó rechazo. 

Y por lo que hace à los Norte-Americanos, hemos 
visto que, en todos los casos ocurridos, la Corte Supre- 
ma de los Estados Unidos ha consagrado en sus decisio- 
nes la supremacia del Poder Legislativo y su competen- 
cia pata traer a examen los actos del Poder Ejecutivo 
en casos de intervención ù otros anàlogos, aplicando el 
remedio adecuado contra los errores ó los abusos en 
que pudiera haber incurrido, En el caso de Martin ver- 
sus Mott, la Corte, por conducto del Juez Story, decla- 
raba que la yigilancia de los Rtpresentantes de la Nación 
era una de las mas grandes garantias contra todo exceso 
en el uso de la autorización conferida por la ley del 95 
para hacer gastos y disponer de milicias à los objetos 
de su sanción. En el caso de Luther versus Borden, la 
misma Corte, por intermedio del Juez Taney, después de 
comentar la clàusulaconstitucional y la disposición legis- 
lativa de la materia, decia que si el Presidente, ejercieo- 
do la autorización de intervenir, cometiera error ó inva- 
diera los derechos de los Estados, el Congreso tenia 
piena facultad para avocarse el conocimiento de los 
hechos y aplicarles el remediò que ellos demandaran. Y 
si algo necesitara yo agregar para poner de relieve toda 
la influencia decisiva de ambas sentencias, me bastarla 
recordar à la Càmara que la ley de 1795, comò la de 1792, 
no contenian clàusula alguna imponiendo al Presidente 
la obligación de someter a la aprobación del Congreso 
los actos que ejerciera à virtud de la autorización de su 
referencia, y que sin embargo, la Corte no ha trepidado 
en declarar espontàneamente el derecho del Congreso 
para proceder, dire asi, de ofìcio, trayendo ante él todos 
esos actos del Poder Ejecutivo, 

Los autores no son menos favorables a la doctrina 
que sostengo. 

En otra ocasión, Pomeroy ha sido invocado en su 
contra: esto no obstante, yo no puedo dejar de citarlo 
en su favor. Las palabras de este autor, recordadas en 
apoyo del P. E., se limitan à establecer en general que 
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es una rama independiente del Gobierno, que es exclu- 
sivo en el ejercicio de sus atribuciones y que solo pue- 
de alcanzarle una acusación cuando haya usado crimi- 
nalmente de su poder, corno puede verse en la pàgina 
7 del capìtulo sobre los poderes ejecutivos del Gobierno 
de los Estados Unidos, traducido por el Sub-Secretario 
del Ministerio del Interior. Pero el mismo autor, des- 
de la pàgina 10 à 19, analiza extensamente la diversa 
naturaleza de las funciones del Ejecutivo dividiéndolas 
en tres categorias distintas. La primera comprende el 
manejo de las relaciones exteriores, la iniciativa en la 
legislación y la convocación ó pròroga del Congreso — 
estas funciones le pertenecen constitucionalmente, son 
independientes de toda legislación y su correctivo es- 
triba en el juicio politico. La segunda incluye corno 
las funciones mas importantes las que le competen comò 
Comandante en Gefe, la facultad de perdonar y el po- 
der de nombrar empleados — éstas también le pertene- 
cen constitucionalmente pero no pueden ser ejercidas 
sin una ley que ofrezca la oportunidad de hacerlo, é 
imponen asi mismo responsabilidades efectivas por me- 
dio del juicio politico. La tercera abarca las demàs 
funciones del Ejecutivo, dependen completamente de 
la voluntad del Congreso y su ejercicio puede ser re- 
probado sin necesidad de una acusación prèvia. 

Como este es el punto cardinal de la cuestión, la Cà- 
mara va à oir las palabras terminantes del autor. Defi- 
niendo la naturaleza de estos poderes, en la pàgina 15 
dice textualmente que: e La tercera clase de las atri- 
€ buciones y funciones ejecutivas son aquellas que 
« dependen de algunas leyes anteriores del Congreso, 
€ no solo por las ocasiones y oportunidades de su ejer- 
€ ciclo, sino también por su nùmero, caràcter y objeto. 
€ Sobre està clase la Legislatura tiene un poder com- 
€ pleto. Sanciona las leyes que deben ejecutarse. » 
Hablando de las personas que deben ejercitarla, agrega: 

< No es necesario dejer nada a la discreción del Presi- 
€ dente. A la verdad, la ejecución inmediata, puede 

< ser confìada à determinados empleados subalternos, 



€ y estos empleados pueden ser dirigidos en los térmi- 
« nos mas claros y positivos en la marcha que deban 
seguir y en los deberes que tengan que Uenar. En 
tales casos, el ùnico deber del Presidente es tener 
cuidado de que las leyes sean ejecutadas fielmente. 
Està clase, evidentemente abraza la mayor parte de la 
legislación del Congreso, y de las funciones ejecutivas 
que en ellas se basan. > Hablando de la responsabi- 
lidad de los ejecutores, continua diciendo: e Pero con 
respecto à las funciones comprendidas en la tercera 
clase, el Presidente puede ser privado de toda partici- 
pación. Empleados especiales pueden ser encargadós 
por el Congreso de Uevar à cabo sus medidas. Esos 
« empleados estàn sujetos a una doble dependencia. > 
Y termina el autor apoyando sus doctrinas en una sen- 
tencia que la Corte Suprema de los Estados Unidos 
expidió por conducto del célèbre justicia mayor Mar- 
shall en el gran caso de Marbury versus Madisson. 

A està clase de funciones pertenece la de intervenir 
que nos ocupa, de manera que, desde que la facultad de 
declarar el caso de intervención pertenece al Congreso 
y desde que puede autorizar al Presidente para hacerlo 
durante el receso, es evidente que està en su derecho 
para imponerle las limitaciones que repute convenientes 
y traer la intervención a su examen para tomar las me- 
didas à que diere lugar, doctrina que puede también 
apoyarse en la autoridad de Paschal, el cual reproduce 
la declaración de la Corte en el caso de Luther versus 
Borden, corno lo demostré con sus propias palabras 
leidas en la sesión anterior. 

Stuart-Mill, autor citado ante la Càmara de Senado- 
res para demostrar las facultades de la Legislatura de 
San Juan, en la pàgina 103 de la traducción del doctor 
Gonzàlez, dice que: e Gobierno representativo, signi- 
€ fica que la Nación entera ó al menos una |)arte nume- 
« rosa de ella, ejerza por medio de los Diputados que 
€ nombra periodicamente el poder de inspección su- 
€ prema, poder que en todas las constituciones debe 
« residir en alguna parte. Ese poder supremo de la 
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€ Nación debe poseerlo en toda su perfección. Ella 
€ debe ser cuando quiera, la seflora de todas las opera- 
€ ciones del Gobierno. No es necesario qua la ley 
< constitucional misma le de este imperio». Y en 
la pàgina 275, agrega: « No he tornado en considera 
€ ción el caso en que un gran poder centralizado en- 
€ tre las manos del primer magistrado y el insuficiente 
e amor del pueblo a las instituciones libres, diesen a 
€ este magistrado ocasión de salir triunfante en una 
€ tentativa para destruir la Constitución y usurpar el 
€ poder. En donde tal peligro existe no debe haber 
€ primer magistrado à qnien el parlamento no pueda 
€ reducir con un solo voto a la condición de hom- 
€ bre privado. En un estado de cosas en que està 
€ falta de fé no es posible, està prerogativa del parla- 
€ mento por enorme que parezca, no es sino una débil 
« garantia ». 

El doctor Gonzàlez, catedràtico de Derecho Consti- 
tucional de la Universidad de Buenos Aires, también 
trae algo aplicable al punto en la obra que acaba de 
publicar bajo eltitulo de «Lecciones de Derecho Cons- 
titucional». En la pàgina 300 de esa obra, que es el 
manual en que nuestra juventud estudia los sanos prin- 
cipios del Gobierno libre, el doctor Gonzàlez dice: «La 
* Càmara que tiene mayor nùmero de miembros, la que 
« que representa el nùmero, es naturalmente la llamada 
« à fìscalizar la conducta de los que ejercen las fun- 
« ciones de los otros Departamentos de Gobierno. Aùn 
« cuando no sea para someter à un juicio a un emplea- 
« do que no corresponda debidamente a la confianza 
« que en él se ha depositado, se ha considerado que està 
« es una de las mas importantes funciones que puede 
« ejercer la Asamblea representativa, la que pii^de ser 
« mas provechosa para la libertad, y contener eficaz- 
« mente los excesos de los que ejercen el poder. Aùn 
« à su intervención en la formación de las leyes le 
« dan los maestros de la ciencia constitucional menos 
« importancia que al ejercicio de esa facultad fiscali- 
€ zadora ». 
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El mismo Stuart-Mill ya citado, viene eti apóyo del 
artìcolo en discusión. con las siguientes palabras trans- 
criptas por el doctor Gonzàlez: « El verdadero oficio de 
€ una Asamblea representativa, dice Mr. Mill, no es ^o- 
« bernar-es radicalmente impropia para él — sino vigilar 
€ y fiscalizar el gobierno; poner en claro todos sus actos; 
€ exigir la exposición y justificación de ellos, cuando 
€ parecen contestables; censurarlos, si son condenables; 

< arrojar de sus empleos à los hombres que componen el 

< gobierno. si abusan de su encargo ó si lo desempeUan 
€ de un modo contrario à la voluntad expresa de la Na- 
€ ción y nombrar sus sucesores, sea expresa, sea virtual- 
€ mente. » 

A pesar de lo concluyente de las precedentes opinio- 
nes, puedo todavia invocar en mi auxilio la respetable 
autoridad de Clay, publicista de la mas alta reputación 
en los Estados Unidos y cuyos discursos corren impre- 
sos en un tomo que no supongo ajeno à la ilustración 
del setìor Diputado. En ellos, Clay distingue los Pode- 
res Ejecutivos que emanan directamente de la Constitu- 
ción, de los que incumben al Presidènte comò ejecutor 
de las leyes autoritativas. Siendo los primeros otorgados 
por el pueblo, à éste solo corresponde juzgar de su buen 
desempefìo por medio del sufragio, medio indirecto, ó 
del juicio politico, medio extraordinario, previsto por la 
ley fundamental, en el cual no procede el Congreso comò 
Cuerpo Legislativo, sino en virtud de una facultad ex- 
cepcional que el pueblo ha querido conferirle para casos 
también excepcionales. Pero cuando el Presidente obra 
à virtud de autorizaciones acordadas por el Congreso, a 
este corresponde corregir los errores a que diere margen 
su ejercicio, sin acusación alguna y solo por actos de 
legislaci^n sobreviniente. El Congreso conoce el espi- 
ritu y alcance de sus autorizaciones: si sus votos no han 
sido satisfechos en la ejecución, al Congreso corres- 
ponde legislar para su mejor cumplimiento y remediar 
los errores cometidos al traducirlos en hechos reales. 

No es, pues, el juicio el ùnico medio de corregir los 
errores del Poder Ejecutivo al encarnar en loa hechos 
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la voluntad del Congreso, é insistir en semejante preten- 
sión seria desconocer las causas que puedan motivarlo, 
tergiversar su caràcter especial y olvidar su verdadero 
objeto. 

Las constituciones, las leyes, las sentencias y los au- 
tores nos enseftan à porfia que un simple error no es 
causa bastante para autorizar la acusación y la conde- 
nación que constituyen los elementos del juicio politico. 
Tengo en la mano el extracto, no de catorce ni de vein- 
tiocho Constituciones Norte-Americanas, sino de todas 
las Constituciones de nuestro pais y de los Estados- 
Unidos, y ninguna de ellas admite el juicio politico por 
un error cualquiera. Los que han ido mas lejos, solo han 
llegado basta establecerlo por mal desempeiio en el 
ejercicio de las funciones oficiales, lo que exije cuando 
menos una sèrie de errores capaces de revelar clara- 
mente la piena ineptitud del hombre para el puesto. 
Las leyes orgànicas sancionadas basta la fecba confir- 
man la misma doctrina. Las resoluciones dictadas en los 
rarós casos de acusación politica, demuestran también 
su verdad. Los publicistas, en fin, la profesan unànime- 
mente. Ni podfa sor de otro modo; puesto que esperar 
el acierto perpètuo habrfa sido ciega impre vision, y cas- 
tigar un simple error con la destitución seria falta 
imperdonable. — Ciega imprevisión, porque envolveria el 
desconocimiento de la naturaleza bumana; — falta imper- 
donable, porque traerfa mayores males que el que debia 
reprimirse. (Aplausos). 

El juicio politico versa, por otra parte, sobre los he- 
chos, pero solo afecta las personas, y las personas en 
cuanto à su caràcter oficial. La destitución es su con- 
secuencia forzosa en caso de condenación. Puede 
Uegar basta la inbabilidad para desempeftar puestós pù- 
blicos; pero abi se detiene. Sus efectos no alcanzan 
à los hecbos; por ese medio no se borran, enmiendan 
ni modifican. Las personas mismas de los que fueron 
funcionarios pùblicos escapan à su acción limitada y 
es à los Tribunales de Justicia à quienes, mediante nue- 
vo juicio, ùnicamente compete castigar el crimen ó la 
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falta. Y he dicho castigar, porque la destitución, mas 
que una pena contra el majrìstrado por sus desmanes 
oficiales, es una garantia del pueblo contra sus pro- 
pios desaciertos electorales. Asi lo demuestra un es- 
tualo prolijo del Derecho Constitucional sobre el 
punto. 

Por lo mismo, el objeto del juicio politico no es juz- 
gar los hechos para aplicarles la solución adecuada, sino 
desRudar à los hombres de su caràcter oficial para im- 
pedir en lo futuro que conviertan en dafio del pueblo 
el poder que para su bien se les confió Asi es corno 
la grandeza del juicio politico estriba en su propia pe- 
quenez, si me es licito hablar asi. iQ\ié es el pasado, 
tan limitado por la naturaleza misma de las cosas, en 
presencia del porvenir cuya magnitud no es suscep- 
tible de ser medida por la inteligencia humana? 

De consiguiente, el juicio politico no puede por si 
solo ser el medio mas adecuado para remediar los erro- 
res que el Ejecutivo pudiera padecer en el ejercicio de 
la delicada facultad de intervenir; porque ó ellos darian 
margen à la destitución ó no. En el primer caso mise- 
ria lògico atropellar al funcionario y respetar sus des- 
aciertos? En el segundo ^responderia à los fines para 
los cuales todo gobiemo ha sido instituido, cruzarse de 
brazos ante las daninas consecuencias del error por 
mas inocente que fuera? Todo menos eso. Rompa- 
mos, pues, valientemente las horcas caudinas a que 
se nos quiere sujetar y declaremos que el Poder Eje- 
cutivo està obligado a someter à la revisión del Con - 
greso todos los actos que ejecute en materia de inter- 
venciones (Aplausos). 

Me parece que he dicho bastante sobre el proyecto de 
la Comisión; pero tengo algo que agregar sobre el del 
Poder Ejecutivo. 

Seftor: En las memorables sesiones de Junio de 1852, 
el actual Ministro del Interior sostenia que no era la 
anarquia sino el despotismo lo que habia perdido à la 
Repùblica. Desde el voto que rechazó el Acuerdo de 
San Nicolas, yo creia condenada para siempre la mons- 
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truosa teoria de los poderes ftiertes; pero, en presencia 
del proyecto del Poder Ejecutivo que pretende rehabili- 
tarla, tenemos que aprontar las armas para combatirla 
de nuevo. Parece que estuviéramos destinados a no 
tener mas que gobernantes que vengan à exigirnos po- 
der tras poder y à no presenciar jamàs el espectàculo 
consolador de un Presidente que no necesite mas facul- 
tades que las que le acuerda nuestra carta fundamental, 
que no requiera mas poder que el poder de la ley y de la 
opinion. (Aplausos). 

Porque iqxxé significa en definitiva el proyecto cuya 
sanción se nos demanda? Segùn la inteligencia oficial, 
significa la concesión de las facultades mas amplias, ab- 
solutas y extraordinarias en materia de intervenciones, 
la sanción mas completa, segura é indebida para todos 
los errores del P. E. en estos asuntos y la impunidad 
mas inmoral, abusiba y peligrosa para todas las faltas 
que pudiera cometer en addante (Aplausos). Despo- 
jémonos de la facultad de intervenir, ' declarémonos 
desarmados contra los desaciertos del P. E., no nos 
reservemos mas que la prerogativa del juicio politico y 
entregaremos lasi provincias a la discreción del Presi- 
dente, daremos carta bianca a todos sus caprichos y 
no tardaremos en caer en la mas vergonzosa impoten- 
cia ante sus mismas culpas. Dado nuestro estado ac- 
tual, desde entonces en addante las autoridades pro- 
vinciales tendràn que buscar todo apoyo en la buena 
voluntad del Presidente; éste podrà hacerlas ó desha- 
cerlas à su antojo, y à su turno hallarà en ellas sus ele- 
mentos para formar un Congreso, cuyo personal con- 
vertirà el mismo juicio politico, no en la débil garantia 
de que habla Mill, sino en la engafìosa ilusión de mejo- 
res tiempos. Bajo tal estado de cosas. el pueblo no 
tendria mas arca de salvación que la misma voluntad 
del Presidente que no quisiera abusar de su omnimodo 
poder. Pero en todo pueblo libre las garantias pù- 
blicas no deben reposar sobre el arbitrio de los hom- 
bres sino sobre la eficacia de las instituciones. (Aplau- 
sos). 
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No es esto por cierto lo que se ha hecho en los mis- 
mos Estados Unidos à quienes se nos propone imitar una 
vez mas. Alli ni hs leyes ni la jurisprudencia autorizan 
al Presidente para intervenir à fin de garantir la forma re- 
publicana de gobierno. — Alli en ningùn caso lo habili- 
tan para negarse à someter sus actos al examen del 
Congreso. Alli por el contrario, la requisición de una 
Càmara basta para el envfo basta de la correspondencia 
epistolar sobre intervenciones. Pero, aùn cuando asi 
no fuera, la doctrina del Poder Ejecutivo, buena tal vez 
alla, seria pésima entre nosotros à causa de las profun- 
das diferencias que existen entre las situaciones respec- 
tivas de entre ambos paises. — Los Estados Unidos, du- 
rante cerca de un siglo de vida constitucional, apenas 
han tenido el anuncio de una intervención en Rhode 
Island y otra intervención ejercida para la reconstruc- 
ción de los Estados del Sud que se habfan revelado con 
el siniestro propòsito de desligarse de sus hermanos del 
Norte; mientras que la Repùblica Argentina, en poco 
mas de unadocenade afios que vive bajo el régimen 
de la Constitución Federai, ha sufrido multitud de inter- 
venciones que, por fùtiles pretextos, la han ensangren- 
tado à veces desde el Piata basta los Andes. (Aplausos). 
Por esto es que los publicistas que se nos propone con- 
sultar, Curtis y Jhonson, Pomeroy 5' Sumner, excelentes 
constitucionalistas Norte- Americanos, serian unos pési- 
mos legisladores Argentinos, pues ignoran completa- 
mente las condiciones de nuestro pais y no podrian 
aprovechar las leccionesde nuestra historia, de nuestra 
triste y luctuosa historia en materias de intervenciones. 
(Bravos y ruidosos aplausos en la barra). 

SeHor Presidente — Permitame el seflor Diputado, 
voy a hacer leer los articulos del reglamento relativos a 
las manifestaciones de la barra. (Se leyó) 

Sentina verme en el caso de tener que cumplir el re- 
glamento haciendo desalojar la barra. 

SeHor Quintana — Por eso es que nosotros, no débe- 
mos esperar el consejo de esos constitucionalistas, sobre 
todo cuando (yo debo decirlo en honor de nuestro pais) 



— So- 
no hemos necesitado del ejemplo de los Estados Unidos 
para realizar pacificamente y en honor de los principios 
una de las mas grandes conquistas de la humanidad — la 
abolición de la esclavatura — que cincuenta aftos mas 
tarde ha pasado allf corno medida de guerra después de 
una contìenda que ha costado varios aflos de luchas, 
muchos millares de hombres y mas millones de pesos. 

Dejar las cosas en su estado actual, à pesar de las de- 
claraciones oficiales acerca de la peligrosa facultad de 
intervenir, serfa abdicar las prerogati vas del Congreso 
exponiendo seriamente la paz pùblica que debemos em- 
peftarnos en salvar à toda costa, porque es la gran nece- 
sidad de estos paises tan azotados por la guerra civil. 
Salir de està sìtuación por medio del proyecto de la Co- 
misión no es debilitar al P, E., sino dejarlo tal cual es 
por la constitución — demasiado fuerte para postemarse 
ante la anarquia: demasiado débil para fundar el despo- 
tismo. La confusión y el desorden solo pueden venir 
de la inacción, si el Presidente, en defecto de la autoriza- 
ción que pide, interviene indebidamente con fuerzas de 
linea ó deniega no menos indebidamente una interven- 
ción constitucional. El caos politico no dejaria de venir, 
si se produjese una disidencia entre los poderes Legisla- 
tivo y Ejecutivo acerca de la sìtuación de una Provincia 
cualquiera. Todo revela la necesidad de someter en ùlti- 
mo resultado lamateria al crisol de un solo Departamento 
y ese Departamento no puede ser otro que el Legislativo. 
Si los Congresos fiieran comò los ha bosquejado el 
seflor diputado disidente con los colores mas recar- 
gados de su paleta y cuyas palabras deben haber 
caldo comò plomo hirviendo sobre el corazón de sus 
colegas, no debfa detenerse donde se ha detenido, sino 
que, avanzando con energia en el camino de la verdad, 
ha debido decir franca y lealmente à los pueblos que, 
lejos de servir para custodiar sus instituciones, eran un 
peligro que los amenazaba de muerte, que eran una ré- 
mora puestaà su adelanto, que eran un resorte perjudi- 
ciai à la buena marcha de la màquina politica y que de- 
bian en tal concepto suprimirse. 
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SeHor Montes de Oca — Me permitirà sefior Diputado 
que le interrumpa. Yo le aseguro que he de demos- 
trar al fin de està sesión que no lo he dicho yo, que 
no lo he inventado, y si que lo ha dicho é inventa- 
do uno de los primeros hombres de la America del 
Norte. 

SeHor Quintana — Pero yo he de replicar al senor Di- 
putado, anunciando a la Càmara que ha olvidado pre- 
venirle que ese hombre, Madisson, se referia al antiguo 
Congreso de la Confederación en condiciones opuestas 
al nuevo Congreso de la Union, y agregando que nin- 
gùn publicista medianamente acreditado de los Estados 
Unidos ha osado afirmar de éste lo que Madisson decia 
de aquél. 

Y sobre todo trayéndolo al terreno de nuestra propia 
historia, cuya luz debe guiarnos siempre en el debate, 
yo preguntaria al senor Diputado ^cuàles son los Con- 
gresos Argentinos de donde partió la usurpación, que 
han producido la anarquia ó que han fundado el des- 
potismo de nuestro pais? Los vetos han sido muy ra- 
ros en nuestros anales parlamentarios, nuestros Congre- 
sos se han distinguido mas bien por sus complacencias 
hàcia los P. E. y una crònica sangrienta està ahi para 
decirnos que las facultades extraordinarias no pudieron 
ser arrancadas sino con el punal sobre el pecho de los 
Diputados. (Aplausos). 

Mas, voy à concluir, seflor Presidente, porque he sido 
demasiado extenso y me siento excitado por estos lùgu- 
bres recuerdos. 

Asl comò estudiar las instituciones ajenas para amol- 
darlas à las condiciones propias es proceder comò 
hombres de Estado, asi, copiarlas sin discernimiento 
y aplicarlas sin criterio, es convertirse en imitador 
servii. 

Por esto es que, aceptar nosotros el proyecto del 
P. E., con la extensión que oficialmente se le atribuye, 
seria echar los cimientos del despotismo y de un despo- 
tismo peor aùn que el personal de los caudillos, porque 
seria el despotismo legai de una doctrina liberticida. 
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Por esto es que sancfonar el proyecto de la Comisión 
serfa dar à cada Departamento del Gobierno Io que 
constìtucionalmente le corresponde à fin de guardar el 
equilibrio de los poderes, salvando el pervenir de las 11- 
bertades pùblicas. 

En està disyuntiva, la eleccion del Congreso Argen- 
tino no puede ser dudosa. 

El pueblo confla en sus representantes y ellos deben 
ponerse à la altura de las esperanzas de este pueblo, es- 
caso en población y nuevo en la vida constìtucional,pero 
rico en beróicos sacrìficios y digno de instituciones 
libres. 

Por fin, he dicho. (Grandes y prolongados aplausos, 
entra los cuales paso la Càmara à cuarto intermedio). 



e 



DI8CURS08 PARLAMENTARI08 



SOBRE EL DERECHO DE INTERVENCION 



POR EL 8ENAD0R 



NICTCSIO ORONO 



1 



*. >. -f "\ . ,v^^ o»>^ K>,^ \^^^ » ^ 

^^•^'^* ^.^ "'..VI ...... ^ VV 



la pùbIicacU ?& u" i ;,;:^'* '^^'r "' ''^ ^'''^^ 



^ 103 — 

obre Capital, sobre intervenciones à las Pro- 
:ias, reducción del ejército, disminución de los 
uestos y de los gastos, procurando nivelar 
itos con el producto de aquellos, asi comò so- 
otras cuestiones fundamentales, mantengo to- 
fa mis opiniones, robustecidas por el estudio 
experiencia. 

Ista persistencia pudiera serme personalmente 
osa, pues nadie es mas odioso para los par- 
s que aquel que no acepta todas sus pasiones 
t atreve à sostener y defender una opinion, 
o no importa; prefiero la odiosidad que de 
ì me resuite à verme obligado à inclinar la 
eza en presencia de aquellos à quienes bu- 
ie dado el derecho de disponer de mi voluntad 
li conciencia. 

li procediendo comò lo he hecho, hubiese lo- 
do contribuir al triunfo de los principios, y he 
rpretado fielmente las nobles aspiraciones del 
blo que me honró confiàndome su represen- 
òn en el Congreso, rhis deseos habrian que- 
o satisfechos. A nada mas aspiro, porque 
a mas necesito, 

^ero si por el contrario, me hubiese separado 
licio de alguno de mis comprovincianos de la 
dadera intención que los indujo à encomen- 
me la representación de sus derechos, me que- 
à al ménos la satisfacción de haber defendido 
instituciones, y en ellas los derechos federales 
OS Estados, acreditando una vez mas mi ad- 
ión à la libertad, sin la cual en mi concepto, 
lay orden ni paz posibte en los Estados, sino 
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el orden y la paz que imponen los tiranos y que 
aceptan humillados los esclavos. 

Y à aquellos de mis amigos, que hubiesen que- 
rido que yo subordinara mis opiniones à cierto 
orden de ideas, ó à los preceptos de esa moral 
especulativa que momentàneamente prevalece à 
despecho de la moral republicana, yo les dire con 
las palabras de aquel grande hombre de los Esta- 
dos Unidos: — «Aspiro al hermoso privilegio de 
conservar mi entendimiento y mis acciones, re- 
sultado de mi reflexión, libres é independientes 
comò el aire». 



N. OroNo. 



Buenos Aires, Novlembre !• de 1869. 



SENADO NACIONAL 



Sesión del 29 de Junio de 1869 



SeHor OroHo — Sefior Presidente: Antes de entrar al 
fondo de la cuestión, la Càmara me ha de permitir recor- 
dar algunas palabras que pronuncié el afio pasado tra- 
tàndose en este recinto de un asunto anàlogo al que en 
este momento se discute. 

Yo decia entonces, sefior Presidente, que esperaba 
que el nuevo gobierno que se iba à establecer, abriria 
al pais nuevos horizontes, y que lo encaminarfa por la 
via de los intereses materiales, que son los intereses del 
iprogreso y de la libertad». 

Pero que si no sucedia asi, si mis esperanzas eran 
defraudadas, se verfa entonces que mi esplritu no se 
hallaba dominado por ninguna pasión innoble; que la 
ùnica pasión que agitaba mi alma, conmovla mi corazón 
y exaltaba mi inteligencia, era el deseò de ver libre, 
pròspera y feliz à mi patria. Que mi puesto en està Cà- 
mara y mi débil palabra, estarian siempre al servicio del 
pueblo, al servicio de las buenas ideas, jamàs al de los 
hombres, por que por mas respeto que me inspirase su 
talento y sus virtudes, era mayor mi respeto y venera- 
ción por la Constitución. 
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Asl contestaba, seflor Presidente, al seùor Ministro 
del Interior entonces que me reprochaba la vehemencia 
y pasìón de mis opiniones, inculpación no menos infun- 
dada é injusta, que la que el seflor Ministro del Interior 
hizo en la sesión anterior al sefLor Senador por Buenos 
Aires, miembro informante de la Comisión de Nego- 
cios Constitucionales, tratàndose del proyecto en dis- 
cusión. 

En nuestro pais, seflor Presidente, donde las costura- 
bres republicanas, los usos parlamentarios y los hàbitos 
constitucionales no tienen todavia profundas raices; 
donde si bien la libertad forma parte de nuestro derecho 
escrito, no bay todavia la pràctica de la tolerancia ni ese 
respeto à los derechos ajenos que la constituye; es cos- 
tumbre mirar con cierta aprensión la franca manifesta- 
ción de la vcrdad; y en el Poder Ejecutivo se ha notado 
siempre una predisposición invencible à considerar toda 
oposición a su politica, comò una resistencia calculada 
y sistemàtica de parte de aquellos que quieren estorbar 
su marcha en el camino de los abusos. 

Toda observación p>or justa y fundada que sea, aùn 
que no salga de los limites que la Constitución^ la sana 
razón y los intereses del pais seflalan al tranquilo é 
ilustrado criterio de los representantes del pueblo, ha 
de ser mirada comò un acto de hostilidad al Poder 
Ejecutivo. 

Este proceder, seflor Presidente, viene en cierto modo 
k coartarnos en el ejercicio de aquellos derechos pre- 
ciosos que la condición de hombres independientes y 
de representantes de un pueblo libre, nos acuerdan. 

El seflor Ministro de Relaciones Exteriores no se sen- 
tirla ciertamente conmovido en presencia de lo que él 
observa con tanta extrafleza, si hubiese leido los debates 
que en estos moraentos tienen lugar en las Càmaras 
Francesas, en las que por los Diputados liberales se le 
increpa à Napoleón, no sólo sus faltas, sino sus crime- 
nes, con una libertad de que por des^racia no hemos 
dado ejemplo todavia, nosotros repubhcanos de medio 
siglo. 
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No es, pucs, un sentimiento de hostilidad bacia el Po- 
der Ejecutivo el que me mueve en està discusión. Son 
los pyrincìpios comprametidos, el deseo de la paz cuya 
estabilidad veo en inminente peligro, y sobre todo, el 
deseo de corresponder à los altos deberes que me impo- 
ne la Constitución y el puesto de honor y de cónfianza 
que en virtud de ella tengo en està Honorable Càmara, 
comò me lo indica mi conciencia, y comò lo entienden 
los hombres bien intencionados. 

A estas ideas y principios responderà mi conducta 
en està ocaaón, porque ningùn interés extrafio me do- 
mina, ni sirvo à otros propósitos que à los de la Cons- 
titución. 

Militando en las fìlas de los que sinceramente anhelan 
el bien de su pais, he aprendido à estudiar y compren- 
der la Constitución, inspiràndome en las doctrinas de 
los hombres que he considerado comò maestros del de- 
recho constitucional. 

EUos contribuyeron con su ciencia à la perfección de 
aquella obra, fruto de medio siglo de esfuerzos y de 
sacrifìcios gigantes, provocando la reforma de la Cons- 
titución que se habian dado los pueblos argentinos, para 
hacerla mas pràctica, mas conforme à nuestras necesi- 
dades, y sobre todo, mas en armonia con el sistema 
federai y con la independencia de las Provincias, en 
el ejercicio de aquellas facultades que no habian sido 
expresamente delegadas al Gobierno Nacional. 

Si ellos se han desviado de ese camino; si los halagos 
del poder les ha hecho perder el rumbo que les sefia- 
laba su propia experiencia; si ellos han renunciado al 
rol glorioso de maestros olvidando a sus discfpulos, para 
aceptar la consigna de defensores del poder, de lidiado- 
res en favor de una causa perdida y condenada por la 
razón y la opinión,^la culpa y la responsabilidad sera de 
ellos y no nuestra que no hacemos sino defender los 
principios que nos enseiìaron. 

Yo he aprendido, seflor Presidente, en las doctrinas 
del seiìor Ministro del Interior, a entender la Constitu- 
ción de mi pais; pero este sefLor se encuentra ahora en 



— 108 — 

opuestas filas, abahdonando su puesto y su bandera para 
afiliarse al enemigo. A estar à sus propìas decisiones 
debfa ser juzgado por un consejo de guerra y senten- 
ciado à muerte. 

El ha dicho en està Càmara, que el soldado que se 
pasa al enemigO; debe ser pasado por las armas^ se- 
guii una ley recopilada. — El seiior Ministro se ha pasa- 
do, ha desertado de las filas de la buena causa, ha dado 
la espalda à los prìncipios para combatir la Constitución 
y las mismas doctrinas que sostenia en otro tiempo; ha 
incurrìdo por consecuencia en la pena establecida en 
aquella ley recopilada. 

Pero puede estar tranquilo el seiior Ministro; no lo 
hemos de juzgar por la monstruosa ley que él ha recogi- 
do del polvo de los archivos para aplicarla à un des- 
graciadol 

Es tan importante la vida del seiior Ministro; son tan 
conocidos sus talentos y tan meritorios sus esfuerzos; 
el pais espera tanto de su reconocida suficiencia, y él le 
ha consagrado con tan buena voluntad sus sacrificios, 
que no dudo que reconociendo su error, ha de volver à 
las filas de sus amigos y les rendirà nuevos é importan- 
tes servicios. 

Viniendo ahora à la cuestión y resumiendo el extenso 
discurso del seiior Ministro de Relaciones Exteriores, 
reducido a probar que el Poder Ejecutivo Nacional tiene 
facultad de intervenir, estén ó nò en receso las Càmaras 
Legislativas de la Nación, yo dire que està en error, y 
que este error puede traer funestas consecuencias 
sino se le detiene con la energia y oportunidad que la 
paz de la Repùblica y la estabilidad de las instituciones 
nos reclaman. 

El seiior Ministro pretende apoyar sus opinionesen las 

doctrinas de los comentaristas norteamericanos, y en los 

precedentes de las intervenciones que han tenido lugar 

en las provincias de Sante Fé, La Rioja y Catamarca. 

Y porlo mismo, ante todo deseo que el seiior Ministro 
me responda à està pregunta: ^cree que esas interven- 
ciones han sido legalmente ejecutadas? 



Et seHor Ministro de Relaciones Exteriores— Si, Se- 
fior Senador. 

SeHor Oro#lo— Desde luego, seiior Presidente, el re- 
proche dirigido al sefior Senador por Buenos Aires es 
injusto 

Sefior Ministro de Relaciones Exteriores — Yo no he 
hecho reproche alguno al seiior Senador. Si me per- 
mite 

Sefior Oro fio — Si, sefior Ministro; esto es lo que ha 
dicho. 

Pero varaos adelante. El seiior Ministro ha preten- 
dido apoyar sus doctrinas en la jurisprudencia estable- 
cida por el gobierno anterior, y entonces resulta lo 
siguiente: ó que esas intervenciones han sido mal ejer- 
citadas, ó que han sido perfectamente ajustadas à la 
Constitución. 

Si lo primero, el seiior Ministro no ha debido invocar 
precedentes tan desautorizados para sostener su opi- 
nion: si lo segundo, si las intervenciones han sido bien 
desempeiiadas; si ningùn principio ha quedado violado 
en su ejecución, entonces resulta que la inculpación que 
se ha hecho al seiior Senador por Buenos Aires es in- 
justa. El seiior Ministro puede optar en està alternativa 
por lo que mejor le parezca. 

La Comisión, seiior Presidente, no ha querido entrar 
à e.xaminar la manera comò se ha ejecutado la interven- 
ción en San Juan; ha prescindido de està cuestión; ha 
procurado huir de ella por no complicar la cuestión prin- 
cipal de que se trata. 

No se trata en efecto, de saber si el Poder Ejecutivo 
debió ó nò intervenir en la Provincia de San Juan, ni 
si esa intervención fué bien ó mal ejercida. La Comi- 
sión se ha concretado al punto consultado, es decir, à 
dictaminar si debia ó no intervenirse nuevamente para 
reponer al Gobemador Zavalla que ha sido derr.ocado 
por la sedición. 

A esto responde el proyecto de ley: trata solo del 
restablecimiento de las autoridades legalmente constitui- 
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das que existfan ti 24 de Marzo fiincìonando en la Pro- 
vincia de San Juan. 

Si se me pregontase mi opinion sobre la infervefieión 
à San Juan, yo responderia sin vacilar que aquella interi* 
vención fué acordada sin derecho y desempefLada contra 
el derecho. Yo dirla, seiior Presidente, que el Poder 
Ejecutivo Nacional no tiene facultad de intervenir en 
receso del Congreso sino en casos muy determinados 
corno lo probaré mas adelante; pero que ninguno de 
esos casos habia llegado en San Juan. 

La Comisión, comò he dicho, se ha abstenido estu- 
diosamente de tornar en consideración la interven- 
ción à San Juan, esperando que otros motivos traje- 
sen la discusión, y limitàndose à formular su juicio 
sobre la intervención requerida por el Gobernador 
Zavalla. 

Creo oportuno y conveniente explicar las diversas 
opiniones de los cinco miembros de la Comisión en pre- 
sencia de la solicitud del seiìor Zavalla, para desvanecer 
ciertas aprensiones que sehan querido hacer valer contra 
el proyecto. 

Cuando està solicitud fué presentada y hubo de ser 
tomada en consideración, el seflor Senador por Buenos 
Aires me dirigió està pregunta: c^Cómo considera usted 
està nota y la petición del Gobernador Zavalla?» Yo le 
conteste: simplemente comò un antecedente ilustrativo 
de la cuestión, pero que no podia tomarse corno punto de 
partida para fundar en ella una resolución; que era ne- 
cesario pedir al Poder Ejecutivo todos los datos y ante- 
cedentes sobre los hechos que habfan tenido lugar en 
la Provincia de San Juan. Està opinion prevaleció en 
la Comisión y la Càmara resolvió que dichos anteceden- 
tes fuesen pedidos. 

Cuando la comisión hubo de ocuparse del estudìo de 
este asunto, el seiior Senador por Cordoba se declaró 
inhabilitado para entrar à la cuestión y Uegó basta re- 
husar su comparencia al seno de la Comisión. 

El seflor Senador por La Rioja, aunque tuvo la defe- 
rencia de asistir à las conferencias de la Comisión, se 
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dedaró tàmbién impedido para formar juicio sobre los 
hechos ocurridos en San Juan. — Entonces, seiior Presi- 
dente, entramos los tres miembros restantes à la discu- 
sión del asunto. 

Cada uno tenia una opinion distinta.— El sefior Sena- 
dor por Jujuy, pretendia que se desconociesen los pode- 
res pùblicos de San Juan; que se desconociese al Gober- 
nador Zavalla y à la Legislatura, pues ambos, a su juicio, 
se habian hecho indignos de la protección del Gobierno 
Naclonal, y que se decretase por el Congreso una inter- 
vención al solo objeto de presidir à la reorganización de 
los poderes pùblicos de aquella Provincia. 

El seftor Senador por Buenos Aires proponia que se 
autorizase al Poder Èjecutivo para intervenir en la Pro- 
vincia de San Juan, con el objeto de restablecer al Go- 
bemador Zavalla, depuesto por la Legislatura. 

Yo, seftor Presidente, ni aceptaba la proposición del 
sefior Senador por Jujuy, niestaba en el todo conforme 
con la del sefior Senador por Buenos Aires. Queria 
que la intervención fuese preceptiva y no autoritativa, 
porque conociéndose la parcialidad delsenor Presidente 
de la Repùblica, y su oposición a reponer al Goberna- 
dor 2^valla, una ley que lo autorizase à hacer lo que él 
no queria, seria completamente ilusoria, quedando bur- 
lado el Congreso del mismo modo que lo habìa sido el 
Gobernador de San Juan. 

Asi, pues, era preciso sostituir la palabra autorizase 
con estas palabras: intervendrd para reponer los Po- 
deres Pùblicos que exisiian JuHcionando legalmente 
el 24 de Marso. — He aqui el origen del proyecto de 
ley que tanta alarma ha producido en el Gobierno y sus 
amigós. 

Bien, pues; este proyecto de ley no ha tenido por 
móvil el desco de hacer oposición al gobierno: ni es el 
resultado de ninguna combinación dirigida por la mano 
que se ha creido que impulsaba las resoluciones de la 
Comisión. — El es solo el producto del convencimiento y 
de la tmnquila discusión, mediante la cual se ha arriba- 
do à formularlo, sin designio de oposición, porque no 
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podia existir en mi ànimo una intención semejante, ni la 
he reconocido en mis colegas. 

Si algùn interés nos ha animado, seflor {Presidente, 
ha sido solo el de salvar al gobiemo, al mismo tiempo 
que los principios comprometidos, allanàndole el cami- 
no para dar a los disturbios de San Juan una solución 
constitucional, que satisfaciese à todos, y que hiciera 
posible una reconciliación verdadera entre el Goberna- 
dor y la Legislatura de aquella Provincia. 

Después de està explicación, seftor;Presidente, creo 
que la Càmara comprenderà que solo eJ cumplimiento de 
nuestro deber nos ha inducido à proceder en la forma 
que lo hemos hecho. 

He dicho, seflor Presidente, y voy à sostener, que el 
Poder Ejecutivo Nacional no puede^ ni debe intervenir 
en las provincias sin autorización del Congreso; que la 
facultad de calificar las conmociones 3^ la invasión exte- 
rior, debe ejercitarse conj untamente por^^el Poder Eje- 
cutivo y el Congreso. — Està doctrina, yo no la he in- 
ventado: ella pertenece à los tratadistas de derecho 
constitucional, y està consagrada por nuestra ley funda- 
mental. 

La facultad de intervenir en los negocios intemos de 
los Estados, conferida al Gobiemo federai en el ar- 
tfculo 6®, ya sea con requisición ó sin ella, segùn los 
casos, tiene por limitación racional' igualmente autori- 
zada, los derechos del pueblo sobre el cual se ha de 
ejercer la intervención. Asf es que, el Gtobiemo Nacio- 
nal no està forzosamente oblìgado à intervenir aùn cuan- 
do la intervención le sea requerida, toda vez que à su 
juicio el ejercicio de està facultad pudiera comprometer 
aquel principio. 

Asf comò cada ciudadano "^ tiene * derecho de gozar 
completamente de su libertad personal y civil, de la 
misma manera todo pueblo tiene derecho de gozar com- 
pletamente de su autonomia y de su independencia po- 
litica en sus negocios internos. 

Mas aùn, la independencia de^los pueblos es todavia 
mas extensa y eminentemente celosa, y mas inviolable 
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que la libertad civil misma, porque en ciertos casos 
està ùltima se somete à la superioridad moral de la 
primera; y en ciertas extremidades, a la autoridad elec- 
tiva del organismo del Estado, mientras que el pueblo 
corno soberano no reconoce ningùn superior legitimo, 
y no encuentra otro limite al ejercicio de su autono- 
mia que la ley suprema del derecho à que ha querido 
sujetarse. 

Cada Estado, pues, obra independientemente de toda 
influencia exterior, mientras que por sus actosno las- 
timen a otra personalidad politica igual ó superior à 
la suya. 

Desde el momento que en el ejercicio de sus dere- 
chos él traspase los derechos legales, y ataque à otras 
personalidades legales también, éstas tendràn el derecho 
de quejarse y pueden justamente limitar el ejercicio de 
aquellos derechos, por los cuales han sufrido y han sido 
vulnerados. 

Estos principios, igualmente verdaderos, han sido 
muchas veces falseados en su aplicación para legitimar 
el pretendido derecho de intervenir en los negocios in- 
teriores de los Estados, y de reglamentarlos por la fuer- 
za, ó de cualquier otro gènero de violencia, ó por vanos 
temores, ó por la ìnùtil ambición de exrender sobre los 
Estados una influencia personal. 

Como el derecho que tienen los pueblos de no ser 
intervenidos es tan absoluto y primitivo comò el que 
tienen los individuos al goce de su vida, de su libertad, 
de su propiedad, al goce de todas aquellas facultades 
necesarias, condiciones indispensables de su persona- 
lidad legai, la no intervención viene à ser la regia gene- 
ral en los paises libres y aùn en las monarqufas bien 
regladas. 

En vano nos jactaremos de libres si no reconocemos 
y aceptamos la inviolabilidad del individuo, del dis- 
trito, de la villa, de la ciudad, del Estado y de la Na- 
ción; porque està garantia, està sabia distribución del 
poder, es lo que constituye definitivamente el Self go- 
vernment. 
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Sin él, jamàs habrà en los actos sociales ni esponta* 
neidad, ni desarrollo morale ni progreso material, ni res- 
ponsabilidad nacional, cosas que no pueden esperarse 
de autómatas que encargan à otros los cuidados de su 
propia conservación, y que se resignan à deber à otros 
su educación y la escasa porción de bienestar que quie- 
ran procurarles. 

Exceptuad alg^nos millones sobre el globo y contare- 
inos por muchos mas los rebaftos de la especie humana 
que vegetan sin idea de su propia personalidad — Contra 
este hecho oprobioso protestan todas las instituciones 
que consagra nuestra Constitución. 

La pò intervención en los asuntos interiores de las 
Provincias es en ella la regia general, tanto en el or- 
den politico corno en el orden judicial, econòmico y 
administrativo. La intervención por el Poder Nacional 
es la excepción, y corno tal restringida à casos especifi- 
cados literalmente y ejercida bajo condiciones fijas de 
garantia y acierto. 

El Congreso debe sancionarla y el Ejecutivo ejer- 
cerla, dando cuenta y sujetàndose à la aprobación de 
la representación del pais, ó à su censura y reproba- 
ción. Es absurdo pretender que puedan existir bajo el 
régimen de una constitución libre, atentados irrepara- 
bles. — Sancionariais la revolución, derecho terrible que 
ningùn pueblo ha sancionadò, pero que todos lo tienen 
en reserva. 

La intervención, pues, es la excepción en nuestra ley 
fundamental, especialmente en caso de invasión de una 
Provincia sobre otra ó de un poder extrano; cuando 
fuese requerida por ìas autoridades legales de una Pro- 
vincia; cuando en ella se estableciese una monarqula, 
porque la Constitución ordena garantir à todo el pais la 
forma republicana. 

Toda interpretación sèria de actos tan graves, debe 
ser honesta, honrada y consecuente. Es imposible ad- 
mitir que la veracidad de un instrumento fundamental, 
se haya puesto en contradicción flagrante, con todos 
sus propósitos, armando al gobiemo con la frase — g»- 
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rantc la forma republicana de un poder absoluto y ar- 
bitrario para destruir toda la autonomia de las Provin- 
cias a pretexto de que en unas se han tolerado fraudes en 
las elecciones; que en otras se ejercen influencias inde- 
bidas; que en aquellas la educación se descuida y que los 
tribunales cometen injusticias, y que en algunas pueden 
ocasionalmente producirse hechos ó delitos corno sal- 
teos, robos, muertes, etc. 

Por desgracia, senor Presidente, el lenguaje humano 
jaraàs es tan exacto que no se le pueda hacer decir cuan« 
do la pasión interviene, otra cosa distinta del pensa- 
miento que nos proponemos expresar. 

En el caso que nos ocupa, en los Estados Unidos siem- 
pre se considerò que esa garantia constituia solo el re- 
pudio de la forma monàrquica, — Despuéis de algunos 
aiios el Presidente Monroe proclamò la doctrina confir- 
mativa de aquella idea, declarando ante el mundo una 
vez para siejnpre, que la America era para los America- 
nos bajo la forma republicana. 

Està declaración fué aceptada por el asenso tàcito 
de todo el continente en contraposición del acuerdo 
de la Santa Alianza, que se habia ligado para impedir 
en Europa toda revòlución liberal con tendencias de- 
mocràticas, y para extender sobre el mundo el manto 
funerario del poder absoluto de los monarcas, segùn el 
modelo de los comprometidos en tan inicuo propòsito. 

Pero, ved ahi en el ano de 1867, — que el Congreso 
de los Estados Unidos de America anuncia al mundo que 
la gran repùblica, modelo basta entonces y esperanza 
del gènero humano, habia vivido bajo el mas abomina- 
ble despotismo, que no tenia la forma republicana ni 
nada que se aproximase al tipo imaginado por Mr. Sum- 
mer, Stevens y sus correligionarios; que treinta millones 
de blancos tenian en esclavitud a cuatro millones de 
seres humanos, y que mientras este hecho garantido por 
la Constituciòn existiese, ni la Naciòn ni los Estados 
estaban en la fortna republicana: — Estados, Gobiernos, 
Constituciòn y Naciòn nacida de la voluntad del pueblo 
de los Estados Unidos. 
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De està interpretación nació una serie de medidas 
que han producido en aquel pais una verdadera re- 
volucìón social; si para bien ó para mal, no nos in- 
cumbe discutir ni pronunciar nuestro juicio: — pero 
deducimos que si està interpretación autoriza la que el 
Ejecutivo Nacional ha dado en la intervención de San 
Juan para restablecer hi forma republicana — aquf comò 
en los Estados Unidos, esa interpretación nos conduciria 
al trastomo de todas nuestras instituciones, acaso sin la 
justificación que por el resultado pudo tener en los Es- 
tados Unidos. 

^Puede el Gobiemo hacer esa interpretación? No la 
ha hecho en los Estados Unidos. Es el Congreso el 
que la ha hecho. Si aceptais, pues, esa interpreta- 
ción, OS constituis en aquel Congreso de los Estados 
Unidos de 1867, colocando al Presidente de la Repù- 
blica en la misma situación del Presidente Johnson. — 
Elegid. 

Ni los precedentes de los Estados Unidos; ni la opi- 
nion de sus hombres de Estado mas notables; ni nuestra 
Constitución, à pesar de la ambigtìedad de la frase — 
para garantir la forma republicana — nada, en fin, pue- 
de justificar la intervención a San Juan y la manera comò 
aquella intervención ha sido ejecutada. 

La intervención fué acordada para garantir la jorma 
republicana. i Habia sido acaso subvertida en San 
Juan? £No existia en vigencia su Constitución locai, 
y funcionando los poderes pùblicos que ella ha esta- 
blecido ? iPuede racionalmente sostenerse que el sig- 
nificado de aquella frase es otro que el que hemos 
seflalado anteriormente? Veamos entonces lo que dice 
la historia de los Estados Unidos y la • interpretación 
que han dado los hombres mas notables de aquel 
pais à la clàusula de su constitución, que nosotros 
trasplantamos a la nuestra, quizà sin suficiente discemi- 
miento. 

Cuando se organizaron los Estados Unidos, entraron 
en la composición de sus constituyentes dos tendencias 
diametralmente opuestas. — La una queria constituir un 
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Gobìerno fuerte por la centralización de facultades en 
el gobierno general; y la otra queria conservar la ma- 
yor suma de poder a Ics Estados. Las ideas francesas 
tenian a la sazón gran proselitismo en aquel pais, cuya 
libertad é independencia habia sido alcanzada con el 
concorso de los hijos de aquella Nación. El partido 
demócrata, representado por Jefferson, acusaba à Was- 
hington y à Hamilton de abrigar el pensamiento se- 
creto de monarquizar la America. De aqui nació la 
clàusula- 4* de la Constitución de los Estados Unidos, 
que fué una protesta y una garantia contra la Europa 
monàrquica y contra los partidarios de este sistema que 
se suponia existian en la Union. 

Asi es, pues, que no se ha visto en los Estados Unidos 
un solo caso de intervención para restablecer \si forma 
repuhlicana. En la misma convulsión de California, 
donde se violaron todas las formas establecidas, institu- 
yéndose tribunales especiales, derrocando sus autorida- 
des constituidas, el gobierno de la Union se abstuvo de 
intervenir apesar de la requisición, porque no considerò 
haber llegado el caso de la garantia. 

La definición que de està palabra han hecho los se- 
nores Ministros, no es, pues, exacta. EUos no pueden 
deducirla del texto de la Constitución Americana ni del 
espiritu de la clàusula 4*.— Los autores Americanos la 
explican de otro modo. 

e En tanto - dice Hamilton en el Federalista — que las 
€ formas republicanas existentes se continùen por los 
e Estados, estàn garantidos por la Constitución federai. 
€ — Toda vez que los Estados quieran constituir otras 
f formas republicanas, tienen derecho à hacerlo y à 
« reclamar del Gobierno federai garantia para éstos. — 
< La ùnica restricción impuesta à los Estados, es que 
« no cambiaràn las Constituciones Republicanas por 
€ otras anti-republicanas ». 

El célèbre Curtis citado por el seflor Ministro de Re- 
laciones Exteriores, dice à este cespecto lo siguiente: 
« La Constitución de los Estados Unidos declara que 
€ un Gobierno que tenga los caracteres esenciales de 
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un sistema republicano, sera garantido por los Es- 
tados Unidos; es decir, que no se permitirà el esta- 
blecìmiento de ningùn otro. — Ella reconoce el de- 
recho de cada Estado à ser protegido contra los 
disturbios domésticos, en cuya expresión debe incluir- 
se toda especie de fuerza dirigìda contra el Gobiemo, 
excepto la voluntad del pueblo cuando obre el cam- 
bio por medio de las formas constitucionales estable- 
cidas. > 

Sesenta aftos mas tarde, Mr. Laboulaye en su precioso 
libro cLa leg^slación comparada», explica también lo 
que se entendió y se entiende en Estados Unidos por 
forma repuhlicana «LaConstitución de Estados Unidos 
ha confiado al Grobiemo Federai el cuidado de los 
negocios comunes ó exteriores, reservando a cada 
Estado su 8:obierno interior. — Los Estados son en 
cierto modo Provincias mediatizadas. Cada uno de 
ellos puede darse su Gonstitución: no se les exije sino 
una cosa, que sean Repùblicas, pues no se quiere el 
establecimiento de monarquias en el continente. Es- 
tas Gonstituciones pueden ser lo que el pueblo quiera, 
les estàpermitìdo tener una ó dos Càmaras; un poder 
judicial dependiente ó independiente: existe toda es- 
pecie de libertad para hacer todas las experiencias 
posibles. » 

Los reformadores de la Gonstitución argentina, los 
seflores Sarmiento, Vélez y Mitre, miembros de la Go- 
misión que debia presentar el pian de reformas, han 
explicado también lo que importaba la frase — interviene 
para garantir la forma repuhlicana que ellos agregaron 
à la Gonstitución argentina. 

€ Debe entenderse, decian aquellos seftores en su 
€ informe, que una Provincia se balla fuera de las con- 
« diciones republicanas, cuando se pretendiese por ella, 
< ó por una fracción del pueblo superior à las fuerzas 
€ de las autoridades, establecer la forma monàrquica, 
€ ó perpetuar el poder en una misma persona contra los 
€ principios de la dernocracia y contra lo estatuido en 
€ su propia Gonstitución para la sucesión del poder. > 
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Se quiere una interpretación mas autèntica del verda- 
dero significado y alcance de està disposición? — Los 
mismos reformadores nos la dan, y à su irrecusable tes- 
timonio debemos sujetarnos aunque la jurisprudencia de 
Ics Estados Unidos estuviese en oposición & està opinion. 
Pero, afortunadamente la pràctica de 80 anos de vida 
constitucional en los Estados Unidos, y nuestros mismos 
precedentes pueden invocarsè con confianza en apoyo 
de nuestras opiniones. 

No hay una sola intervención antes de la de San Juan, 
que se haya efectuado à pretexto de restablecer la/orwa 
republicana. — Con requisición ó sin ella, antes ó des- 
pués de la reforma, todas las intervenciones han tenido 
lugar para reponer autoridades depuestas por la sedi- 
ción, ó para contribuir à derrocar las autoridades cons- 
tituidas sirviendo de auxiliar à los partidos, tal cual ha 
sucedido en San Juan. 

iQué forma republicana ha ido à establecer el gobier- 
no nacional en aquella Provincia? iQué habfa sucedido 
en San Juan? ìQué motivos graves indujeron al Poder 
Ejecutivo para intervenir por derecho propio? 

Una desavenencia de opiniones entre el Poder Eje- 
cutivo y Legislativo, un conflicto entre ambos pode- 
res, de que no es el juez el gobierno nacional. He aqui 
todo. 

Pero se dice que habia sido encarcelada la Legisla- 
tura, y que estaba, por consiguiente, subvertida la forma 
republicana. — Prescindiendo de que la Legislatura no 
puede ser encarcelada, porque ella solo constituye un 
poder moral fuera del alcance del poder material, y 
admitiendo el hecho de la prisión de algunos Diputados 
y la requisición desautorizada de éstos ipodia el Eje- 
cutivo Nacional intervenir por si solo para definir las 
cuestiones que se habian suscitado en la Provincia de 
San Juan? 

Decididamente no: y mucho menos, para ir à cons- 
tituirse en juez y parte poniendo en libertad à los 
Diputados presos y apoyando la causa de la Legis- 
latura. 
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iTenfa facultad para eso? No; si la prisión era justa 
los reos debian estar à las consecuencias. Si no lo 
era, ellos tenian un recurso en las garantias que les 
acuerda la Constitución. — Ellos debieron pedir al Juez 
Federai de San Juan el mandamiento ó privilegio del 
habeas corpus, mediante el cual, aquella autorìdad na- 
ciónal, la ùnica competente, habria conocido de la 
causa de la prisión, mandando ponerlos en libertad 
si no habia causa que justifìcase su prisión. Este era 
el ùnico procedimiento legai. Era cuestión de justi- 
cia, nada mas y nada menos. Lo sabe bien el senor 
Ministro del Interior que tanto conoce el derecho fe- 
derai. 

Pero en lugar de hacer esto y de garantir la forma 
republicana, el Ejecutivo Nacional ó su Comisionado, 
la subvertia, constituyéndose en Ejecutivo, Legislativo 
y Poder Judicial en la Provincia de San Juan. 

Pero no se limitò à esto el Ejecutivo Nacional. Reco- 
nociò una Legislatura que no era tal sino un Club revo- 
lucionario para deponer al Gobernador Zavalla y asistió 
à ese mismo Club, con su apoyo y sus consejos para 
que consiguiese este fin. 

En las instrucciones mismas dadas al Comisionado 
del Gobierno Nacional, està esto confesado. Alli se 
aconseja à la Legislatura que acuse, que destituya a 
Zavalla. 

El poder moderador, el poder que los pueblos han 
constituido para garantia de sus libertades y derechos, 
no podia ni debia hablar en el lenguaje del partida- 
rio. El no podia declararse amigo, partidario y con- 
sejero de una fracción, comprometiendo su propia au- 
torìdad y decoro. — i Qué hizo entonces aquella Le- 
gislatura? — Es claro, siguiendo el consejo que habia 
recibido de su oficioso protector, acusó y destituyó a 
Zavalla! 

Pero noto, senor Presidente, que me he anticipado. — 
Tengo todavia mucho que decir en el terreno de los 
priricipios y del derecho antes de entrar à los he- 
chos. 



He sostenido, sefior, que el Ejecutivo Nacional nò 
puede intervenir en las Pròvincias sin autorìzación del 
Congreso. En apoyo de està doctrina està la Constitu- 
ción y los precedentes argentinos. 

Apenas instalado el Congreso Nacional en Buenos 
Aires en 1862, se presentò à su consideración la con- 
rooción de dos pròvincias argentinas— Corrientes y Ca- 
tamarca. La requisición fué hecha al Póder Ejecutivo 
corno era naturai. ^Intervino éste por si? No; recabó 
la autorización del Congreso é intervino en virtud de 
ella. En 1864, con motivo de los disturbios de Salta, el 
Ejecutivo pidió al Congreso autorización para interve- 
nir en aquella Provincia. El Congreso no pensò que 
debfa intervenirse: negò la autorización y el Ejecutivo 
no intervino. 

En 1866, requerida la intervenciòn del gobierno na- 
cional por las autoridades de Catamarca, el Ejecutivo 
recabò la autorización del Congreso y en virtud de ella 
intervino. 

Las autoridades de La Rioja la requirieron también el 
alio pasado, y el Poder Ejecutivo se dirigiò al Congreso 
solicitando autorización para intervenir. 

iPuede hacerse, senor Presidente, un reconocimiento 
mas explicito por parte del Poder Ejecutivo de las facul- 
tades del Congreso? ^iDe cuàndo acà se nos niega este 
derecho? ^Semejante pretensión puede resistir el anàli- 
sis à la luz de la Constitución y de la jurisprudencia 
argentina? Nótese, sefìor Presidente, que yo llamo 
jurisprudencia à los casos juzgados por los tribunales 
ó poderes politicos de la Nación conforme à sus facul- 
tades constitucionales, y de ningùn modo à los abusos 
y los -crimenes que se quieren boy hacer valer comò 
jurisprudencia por los impugnadores de este pro- 
yecto. 

Hemos dicho que los senores Sarmiento y Vélez fue- 
ron los que mas prìncipal parte tomaron en la reforma 
de la Constitución. El primero de estos sefLores pro- 
puso la supresión de la palabra sin ella del artfculo 6<> 
de la antigua Constitución, y al hacerlo declaró que lo 
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bacia para que nunca pudiese intervenir el Ejecutivo 
Nacional sin acuerdo del Congreso. Es sabido, seiiores, 
agregaba — e que à estas palabras puede hallàrseles otra 
interpretación comò à todas las cosas; pero, corno se 
ha dicho en el debate, Buenos Aires no es San Juan, 
razón por la que no debe alarmarnos la ambigùedad 
de la frase. 

e El hecho que ha ocurrìdo es espanioso. Se ha 
mandado quitar un gobernador precisamente por- 
que la ley dice: para restablecerlo si hubiese sido 
depuesto por la sedición. La facultad de intervenir 
sin requisición ha traido los horrores de San Juan, 
entendiéndose que la facultad era discrecional^ re- 
sultando la monstruosidad de que el gobierno na- 
cional haga entrar en una Provincia donde las auto- 
ridades funcionan sin obstàculo, aunque haya habido 
amenaza de perturbarse el órden, su fuerza armada, 
pretendìendo contra las autoridades mismas y contra 
la evidencia, que el órden no està perturbado, obran- 
do no sobre los perturbadores sino sobre el mismo 
gobierno ». 

La supresión de la palabra sin ella fué, pues, una 
garantia contra los abusos del poder que habia inter- 
venido con la facultad que aquella palabra le daba, 
pretendiendo que no necesitaba que las autoridades 
de las Provincias requiriesen la intervención en cual- 
quier conflicto que se presentase, y negando que el 
gobierno de una Provincia pudiese ni siquiera levan^ 
tar la vista y considerarse d la altura del gobierno 
nacional. 

Y es singular, seftor Presidente, que los mismos se- 
flores, que aquello decian para aconsejar la supresión 
del sin ella^ vengan à pretender la facultad de inter- 
venir sin autorización del Congreso, eludiendo la efica- 
cia de aquella reforma con el pretexto de la forma 
republicana, 

iDe qué habria servido la supresión de aquella pala- 
bra si ai Ejecutivo Nacional le estuviese atribuido el 
derecho de intervenir sin anuencia del Congreso, in- 
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terpretando a su manera y con su solo criterio cuando 
ha Uegado el caso de garantir la forma republicana? 
Està sencilla consideración bastarà, senor Presidente, 
para demostrar que esa delicada facultad no puede el 
Poder Ejecutivo ejercerla por si solo, ni aùn en el receso 
del Congreso, à menos que motivos de un órden su- 
perior, pusieran en peligrola Constitución, y que la paz 
de la Nación lo obligara à ejercerla con calìdad de dar 
cuenta. 

El seiìor Ministro y yo estamos en este punto en ex- 
tremos opuestos. El sostiene que el Ejecutivo Nacional 
puede intervenir sin autorización del Congreso aunque 
éste esté funcionando, y yo que no tiene està facultad, 
ni aùn en el receso del Congreso. 

El senor Ministro cuenta sin duda con su indisputable 
habilidad para sostener su avanzada proposición; pero 
yo, aunque sin los recursos del seiìor Ministro, tengo en 
mi apoyo la Constitución y las mismas opiniones del 
senor Sarmiento. 

En la antigua Contitución habia un articulo cuya re- 
forma file propuesta por el seftor Sarmiento. Ese ar- 
ticulo decia lo siguiente: — « Articulo 83 (atribuciones 
€ del Foder Ejecutivo) — ^inciso 23 — en todos los casos 
« en que segùn los articulos anteriores debe el Po- 
€ der Ejecutivo proceder con el acuerdo del Senado, 
€ podrà durante el receso de éste proceder por si solo, 
€ dando cuenta de lo obrado a dicha Càmara en la pró- 
€ xima reunión, para obtener su aprobación». 

La reforma fué aceptada y el inciso 23 paso à ser 22, 
redactado en està forma: — « El Presidente tendrà facul- 
« tad para llenar las vacantes de los empleos que 
€ requieran el acuerdo del Senado y que ocurran 
€ durante el receso, por medio de nombramientos en 
€ comisión, que espiraràn al fin de la próxima legisla- 
€ tura. » 

Se ve, pues, que la Constitución lo ha despojado al 
Poder Ejecutivo de aquellas facultades expresamente 
conferidas en otro tiempo en receso del Congreso. Si 
en receso del Congreso solo se le permite el nombra- 
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tniento eie los empleados para Ilenar las vacantes, y 
esto 9olo en comisióii y dependiente de la aprobación 
ó desaprobación del Senado, i comò puede aceptarse 
la doctrina de que puede intervenir sin participación 
del Congreso? Si el ejercicio de aquellas facultades 
meramente administrativas està de tal modo restrin- 
gido que solo puede usarlas en receso del Senado £cómo 
y en qué articulo de la Constitución pudiera fìindarse 
la pretensión de ejercer por si solo una función de 
caràcter politico, la mas delicada y trascendental de 
todas? 

El mismo seiior Sarmiento al tratarse de la reforma, 
decia que elio importaba dejar establecido que los ac- 
tos del Poder Ejecutivo debfan someterse à la aproba- 
ción del Congreso; pues sin esa prescripción (la del in- 
ciso 22) y con solo la disposición implicita se hahia vis- 
to que todos los empleados nombràdos en el receso 
habian seguido en suspuestos^ sin que se recabase ^des- 
pués el consentimiento de la Legislatura. 

Si tal era la mente de. los reformadores tratàndose 
de los empleos ó nombramientos que requieren el acuer- 
do del Senado, con mucha mas razón debemos suponer 
que lo seria tambien tratàndose de un asunto tan grave 
comò las intervenciones. 

Me parece, senor Presidente, que el argumento es vic- 
torioso y que difìcilmente podràn contestarlo los seiìo- 
res Ministros. 

Pero se dice que los defensores de este proyecto de 
ley pretenden subordinar el Poder Ejecutivo al Con- 
greso desconociéndole las facultades que la Constitu- 
ción le atribuye. Esto no es exacto, seflor Presidente; 
nosotros sostenemos la independencia de los poderes, 
porque ella es la base de la buena administración y la 
mas positiva garantla de los derechos de los Estados. 
Y es precisamente porque defendemos esa independen- 
cia que no queremos que el Poder Ejecutivo invocando 
necesidades supremas, despoje al Congreso de sus pe- 
cuUares funciones. 

Los defensores del gobierno confunden las facultades 
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inherentes al Poder Ejecutìvo con làs facultades òOn- 
currentes que ejerce conjuntamente con las Càmaras. — 
Yo quiero conceder que en el primer caso los actos del 
Poder Ejecutivo no puedan modificarse por el Congreso; 
que no haya otro remedio à los abusos, à los errores ó 
a las faltas, que la acusación cuando se trata del desem- 
pefìo de una facultad propia. ^Pero, còrno no ha de 
tener intervención el Congreso, ya sea para autorizar 
los actos del Poder Ejecutivo por medio de leyes, 6 
para aprobar ó desaprobar aquellos que no han debido 
consumarse sin su acuerdo? Decir que un poder no pue- 
de reveer los actos que de él dependen, porque otro po- 
der los ha producido indebidamente, importarla a la vez 
que sancionar un abuso, hacer una abdicación culpable. 

La Càmara de Diputados acusarà cuando se trate del 
mal desempeflo del Ejecutivo en el ejercicio de una de 
sus peculiares atribuciones; pero en el caso que nos 
ocupa no solo puede y debe juzgar el acto de la inter- 
vención, sino revocar aquellas disposiciones que hubie- 
sen emanado de ella. — El mismo Poder Ejecutivo no ha 
podido pensar que su denegación à Zavalla era un acto 
perfecto é irrevocable. Si asi lo hubiese entendido no lo 
habria sometido al Congreso. 

Si se entendiese que el Congieso no tiene mas recur- 
so que el de la acusación, cuando el Poder Ejecutivo, 
faltando à sus deberes, ó creyendo cumplirlos, ha ejer- 
cido atribuciones que no le estàn expresamente deferi- 
das, resultarla entonces que verificado el juicio y con- 
denado el Presidente, el hecho que tal acusación habfa 
moti vado quedaria sin reparación y la Provincia pertur- 
bada en su orden interior. 

El juicio politico solo puede tener lugar cuando 
el Presidente ha infringido la Constitución atribu- 
yéndose facultades que aquélla no le acuerda, ó 
cuando ha desempenado mal las que expresamente 
le hubiesen sido delegadas; pero de ninguna manera 
por haber dejado de ejercer por si solo atribuciones 
que la Constitución confiere à los dos poderes Ejecutivo 
y Legislativo. 
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No es, pues, el caso de la acusación, y no siéndolo 
el ùnico remedio para reparar el mal causado por la 
sedición, es restablecer el poder que ha sido derrocado. 
En el caso presente este remedio es tanto mas justo 
cuanto que la sedición ha sido apoyada por fuerzas na- 
cionales. 

Se ha citado a Pomeroy, seftor Presidente, para aba- 
tir la misión del Congreso, y yo reclamo el apoyo de 
su opinion para le vantar su autoridad. tEl dice que 
los poderes ejecutivos pretenden considerar à los 
Congresos corno instrumentos; ellos son los que dan 
la ley de que el Ejecutivo es mero ejecutor. Solo 
en las excepciones de aprobar las leyes ó desaprobarlas 
por medio del vetOy se ve una limitación à està regia, 
que se cumple aùn en las atribuciones privativas del 
Presidente. » 

El Poder Ejecutivo renne las milicias y hace los tra- 
tados. Pero ^qué milicia puede reunir, ni qué tratados 
puede celebrar, sin la autoridad del Congreso? Y si esto 
sucede en las facultades privativas del Ejecutivo, ^qué 
no sucederà en las que corresponden à ambos poderes 
corno en la intervención? 

El hecho mismo, considerado por su lado pràtico, nos 
està mostrando que es imposible la intervención del 
Ejecutivo Nacional sin la anuencia del Congreso. ^Có- 
mo intervendria el Ejecutivo sin que el Congreso movi- 
lizase las milicias y le votase los fondos? 

Pero se dice que puede hacer todo esto y dar cuenta. 
^Pero dónde «sta la ley que asi lo dispone? ^En virtud 
de qué principio se concede al Ejecutivo y se niega al 
Congreso la facultad de intervenir el uno, con prescin- 
dencia del otro? 

Los poderes son independientes. 

Pero nadie lo ha negado! 

Por lo mismo, nosotros no reconocemos esa prepoten- 
cia de unos poderes sobre otros; esa omnipotencia de 
las Legislaturas cuando se trata de los Ejecutivos de las 
provincias, y esa subordinación absoluta de los Congre- 
sos cuando se trata de los Presidentes. 
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No hay poderes prepotentes. Todos ellos estàn su- 
bordinados à la Constitución y no tienen mas facul- 
tades que aquellas que les han sido expresamente de- 
legadas. 

Ni el Ejecutìvo ni las Càmaras son el pueblo, sino 
mandatarios de éste que ejercen la soberania delega- 
da. No hay mas soberania originaria que la que re- 
side en el pueblo; y de aqui se deduce otro principio 
cuya consecuencia bare servir mas adelante para de- 
mostrar, que tanto la acusación comò la destitución del 
Gobernador Zavalla. no deben considerarse sino comò 
el resultado de la sedición en que ha tornado parte la 
fuerza nacional. 

Sosteniendo à mi vez la independencia de los pode- 
res, dije que no me apoyaria en las doctrinas de Pome- 
roy, autor que por lo que se ve es tenido en grande 
estima por los defensores del Gobierno. 

Veamos còrno se expresa respecto a la división de los 
poderes. — e A la vez que el Congreso no deberia en- 
trometerse con el Presidente, en el cumplimiento de 
aquellas funciones que le estàn encomendadas por la 
ley orgànica, la Legislatura no debe tener menos li- 
bertad para obrar dentro de la esfera de sus propias 
atribuciones. El primer magistrado no deberia ultra- 
pasar la linea que separa sus respectivos dominios. 
La Constitución evidentemente hace del Congreso 
el gran cuerpo Legislativo, y del Presidente el gran 
funcionario Ejecutivo, Està es fuera de duda la idea 
esencial, fundamental de ese gran pian. La ley or- 
gànica, sin embargo, reconoce excepciones à la uni • 
versalidad de este principio, y mas alla de esas ex- 
cepciones, ni el Congreso ni el Presidente deben ir. 
Una de esas excepciones acabamos de establecerla. 
La otra existe en el hecho de que el Presidente pue- 
de revisar todas las leyes y aprobarlas ó desapro- 
barlas, y que si desaprueba debe dar las razones que 
le han inducido à elio. Pero él no puede iniciar me- 
didas ó debatirlas. ó expresar sus vistas sobre ellas 
sino cuando desaprueba un proyecto que le ha sido 
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sometido, ó cuando las recomienda à la considera- 
ción de la Legislatura. El espiritu de la Constitución 
que separa las atribuciones ejecurivas y legislativas, 
se extiende hasta ahi y nada mas. Sin embargo, no 
puede negarse que la pràctica ha dado mucha mas 
extensión à ese espfritu, y ha procurado por ese me- 
dio destruir una de las principales salvaguardias del 
Gobierno libre y constitucional— la independencia 
de Ics departamentos Ejecutivo y Legislativo. El 
resultado final é inevitable de està pràctica, sera la 
acumulación de todos los poderes gubemanientales 
en las manos del solo funcionario Ejecutivo; el Con- 
greso sera virtualmente despojado de su caràcter 
de rama independiente, coordinada, y constituido 
en el mero registrador de los irregulares decretos 
del Presidente. Este cambio graduai de la letra 
y el espfritu de la ley orgànica, y la creciente tenden- 
cia à mirar todos los empleos comò simples recom- 
pensas politicas, y el uso de la facultad de nombrar 
empleados comò medio de influir en la legislación,ha- 
debilitado el bien trazado sistema de frenos y equili- 
brios que debiera haber impedido que ese departa 
mento de Gobierno usurpase las funciones de otro. > 
iSe quiere, seftor Presidente, una contestación mas 
categòrica de parte del autor por el que tanta predilec- 
ción se manifiesta, à la tendencia del Ejecutivo Nacional 
à despojar al Congreso de sus facultades? 

Si ella no es suficiente para moderar esa sed de poder, 
ahi està lo que el mismo autor dice mas adelante:— « El 
€ poder de hacer las leyes necesarias reside en el Con- 
« greso; el poder de ejecutarlas en el Presidente. Am- 
« bos poderes implican otrasmuchas facultades auxilia- 
€ res. Ambos encierran la autoridad necesaria para su 
« perfecto ejercicio. Pero ni el Presidente puede en- 
€ trometerse en tiempo de guerra mas que en tiempo de 
€ paz, en la autoridad exclusiva del Congreso, ni el Con- 
€ greso en la autoridad exclusiva del Presidente. Am- 
« bos dependen del pueblo cuya voluntad està expresada 
< en la ley fundamental.» 
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Qué mas puede decirse, seflor Presidente, para de- 
jar establecido el derecho del Congreso para dar una 
ley que corno la presente solo tiende à reparar un mal 
causado por imprevisión ó por un mal combinado cal- 
calo politico? 

Las razones que se alegan por los defensores del 
Gobiemo para justificar su proceder en los asuntos de 
San Juan, no son ménos inconsistentes que las doctri- 
nas en que las fundan. — El reconocimiento de una Le- 
gislatura revolucionaria, el patrocinio prestado à sus 
propósitos disolventes, y la connivencia que resulta del 
estudio de los hechos, comprometen sèriamente la alta 
imparcialidad que debfa observar el Poder Ejecutivo 
Nacional. 

Aquella Legislatura obedeciendo a las indicaciones 
del Presidente de la Repùblica, se reune y expide la 
ley de enjuiciamiento. Mientras esto tenia lugar, vie- 
ne el Ministro Albarracin à la ciudad de Buenos Ai- 
res. — Conferencia y arregla con el senor Presidente las 
diiìcultades que habian dado màrgen para la declara- 
ción de rebelde que se hizo al Gobernador Zavalla. 
Desde ese momerito, a trueque de un sometimiento hu- 
millante, aquel revoltoso, aquel rebelde que merecia ser 
juzgado por un consejo de guerra, queda absuelto por el 
Poder Ejecutivo Nacional y se le mandaba rendir las 
armas. 

En virtud de ese arreglo el Gobernador reconoce a 
la Legislatura, y ambos poderes son reconocidos por la 
autorìdad nacional. 

He aqui, seflor Presidente, la razón por que hemos 
determinado la fecha del 24 de Marzo, porque en esa 
fecha tenfan lugar los hechos referidos. Al poner en 
pràctica este arreglo tan felizmente terminado, surje la 
difìcultad sobre el tiempo en que debia reconocerse a la 
Legislatura. El Gobernador pretendia que debia ser 
desde la fecha del arreglo, y la Legislatura desde que 
empezó la lucha con el Poder Ejecutivo. Està emerger- 
cia, intencionalmente provocada por los que querian 
llevar adelante los propósitos de consumar la revolución 
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originò una consulta al Ej ecuti vo Nacional iniciada por 
el general Arredondo, que no tenia en la Provincia de 
San Juan ni el caràcter ni la autorización de Comisiona- 
Nacional. 

El senor Presidente contesta a esa consulta en 3 de 
Abril, explicando còrno debia entenderse el arreglo, en 
términos los mas amistosos y conciliatorios. El rebelde 
habia desaparecido; se trataba ùnicamente del Goberna- 
dor de San Juan. Pero mientras esto tenia lugar, la 
Legislatura, cuyo propòsito evidente era destituir al 
Gobernador de San Juan, expidiò unaley dictada el 27 
a la noche suspendiendo en sus funciones al Goberna- 
dor Zavalla, mandando al dia siguiente las fuerzas 
militares a que se apoderasen de las oficinas pùblicas. 

Destituido el Gobernador Zavalla, porque esto era lo 
que importaba la susf>ensiòn, se retira a la Provincia 
de San Luis, y de alli requiere la intervenciòn. En- 
tonces vuelve à aparecer la rebeliòn con todos sus 
caracteres alarmantes; y el sefior Ministro de Relacio- 
nes Exteriores le contesta al Gobernador de San Juan 
con la nota cuyos principales pàxrafos me voy a permitir 
leer. (Leyò). 

El sefior Presidente entendia que funciones ordina- 
rias eran deponer al Gobernador y agrega: < por lo 
que respecta a la posición en que V. E. se ha colocado 
tengo el sehtimiento de decirle que V. E. no se encuen- 
tra en el pie regular de las relaciones oficiales con el 
Gobierno Nacional». 

^Qué significa, senor Presidente, esto de pie regular? 
Es un termino para mi desconocido en el lenguaje cons- 
titucional. ^Cuàles son los Gobiernos que estàn en 
condiciones regulares y cuàles no? Està palabra in- 
ventada para salir de apuros no tiene ningùn significado 
racional tratàndose de Gobiernos que forman parte de 
la Naciòn, que obedecen la Constituciòn. — Los Gober- 
nadores de Provincia, ò son rebeldes cuando se alzan 
contra las iiistituciones, ò no lo son si obedecen la Cons- 
tituciòn, y en este caso son acreedores al apoyo y prò- 
tecciòn del Gobierno Federai 
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tante la forma repuhlicana de un poder absoluto y ar- 
bitrario para destruir toda la autonomia de las Provin- 
cias a pretexto de que en unas se han tolerado fraudes en 
las elecciones; que en otras se ejercen influencias inde- 
bidas; que en aquellas la educación se descuida y que los 
tribunales cometen injusticias, y que en algunas pueden 
ocasionalmente producirse hechos ó delitos comò sal- 
teos, robos, muertes, etc. 

Por desgracia, seflor Presidente, el lenguaje humano 
jamàs es tan exacto que no se le pueda hacer decir cuan- 
do la pasión interviene, otra cosa distinta del pensa- 
miento que nos proponemos expresar. 

En el caso que nos ocupa, en los Estados Unidos siem- 
pre se considerò que esa garantla constitufa solo el re- 
pudio de la forma monàrquica, — Después de algunos 
aftos el Presidente Monroe proclamò la doctrina confir- 
mativa de aquella idea, declarando ante el mundo una 
vez para siempre, que la America era para los America- 
nos bajo la forma republicana. 

Està declaraciòn fué aceptada por el asenso tàcito 
de todo el continente en contraposición del acuerdo 
de la Santa Alianza, que se habia ligado para impedir 
en Europa toda revoluciòn liberal con tendencias de- 
mocràticas, y para extender sobre el mundo el manto 
funerario del poder absoluto de los monarcas, segùn el 
modelo de los comprometidos en tan inicuo propòsito. 

Pero, ved ahi en el ailo de 1867, — que el Congreso 
de los Estados Unidos de America anuncia al mundo que 
la gran repùblica, modelo basta entonces y esperanza 
del gènero humano, habia vivido bajo el mas abomina- 
ble despotismo, que no tenia la forma republicana ni 
nada que se aproximase al tipo imaginado por Mr. Sum- 
mer, Stevens y sus correligionarios; que treinta millones 
de blancos tenian en esclavitud à cuatro millones de 
seres humanos, y que mientras este hecho garantido por 
la Constituciòn existiese, ni la Naciòn ni los Estados 
estaban en la forma republicana: — Estados, Gobiernos, 
Constituciòn y Naciòn nacida de la voluntad del pueblo 
de los Estados Unidos. 
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De està interpretación nació una serie de medidas 
que han producido en aquel pais una verdadera re- 
volución social; si para bien ó para mal, no nos in- 
cumbe discutir ni pronunciar nuestro juicio: — pero 
deducimos que si està interpretación autoriza la que el 
Ejecutivo Nacional ha dado en la intervención de San 
Juan para restablecer ìsi/orma republicana — aquf corno 
en los Estados Unidos, esa interpretación ilos conduciria 
al trastomb de todas nuestras instituciones, acaso sin la 
justifìcación que por el resultado pudo tener en los Es- 
tados Unidos. 

^Puede el Gobiemo hacer esa interpretación? No la 
ha hecho en los Estados Unidos. Es el Congreso el 
que la ha hecho. Si aceptais, pues, esa interpreta- 
ción, OS constituis en aquel Congreso de los Estados 
Unidos de 1867, colocando al Presidente de la Repù- 
blica en la misma situación del Presidente Johnson. — 
Elegid. 

Ni los precedentes de los Estados Unidos; ni la opi- 
nion de sus hombres de Estado mas notables; ni nuestra 
Constitución, à pesar de la ambigtiedad de la frase — 
para garantir la forma republicana — nada, en fin, pue- 
de justificar la intervención a San Juan y la manera corno 
aquella intervención ha sido ejecutada. 

La intervención fué acordada para garantir la Jornta 
republicana. ^Habia sido acaso subvertida en San 
Juan? £No existia en vigencia su Constitución locai, 
y funcionando los poderes pùblicos que ella ha esta- 
blecido ? iPuede racionalmente sostenerse que el sig- 
nificado de aquella frase es otro que el que hemos 
seiìalado anteriormente? Veamos entonces lo que dice 
la historia de los Estados Unidos y la interpretación 
que han dado los hombres mas notables de aquel 
pais à la clàusula de su constitución, que nosotros 
tfgisplantamos à la nuestra, quizà sin suficiente discerni- 
miento. 

Cuando se organizaron los Estados Unidos, entraron 
en la composición de sus constituyentes dos tendencias 
diametralmente opuestas. — La unaqueria constituir un 
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Gòbierno fuerte por la centralización de facultades en 
el gòbierno general; y la otra queria conservar la ma- 
yor suma de poder à Ics Estados. Las ideas francesas 
tenian a la sazón gran proselitismo en aquel pais, cuya 
libertad é independencia habia sido alcanzada con el 
concurso de los hijos de aquella Nación. El partido 
demócrata, representado por Jefferson, acusaba à Was- 
hington y à Hamilton de abrigar el pensamiento se- 
creto de monarquizar la America. De aqui nació la 
clàusula 4® de la Constitución de los Estados Unidos, 
que fué una protesta y una garantia centra la Europa 
monàrquica y contra los partidarios de este sistema que 
se suponla existian en la Union. 

Asi es, pues, que no se ha visto en los Estados Unidos 
un solo caso de intervención para restablecer la forma 
republicana, En la misma convulsión de California, 
donde se violaron todas las formas establecidas, institu- 
yéndose tribunales especiales, derrocando sus autorida- 
des constituidas, el gòbierno de la Union se abstuvo de 
intervenir apesar de la requisición, porque no considerò 
haber llegado el caso de la garantia. 

La definición que de està palabra han hecho los se- 
lìores Ministros, no es, pues, exacta. EUos no pueden 
deducirla del texto de la Constitución Americana ni del 
espiritu de la clàusula 4*.— Los autores Americanos la 
explican de otro. modo. 

€ En tanto - dice Hamilton en el Federalista — que las 
€ formas republicanas existentes se continùen por los 
« Estados, estàn garantidos por la Constitución federai. 
€ — Toda vez que los Estados quieran constituir otras 
« formas republicanas, tienen derecho à hacerlo y à 
« reclamar del Gòbierno federai garantia para éstos. — 
« La ùnica restricción impuesta à los Estados, es que 
€ no cambiaràn las Constituciones Republicanas por 
€ otras anti-republicanas ». 

El célèbre Curtis citado por el seflor Ministro de Re- 
laciones Exteriores, dice à este respecto lo siguiente: 
€ La Constitución de los Estados Unidos declara que 
€ un Gòbierno que tenga los caracteres esenciales de 
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€ un sistema republicano, sera garantido por los Es- 
€ tados Unidos; es decir, que no se permitirà el esta- 
€ blecimiento de ningùn otro. — Ella reconoce el de- 
€ recho de cada Estado à ser protegido contra los 
« disturbios domésticos, en cuya expresión debe incluir- 
€ se toda especie de fuerza dirigida contra el Gobiemo, 
« excepto la voluntad del pueblo cuando obre el cam- 
« bio por medio de las formas constitucionales estable- 
€ cidas. » 

Sesenta anos mas tarde; Mr. Laboulaye en su precioso 
libro «La legislación comparada», explica también lo 
que se entendió y se entiende en Estados Unidos por 
forma reptihlicana «LaConstitución de Estados Unidos 
« ha confiado al Gobierno Federai el cuidado de los 
« negocios comunes ó exteriores, reservando a cada 
« Estado su e:obierno interior. — Los Estados son en 
« cierto modo Provincias mediatizadas. Cada uno de 
« ellos puede darse su Gonstitución: no se les exije sino 
« una cosa, que sean Repùblicas, pues no se quiere el 
< establecimiento de monarquias en el continente. Es- 
« tas Constituciones pueden ser lo que el pueblo quiera, 
« les està permitido tener una ó dos Càmaras; un poder 
« judicial dependiente ó independiente: existe toda es- 
« pecie de libertad para hacer todas las experiencias 
« posibles. 1 

Los reformadores de la Gonstitución argentina, los 
seflores Sarmiento, Vélez y Mitre, miembros de la Co- 
misión que debia presentar el pian de reformas, han 
explicado también lo que importaba la frase — interviene 
para garantir la forma republicana que ellos agregaron 
à la Gonstitución argentina. 

« Debe entenderse, decian aquellos seflores en su 
« informe, que una Provincia se balla fuera de las con- 
« diciones republicanas, cuando se pretendiese por ella, 
« ó por una fracción del pueblo superior à las fuerzas 
« de las autoridades, establecer la forma monàrquica, 
« ó perpetuar el poder en una misma persona contra los 
« principios de la democracia y contra lo estatuido en 
« su propia Gonstitución para la sucesión del poder. > 
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Se quierc lina ìnterpretación mas autèntica del verda* 
dero significado y alcance de està disposición? — Los 
mismos reformadores nos la dan, y à su irrecusable tes- 
timonio debemos sujetarnos aunque la jurisprudencia de 
Ics Estados Unidos estuviese en oposición à està opinion. 
Pero, afortunadamente la pràctica de 80 aflos de vida 
constitucional en los Estados Unidos, y nuestros mismos 
precedentes pueden invocarse con confìanza en apoyo 
de nuestras opiniones. 

No bay una sola intervención antes de la de San Juan, 
que se haya efectuado à pretexto de restablecer la forma 
republicana, — Con requisición ó sin ella, antes ó des- 
pués de la reforma, todas las intervenciones han tenido 
lugar para reponer autoridades depuestas por la sedi- 
ción, ó para contribuir à derrocar las autoridades cons- 
titufdas sirviendo de auxiliar à los partidos, tal cual ha 
sucedido en San Juan. 

^Qué forma republicana ha ido a establecer el gobier- 
no nacional en aquella Provincia? iQué habia sucedido 
en San Juan? (iQué motivos graves indujeron al Poder 
Ejecutivo para intervenir por derecho propi'o? 

Una desavenencia de opiniones entre el Poder Eje- 
cutivo y Legislativo, un conflicto entre ambos pode- 
res, de que no es el juez el gobierno nacional. He aqui 
todo. 

Pero se dice que habia sido encarcelada la Legisla- 
tura^ y que estaba, por consiguiente, subvertida la forma 
republicana. — Prescindiendo de que la Legislatura no 
puede ser encarcelada, porque ella solo constituye un 
poder moral fuera del alcance del poder material, y 
admitiendo el hecho de la prisión de algunos Diputados 
y la requisición desautorizada de éstos ^podia el Eje- 
cutivo Nacional intervenir por si solo para definir las 
cuestiones que se habian suscitado en la Provincia de 
San Juan? 

Decididamente no: y mucho menos, para ir a cons- 
titufrse en juez y parte poniendo en libertad à los 
Diputados presos y apoyando la causa de la Legis- 
latura. 
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iTenia facultad para eso? No; si la prisión era justa 
los reos debian estar à las consecuencias. Si no lo 
era, ellos tenian un recurso en las garantias que les 
acuerda la Constitución. — Ellos debieron pedir al Juez 
Federai de San Juan el mandaraiento ó privilegio del 
habeas corpus^ mediante el cual, aquella autorìdad na- 
donai, la ùnica competente, habria conocido de la 
causa de la prìsión, mandando ponerlos en libertad 
si no habia causa que justificase su prisión. Este era 
el ùnico procedimiento legai. Era cuestión de justi-. 
eia, nada mas y nada menos. Lo sabe bien el senor 
Ministro del Interior que tanto conoce el derecho fe- 
derai. 

Pero en lugar de hacer esto y de garantir la forma 
republicana^ el Ejecutivo Naciónal ó su Comisionado, 
la subvertia, constituyéndose en Ejecutivo, Legislativo 
y Poder Judicial en la Provincia de San Juan. 

Pero no se limitò à esto el Ejecutivo Naciónal. Reco- 
noció una Legislatura que no era tal sino un Club revo- 
lucionario para deponeral Gobernador Zavalla y asistió 
à ese mismo Club, con su apoyo y sus consejos para 
que consiguiese este fin. 

En las instrucciones mismas dadas al Comisionado 
del Gobierno Naciónal, està esto confesado. Allf se 
aconseja à la Legislatura que acuse, que destiiuya à 
Zavalla. 

El poder moderador, el poder que los pueblos han 
constituido para garantia de sus libertades y derechos, 
no podia ni debia hablar en el lenguaje del partida- 
rio. El no podia declararse amigo, partidario y con- 
sejero de una fracción, comprometiendo su propia au- 
torìdad y decoro. — i Qué hizo entonces aquella Le- 
gislatura? — Es claro, siguiendo el consejo que habia 
recibido de su oficioso protector, acusó y destituyó à 
Zavalla! 

Pero noto, seftor Presidente, que me he anticipado. — 
Tengo todavia mucho que decir en el terreno de los 
principios y del derecho antes de entrar à los he- 
chos. 
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He sostenido, sefior, que el Ejecutivo Kacional nò 
puede intervenir en las Provincias sin autorización del 
Congreso. En apoyo de està doctrina està la Constitu- 
ción y los precedentes argentinos. 

Apenas instalado el Congreso Nacional en Buenos 
Aires en 1862, se presentò à su consideración la con- 
moción de dos provincias argentinas— Corrientes y Ca- 
tamarca. La requisición fué hecha al Poder Ejecutivo 
comò era naturai, ^jlntervino éste por sf? No; recabó 
la autorización del Congreso é intervino en virtud de 
ella. En 1864, con motivo de los disturbios de Salta, el 
Ejecutivo pidió al Congreso autorización para interve- 
nir en aquella Provincia. El Congreso no pensò que 
debfa intervenirse: negò la autorización y el Ejecutivo 
no intervino. 

En 1866, requerida la intervención del gobierno na- 
cional por las autoridades de Catamarca, el Ejecutivo 
recabó la autorización del Congreso y en virtud de ella 
intervino. 

Las autoridades de La Rioja la requirieron también el 
aflo pasado, y el Poder Ejecutivo se dirigiò al Congreso 
solicitando autorización para intervenir. 

^Puede hacerse, seftor Presidente, un reconocimiento 
mas explicito por parte del Poder Ejecutivo de las facul- 
tades del Congreso? ^De cuàndo acà se nos niega este 
derecho? ^Semejante pretensión puede resistir el anàli- 
sis à la luz de la Constitución y de la jurisprudencia 
argentina? Nótese, seftor Presidente, que yo llamo 
jurisprudencia à los casos juzgados por los tribunales 
ó poderes politicos de la Nàción conforme à sus facul- 
tades Gonstitucionales, y de ningùn modo à los abusos 
y los crimenes que se quieren boy hacer valer corno 
jurisprudencia por los impugnadores de este pro- 
yecto. 

Hemos dicho que los senores Sarmiento y Vélez fue- 
ron los que mas principal parte tomaron en la reforma 
de la Constitución. El primero de estos senores pro- 
puso la supresión de la palabra sin ella del artfculo Q^ 
de la antigua Constitución, y al hacerlo declarò que lo 
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bacia para ^$ie HUnca pudiese intervenir et Ejecufivo 
Nacional sin acuerdo del Cangreso. Es sabido, sefLores, 
agregaba — e que à estas palabras puede ballàrseles otra 
interpretación corno à todas las cosas; pero, corno se 
ha dicho en el debate, Buenos Aires no es San Juan, 
razón por la que no debe alarmarnos la ambigiiedad 
de la frase. 

€ El hecho que ha ocurrìdo es espantx>so. Se ha 
mandado quitar un gobernador precisamente por- 
que la ley dice: para restablecerlo si hubiese sido 
depuesto por la sedición. La facultad de intervenir 
sin requisición ha traido los horrores de San Juan, 
entendiéndose que la facultad era discreciona!, re- 
sultando la monstruosidad de que el gobierno na- 
cional haga entrar en una Provincia donde las auto- 
rìdades funcionan sin obstàculo, aunque haya habido 
amenaza de perturbarse el órden, su fuerza armada, 
pretendiendo contra las autorìdades mismas y contra 
la evidencia, que el órden no està perturbado, obran- 
do no sobre los perturbadores sino sobre el mismo 
gobierno >. 

La supresión de la palabra sin ella fué, pues, una 
garantia contra los abusos del poder que habia inter- 
venido con la facultad que aquella palabra le daba, 
pretendiendo que no necesitaba que las autoridades 
de las Provincias requiriesen la intervención en cual- 
quier conflicto que se presentase, y negando que el 
gobierno de una Provincia pudiese ni siquiera levan- 
tar la vista y considerarse d la altura del gobierno 
nacional. 

Y es singular, seflor Presidente, que los mismos se- 
nores, que aquello decian para aconsejar la supresión 
del sin ella^ vengan à pretender la facultad de inter- 
venir sin autorización del Congreso, eludiendo la efica- 
cia de aquella reforma con el pretexto de la Jorma 
republicana, 

(jDe qué habria servido la supresión de aquella pala- 
bra si al Ejecutivo Nacional le estuviese atribufdo el 
derecho de intervenir sin anuencia del Congreso, in- 



terpretando a su manera y con su solo criterio cuando 
ha Uegado el caso de garantir la forma republicana? 
Està sencilla consideración bastarà, seiior Presidente, 
para demostrar que esa delicada facultad no puede el 
Poder E jecutivo ejercerla por si solo, ni aùn en el receso 
del Congreso, à menos que motivos de un órden su- 
perior, pusieran en peligrola Constitución, y que la paz 
de la Nación lo obligara à ejercerla con calidad de dar 
cuenta. 

El senor Ministro y yo estamos en este punto en ex- 
tremos opuestos. El sostiene que el Ejecutivo Nacional 
puede intervenir sin autorización del Congreso aunque 
éste esté funcionando, y yo que no tiene està facultad, 
ni aùn en el receso del Congreso. 

El senor Ministro cuenta sin duda con su indisputable 
habilidad para sostener su avanzada proposición; pero 
yo, aunque sin los recursos del seiior Ministro, tengo en 
mi apoyo la Constitución y las mismas opiniones del 
seiior Sarmiento. 

En la antigua Contitución habia un ai ticulo cuya re- 
forma fué propuesta por el seiior Sarmiento. Ese ar- 
ticulo decia lo siguiente: — « Articulo 83 (atribuciones 
€ del Poder Ejecutivo) — inciso 23~en todos los casos 
€ en que segùn los articulos anteriores debe el.Po- 
€ der Ejecutivo proceder con el acuerdo del Senado, 
€ podrà durante el receso de éste proceder por si solo, 
€ dando cuenta de lo obrado a dicha Càmara en la prò- 
< xima reunión, para obtener su aprobación». 

La reforma fué aceptada y el inciso 23 paso a ser 22, 
redactado en està forma: — « El Presidente tendrà facul- 
€ tad para Uenar las vacantes de los empleos que 
€ requieran el acuerdo del Senado y que ocurran 
€ durante el receso, por medio de nombramientos en 
€ comisión, que espiraràn al fin de la próxima legisla- 
€ tura. > 

Se ve, pues, que la Constitución lo ha despojado al 
Poder Ejecutivo de aquellas facultades expresamente 
conferidas en otro tiempo en receso del Congreso. Si 
en receso del Congreso solo se le permite el nombra- 
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miento de los empleados para llenar las vacantes, y 
esto solo en comisión y dependiente de la aprobación 
ó desaprobación del Senado, i comò puede aceptarse 
la doctrina de que puede intervenir sin participación 
del Congreso? Si el ejercicio de aquellas facultades 
meramente administrativas està de tal modo restrin- 
gido que solo puede usarlas en receso del Senado ^cómo 
y en qué articulo de la Constitución pudiera fundarse 
la pretensión de ejercer por si solo una función de 
caràcter politico, la mas delicada y trascendental de 
todas? 

El mismo sefior Sarmiento al tratarse de la reforma, 
decia que elio importaba dejar establecido que los ac- 
tos del Poder Ejecutivo debian someterse à la aproba- 
ción del Congreso; pues sin esa prescripción (la del in- 
ciso 22) y con solo la disposición implicita se habia vis- 
to que todos los empleados nombrados en el receso 
habfan seguido en suspuestos^ sin que se recabase ^des- 
pués el consentimiento de la Legislatura. 

Si tal era la mente de los reformadores tratàndose 
de los empleos ó nombramientos que requieren el acuer- 
do del Senado, con mucha mas razón debemos suponer 
que lo seria tambien tratàndose de un asunto tan grave 
comò las intervenciones. 

Me parece, seftor Presidente, que el argumento es vic- 
torioso y que difìcilmente podràn contestarlo los sefto- 
res Ministros. 

Pero se dice que los defensores de este proyecto de 
ley pretenden subordinar el Poder Ejecutivo al Con- 
greso desconociéndole las facultades que la Constitu- 
ción le atribuye. Esto no es exacto, sefior Presidente; 
nosotros sostenemos la independencia de los poderes, 
porque ella es la base de la buena administración y la 
mas positiva garantia de los derechos de los Estados. 
Y es precisamente porque defendemos esa independen- 
cia que no queremos que el Poder Ejecutivo invocando 
necesidades supremas, despoje al Congreso de sus pe- 
culiares funciones. 

Los defensores del gobierno confunden las facultades 
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inherentes al Poder Ejecutivo con las facultades con- 
currentes que ejerce conjuntamente con las Càmaras. — 
Yo quiero conceder que en el primer caso los actos del 
Poder Ejecutivo no puedan modificarse por el Congreso; 
que no haya otro remedio à los abusos, à los errores ó 
a las faltas, que la acusación cuando se trata del desem- 
peno de una facultad propia. ^Pero, còrno no ha de 
tener intervención el^Congreso, ya sea para autorizar 
los actos del Poder Ejecutivo por medio de leyes, 6 
para aprobar ó desaprobar aquellos que no han debido 
consumarse sin su acuerdo? Decir que un poder no pue- 
de reveer los actos que de él dependen, porque otro po- 
der los ha producido indebidamente, importarla à la vez 
que sancionar un abuso, hacer una abdicación culpable. 

La Càmara de Diputados acusarà cuando se trate del 
mal desempeiìo del Ejecutivo en el ejercicio de una de 
sus peculiares atribuciones; pero en el caso que nos 
ocupa no solo puede y debe juzgar el acto de la inter- 
vención, sino revocar aquellas disposiciones que hubie- 
sen emanado de ella. — El mismo Poder Ejecutivo no ha 
podido pensar que su denegación à Zavalla era un acto 
perfecto é irrevocable. Si asi lo hubiese entendido no lo 
habria sometido al Congreso. 

Si se entendiese que el Congreso no tiene mas recur- 
so que el de la acusación, cuando el Poder Ejecutivo, 
faltando à sus deberes, ó creyendo cumplirlos, ha ejer- 
cido atribuciones que no le estàn expresamente deferi- 
das, resultarla entonces que verificado el juicio y con- 
denado el Presidente, el hecho que tal acusación habia 
motivado quedaria sin reparacióny la Provincia pertur- 
bada en su orden interior. 

El juicio politico solo puede tener lugar cuando 
el Presidente ha infringido la Constitución atribu- 
yéndose facultades que aquélla no le acuerda, ó 
cuando ha desempenado mal las que expresamente 
le hubiesen sido delegadas; pero de ninguna manera 
por haber dejado de ejercer por si solo atribuciones 
que la Constitución confiere à los dos poderes Ejecutivo 
y Legislativo. 
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No ed, pues, el caso de la acusación, y no sìéndolo 
el ùnico remedio para reparar el mal causado por la 
sedición, es restablecer el poder que ha sido derrocado. 
En el caso presente este remecUo es tanto mas justo 
cuanto que la sedición ha sido apoyada por fuerzas na- 
cionales. 

Se ha citado à Pomeroy, sef&or Presidente, para aba- 
tir la misión del Congreso, y y<5 reclamo el apoyo de 
su opinion para le vantar su autoridad. «El dice que 
los poderes ejecutivos pretenden considerar à los 
Congresos corno instrumentos; ellos son los que dan 
la ley de que el Ejecutivo es mero ejecutor. Solo 
en las excepciones de aprobar las leyes ó desaprobarlas 
por medio del vetOy se ve una limitación à està regia, 
que se cumple aùn en las atribuciones privativas del 
Presidente.» 

El Poder Ejecutivo renne las milicias y hace los tra- 
tados. Pero ^qué milicia puede reunir, ni qué tratados 
puede celebrar, sin la autoridad del Congreso? Y si esto 
sucede en las facultades privativas del Ejecutivo, ^qué 
no sucederà en las que corresponden & ambos poderes 
comò en la intervención? 

El hecho mismo, considerado por su lado pràtico, nos 
està mostrando que es imposible la intervención del 
Ejecutivo Nacional sin la anuencia del Congreso. ^Có- 
mo intervendria el Ejecutivo sin que el Congreso movi- 
lizase las milicias y le votase los fondos? 

Pero se dice que puede hacer todo esto y dar cuenta. 
^Pero dónde està la ley que asi lo dispone? ^En virtud 
de qué principio se concede al Ejecutivo y se niega al 
Congreso la facultad de intervenir el uno, con prescin- 
dencia del otro? 

Los poderes son independientes. 

Pero nadie lo ha negado! 

Por lo mismo, nosotros no reconocemos esa prepoten- 
cia de unos poderes sobre otros; esa omnipotencia de 
las Legislaturas cuando se trata de los Ejecutivos de las 
próvincias, y esa subordinación absoluta de los Congre- 
sos cuando se trata de los Presidentes. 
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No hay poderes prepotentes. Todos ellos estàn su- 
bordinados à la Constitución y no tienen mas facul- 
tades que aquellas que les han sido expresamente de- 
legadas. 

Ni el Ejecutivo ni las Càmaras son el pueblo, sino 
mandatarios de éste que ejercen la soberania delega - 
da. No hay mas soberania originaria que la que re- 
side en el pueblo; y de aqui se deduce otro principio 
cuya consecuencia haré servir mas addante para de- 
mostrar, que tanto la acusación comò la destitución del 
Gobernador Zavalla, no deben considerarse sino corno 
el resultado de la sedición en que ha tornado parte la 
fiierza nacional. 

Sosteniendo à mi vez la independencia de los pode- 
res, dije que no me apoyaria en las doctrinas de Pome- 
roy, autor que por lo que se ve es tenido en grande 
estima por los defensores del Gobierno. 

Veamos còrno se expresa respecto a la división de los 
poderes. — e A la vez que el Congreso no deberia en- 
€ trometerse con el Presidente, en el cumplimiento de 
€ aquellas funciones que le estàn encomendadas por la 
€ ley orgànica, la Legislatura no debe tener menos li- 
« bertad para obrar dentro de la esfera de sus propias 
€ atribuciones. El primer magistrado no deberia ultra- 
« pasar la linea que separa sus respectivos dominios. 
< La Constitución evidentemente hace del Congreso 
€ el gran cuerpo Legislativo, y del Presidente el gran 
€ funcionario Ejecutivo. Està es fuera de duda la idea 
€ esencial, fundamental de ese gran pian. La ley or- 
€ gànica, sin embargo, reconoce excepciones à la uni- 
« versaiidad de este principio, y mas alla de esas ex- 
« cepciones, ni el Congreso ni el Presidente deben ir. 
e Una de esas excepciones acabamos de establecerla. 
« La otra existe en el hecho de qùe el Presidente pue- 
« de revisar todas las leyes y aprobarlas ó desapro- 
« barlas, y que si desaprueba debe dar las razones que 
« le han inducido à elio. Pero él no puede iniciar me- 
€ didas ó debatirlas, ó expresar sus vistas sobre ellas 
« sino cuando desaprueba un proyecto que le ha sido 
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sometido, ó cuando las recomienda à la considera- 
ción de la Legislatura. El espirìtu de la Constitución 
que separa las atrìbuciones ejecutivas y legislativas, 
se extiende basta abi y nada mas. Sin embargo, no 
puede negarse que la pràctica ha dado mucba mas 
extensión a ese espiritu, y ba procurado por ese me- 
dio destruir una de las principales salvaguardi as del 
Gobierno libre y constitucional— la independencia 
de los departamentos Ejecutivo y Legislativo. El 
resultado final é inevitable de està pràctica, sera la 
acumulación de todos los poderes gubemanientales 
en las manos del solo funcionarìo Ejecutivo; el Con- 
greso sera virtualmente despojado de su caràcter 
de rama independiente, coordinada, y constituido 
en el mero registrador de los irregulares decretos 
del Presidente. Este cambio graduai de la letra 
y el espfritu de la ley orgànica, y la creciente tenden- 
cia à mirar todos los empleos comò simples recom- 
pensas politicas, y el uso de la facultad de nombrar 
empleados comò medio de influir en la legislación,ba- 
debilitado el bien trazado sistema de frenos y equili- 
brios que debiera haber impedido que ese departa 
mento de Gobierno usurpase las funciones de otro. » 
^Se quiere, sefior Presidente, una contestación mas 
categòrica de parte del autor por el que tanta predilec- 
ción se manifìesta, à la tendencia del Ejecutivo Naciooal 
a despojar al Congreso de sus facultades? 

Si ella no es suficiente para moderar esa sed de poder, 
ahi està lo que el mismo autor dice mas addante: — € El 
€ poder de hacer las leyes necesarias reside en el Con- 
« greso; el poder de ejecutarlas en el Presidente. Am- 
« bos poderes implican otrasmuchas facultades auxilia- 
€ res. Ambos encierran la autoridad necesaria para su 
« perfecto ejercicio. ' Pero ni el Presidente puede en- 
€ trometerse en tiempo de guerra mas que en tiempo de 
€ paz, en la autoridad exclusiva del Congreso, ni el Con- 
€ greso en la autoridad exclusiva del Presidente. Am- 
€ bos dependen del pueblo cuya voluntad està expresada 
f en la ley fundamental » 
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Qué mas puede decirse, seflor Presidente, para de- 
jar establecido el derecho del Congreso para dar una 
ley que corno la presente solo tiende à reparar un mal 
causado por imprevislón ó por un mal combinado cal- 
calo politico? 

Las razones que se alegan por los defensores del 
Gobierno para justificar su proceder en los asuntos de 
San Juan, no son ménos inconsistentes que las doctri- 
nas en que las fundan. — El reconocimiento de una Le- 
gislatura revolucionaria, el patrocinio prestado à sus 
propósitos disolventes, y la connivencia que resulta del 
estudio de los hechos, comprometen sèriamente la alta 
imparcialidad que debia observar el Poder Ejecutivo 
Nacional. 

Aquella Legislatura obedeciendo a las indicaciones 
del Presidente de la Repùblica, se renne y expide la 
ley de enjuiciamiento. Mientras esto tenia lugar, vie- 
ne el Ministro Albarracin a la ciudad de Buenos Ai- 
res. — Conferencia y arregla con el seiìor Presidente las 
difìcultades que habian dado màr^en para la declara- 
ción de rebelde que se hizo al Gobernador Zavalla. 
Desde ese momento, a trueque de un sometimiento hu- 
millante, aquel revoltoso, aquel rebelde que merecia ser 
juzgado por un consejo de guerra, queda absuelto por el 
Poder Ejecutivo Nacional y se le mandaba rendir las 
armas. 

En virtud de ese arreglo el Gobernador reconoce à 
la Legislatura, y ambos poderes son reconocidos por la 
autoridad nacional. 

He aqui, senor Presidente, la razón por que hemos 
determinado la fecha del 24 de Marzo, porqueenesa 
fecha tenian lugar los hechos referidos. Al poner en 
pràctica este arreglo tan felizmente terminado, surje la 
dificultad sobre el tiempo en que debia reconocerse a la 
Legislatura. El Gobernador pretendia que debia ser 
desde la fecha del arreglo, y la Legislatura desde que 
empezó la lucha con el Poder Ejecutivo. Està emerger- 
cia, intencionalmente provocala por los que querian 
Uevar adelante los propósitos de consumar la revolución 



— 130 — 

originò una consalta al Ejecutivo NacionaL inìdada por 
el general Arredondo, que no tenia en la Provincia de 
San Juan ni el caràcter ni la autorización de Coraisiona- 
Nacional. 

El seflor Presidente contesta à esa consulta en 3 de 
Abril, explicando cònio debia entenderse el arreglo, en 
términos los mas amistosos y conciliatorios, El rebelde 
habia desaparecido; se trataba ùnicamente del Gobema- 
dor de San Juan. Pero mientras esto tenia lugar, la 
Legislatura, cuyo propòsito evidente era destituir al 
Gobemador de San Juan, expidiò unaley dictada el27 
à la noche suspendiendo en sus funciones al Gobema- 
dor Za valla, mandando al dia siguiente las fuerzas 
militares à que se apoderasen de las ofìcìnas pùblicas. 

Destituido el Gobernador Zavalla, porque esto era lo 
que importaba la suspensiòn, se retira à la Provincia 
de San Luis, y de alli requiere la intervenciòn. En- 
tonces vuelve à aparecer la rebeliòn con todos sus 
caracteres alarmantes; y el seflor Ministro de Relacio- 
nes Exteriores le contesta al Gobernador de San Juan 
con la nota cuyos principales pàrrafos me voy à permitir 
leer. (Leyò). 

El seflor Presidente entendia que funciones ordina- 
rias eran deponer al Gobernador y agrega: e por lo 
que respecta à la posiciòn en que V. E. se ha colocado 
tengo el sehtimiento de decirle que V. E. no se encuen- 
tra en el pie regular de las relaciones ofìciales con el 
Gobierno Nacionab. 

iQué significa, seflor Presidente, esto de pie regular? 
Es un termino para mi desconocido en el lenguaje cons- 
titucional. ^iCuàles son los Gobiernos que estàn en 
condiciones regulares y cuàles no? Està palabra in- 
ventada para salir de apuros no tiene ningùn significado 
racional tratàndose de Gobiernos que forman parte de 
la Naciòn, que obedecen la Constituciòn.— Los Gober- 
nadores de Provincia, ò son rebeldes cuando se alzan 
centra las instituciones, ò no lo son si obedecen la Cons- 
tituciòn, y en este caso son acreedores al apoyo y prò- 
tección del Gobierno Federai. 
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pesos, ó acusar al Presidente por malversación de los 
din eros del Estado? 

Pero el seflor Ministro ha establecido la teoria de 
que el ùnico derecho del Congreso en este caso, es dar 
una ley para lo sucesivo, es decir, una ley que diga 
en adelante el Presidente no invertirà un millón de pe- 
sos en premios al ejército. El absurdo resulta aqui de 
bulto. 

Como este decreto del millón bay muchos otros: bay 
uno derogando la ley de patentes de invención; otro 
creando un departamento topogràfico; otro suprimiendo 
erapleos en la Capitania del Puerto, y tantos otros que 
seria innecesario enumerar. 

Todos ellos ban sido dictados por el Presidente con 
calidad de dar cuenta al Congreso. ^Para qué da cuen- 
ta, rapito si no reconoce en el Congreso la facultad de 
aprobarlos, ó de restablecer las cosas al estado que te* 
nian antes? ^O es simplemente una precaución admi- 
nistrativa, una noticia para que se consigne el becbo 
en el arcbivo? 

No, seftor Presidente, es para que le digamos que 
eso de que nos dà cuenta ha sido bien ó piai hecho; 
para que le prestemos nuestra conformidad ó lo re- 
probemos, no para que lo acuse la Càmara, porque 
esfte, no ss el caso de la acusación: el acto no perte- 
nece à las funciones del Presidente; e No bay mal 
desempeflo de sus funciones ». No es un acto de un 
caràcter permanente, ni obligatorio, ni tiene un ca- 
ràcter definitivo, mientras que el Congreso no lo 
apruebe. 

El seftor Ministro bace una confusión muy lamentable 
de las facultades ejecutivas y legislativas. El Congreso 
no puede desbacer los procedimientos del Poder Eje- 
cutivo dice, y en esto bay un grave error sobre el cual 
Ilamo la atención de la Càmara. 

El Congreso no puede, en efecto, restringir las atribu- 
ciones del Poder Ejecutivo comò no puede ampliar las 
que le ha concedido la Constitución; pero puede esta- 
blecer reglas para su ejercicio en virtud de la atribu- 
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ción 28: puede prohibitle que disponga de los dineros 
del Estado en otra forma que la establecida en el pre- 
supuesto, bajo la responsabilidad que estime conveniente 
establecer. El Congreso no puede decirle al Ejecutìvo, 
usted seiìor Presidente està ejecutando mal esa ley; pero 
tiene en reserva la acusación ó la censura segùn la gra- 
vedad del caso. 

El sefior Ministro nos ha citado una sentencia de la 
Suprema Corte, declaràndose incompetente para juzgar 
sobre un acto del Ejecutivo, deduciendo de aqui que ni 
los Tribunales pueden revocar los actos del Poder Eje- 
cutìvo, mientras que pueden declarar sin aplicación las 
leyes del Congreso. — El hecho que nos ha citado el 
sefior Ministro no es aplicable; él no prueba lo que quiere. 
La Corte Suprema se declaró incompetente porque la 
demanda versaba sobre indemnización de perjuicios 
causados en la guerra. Reclamaciones de este gènero, 
ni la Corte ni el Poder Ejecutìvo pueden atender; ellas 
corresponden sólo al Congreso que es el que dispone 
del tesoro. 

Estos son los argumentos del sefior Ministro 

Sefior Ministro de Relaciones Exteriores — No son 
estos los fundamentos de la sentencia. 

SeHor OroHo — Puede leerla otra vez el sefior Ministro. 

Sefior Ministro — Vera corno dice terminantemente 
que el Poder Ejecutìvo no puede ser demandado 

Sefior Granel — Seria bueno que no hiciéramos dia- 
logos. 

Sefior Orofio — No importa que me intemirapa el sefior 
Ministro cuantas veces quiera. 

Tengo que ser lo mas sencillo que me sea posible en 
mis explicaciones porque importa à la verdad y à la ilus- 
tración de la cuestión. 

El Poder Ejecutìvo tìene la facultad en estado de sitio 
de ordenar la traslación de un individuo de un punto à 
otro: sobre esto no hay cuestión, ni nadie puede negarle 
ese derecho. Pero en tiempo de paz se le ocurre orde- 
nar la traslación de un ciudadano sea cual sea el moti- 
vo; principia por encarcelarlo ó emplea la fuerza para 
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hacerlo salir. 'iQué debe hacer, seftor Presidente, el 
ciudadano agredido en sus derechos? ;Obedece la or- 
• den del Presidente? No, seftor Presidente. Reclama de 
la justiciala garantia que le acuerda la Constitución, y 
el Juez declara que el Ejecutivo no ha podido privar de 
su libertad à ese ciudadano. El acto queda revocado 
sin apelación y el ciudadano objeto de la persecución, en 
libertad por la simple acción del privilegio del habeas 
corpus, 

El Poder Ejecutivo ordena la reunión de las milicias 
de Chivilcoy por ej empio, y las manda à la frontera; 
pero comò no hay ley que autorice tal movilización, los 
Guardias Nacionales se presentan reclamando las ga- 
rantias personales que les acuerda la Constitución, y el 
Juez en virtud de la Constitución declara que no estàn 
obligados à prestar ese servicio. 

Creo, seftor Presidente, haber demostrado que la Jus- 
ticia federai puede y debe en su plenisimo derecho des- 
hacer los actos arbitrarios é inconstitucionales del Pre • 
sidente, à solicitud de parte. Para eso ha sido instituida 
la justicia. 

La tercera cuestión que nos ha propuesto el seftor 
Ministro es la siguiente: <jPuede el Congreso juzgar las 
leyes de un Estado? Decididamente no, senor Presi- 
dente — no tratamos de juzgar ninguna ley del Estado de 
San Juan. 

Nuestro juicio versa sobre la intervención requerida; 
sobre la revolución que ha tenido lugar en San Juan, y 
sobre las condiciones en que se encuentra esa Provin- 
cia para hacer en ella efectiva la garantia. — Mas toda- 
vla; nuestro juicio se refiere a la Constitución nacio- 
nal, à su interpretación en el caso ocurrido. Pero al 
hacer este juicio no podemos prescindir del examen 
de los hechos y de las disposiciones legislativas de las 
autoridades de San Juan que se relacionan con ella. 
Necesitamos traer à juicio todos los antecedentes de la 
cuestión. Es necesario saber quién es Zavalla; por qué 
ha sido destituido; qué valor legai tiene el juicio que se 
le ha promovido, y lo que es la Legislatura de San Jua n 
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De otro modo el Congreso no podria ejercer con 
aderto la augusta misión que le està encomendada, 
y se convertirla en una màquìna de pasiones é inte- 
reses inmorales. Cuando se va à acordar la interven- 
ción, es menester saber quién la solicita, qué poder 
tiene para elio, y las condiciones en que se balla la 
Provincia que va a ser intervenida.— ^Por qué habria 
de hacerse efecliva la garantia del articulo 5° de la 
Constitución, sì la Provincia ó su gobierno no se ha- 
llan en las condiciones requerìdas por aquella misma 
disposición? 

El ùltimo atrincheramiento de los sefiorf s Ministros 
parece ser las recriminaciones al senor Zavalla. Se dice 
que era un mandón arbitrario, que habia cometido todo 
gènero de atentados, siendo el ùltimo de ellos el haberse 
revelado contra la autoridad nacional. 

Estamos tan acostumbrados, sefior Presidente, a pre- 
senciar los atentados del poder, y el abuso de la fuerza, 
que no es posible mirar sin repugnancia tales hechos y 
dejar de ponerse del lado de la ley y de los derechos del 
pueblo. 

El delito de rebelión por su naturaleza y consecuen- 
cias es tan grave, que si el Ejecutivo Nacional no lo 
condenara, ahi està lajusticia federai con sus poderes 
constitucionales para hacerlo. Pero la rebelión es un 
delito perfectamente definido por la ley. Cometen este 
delito los que se levantan piiblicamente en armas contra 
las autoridades nacionales. ^Se hallaba en este caso 
el Gobernador Zavalla? ^Se habia levantado pùblica- 
mente contra las autoridades nacionales? Si era, pues, 
rebelde ó sedicioso, ha debido estar en poder de la 
justicia federai. ^Quién lo ha autorizado al Ejecuti- 
vo Nacional para apropiarse el conocimiento de cau- 
sas que corresponden à otros poderes? Si Zavalla 
era rebelde £por qué se encuentra requiriendo la in- 
tervención en vez de estar en la càrcel? ^O la pena 
del delito de rebelión en los Gobernadores es la re- 
volución? 

Sefior Presidente, en el fondo de todo esto se en- 
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cttentra el desprecio de todas las garantlas y el mài 
uso que se ha hecho die la fuerza no solo contra él 
Gobemador de San Juan, sino contra el Congreso, y 
contra los Tribunales. Por eso he dicho, seiìor Presi- 
dente, que los que vienen à sostener estos actos corno 
legitimos, sostienen las facultades extraordinarias^ la 
absorción de todos los poderes del Estado por el Ejecu- 
tivo Nacional. 

El simple estudio del discurso del seiior Ministro 
de Relaeiones Exteriores, à pesar de que ha procurado 
engalanarlo con un estilo florido y con frases sono- 
ras para cautivar la imaginación de los que escuchan, 
bastarà para descubrir està tendencia, al mismo tiem- 
po que la sin razón, la faltà de solidez en su argumen- 
tación, y la inoportunidad de las citas de autores ame- 
rìcanos. 

No es en los tratadistas norteamericanos donde de- 
bemos estudiar nuestra Constitución y la jurispruden- 
eia que tenemos que seguir. Después de 15 aflos de 
Vida constitucional, en que hemos vivido siempre preo- 
cupados de las intervenciones, no es posible que nos 
manifestemos ignorantes de lo que prescribe nuestra 
ley fundamental, y que desaprovechemos las leccio- 
nes fecundas de la historia. En cada afto hemos te- 
nido una intervención k las puertas. Cada afto hemos 
tenido que considerar hechos anàlogos y estudiar en la 
Constitución el medio de darles una solución conve- 
niente. 

De ese estudio resulta, que jamàs el medio de la 
fuerza fué eficaz ni constitucional en la forma em- 
pleada por el Ejecutivo. Algùn hecho sangrierìto, al- 
gùn escàndalo ha sido el resultado del empieo de esos 
medios, dejando à la Provincia, en nombre de cuya 
paz se ha intervenido, en peor situación que !a que 
tenia al requerir la intervención. Es, pues, ilusorio 
pretender encontrar la relación de estos hechos en los 
iibros americanos. AUi no han ido, ni iràn à ningùn 
Estado esas intervenciones oficiosas de la fuerza; alli 
no iràn las fuerzas nacionales à situarse en las capHales 
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de los fìstados, porque saben que las sacarian à bayo^ 
netaaos; alll saben que los derecbos de los pueblos e&> 
tàn amba de los derechos de los individuos, porque 
tales son las garantfas que han querìdo asegurar en la 
Union. 

Entre nosotros parece que se cree lo contrario. Se 
considera muy llano, muy sencillo, el mandar à los 
comandantes y à los batallones à ocupar las Provincias 
à pretexto de presuntos peligros, ejercicndo en ellas por 
este medio una influencia decisiva sobre los Gobema- 
dores y sobre el pueblo. 

Si no hubiera, seiior Presidente, otros motivos y otros 
bechos para apoyar la opinion de que el Ejecutivo Na- 
cional quiete absorver los poderes del Congreso y de los 
Estados, bastarla la presencia de las fuerzas nacionales 
en las Provincias. iQué interés honesto tiene el Eje- 
cutivo Nacional en estas intervenciones permanentes? 
iQué interés tiene en ser él sólo el que intervenga en 
las Provincias, cuando ellas reclaman el apoyo del 
Gobiemo Nacional? ^Por qué quiere cargar sólo él con 
la responsabilidad? jNo es mejor que la comparta con 
el Congreso? 

^No cree que alguna vez pueden pedirle cuenta de los 
millones que indebidamente se han gastado en esas des- 
autorizadas intervenciones? ^Cree que ha de tener siem- 
pre una mayoria decidida en la Càmara de Diputados, 
dispuesta à no dejar sentir los impulsos de la libertad ni 
à escuchar la palabra acusación? 

Se nos viene à hablar de la independencia de los po- 
deres. iCuàl es la independencia que nos deja el Eje- 
cutivo? jLa humillación, la sumisión à sus mandatos? 
^Desempeflamos acaso otro rol que el de meros autóma- 
tas para decir si à todo lo que nos propone el Ejecutivo? 
Ni el derecho à usar enei juicio de las graves cuestio- 
nes que se nos presentan de nuestro propio criterio se 
nos quiere respetar. ^Entónces para qué estamos en 
este lugar? ^No seria preferible que satisfaciendo las 
pretensiones de los senores Ministros les diésemos un 
voto de confianza? 
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lèe satisfarìa el sefLor Ministro con una ley en estos 
términos? : 

El Senado y Càmara de Diputados, etc. 

Art. 1® Quedan suspendidas las sesiones ordinarias 
del Cuerpo Legislativo, dejando al Poder Ejecutivo Na- 
cional en piena libertad para gobernar la Repùblica se- 
gùn su ciencia y conciepcia. 

Art. 2® Las sumas destinadas por el presupuesto 
vigente al pago de las dietas de los miembros del Con- 
greso, seràn aplicadas à fomentar la guerra civil en las 
Provincias, y à derrocar à los Gobernadores en ellas 
establecidos. 

Art. 3® Los actos del Poder Ejecutivo no podràn en 
ningùn caso ser desaprobados por el Congreso, no de- 
biendo aquél dar cuenta de ellos al Cuerpo Legislativo 
en sus próximas sesiones. 

Art. 4'» Comuniquese, etc. 

£Le satisfarla al sefkor Ministro una resolución del 
Congreso en estos términos? 

SeHor Ministro de Relaciones Exteriores—Yo le 
contestare al senor Senador. 

SeHor OroHo — Puede ser que asi nos encontràsemos 
de^acuerdo y que de ese modo està discusión tocase su 
termino. 

SeHor Ministro — No me gustarla, desde ya se lo 
digo. 

SeHor OroHo — Si, le habia de gustar al sefìor Ministro 
desde que el Poder Ejecutivo en vez de entrar à la 
senda que le demarca la Constitución, se ocupa en gas- 
tar los tesoros de la Nación en mandar intervenciones à 
las Provincias. • 

SeHor Ministro — Absolutamente no me gusta, la ve- 
tarfa si filerà Presidente. 

SeHor OroHo — Esto es lo que en resumen nos han 
propuesto los sefiores Ministros en sus extensos discur- 
sos. No le digamos nada al Poder Ejecutivo, no tene- 
mos derecho para decirle una palabra; él es àrbitro de 
los destinos del pais, y es el ùnico que tiene el secreto 
de la felicidad de la Nación ! 
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Pero que esto se venga à sostener por lin joven tan 
distinguido corno el doctor Varela, cuyo apellido sólo 
importa una gloria para nuestrp pais, es lo que mas mor- 
tifica, seftor Presidente, mi corazón argentino. 

Esto es lo que nos propone, seflor Presidente, el se- 
fior Ministro de Relaciones Exteriores, sin recordar que 
estas Jacultades extraordinarias, que hoy defiende con 
tanto calor, fueron las que armaron del pufial el brazo 
del asesino Cabrerà para hundirlo en el corazón 
desuilustre padre I Esto propone el sefior Ministro 
del Interior en el ùltimo tercio de su vida, después de 
haber contribuido à fundar el derecho constitucional en 
nuestro pais .... 

SeUor Ministro del Interior — No lo entiende el seftor 
Senador. 

Seflor Oroflo — Es que el senor Ministro hace lo que 
cierto abogado del imperio vecino. Encargado para 
redactar el Código Civiì, después de ocho aftos de tra- 
bajo espensado por el gobiemo imperiai, le dice: — todo 
esto que he hecho no vale nada; necesitamos cambiar 
de sistema; pero es necesario que hagamos un nuevo 
contrato. He aqui lo que hace el seflor Ministro d,el 
Interior. — La Constitución, todas sus doctrinas, sus 
servicios para fundar el derecho constitucional, todo 
ha venido à caer en tierra ante las teorias francesas^ 
ante las leyes espaflolas que gobernaban la Colonia . . * . 

Seflor Navarro — 

Seflor Oroflo — No quiero que me interrumpa el seflor 
Senador. 

Y aquf surje, seflor Presidente, una cuestión de gus- 
tos. Hay algunos seflores Senadores tan solicitos, tan 
decididos defensores del Poder Ejecutivo, que estarian 
mejor en el sillón de un Ministro, que en las baiicas del 
Congreso. (Aplausos) 

Yo no concibo, seftor Presidente, corno el sentimien- 
to de la propia dignidad y los deberes del puesto que 
desempeflamos, no hayan de considerarse heridos 
cuando se nos viene à decir: e vosotros no reprensen- 
tais nada en el pais >. e No teneis otra misión ante la 



- iSè - 

Nación que recibir el sueldo que os acordamos todos 
los afkos >. 

No, seflor Presidente; nuestra misión es muy alta, El 
Senado especialmente, representa un gran papel en 
los Estados Unidos corno que se compone de la re- 
presentación de los Estados; y entre nosotros, està 
investido de delicadas funciones Ai li corno aqui, ejer- 
ce no solo funciones legislativas, sino administrativas, 
y es una especie de Consejo de Estado para ayudar 
al Presidente de la Repùblica al buen gobiemo del 
pafs. 

He dìcho. 
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Setior OroHo— Sefior Presidente: y a que el sefior Se- 
nador por Cordoba quiere que entremos à la discusión 
de este asunto — . . . . 

Setior Navarro — .... 

SeHor Oroflo — No me interrumpa, sefior Senador. 

Decia, seflor Presidente, que desda que el sefior Se- 
nador por Cordoba desea que entremos francamente à 
la discusión del proyecto de ley de intervención, y el 
Senado asintiendo à este deseo ha rechazado mi mo- 
cìón para que se votase sin discusión, nada es mas justo 
que compiacerlo, y yo voy à informar i la Càmara à 
nombre de la Comisión de Negocios Constitucionales en 
mayorf a sobre los motivos que nos han inducido à acep- 
tar estos proyectos de ley. 

Antes de entrar en materia, la Càmara me ha de 
permitir, sefior Presidente, que deje bien definida mi 
posición en el debate, porque quiero desvanecer las 
impresiones que pudieran hacerse valer centra el pro- 
yecto de ley, y la equivoca é injusta interpretación que 
se hace de nuestras intenciones, atribuyéndonos móvfies 



y propósitos, que por bonor del Honorable Senado, me 
creo en el deber de rechazar. 

Al proceder asf, seftor Presidente, no me mueve 
ningùn interés personal, porque comprendo que mi 
persona nada vale al lado de los grandes principios 
comprometidos en està discusión. Lo hago solo en 
el interés de que el resultado de este proyecto de ley, 
en el ànimo y en la decisión del Senado, corone los 
esfuerzos de sus iniciadores, satìsfaciendo al raismo 
tiempo las aspiraciones del pais, en la defensa y sal- 
vaguardia de aquellos principios en que reposa la li- 
bertad de los individuos y los derechos de los pueblos. 

La prensa oficial y el mismo seflor Presidente de la 
Repùblica, en un documento que ha visto la luz reciente- 
mente, se han permitido asegurar que este proyecto de 
ley responde à combinaciones subversivas del orden 
nacionaì, y que tiende al mismo tiempo & salvar à los 
Taboadas de los peligros que los amenazan. Semejante 
aseveración, si fuese exacta, bastarla para recomendar 
la adopción de este proyecto, porque ella revelaria la 
intención del seflor Presidente de hostilizar al Goberna- 
dor de Santiago, emprendiendo desde luego una cruza- 
da contra los gobiernos de las Provincias. 

Pero tal aseveración, sefior Presidente, ès de todo 
punto infundada, y no tiene mas antecedentes que, ó los 
naturales recelos de una conclencia culpable, ó los qui- 
méricos temores que se forjan los espiritus inquietos y 
descohfiados, presintiendo comò resultado lògico de sus 
errores una oposición intencionalmente calculada para 
resistirlos. 

Por mi parte, seflor Presidente, me hago un deber en 
declarar comò un homenaje de respeto al Senadò, que 
no estoy afiliado à ningùn partido personal, ni soy 
de aquellos que sacrifican à sus pasiones é intereses 
los deberes que el patriotismo y la moral les impo- 
ne, haciendo traición à los principios para abrir el 
camino à las ambiciones personales ó al interés de los 
circulos. 

No, seflor Presidente; mi bandera es la Constitución 
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de la Repùblica; mi partido està ahi donde estàn sus de- 
fensores. Està es la regia de mi conducta politica— estos 
son los principios à que he subordinado espontàneamente 
mi voluntad y mi conciencia, y sobre las cuales reposa 
mi inquebrantable decisión de no transigir con aquello 
que de alguna manera se oponga à la ley suprema' 
del pais. Y no soy, seiior Presidente, de los que cam- 
bian de opinion segùn las simpatias que profesan à los 
hombres del poder, ó segùn el interés que los induce à 
complacerlos. 

Si no soy digno de que se me cuente en el nùmero de 
los que tan enfàticamente se denominan liberales, me 
considero con derecho, senor Presidente, para formar 
en las filas de los que defìenden las instituciones, bus- 
cando en la libertad de sus compatriotas y en la propia, 
la ùnica apetecible recompensa del modesto y sincero 
sacrificio de trabajar por el bien del pueblo, y por la ga- 
rantia de sus derechos. (Aplausos). 
. No tengo conexión con ninguno de los bandos politi- 
cos en que pudiera estar dividida la Repùblica, y mucho 
menos con aquellos que, segùn el mismo seftor Presi- 
dente, le disputan el poder de que se balla investido por 
la Gonstitución. El seflor Sarmiento y el seflor Taboada 
no tienen para mi mas importancia que aquella que les 
dà los principios que representan. 

Esa minuta à que el seflor Presidente se ha refendo 
en su carta al Gobernador de Santiago, atribuyéndosela 
al seflor Senador Zavalia, si bien expresa las opiniones 
de los seflores Senadores que la firmaron conmigo, me 
pertenece en su iniciativa y redacción, y ella contiene 
las ideas que he sostenido siempre en el parlamento y 
en la prensa* 

He sido y soy enemigo de las intervenciones ofì- 
ciosas. lo mismo en la presidencia del general Urquiza 
que en la del general Mitre, porque soy y sere siem- 
pre enemigo de los abusos del poder y de la preten- 
sión de sojuzgar la libertad y los derechos de los pue- 
blos à titulo del mayor saber, ó del mayor poder que 
. puede emplearse para usurpar facultades que la Cons- 
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titución ha negado expresamente à los poderes na- 
cionales. 

He aquf brevemente expUcada la razón de mi pro- 
ceder en este conio en cualquier otro asunto en que 
yo considere comprometidos los principios que de- 
fiendo. 

Los que defendemos este proyecto no somos, pues, 
opositores sistemados. Lo defendemos porque quere- 
mos que las garantias que la Constitución acoerda à los 
pueblos sean una realidad. Lo defendemos porque en 
él va envuelto un derecho del Congreso, cuyas faculta- 
des y prerogativas se desconocen, y que es nuestro 
deber reivindicar. 

Lo defendemos, porque deseamos por honor de nues- 
tro pafs, que el hombre que se balla al frente de sus des- 
tinos, sea fiel à los compromisos que ha contraido, que 
no se aparte del camino trazado por la Constitución, y 
que no caiga en la vulgar debilidad de buscar la fuerza 
y el apoyo que el ejercicio de las instituciones le recla- 
man, en el poder militar, en los medios extraordinarios 
arrancados à la condescendencia del Congreso, y en el 
ejercicio discrecional de facultades que ninguna ley le 
ha conferido. 

Lo defendemos, finalmente, porque no queremos que 
el Gobierno Federai que hemos creado para asegurar 
la paz y los beneficios de la libertad, se convierta en 
enemigo de los pueblos y comprometa su tranquili- 
dad, persiguiendo el quimérico propòsito de consti- 
tuir agentes suyos que satisfagan à sus miras, en el 
gobierno de cada una de las provincias, con menoscabo 
de las libertades consagradas por la Constitución y 
violando el pacto de union que liga a los pueblos con 
la Nación. 

Lo que defendemos, pues, lo que queremos, lo que 
deseamos y exigimos no es mas que el cumplimiento 
de la Constitución, haciendo valer sus prescripciones 
y la Clara inteligencia que de cada una de ellas se des- 
prende, contra esa combinación peligrosa de la liber- 
tad en las palabras y la centralización y el despotismo 
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en los hechos, que colocan al Gobiemo Nacional en 
la misma impotente condición de ^queììos grandes dr-* 
boles sin raices entregados d la furia de los vientos. 
(Àplausos). 

Nuestro deseo no puede ser ni mas honesto ni mas 
legitimo, y el seftor Presidente de la Repùblica, mejor 
inspirado, habria reconocido la nobleza de nuestros 
sentimientos, la sinceridad de nuestros propósitos, re- 
cibiendo las opiniones y consejos de los que él llama 
opositores sistemados, comò un aviso oportuno de los 
peligros que corre su gobierno arrastrado por pasiones 
é intereses, que no son los intereses y pasiones de la 
Nacìón, y quizà ni los del mismo seflor Presidente de la 
Repùblica. 

Si la historia es una escuela de gobierno, dice un pu- 
blicista argentino, no debemos malograr sus lecciones 
porque sea mortificante su lenguaje. ^Y quién mejor 
pudiera aprovecharla, seftor Presidente, que aquel cu- 
jos estudios y experiencia le han enseftado lo bastante 
para comprender que en la tolerancia de las opiniones 
agenas se encuentra la mas positiva garantia de 
nuestras propias opiniones; que en el respeto que se 
consagra por los que mandan à los derechos de los 
pueblos, hemos de ballar los medios mas seguros para 
afianzar la paz, asf comò en el concierto y armonia de 
los poderes pùblicos encontraremos esa perfección 
moral que constituye la felicidad de otros pueblos, 
y que nosotros podemos también alcanzar, èscuchando 
sin orguUo y sin esa vanidad pueril, impropia de los 
hombres de estado, las previsoras indicacionés de la 
prudencia. 

Si el seflor Presidente de la Repùblica tiene titulos 
para ocupar la mas elevada posición à que pudiera aspi- 
rarse en el Gobierno del pafs; si ha contribuido à la 
organización nacional, y si esa misma elevación es un 
justo premio à sus talentos y servicios; esos titulos, 
esos servicios y talento, no le dan derecho para pre- 
tender imponernos su opinion por la violencia, ni para 
exigirnos esa servii imitación de lo que hacen ó han 
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b^ho eti otros pueblos, aunque no cuadre à nuestra 
situación, porque tal pretensión importaria una trai- 
ción à los prìncipios, un atentado contra la libertad de 
nuestras opiniones y contra la ley fundamental que las 
garante. 

Regenerar à los pueblos por la fuerza y la amenaza, es 
el despotismo, es la usurpación, que en nombre de un 
interés honesto se quiere hacer de los derechos mas pre- 
ciososde los pueblos. 

Si las expticaciones que preceden son, corno lo espe- 
ro, sufìcientes para disipar las sombras que se quieren 
proyectar sobre nuestras intenciones, la exposìción de 
los motivos que nos han decidido à aconsejar la adop- 
ción del proyecto de ley, que brevemente voy à hacer, 
lo seràn igualmente para demostrar su constitucionalì- 
dad y convenienza. 

Despojada la cuesiión de ese caràcter odioso, ella 
tiene que ser considerada bajo el solo aspecto de las 
conveniencias nacionales, que no son otras que las con- 
veniencias que resultan de la practicabilidad del sistema 
federai que nos rige. 

Yo podrfa también, seflor Presidente, traer en apoyo 
de las opiniones de la Comisión las doctrìnas de los 
maestros de la ciencia constitucional, la de los co- 
mentadores de la Constitución norteamericana que 
tan à menudo se han citado en estas dìscusiones, y 
la jurisprudencia de los Estados Unidos; pero no se- 
ria sino para probar que en ningùn caso ni por mo- 
tivo alguno. no siendo el de invasión exterior ó de 
una Provincia sobre otra, debiera intervenir el Gobier- 
no general en los asuntos internos de los Estados. 
Esto es lo que nos ensefia la historia de ochenta aftos 
de pràctica constitucional en los Estados Unidos; y esto 
es j ustamente lo que nos aconseja la experiencia de 
nuestras cosas. 

Pero todo esto seria superfluo y redundante después 
de la luminosa discusión que ha tenido lugar en la Cà- 
mara de Diputados, en la que algunos de los mas distin- 
guidos oradores de nuestro parlamento han defendido 
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este proyecto de ley, contestando a las impugnaciones 
de los Diputados ministeriales, con la fuerza irresistìble 
de la lògica y con la severa é incontestable elocuencia 
de la historia. Después de aquella luminosa discusión 
en que la simpàtica y persuasiva palabra del Diputado 
Quintana ha obligado à los opositores a reconocer el 
derecho del Congreso para dar la ley de intervenciones, 
^qué podria yo decir, sefior Presidente, que no fuese un 
pàlido reflejo de las ideas que con tanto brillo se han 
sostenido en la Càmara de Diputados. 

La necesidad de una ley regiara entan do el articulo 6** 
y el ejercicio de la facultad que él le confiere al Gobierno 
Federai, no solo nos la impone la misma Constitución, 
sino la historia sangrienta de los hechos ocurridos, que 
deben ser el hilo conductor de nuestro juicio para no 
extraviarnos buscando en los ejemplos de otros pueblos, 
lo que nuestra misma historia nos ensefia en cada una 
de sus luctuosas pàginas. 

La Constitución ha acordado en los articulos 5» y 
6*^ la protección y garantia del Gobierno federai a las 
instituciones locales de cada Provincia; y este deber y 
compromiso de la Nación que ha creado un derecho 
para los pueblos, ha creado tambien comoindispensable 
consecuencia la necesidad de establecer, por qué me- 
dios, en qué casos, y la forma en que esa garantia debe 
hacerse efectiva. 

Este es el punto capital de la cuestión, y sobre el 
cu^l no es posible que haya divergencia de opiniones. 
Se ha sostenido, sin embargo, que el Congreso no tie- 
ne derecho para dar està ley; que no tiene derecho 
para calificar los casos de conmoción interior y cuàndo 
una Provincia se balla fuera de las formas republica- 
nas. ' Pero los mismos sostenedores de està inexplica- 
ble aberración para hacer mas patente sus contradic- 
ciones, presentan a la consideración del Congreso 
aconsejando su sanción, otro proyecto de ley que trae 
por recomendación el ser la ley que rige en los Estados 
Unidos. 

El mismo Ejecutivo ha tratado de oponerse a este 



— 164 — 



proyecto presentando otro, en el cual se trascribia la 
disposición de la ley dada por los Estados Unidos so- 
bre la materia, sin meditar que la Repùblica Argentina 
no son los Estados Unidos; ni las necesidades, cos- 
tumbres y hechos tienen algo de semejante con la 
vida de aquel gran pueblo, n acido de la pràctica de la 
libertad y educado en los principios de la federación 
que precedió à su organización independiente, puesto 
que nosotros salimos del militarismo colonial que aùn 
vive en nuestro espiritu, en nuestras tendencias y con- 
tra el cual venimos reaccionando desde la revolución 
de 1810. 

Querer trasplantar à nuestro suelo la legislación de 
los Estados Unidos, sin trasplantar sus costumbres 
ó su vida social; es un grande absurdo, porque seria 
legislar para un pueblo que no tenemos aùn, y que 
estamos creando en el molde de nuestra Constitución. 

En este terreno son igualmente insostenibles las opi- 
niones del Ejecutivo y sus sostenedores. 

Si el Congreso no tiene derecho para reglamentar el 
articulo 6® en la forma que lo hace el proyecto de ley 
que se discute, es claro que tampoco lo tendrà para 
reglamentarlo de ninguna otra manera. Pero reconocido 
el principio de la facultad del Congreso para tornar la 
participación que le corresponde en las funciones rela- 
ti vas à la protección y garantia de las instituciones 
provinciales, la cuestión quedaria simplificada y redu- 
cida ùnicamente a las proporciones de la ley, y ària 
extensión de facultades que se babràn de conferir al 
poder interventor. 

El derecho del Congreso y la necesidad de reglamen- 
tar los articulos 5® y 6^ ha sido reconocido en todos 
tiempos comò lo demostraré mas addante, tanto por 
el Poder Ejecutivo corno por nuestros mismos publi- 
cistas. Antes de ahora nadie se ha atrevido à poner 
en duda este derecho que nace de la esencia misma del 
sistema republicano y de la iiidispensable división é 
independencia de los poderes pùbiicos creados por la 
Constitución. 
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La pretensión, pues, de negarle al Congreso este de- 
recho, es nueva, sefior Presidente. — Ella felizmente no 
se apoya ni en la opinion de los tratadistas de derecho 
constitucional, ni en la jurisprudencia de los Estados 
Unidos, ni en nuestros propios precedentes. 

El derecho y la incontrovertible facultad del Congre- 
go para dar una ley, ya sea en està forma, ya en otra^ 
se deriva de la misma Constitución, y aùn cuando rara 
vez lo ha ejercido, no puede deducirse de aqui que ha 
renunciado à sus atribuciones para constituir en favor 
del Poder Ejecutivo un derecho nuevo y exclusivo 
para determinar y resolver por si solo los casos de in- 
tervención, y la manera de desempefiar està elevada 
función politica que tan intimamente se relaciona con los 
derechos de los pueblos. 

En 15 aftos que Uevamos de vida regular, bajo el im- 
perio de la Constitución, no ha surgido jamàs ni siquiera 
la duda sobre la exactitud de està doctrina. Todos los 
Congresos, los Poderes Ejecutivos; todos los publicis- 
tashan recònocido el derecho pieno del Congreso para 
dar la le}^ reglamentaria del articulo 6°, ó para decidir 
en cada caso la forma en que debiera ejercitarse la in- 
tervención. 

La ùnica objeción que se ha hecho el aiio pasado al 
proyecto de ley que se discutió en està Càmara, se refe- 
ria solo à la oportunidad; iiinguna otra observación se 
hizo, ni por los sefiores Senadores, ni por los Ministros 
del Poder Ejecutivo contra la lej' de intervención 

Pero ahora se dice, que no es solo al Congreso a 
quien corresponde resolver los casos de intervención. 
l Y quién ha negado al E. N. el derecho de participar 
en la sanción de las leyes? Seria absurdo pretender 
que las facultades conferidas por la Constitución al 
Gobierno Federai, fuesen solo ejercidas por cualquiera 
de los poderes aisladamente. ^Quién le ha prohibido 
al P. E. que mande sus ministros al seno de las Càmaras 
a tomar parte en el debate? La participación de am- 
bos poderes en la elaboración de la ley, es j tostamente 
lo que nosotros sostenemos: que el Congreso de la ley 
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con la concurrencia del Poder Colegislador, y que el 
Poder Ejecutivo la ejecute corno lo entienda mejor, que- 
dando sujeto à la responsabilidad que la Constitución 
ha establecido. 

l Hay algo mas sencillo, mas naturai, mas ajustado 
à la Constitución y à los principios de todo buen go- 
bierno ? 

^De qué proviene entonces està oposición al derecho 
esento y el desconocimiento de las prerogativas del 
Congreso? 

En la historia de la Repùblica, en los actos del Go- 
biemo de la Confederación, y en los del Gobierno del 
general Mitre, vamos a encontrar tambien una solución 
sàtisfactoria à las dudas que surgen de la tenaz opo- 
sición que se hace à este proyecto de ley. Vamos à 
ver en el estudio de aquellos actos relativos à las inter- 
venciones, que siempre que el Ejecutivo intervino fué 
en receso del Congreso, y que cuando fué requerida su 
intervención por las autoridades constituidas de las 
Provincias, estando el Congreso reunido, solicitó para 
acordarla la autorización del Congreso. 

Mejor que los tratadistas norteamericanos, mejor que 
los publicistas hablaràn los hechos con su incontesta- 
ble elocuencia. Ellos van à demostrar por el orden y 
el desenvolvimiento de los acontecimientos, que antes 
de ahora ningùn gobierno argentino se creyó autorizado 
para intervenir en los asuntos interiores de las Provin- 
cias sin ser prèviamente facultado por el Congreso; y 
que todas las intervenciones que han tenido lugar sin 
aquel indispensable requisito, han sido en receso del 
Congreso. 



Examinemos primero las intervenciones que durante 
el gobierno de la Confederación tuvieron lugar en las 
provincias. 

En 1853, poco tiempo antes de juradala Constitución, 
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se nombró por el Gtobierno Provisorio de la Confederd- 
ción, una comisìón compuesta del doctor don Màrcos 
Paz y del presbitero Lavaisse, Diputado al Congreso 
Constituyente, para arreglar pacificamente las diferen- 
cias ocurridas en las provincias del Norte, Cordoba, 
Santiago, Tucumàn, Salta y Jujuy. El decreto Ueva 
la firma de los seflores del Carni, Zuvìrfa y Fragueiro; y 
debe notarse que la comisión era simplemente pacifica- 
dora, sin autorìzación para emplear las armas, y que 
ella tuvo lugar antes de la organización definitiva de la 
Nación. 

En 1854, después de constitufdo el Gobierno Nacio- 
nal, fué declarada la provincia de Corrientes en estado 
de sitio, y comisionado el mismo Gobernador doctor 
Pujol, para pacificar aquella Provincia. No hubo 
propiamente intervención, ni las armas nacionales en- 
traron al territorio de Corrientes. El decreto fué 
expedido por el general Urquiza, Presidente entonces 
de la Confederación, y Ueva la firma del doctor don 
Benjamin Gorostiaga, su Ministro del Interior; y en 
uno de sus articulos se previene que se darà cuenta 
al Congreso, que aùn no se habla reunido, para su 
aprobación. 

En juliode 1856, tuvo lugar la revolución de Santa 
Fé que derrocó al seflor Cullen. — El Congreso se halla- 
ba reunido en el Paranà, y casi unànimemente estaba 
dispuesto à restablecer en su puesto al Gobernador de- 
rrocado, y asi lo habrìa hecho si el seftor Cullen no hu- 
biese renunciado. La renuncia del Gobernador legftimo 
hizo ìnnecesaria la intervención; pero dos meses des- 
pués, cuando el Congreso habia cerrado sus sesiones 
ordinarias, en Octubre 26, se comisionó con el caràcter 
de interventor al doctor Derqui. 

El 23 de Noviembre del mismo aflo, fué retirado este 
comisionado y nom brado en su lugar el general don Juan 
P. Lopez, promotor principal.de la revolución. — El he- 
cho fué escandaloso y trajo por consecuencia muchos 
otros; pero se habia procurado salvar las formas y los 
respetos al Congreso y no habia intervenido la fuerza 
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militar, limitàndose & etnplear la infiuencia moral del 
Gobierno Nacional. 

El 5 de Marzo de 1857, se autorizó por el Ejecutivo 
Nacional del Paranà, la primera intervención a La 
Kioja, comisionàndose al general Benavidez. — En 6 de 
Abril del mismo, se acordó la intervención primera a 
San Juan, comisionàndose al doctor don Nicanor Moli- 
na. — El 18 de Abril de este mismo ano, se le retiró la 
comisión al general Benavidez, cometiéndosela al doc- 
tor Molina. 

El 3 de Octubre de 1857, se acordó otra interven- 
ción à La Rioja, nombràndose al doctor don Mateo 
Luque para que, trasladàndose à aquella Provincia, 
procurase terminar pacificamente las diferencias ocu- 
rridas entre los poderes ptiblicos de ella. — El inter- 
ventor fué solo, sin aparato de fuerza y sin mas apoyo 
que la autoridad moral del Gobierno Nacional. 

El 14 de Octubre de 1858, se acordó otra interven- 
ción a San Juan, comisionàndose al general Galàn y al 
doctor don Baldomero Garcia. — Està comisión era ex- 
tensiva à las provincias de Mendoza, San Luis y La 
Rioja, y file muy luego reforzada por el doctor Derqui. 
— La historia de este suceso es bien conocida de todos 
y los procederes de los comisionados se nos han reco- 
mendado pocos dias ha comò Jurisprudencia Argenti- 
na^ aplicable al caso de San Juan. 

En 1859, en receso del Congreso, fiié comisionado 
el general don Pascual Echagtie para intervenir en 
Mendoza. En Julio del mismo aflo se presentò al Se- 
nado de la Confederación, un proyecto de ley man- 
dando suspender aquella intervención. El Poder Eje- 
cutivo no negò al Congreso su derecho, y mandò 
retirar la intervención, aunque el proyecto no Uegò 
à ser ley. 

En 1 860, en receso del Congreso, fiié nombrado el 
seflor Bustamante, actualmente Senador por la provincia 
de Jujuy, para intervenir en La Rioja. El podrà decir- 
nos cuantos batallones Uevaba a sus órdenes. 

En Noviembre de 1860 tuvo lugar la mas funesta 
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de las intervenciones à la provincia de San Juari, 
acordada con el consejo del Gobernador de Buenos 
Aires. 

En Abril de 1861, el doctor Derqui en persona inter- 
vino en la provincia de Cordoba, derrocó al sefior Peiìa, 
Gobernador de aquella Provincia, disolvió la Legisla- 
tura, desterró à los Diputados y reunió el ejército que 
trajo à Pavón. 

En Julio del mismo aflo se acordó la intervención à 
Santiago estando él Congreso reunido, pero sin auto- 
rización de éste, por cuya razón el Gobierno de Santia- 
go desconoció el caràcter del comisionado Nacional 
fundàndose en que la intervención no habfa sido auto- 
rizada por el Congreso. 

Como se ve, todas estas intervenciones, exceptuan- 
do la de Cordoba y Santiago, han tenido lugar en 
receso del Congreso y de todas ellas se daba cuenta, 
ya en mensajes especiales ó en las memorias anua- 
les de los Ministros, recabando la aprobación del Con- 
greso. 

No dejaré de hacer notar que las dos mas funestas 
intervenciones del Gobierno de la Confederación, la de 
San Juan y la de Cordoba, se ejecutaron con fuerza ar- 
mada y con el propòsito deliberado de destruir el orden 
legai establecido en cada una de esas Provincias, ava- 
sallando su soberania y quebrando los resortes del sis- 
tema constitucional establecidos por sus respectivas 
constituciones. 

Pasaré ahora à las intervenciones de la administra- 
ción del general Mitre, porque no quiero dejar la mas 
minima duda del reconocimiento que todos los Poderes 
Ejecutivos de la Repùblica hicieron de las facultades del 
Congreso. 

En Agosto 12 de 1862 tuvo lugar la intervención à 
Corrientes autorizada por el Congreso. 

En Septiembre del mismo aflo, intervención a la pro- 
vincia de Catamarca autorizada por el Congreso. 

En 1864, el Ejecutivo Nacional solìcitó la autorización 
del Congreso para intervenir en Salta. Después de un 
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debate sostenido entre los Ministros y algunos setLores 
Senadores, el Senado aegó la autorìzación porque no 
considerata que habìa Uegado el caso previsto por la 
CoDstitución. 

En 1866 el Congreso autorìzó por la ley del 4 de Oc- 
tubre la intervención à Catamarca y dio las reglas que 
debian observarse. 

En 1867. Se acuerdan las intervenciones à Mendoza 
y Cordoba en receso del Congreso. Intervención à 
Santa Fé, en receso del Congreso. Intervención reque- 
rida por el Gobiemo de La Rioja en Septiembre del ano 
pasado y solicitada por el Ejecutivo Nacional en un men- 
saje especial; no fué posible despacharla y la paz se res- 
tableció en aquella Provincia. 

La intervención à la provincia de Corrientes fué re- 
querìda en los ùltimos dias de la administración del 
general Mitre. El Gobierno actual intervino, pero nò 
para reponer al Gobernador derrocado sino para consu- 
mar la revolución. 

Varias veces se ha intentado dar una ley reglaraenta- 
ria del articulo 6^ En 1862 se presentò un proyecto 
por el Diputado doctor don Fenelón Zuviria En 1867 
se presentò otro por el Senador Rojo. En 1868 el Se- 
nador Pifteiro intentò legislar sobre intervenciones Ue- 
vando su pretensión basta atribuir al Congreso el dere- 
cho de designar la persona del interventor. En el mismo 
aiìo los seiiores Za valla, Aràoz y yo, presentamos el mas 
extenso de todos, basado en los mismos principios que 
el que boy se discute. 

En ninguno de estos casos, ni dentro ni fiiera del 
Congreso, se ha levantado una voz para negar el dere- 
cho de dar la ley al ùnico poder que puede hacerlo. 
^En qué jurisprudencia podria entonces apoyarse el Po- 
der Ejecutivo para desconocemos el derecho de legis- 
lar sobre la materia? 

Resulta, pues, que tanto por la jurisprudencia de los 
Estados Unidos corno por los precedentes argenti- 
nos, el derecho y la pràctica estàn de acuerdo para 
reconocer està facultad que boy se nos quiere arre- 
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batar à pretesto de una superioridad que no podemos 
aceptar. 

Si del estudio de los hechos pasamos à éxaminar las 
opiniones de los publicistas y de los hombres de esta- 
do, que alternativamente han ocupado los mas altos 
puestos de la Nación, encontraremos en primer lugar 
las opiniones de los seflores Sarmiento y Rawson, cuya 
competencia no puede desconocerse. No queremos 
citar à ninguna autoridad extranjera, no porque las 
miremos con desdén, sino porque ellas no han podido 
juzgar nuestras cosas con el mismo criterio que nos- 
otros. Oigamos al senor Sarmiento: € Despues de 
publicado el Redactor he visto que aquel mismo go- 
bierno ha declarado necesaria la requisición previa 
para introducir fuerzas federales à las Provincias. 
Motivos tan grandes corno éste, que importan la sal- 
vación de los pueblos y su tranquilidad, puesto que 
la ingerencia del Gobierno Nacional desde el afio 
52 basta la fecha, lejos de garantir a los pueblos su 
tranquilidad y sus instituciones, ha sido por el con- 
trario, el perturbador que ha traido la guerra. Era 
pues, necesario tomar las mas sérias precauciones, y 
la comisión no ha reformado mas que una sola pala- 
bra, la sin ella, 

€ Es sabido, seflores, que à estas palabras puede ha- 
Uàrseles otra interpretación comò a todas las cosas, 
pero comò se ha dicho en el debate, Buenos Aires no 
es San Juan, razón por la que no debe alarmarnos la 
ambigtiedad de la frase >. 

El doctor Rawson, tratàndose de la intervención à 
Catamarca el ano 62, decia: « La comisión ha crefdo 
f que à diferencia de lo que se ha hecho basta boy, se- 
€ ria ùtil establecer el antecedente de que la interven- 
€ ción debe hacerse con la autorización del Congreso. 
€ Asi es que todo acto, cualquiera que sea, del Poder 
€ Ejecutivo para intervenir en la politica interna de las 
€ Provincias, no seria ejercido en adelante, sino por la 
€ autorización del Cuerpo Legislativo de la Nación, por 
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€ que solo asi se consultarla detenidamente el interés y 
€ derecho de las Provincia.» 

El doctor Rawson ha sostenido siempre està doctrina 
corno puede verse en su memoria del ano 64 y en sus 
discursos en la cuestión sobre la intervención à Salta. 
El seflor Senador Bazàn y el Senador por Catamarca 
pensaban lo mismo que el doctor Rawson. 

El senor Elizalde sostenta idéntica opinion: e El Poder 
Ejecutivo no tiene derecho à intervenir en una Provin- 
cia sin previa autorización del Congreso; y este articulo 
viene à salvar complètamente un principio de gran tras- 
cendencia para la conservación de las lìbertades pùbli- 
cas de la Nación». 

En la extensa discusión habida el afLo pasado sobre 
està materia, la opinion de los seiiores Senadores y de 
los Ministros era consecuente con estas doctrìnas; nega- 
ban la oportunidad de la ley ó combatian la forma, pero 
reconocfan el derecho del Congreso. 

Uno de nuestros mas distinguidos publicistas se expre- 
sa en términos que no dejan ninguna duda acerca de las 
facultades del Congreso. 

« Ningùn poder, dice, debe ser ilimitado: ninguno de- 
€ be tener facultades extraordinarias. — La omnipotencia 
« de cualquiera de los poderes hace desaparecer su di- 
€ vision é independencia reciproca, y con ella la esencia 
« del gobierno representativo. 

€ Las funciones ó facultades mas importantes y pecu- 
€ liares del Poder Legislativo estàn reducidas en todos 
« los sistemas del gobierno conocido: 

€ A crear y suprimir contribuciones. 

« A presupuestar y examinar los gastos pùblicos. 

€ A levantar fuerzas railitares y arreglar su organi- 
ci zación. 

€ A calificar los casos de conmoción interior ó aia- 
€ que exterior que exijan la suspensión de la seguri- 
€ dad personal, 

€ Muchas mas que éstas son las funciones que de 
€ ordinario tocan al Poder Legisltativo; pero las enu- 
€ meradas son de tal modo peculiares que no pueden 
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€ ser ejercidas en ningtin caso ni bajo pretexto al- 
€ guno por otro poder que no sea el Cuerpo Legis- 
€ lativo». 

El afio pasado, cuando los senores Senadores de La 
Rioja y Cordoba se encontraban en las mismas filas que 
yo, sostenian los mismos principios que hoy combaten y 
que yo sostengo con la misma fuerza de convìcción. Se 
argiiia entonces corno ahora con la gravedad del asunto, 
corno si el Congreso no debiera ocuparse de cuestiones 
graves; corno si la misión del Congreso estuviera redu- 
cida ùnicamente à dar leyes de pensiones ó à aprobar los 
decretos del Poder Ej ecuti vo. 

La gravedad misma de la cuestión, es una razón demàs 
para que nos ocupemos y sancionemos este proyecto de 
ley, precisamente porque versa sobre una materia que 
afecta intimamente la libertad, las garantias y los dere- 
chos de los pueblos. 

Si descendemos, senor Presidente, del estudio de los 
hechos y de las opiniones de los publicistas, al anàlisis 
de los articulos de la Constitución, encontraremos nueva 
luz y doble fuerza à nuestro raciocinio, y mayores y 
mas concluyentes pruebas para sostener que la facultad 
de autorizar las intervenciones es una facultad exclusiva 
del Congreso. 

La Constitución confiere al Congreso la atribución de 
hacer la paz ó la guerra, hechos mas graves y transcen- 
dentales que autorizar las intervenciones à las Provin- 
cias. Es también atribución del Congreso, fijar la fuerza 
de mar y tierra, autorizar la reunión de milicias de todas 
las provincias ó parte de ellas, cuando haya que sofocar 
insurrecciones ó repeler invasiones. 

Si, pues, el Congreso tiene la facultad de movilizar 
las milicias y determinar en cada caso la reunión de la 
Guardia Nacional, y si es también una atribución del 
Congreso votar los gastos, determinar su aplicación, y 
del Senado prestar su acuerdo para nombrar embajado- 
res, Ministros pùblicos, Jueces superiores é inferiores 
para la adnlinistración de Justicia Federai ^cómo podria 
dejar de tener la facultad de calificar los casos de con- 
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moción interior y la necesidad de la intervención que 
tales sacrificios y erogaciones demanda al Gobierno 
Federai? 

Se me dirà que con el ejército de linea pueden des- 
empeflarse las funciones que la intervención requiere. 
Pero el ejército de linea està igualmente sujeto à las 
leyes del Congrego. El Congreso fija el nùmero de fuer- 
za de que se ha de componer; vota los sueldos y deter- 
mina su organización, y en una palabra, determina 
tarobién la colocación que el todo ó parte de él ha de 
tener en la frontera en virtud de la atribución 15 del ar- 
ticulo 67 de la Constitución. 

Ademàs de * estas facultades importantes y decisivas 
que la Constitución confiere al Congreso, existen otras 
auxiliares, ménos trascendentes, pero que vienen con- 
juntamente à corroborar mi doctrina, desvaneciendo el 
error en que incurren los que hacen oposición à este 
proyecto. 

^Qué rol tendria el Congreso en la composición de un 
gobierno republicano si no tuviese ni siquiera el de dis* 
cernir, cuàndo y en qué extensión se han de invertir los 
dineros pùbiicos en las intervenciones? Mero instru- 
mento de la voluntad del Poder Ejecutivo, seria sólo una 
rèmora à las deliberaciones de este, ó un censor fasti- 
dioso y molesto de todos sus actos. 

Afortunadamente, seflor Presidente, en las cuestiones 
de principios que versan sobre las prerogativas de los 
poderes pùbiicos, un acto cualquiera, viene à dejar esta- 
blecida la verdad y fuera de toda contraversia lo mismo 
que se ha pretendido negar. 

El mismo Poder Ejecutivo, de cuya voluntad parece 
que quieren hacerse intérpretes los impugnadores de 
este proyecto de ley, ha reconocido explicitamente las 
incuestionables atribuciones y derechos del Congreso al 
someter à su consideración la ley que rige en los Esta- 
dos Unidos, recomendàndola comò mas adecuada para 
satisfacer la necesidad que se siente de una ley regla- 
mentaria del articulo 6** ìQué prueba mas concluyente 
puede ofrecerse del incontrovertible derecho del Con- 
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greso? ^No es verdad que esa ley viene à revelar lo 
mismo que se desea ocultar? 

No queda, pues, otra cosa que examinar sino, si la 
oportunidad de que el Congreso ejerza tan importante 
atribución ha Uegado ó nò; si es mejor que diete una 
ley general ó que se reserve el dictar una ley en 
cada caso. Los sostenedores de las ideas del Poder 
Ejecutivo se empeftan en demostrar la inconveniencia 
de dictar leyes bajo la impresión de los acontecimientos 
y al calor de lais pasiones que ellos pudieran desper- 
tar. ^Y cuàles son los acontecimientos que pudieran 
torcer nuestro juicio, extraviar nuestra razón y empafiar 
con el allento de la pasión las disposiciones de una ley? 

Hoy no se puede decir que ninguno de los seflores 
Senadores, ni los que sostenem'os el proyecto, ni los que 
lo combaten, estàn prevenidos por las intervenciones 
que han tenido lugar, porque todos estamos con nues- 
tro espiritu tranquilo y nuestra razón serena, preocu- 
pados sólo de discutir sin pasión los intereses de los 
pueblos. 

Pero, si todas estas consideraciones no bastasen para 
aconsejar la sanción de una ley de intervención; si las 
razones teóricas que nos guian no fuesen suficientes, 
bastarian, seftor Presidente, los hechos y la pràctica de 
las intervenciones que han tenido lugar para que el 
Congreso no se desprendiese de sus facultades dejando 
al Poder Ejecutivo que intervenga sin su anuencia cuàn- 
do y còrno se le antoje. 

Ahi està, senor Presidente, la historia sangrienta de la 
Repùblica, con todos sus excesos y extravios en los 
quince aftos de vida constitucional, para probar que 
ninguna de las intervenciones que se han Uevado a las 
Provincias, ha respondido à los propósitos del Poder 
Ejecutivo y del Congreso. 

En ningùn caso el Poder Ejecutivo ha podido afianzar 
la paz en las Provincias, objeto primordial de las inter- 
venciones, ni satisfacer à los partidos que se disputa- 
ban el poder. No ha conseguido otro resultado que 
comprometer el crédito del Gobierno; comprometer su 
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prestìgio tan necesario para la buena administración 
en las cuestìones locales en que ha tenido que mez- 
clarse con ocasión de las intervenciones, debilitando 
el poder de las Provincias en vez de dilatar su esfera, 
de robustecer, en fin, la autonomia federai de cada una 
de ella. 

Muchisima sangre y muchisimo dinero cuestan à la 
Nación, seftor Presidente, las intervenciones, sin otro 
fruto que dejar permanentemente perturbada la tran- 
quilidad de las Provincias. Y en presencia de estos he- 
chos, de estos errores cometidos en la esfera de cada 
uno de los poderes ^podràse insistir en la continua- 
ción de esa politica de intervención, y de intervención 
discrecional del Poder Ejecutivo? ^No es ya tìempo de 
que el Congreso reivindique sus derechos restringien- 
do el ejercicio de facultades usadas sin criterio y sin 
mas regia que la voluntad del primer magistrado de la 
Nación? 

^No seria mas sensato por parte del Poder Ejecutivo 
que en lugar de oponerse à està ley, corno lo ha hecho 
ya por actos pùblicos, hubiera venido à apoyar la inicia- 
tiva del Congreso, procurando la reglamentación del 
articulo 6®, que lo descargase de toda responsabilidad? 
iEl excesivo celo que manifiesta por sus atribuciones no 
estaria mejor expresado respetando las atribuciones del 
Congreso? 

No se necesita mucho estudio para comprender que 
esto era lo que le convenia al Poder Ejecutivo, lo que le 
aconsejaba la buena politica y el sincero desco de pro- 
pender al bien de los pueblos. 

El Congreso, sefior, ha respetado siempre las atri- 
buciones del Poder Ejecutivo. No hay un acto sólo 
de este cuerpo en el que haya extralimitado sus fa- 
cultades Por el contrario, es evidente que en muchos 
casos, ya fuese impelido por una extrema necesidad, ó 
porque las medidas eran de un caràcter urgente, el Po- 
der Ejecutivo. ha usado de las facultades del Congre- 
so, viniendo en seguida a pedir la aprobación de sus 
actos. 
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En este mismo afio hemos aprobado algunos decretos 
de caràcter legislativo expedidos por el Poder Ejecutìvo 
en receso del Congreso. 

Acaba de leerse, sefior Presidente, un proyecto de ley 
presentado por el sefior Senador por Catamarca que co- 
rrobora lo que dejo expuesto. 

El Congreso del afio' pasado en sus ùltimas sesiones 
le puso el sello de su conformidad à la ley de patentes 
de invención. El Poder Ejecutivo revocò esa ley por 
un decreto dos meses despues, y de ese acto se nos 
pide aprobación. ^Puede citarse algùn hecho del Con- 
greso igual ó parecido al que acabo de seftalar? ^Hay 
algùn antecedente que pueda revelar la intención por 
parte del Congreso de usurpar atribuciones del Poder 
Ejecutivo? 

Entonces, pues, lo que corresponde para conservar 
la paz es no ehtorpecer la marcha y el juego de las ins- 
tituciones; que cada uno de los poderes obre dentro 
de la òrbita de sus facultades constitucionales, que 
ninguno de ellos ultrapase sus atribuciones, y que todos 
concurran con patriótico propòsito a proveer al pais 
de las leyes que necesita para su mejor gobierno. 

Està es nuestra misiòn, està es la misión del Poder 
Ejecutivo y es también el deber de todos los hombres 
bien intencionados, que tengar^ verdadero interés en 
afianzar la paz y el bienestar de los pueblos- 

Si bay presuntos ò fundados temores de que el orden 
pùblico pudiera ser alterado, el proyecto provee al Po- 
der Ejecutivo de todos los medios necesarios para aten- 
der a la seguridac^ nacional. El le deja, ademàs, la facul- 
tad de intervenir en receso del Congreso cuando su 
intervenciòn fuese requerida, con la especial circuns- 
tancìa que no se le determina su proceder dejàndolo 
àrbitro para ejercer està autorizaciòn segùn lo entienda. 
iQué mas puede exigirse, sefior Presidente? Le damos 
una ley para que intervenga en las Provincias, para que 
movilice la milicia, para que gaste los dineros pùblicos, 
sin limitaciòn de ningùn gènero. Entonces, iqué le 
falta? iQué puede necesitar para el ejercicio y desem- 
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petio de las altas funciones que la Constitùción ha en- 
comendado à los poderes pùblicos? ^Se quiere hacer 
una cuestión de amor propio entre el Ejecutivo y el 
Congreso? ^Puede ser esa la intención que preside la 
resistencia a està ley? De ninguna manera; yo no hago 
tal ofensa à la circunspección que debe presidir todos 
los actos del Ejecutivo. 

Pero, confieso que no comprendo cuàl sea el móvil 
que haya podido impulsar al Poder Ejecutivo à dar à este 
asunto el caràcter que le ha dado. 

Necesitaria oir a alguno de los sefiores Ministros ó de 
los seftores Senadores que se han encargado de ser los 
intérpretes del pensamiento del Ejecutivo. 

Por lo tanto, seflor Presidente, yo deseo y voy à de- 
jar la palabra, que el sefior Senador por Cordoba, miem- 
bro disidente de la Comisión de Negocios Constitucio- 
nales, à quien no hemos tenido el gusto ni de escuchar 
en los debates de la comisión, que nos manifieste en 
este recinto las razones por qué ha firmado en disiden- 
cia, y cuàl es la causa que impulsa al Poder Ejecutivo 
a desconocer este derecho que la Constitùción ha con- 
ferido, que la razón aconseja respetar, y que la justicia 
y la buena politica debieran inducirlo à proclamar. 
^Qué interés puede existir en hacer ilusorias las atribu- 
ciones inherentes al Poder Legislativo, negandole toda 
participación tanto en la politica comò en la adminis- 
tración? ^Se quiere hacer del Congreso un elemento 
completamente negativo? La vida constitucional de 
otros pueblos nos demuestra que es imposible la mar- 
cha de las instituciones, el progre^o 3' el buen go- 
bierno del pais, alli donde los poderes pùblicos no 
proceden de perfecto acuerdo en la aplicación de los 
principios que constituyen el gobierno que se ha adop- 
tado. <;Qué beneficios reportaria la Nación de un Con- 
greso que no fuese en la pràctica mas que una reunión 
de autómatas, dispuestos siempre à decir si à todo 
lo que les propusiera el Poder Ejecutivo? (Àplausos): 

La historia nos dice lo que debemos esperar. 

He dicho. 
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DESPTJES DEL DISCURSO DEL Sb»ob PlftERO 

EN LA HISMA SESIÓN DEL 21 



Setior Orofio — Pido al senor Secretarlo tenga à bien 
leer un proyecto de ley que he dejado sobre la mesa de 
la Secretarla que va a responder a las doctrinas que ha 
emitido el senor Senador por Cordoba con sus propias 
opiniones. 

El Senado y Cdmara de Diputados^ etc. 

Articulo l^ Derógase la ley de 28 de Septiembre 
de 1866 promulgada el 4 de Octubre del mismo ano, 
que autorizó al Poder Ejecutivo à intervenir en Cata- 
marca. 

Art. 2° En addante, cuando el Gobierno sea reque- 
rido para intervenir, es obligado à solicitar del Congreso 
autorización para llevar ó nò la intervención, debiendo 
igualmente solicitar el caràcter y alcance de sus faculta- 
des y atribuciones y el objeto, con la denominación del 
nombre propio de la persona que deba llevar à cabo la 
intervención. 

Art. 3** Desdela fecha de la promulgación de la pre- 
sente ley, el Tesoro Nacional no pagarà gasto alguno 
hecho después de dicha fecha, en la nìovilización de 
milicias ó uso de fuerza de Ifnea, armamento, municio- 
nes, provisiones, vestuarios, etc, ni en los gastos per- 
sonales, sueldos, etc, de ningùn interventor, en tanto 
que la intervención no hubiese sido acordada por el 
Congreso. 

Art. 4^ Cesan desde està fecha todas las intervencio- 
nes é interventores que existieren basta està fecha ejer- 
ciendo tales funciones. 

Art. 5° Comunlquese. 

Af. Pigerò. 

He aqui, sefior Presidente, la mas cumplida refutación 
que se puede hacer del discurso del sefior Senador por 
Cordoba. 



— 180 — 



SeHor PiHero — Aquf tengo otro hecho del seftor Se- 
nador. 

SeHor Orofio — Veremos qué es lo que tiene el senor 
Senador. Lo que ha de tener son preocupaciones 
sobre la facultad de intervenir que él la atribuye ahora 
exclusivamente al Poder Ejecutivo, y que el ano pasado 
la suponla exclusivamente en el Congreso. 

Lo que acaba de exponer el seftor Senador respecto à 
la ley de los Estados Unidos, es un argumento irrefuta- 
ble en prò de las facultades del Congreso. 

Si aquella ley es distìnta à la nuestra es porque son 
también distintas las condiciones orgànicas y politicas 
de cada pais. A pesar, pues, de aquella ley, a pesar de 
la luz que habia arrojado à la inteligencia del seftor Se- 
nador para convertir su juicio contra los poderes del 
Congreso, él no ha podido desconocer que segùn nues- 
tras propias instituciones, era facultad del Congreso dar 
la ley, corno voy à demostrarlo haciendo un breve exa- 
men de su proyecto de ley. 

SePlor Finero — El hecho es que no era esa mi opinion; 
queria contener al Congreso . 

Seiìor Orofio — No; no era esa la intención del seftor 
Senador al presentar ese proyecto de ley; y la prueba es 
el hecho de que cuando los miembros de la comisión de 
Negocios Constitucionales presentaron al Senado su 
proyecto de ley de intervención, el seftor Senador les 
increpó el que no hubiesen tornado en consideración su 
proyecto de ley. Se sientan a mi lado dos senores Se- 
nadores, mis colegas de comisión del afto pasado, que 
pueden rectificar este recuerdo sino fuere exacto. 

SeHor Fiflero — Es cierto 

Seiìor Orofio — Luego el seftor senador queria que su 
proyecto fuese ley de la Nación; él creia que su proyecto 
era mejor que el nuestro 

Sefior Pifiero — Porque el objeto que tenia era conte- 
ner a la Càmara. 

Sefior Orofio — Perdone, seftor Senador, su proyecto 
fué presentado un mes antes de que se discutiera el de 
la comisión, y antes de toda iniciativa de ley de inter- 
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vención. El fiié concebido tres afSos después de haber 
conocido el senor Senador por primera vez la ley de 
los Estados Unidos. La ley dictada en los Estados Uni- 
dos en 1 795, no debió ser por consiguiente la que hizo 
la luz en su juicio, puesto que en 1868 el seiìor Senador 
presenta un proyecto cuyas prescripciones entranan 
principios diametralmente diversos. No, lo que le hizo 
entender mejor la Constitución, lo que verdaderamente 
modincó el juicio del senor Senador éhizo la luz en su 
inteligencia, no fué la ley de 1795, fué la de fecha del 12 
de Octubrede 1868. (Aplausos). 

Seiìor Presidente — A la segunda manifestación de 
este gènero la barra sera despejada, y lo anuncio previ- 
niéndola, porque ella sabe que cuando digo una cosa la 
cumplo. 

Seiìor Orono — El senor Senador por Cordoba preten- 
diendo rectificar la relación que he hecho de las inter- 
venciones, para deducir la inconsecuencia de mi modo 
de ver estas cuestiones, me ha atribuido opiniones que 
no he manifestado nunca en està Càmara. El Senador 
por Santa Fé, a que él se refiere, es el senor Senador 
doctor Granel. 

La manera cómo'ha traido este recuerdo el Seflor Se- 
nador por Cordoba, acusa la intención de hacer enten- 
der a los senores Senadores y a la barra, que esa incon- 
secuencia que hoy he hecho notar en él existia en mi. 
Yo no fui quien dijo esas palabras, fué mi colega Sena- 
dor por Santa Fé; pero no se fundaba en que el Con- 
greso no tenia autorización, sino en que al calor de las 
pasiones, la oportunidad en que la ley queria darse, no 
era la mas propia para dictar aquella ley. 

Sefior Pitterò — En la sesión està que el senor Senador 
fué y puedo citarle 

Sefior Orofio—'No me ha de citar nada, senor Senador. 

Senor Pillerò — Yo le he de citar el hecho mas grave, 
y es que hoy està reunido con los interventores que de- 
rrocaron su gobierno, que està unido en ideas y en pro- 
pósitos con ellos. 

Sefior OroHo- Eso no probaria mas, senor Senador, 
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que el elevado espfritu que preside mis actos. Yo no 
veo ni tomo en cuenta las personas, sino los principios, 
y cuando yo sostengo un derechó de los pueblos ó un 
derecho del Congreso, no pregunto quiénes son los que 
lo defienden conmigo. (Aplausos). 

Me complace mucho^ sefior Senador, que los que in- 
tervinieron en la provincia de Santa Fé, ó los que orde- 
naron aquella iritervención, se encuentren a mi lado 
sosteniendo lo que yo considero una verdad cmistitu- 
cional. 

Seiìor Pifiero — Es el seftor Senador que està à su lado. 

Sefior Oroflo — Ni yo estoy del lado de los que e! sefior 
Senador cree, ni ellos estàn del mio en el sentido que se 
ha dado à està palabra; estamos todos en la misma fila, 
con la bandera de la Constitución en la mano, unidos 
por un mismò sentimiento de dignidad y por la misma 
resolución de resistir a los avances del Poder Ejecutivo, 
resistiendo al mismo riempo las pretensiones absorven- 
tes ó depresivas de la dignidad del Congreso, obedecien- 
do à los deberps que nos impone el mandato que hemos 
aceptado; y yo, por mi parte, obedeciendo también à pro- 
fundas convicciones. 

Para probar basta donde Uega la tionsecuencia de mis 
opiniones de boy con las del ano pasado, y las que he 
sostenido siempre, pido al senor secretario que se sirva 
leer los dos primeros articulos del proyecto de ley que 
presentamos el ano pasado, reglamentando el articulo G'» 
de la Constitución. 

El Senado y Cdmara. de Diputados de la Nacion^ 
sancionan con fuersa de ley, 

Articulo 1° Toda intervención del Poder Ejecutivo 
Nacional en el territorio iie las Provincias de la Repù- 
blica, à los objetos del articulo 6° de la Constitución, 
sera previamente autorizada por el Congreso, con suje- 
ción a las prescripciones de està ley. 

Art. 2« Cuando el Congreso se halle en receso, la 
intervención podrà Uevarse a efecto por el Poder Ejecu- 
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tivo à requisición de las autoridades constituidas, dando 
cuenta al Congreso de su resultado en los primeros dias 
de sus sesiones. 



Ahi tiene la prueba el seflor Senador de que el afio 
pasado pensaba yo del mismo modo que ahora, con 
la sola diferencia que entonces proponia una ley re- 
glamentaria del articulo 6° estableciendo reglas para 
todos los casos, ya fuese que el Congreso autorizase la 
intervención, ó que el Poder Ejecutivo interviniese en 
su receso. 

Por lo demàs, seflor Presidente, si yo corno Goberna- 
dor de Santa Fé, requeri la intervención del Gobiemo 
Federai, lo hice haciendo uso del derecho que la Cons- 
titución acuerda à las Provincias, sin que me fuese licito 
juzgar en ese momento si la intervención habia sido 
bien ó mal acordada, porque tal derecho no puede exis- 
tir en el Gobiemo de la Provincia que solicita la inter- 
vención del Poder nacional. 

Se votò el proyecto en general y fué aprobado, que- 
dando pendiente para la próxima sesión la discusión en 
particular. 



Sesión del 24 de Agosto de 1869 



Seflor OroHo — Todo lo que el senor Senador por Cor- 
doba acaba de exponer en su discurso, se reduce à sos- 
tener las mismas doctrinas que ha emitido en la sesión 
anterior, à complementar la exposición de los fundamen- 
tos en que apoya el desconocimiento de las prerogativas 
del Congreso, A ratificar, en una palabra, su oposición 
al proyecto. Creo que este punto està fuera de toda 
discusión, porque él ha sido resuelto por la sanción de 



— 184 — 

ambas Càmaras, en sentìdo opuesto a las ideas del senor 
Senador. 

No se trata ya por consiguiente, de investigar a quien 
corresponde la facultad de dictar la ley de intervención, 
ni es regalar que nos detengamos à examinar de qué 
manera debe ejercitarse està facultad en los casos ocu- 
rrentes. Para esto seria necesario reabrir la discusión 
variando las formas del proyecto de ley aprobado en 
general. 

Lo que ahora debe discutirse son las condiciones que 
està ley debe revestir, procurando la mayor perfectibili- 
dad posible en sus disposiciones, para satisfacer las exi- 
gencias de la Constitución que autoriza al Gobierno Fe- 
derai a intervenir en las Provincias cuando sea requerida 
su intervención, ó cuando la forma republicana hubiese 
sido revocada por otra forma contraria. 

Nada ha dicho de esto el senor Senador por Cordoba; 
ha prescjndido de la cuestión revelando, al parecer, el 
propòsito de insistir en su oposición à la sanción de la 
ley, ó en el desconocimiento de las facultades del Con- 
greso que ha sostenido en la sesión anterior. 

Todas las Constituciones de los pueblos libres han 
consignado el principio Salvador de la división de los 
poderes, porque han querido evitar la concentración en 
una sola mano, ó en una sola rama del gobierno, de un 
gran poder que, nulificando las atribuciones de los otros 
departamentos en que està dividido el gobierno, vendria 
a constituir un poder dictatorial, sin contrapeso, sin res- 
ponsabilidad, y ageno completamente à la indole del 
■gobierno representativo. 

La Legislatura de Massachussetts imprimia al frente 
de su Constitución la siguiente declaración. — iQuere- 
mos que los poderes estén divididos, porque queremos 
que en Massachussetts gobiernen las leyes, no los hom- 
bces». Este es el principio proclamado por todos los 
pueblos libres; el nuestro no puede ser una excepción. 
La Constitución Argentina no ha podido autorizar à uno 
solo de los tres poderes que componen el Gobierno Fe- 
derai, para ejercer autoritativamente las funciones co- 
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metìdas a lòs demàs, ó conjuntamente al Poder Legisla- 
tivo y al Poder Ejecutivo. 

Es evidente, pues, que el Gobierno Federai tiene la 
facultad de intervenir. No bay una sola persona, ex- 
ceptuando el senor Senador por Cordoba, que desconoz- 
ca està facultad — No bay un solo tratadista de derecbo 
constititucional, una sola clàusula de la Constitución que 
no reconozca este principio. 

^Pero qué se entiende por Gobierno Federai, y cuàl 
es el poder que ha de ejercer la facultad de intervenir? 
Parece deducirse de las palabras del sefior Senador por 
Cordoba, que el Gobierno Federai es ùnicamente el Po- 
der Ejecutivo, desde que pretende que solo éste debe in- 
tervenir con sujeción à su propio criterio y opiniones, 
con prescindencia del Congreso. 

Seria ofender la ilustración de la Càmara si yo me 
propusiera hacer la definición constitucional de la pala- 
bra Gobierno Federai. La Constitución no admite otra 
interpretación que la que el derecho pùblico reconoce, 
ni es posible suponer que las palabras del código funda- 
mental de la Nación, expresen una idea ó un pensamien- 
to distinto del que legalmente se desprende de ellas. 
^iCuàl seria el poder pùblico Uamado a intervenir con 
mayor grado de perfección, el Poder Ejecutivo ó el Con- 
greso? El senor Senador dice que ha resuelto la difi- 
cultad diciendo: tstempre el Poder Ejecutivo, llàmese 
Derqui, Urquiza, Mitre ó Sarmiento, el Poder Ejecuti- 
vo ha de intervenir siempre mejor que todos los Con- 
gresos». 

De està opinion parece deducirse también que él 
entendiera que el Congreso quiere arrogarse la facultad 
de ejecutar la intervención. El Congreso no puede pre- 
tender un absurdo; la ley no puede contenerlo. ^Quién 
puede pensar que al dar la ley que estamos discutiendo, 
el Congreso se reserve el derecho de ejecutarla, de 
trasladarse à las Provincias à ejercer la intervención? 
Nadie; se trata ùnicamente de establecer condiciones 
de garantià y acierto en el desempefto de funciones 
que son tanto mas delicadas, cuanto mas graves sean 
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las cìrcunstancias y los hechos que motiven la inter- 
vención. 

Si hay peligro que el Congreso se apasione; si se teme 
que pueda precipitarse ofuscado por los acontecimientos 
que se desenvuelvan en la Provincia conmovida;si puede 
errar cediendo à las exigencias de los partidos, interesa- 
dos unos en que se intervenga, y otros en que no; ese 
peligro es doblemente mayor con referencia al Poder 
Ejecutivo compuesto de una sola persona, porque al fin 
los Ministros no son sino meros consejeros del Presiden- 
te. Ese peligro es tanto mas grave en el Presidente de 
la Repùblica, porque està mas expuesto à interesarse en 
las cuestiones locales, favoreciendo à aquellos que se- 
cunden su politica, ó apasionàndose contra los que man- 
teniéndose alejados é independientes de su influencia, 
los considere adversarios. 

Én nuestra vida federai, la ilimitación de facultades 
ha hecho que los gobernantes comeiieran abusos de 
todo gènero. 

En Estados Unidos pueden darse leyes revistiendo al 
Presidente de poderes absolutos. AUi esos poderes no 
danarlan corno entre nosotros; porque alli cada pueblo 
sabe lo que le corresponde, cada pueblo sabe basta qué 
punto se consultan los derechos individuales, y cada pue- 
blo, en fin, sabe que un Presidente no se atreveria à ser 
conspirador perpetuo contra las autonomias provincia- 
les, porque caeria corno conculcador del sistema fe- 
derai. 

Entre nosotros es muy distinto Conferir poder abso- 
luto à un Presidente para ingerirse en la marcha de las 
localidades, es acabar con el federalismo. 

No se debe perder de vista la diferente evolución que 
se ha operado y se opera entre nosotros y los Estados 
Unidos. 

Nosotros luchamos por acabar con el espiritu colonial 
que es el unitarismo. Toda nuestra marcha debe tender 
à la descentralización del poder y à dar vida propia à las 
Provincias 

Los Estados Unidos no han tenido que reaccionar 
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corno nosotros, El sistema federai fué la nutrición co- 
lonial de los Estados. AUi no se comprende esa lucha 
del unitarismo con el principio federai. De alll la enor- 
me diferencia en nuestra Vida republicana con la de aquel 
pais. 

De esa diferencia nacen los tópicos que deben guiar- 
nos en el desempeiìo de la tarea de legisladores» consul- 
tando ante todo el desarme del vireynato para dejar im- 
perante la federa ción. 

Los reformadores de la Constitucióp Argentina, te- 
niendo presente un hecho sangriento corno el que habfa 
tenido lugar en San Juan, se pusieron en todos los casos 
al reformar el articulo Q^, El senor Sarmiento sostenien- 
do la reforma y la conveniencia de suprimir la palabra 
sin ella^ decfa: cquiero quitar està facultad que ha hecho 
que se ensangrienten los pueblos, que ha causado males 
sin cuento entendiéndose que el Poder Ejecutivo podia 
intervenir à su antojo». 

El senor Senador ha manifestado tanto en la sesión 
anterior comò en està, una especial predilección por las 
doctrinas constitucionales de Pomeroy, y yo voy à ser- 
virme de esas doctrinas para sostener el derecho del 
Congreso, y para rebatir con las opiniones de aquel pu- 
blicista la errada interpretación que se hace del espiritu 
de la Constitución. 

€ El poder de hacer las leyes necesarias reside en el 
Congreso, el poder de ejecutarlas en el Presidente. 
Ambos poderes implican muchos otros poderes infe- 
riores y auxiliares para su perfecto ejercicio. Ni el 
Presidente puede entrometerse en la autoridad exclu- 
siva del Congreso, ni el Congreso en la autoridad ex- 
elusiva del Presidente, El Presidente, comò coman- 
dante en gefe, pone en ejercicio otras atribuciones 
cuya ocasión de aplicarlas ha proporcionado la Legis- 
latura. El Congreso puede dirigir el modo en que el 
Presidente ha de ejercer su poder, usando de su fa- 
cultad para levantar ejércitos, mantener escuadras, 
proveer de recursos, etc, porque en el hecho no haria 
sino ejercutar sus raandatos. Como el Congreso tiene 
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t que decretar los gastos, puede fijar los objetos espe- 
€ ciales à que se ha de apHcar el dinero. En todos los 
€ casos se puede dejar mucho ó poco à la discreción del 
« Ejecutivo y sus subordinados segùn le parezca mejor 
€ à la Legislatura. 

El senor Senador por Cordoba, interpretando un pà- 
rrafo de aste libro, amenaza al Congreso con las facul- 
tades del Presidente; pero M. Pomeroy no dice lo que se 
le quiere hacer decir; lo que dice es, que el Poder Eje- 
cutivo es exclusivo en la ejecución de la ley, asl comò el 
Congreso es excliisivo para dictarla. 

Ya ve, pues, corno basta las facultades que son exclu- 
sivas del Poder Ejecutivo estàn limitadas por la acción 
del Congreso. 

SeHor PiUero — Convenido, sefior Senador. 

SeHor Oroflo — Y si està convenido el seiior Senador 
en que el Congreso tiene la facultad de dar la ley, £por 
qué no convendrà en que la facultad de intervenir en las 
Provincias no puede ser exclusiva del Poder Ejecutivo, 
porque està de por medio el derecho de los pueblos? 

SeHor PiHero — Ya le explicaré después que deje la pa- 
labra; no quiero interrumpirlo. 

SeHor OroHo — Puede hacerlo el seftor Senador, aun- 
que me ha de explicar comò lo ha hecho ya, y en ese 
sentido es inùtil toda explicación. 

Mientras que insista el seiior Senador en negar al 
Congreso la facultad de dar la ley, le declaro una vez por 
todas que no me ha de convencer. Ahora, si quiere pre- 
sentar reformas à la ley, no sera dificil que nos entenda- 
mos, porque pudiera ser que sus opiniones fuesen acep- 
tables, y yo estaré siempre dispuesto à admitir toda 
indicación justa y conveniente. 

Es, pues, fuera de duda, que conservando el Congreso 
el derecho de dictar las leyes sobre intervenciones; que 
reservàndose el derecho de apròvar ó desaprobar los ac- 
tos del Poder Ejecutivo en la ejecución de las interven- 
ciones, hay mas garantia de acierto; y el peligro de la 
paz interna de las Provincias, y la violación de sus de- 
rechos, sera siempre mas remoto. 
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La experiencia nos ensena a desconfiar de la debili- 
dad de los hombres. Si nuestras instituciones son idén- 
ticas a las de los Estados Unidos, la pràctica no es la 
misma ni el buen sentido de nuestros hombres pùblicos 
nos inspira esa ilimitada confianza que el pueblo Ame- 
ricano ha manifestado en sus hombres de Estado. — 
Alli prevalecia la politica de la no intervención en los 
asuntos internos de los Estados. — El célèbre Jaksson, 
el Presidente mas belicoso de Estados Unidos, profe- 
saba esa doctrina, y en una ocasión solemne, cuando 
se insurreccionaron las Carolinas resistiendo las leyes 
del Congreso sobre las tarifas, Jaksson se limitò a to- 
rnar ciertas medidas conminatorias, pero no juzgó que 
debia intervenir. — El asunto terminò por una transac- 
ciòn comò han terminado todas las dificultades en 
aquel pais de tan admirable buen sentido; y esa tran- 
sacciòn es conocida basta boy con el nombre de Klay, 
su iniciador. 

Yo no he dudado nunca, senor Presidente, y me sor- 
prende que en el recinto del Congreso Argentino, se 
venga a arrojar por la primera vez la duda de que està 
facultad le està vedada al Poder Legislativo. Si se di- 
jera que està ley no es conveniente, que puede ser me- 
jor hacer en ella una reglamentación mas extensa, de- 
terminando con claridad y precisiòn los deberes del 
interventor, yo no lo extranaria; y por el contrario, 
encontraria pertinente y racional està observaciòn. 
Pero sostener que el Congreso no debe calificar los he- 
chos que den motivo à una intervención, que debe- 
mos ser testigos impasibles de los errores ò de los 
abusos del poder; que debemos contemplar en silen- 
cio los males y la ruina de los pueblos, es sostener la 
negaciòn de todos los principios fundamentales en 
que reposan las instituciones; seria constituir en el 
hecho un poder oninipotente, superior al derecho de 
los demàs poderes que la Constituciòn ha organizado. 

Si no tiene el Congreso el derecho de iìjar la regia à 
qué debe subordinarse el interventor, si no puede reveer 
los actos del Poder Ejecutivo para aprobarlos ò enmen- 
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darlos segùn las disposi ciones de la Constitución, £cuàl 
serfa entónces el derecho que le quedaria? ^No es ver- 
dad que por este camino constituiriamos un poder ab- 
soluto en pugna con todas las disposiciohes de la 
Constitución? Pero se dice que si el Poder Ejecutivo 
viola la Constitución, y la viola con la intención dafiada 
de hacerlo, tenemos corno correctivo la acusación y la 
destitución. Pero la acusación no es siempre posible, 
senor Presidente, y lo sera tanto ménos siguiendo la 
pràctica de las intervenciones oficiosas, pues que los 
Gobiernos de las Provincias no serian otra cosa que la 
expresión de la voluntad del Presidente de la Repùblica; 
y entónces yo pregunto ^qué expresarian los Senadores 
y Diputados elegidos bajo la influencia de un orden de 
cosas semejante? 

^Seria posible la acusación de està manera? — jÀcusa- 
ria al Presidente, una Càmara y un Senado, fruto de la 
intervención de los agentes nacionales en las Provincias? 
De seguro que no. 

Tan exacta es està observación y tan fundados mis 
temores, senor Presidente, que puedo apoyarla en las 
juiciosas apreciaciones del mismo sefior Sarmiento que 
todos henios leido en unfolleto intitulado: «Comentarios 
de la Constitución Argentina». — El sefior Sarmiento 
consagra muchas pàginas de aquel panfleto al examen 
del art. 107 de la Constitución (boy 110) que dispone 
que los Gobernadores de Provincia sean agentes natu- 
rales del Gobierno Federai. 

€ Durante la tirania de Rosas, la falta de responsables 
€ agentes oficiales del gobierno general en las provin- 
€ cias, aconsejó lo que es la fuente de todos los males 
€ del pais, el agente oficioso, el espión, por donde un 
€ individuo sin caràcter politico alguno, era sin embar- 
€ go, entendido que estaba en correspondencia con el 
€ tirano y recibia de él órdenes; tiranfa subalterna mas 
« deplorable que la pùblica porque no responde de sus 
€ actos. Mas subversivo fué aùn el expediente adopta- 
€ do, para el mismo fin, de reconoceren cada Provincia 
« dos ó mas jefes y oficiales de milicia provincial corno 
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jefes de linea, y pagarles salario el tirano à quien iban 
à demandar està grada, pues entonces el Gobierno se 
sentfa sometido à sus subalternos temeroso de que lo 
denunciasen corno ménos ferviente y sostenedor que 
ellos mismos. 

€ Pero la peor de las medidas de compensación que 
trae este funesto sistema, es que el Jefe del Estado 
necesita en las Provincias tornarse en conspirador, 
para deshacerse de esos naturales agentes que le dà 
el acaso, para substituirlos por otros que respondan 
mejor à sus própósitos. » Tal era la manera comò 
el sefior Sarmiento consideraba esa atribución de que 
pudiera servirse ahora para hacer ilusoria su responsa- 
bilidad. 

El seftor Senador insiste en hacer notar mi inconse- 
cuencia, pretendiendo que el aflo pasado estaba en opo- 
sición à que se diera la ley de intervención. Mi discurso 
se ha publicado en estos dias, y puede verse. En él sos- 
tenia lo mismo que sostengo hoy: que la facultad de dar 
la ley corresponde al Congreso, que no existe otro poder 
que pueda darla. 

Sefior Piflero — Pero se òpuso a las leyes especiales. 
Sefior Orofio — Me opuse à que se dejara de dar una 
ley; sostuve que era mejor que se reglamentasen las 
facultades del interventor, que se estableciesen reglas 
fijas para sus procedimientos, para librarlo asi de las 
responsabilidades que estàn dispuestos à hacer pesar 
sobre él los partidos contendientes; y està es basta hoy 
mi opinion. 

Si hemos de dejar al Poder Ejecutivo, decia entonces, 
€ la libertad de decir, cacuerdo ó no la intervención», 
€ interpretando à su modo el articulo 6° de la Consti- 
« tución y ejerciendo discrecionalmente està facultad, 
« los resultados no se haràn esperar, y ellos lejos de 
€ ser un correctivo a los males que deploramos ven- 
€ dràn à reagravarlos empeorando nuestra situación. » 
Pero ahora no se trata de discutir aquella ley, sino la 
que ha iniciado la Càmara de Diputados; y yo digo 
que yaqueno me es posible hacer triunfar mis ideas, 
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me adhiero à este proyecto, porque en cierto modo 
responde à los mismos principios, y al propòsito de res- 
tringir al Poder Ejecutivo colocàndolo en el caso de 
no ejercer la facultad de intervenir sin autorización 
del Congreso, ó de someter a su aprobación el resulta- 
do de las intervenciones que hubiesen tenido lugar en 
su receso. 

Ahora yo pregunto al seti or Senador por Cordoba, si 
mis temores, que pueden considerarse comò una pro- 
fecia, respecto a la renuncia del derecho del Congreso 
en favor del Ejecutivo, se han realizado ó no? Si es 
evidente que en lugar de evitar los males que se que- 
rian precaver, han sido éstos reagravados por las inter- 
venciones oficiosas, que no son reclamadas por ninguna 
Provincia sino que se hacen espontàneamente arran- 
cando està facultad de la atribución 17 del articulo 86 de 
la Constitución. 

Es que se trata de provincias que no tienen represen- 
tación bastante poderosa para exigir el respeto y consi- 
deración que merecen sus derechos; que no pesan en la 
balanza de nuestras opiniones con la fuerza y energia 
que su derecho les da. 

Esas intervenciones no se han de ejercitar en la pro- 
vincia de Buenos Aires. Ya se guardarian muy bien de 
hacerlo, sefior Presidente, porque Buenos Aires no es 
San Juan, Catamarca y La Rioja, Provincias que casi 
han desaparecido por el aniquilamiento y la anarquia, del 
mapa de la Repùblica. (Aplausos). 

Sefior Pifiero — Eso no sera por el actual gobierno de 
la Repùblica, si han desaparecido sera en tiempo del 
anterior. 

Sefior Orofio — Yo no sé en que tiempo ni quién tiene 
la culpa. Yo no me ocupo de la administración pasada 
ni de la actual en el juicio de sus aciertos ó errores. 
Estoy tratando del Gobierno actual en sus relaciones 
de derecho con el Congreso y con las Provincias. 
(Aplausos). 

Recuerdo, seilor Presidente, que el sefior Senador 
por Cordoba en una sesión del ano pasado, aflijido, 
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contrariado y desesperado de que sus opiniones no pre- 
valeciesen en el Congreso, decia estas palabras que 
tengo muy presentes: e El Senado Nacional està mal 
compuesto con una pequefla fracción que en todas 
las cuestiones politicas, sociales y administrativas de- 
tiene la marcha de las discusiones tendentes à levan- 
tar el pais. Asi se explican esos proyectos para de- 
fender à Urquiza y Càceres». Se referia el seflor Sena- 
dor à mi proyecto de ley nombrando una comisión para 
arreglar pacificamente los disturbios de la provincia de 
Corrientes, abandonando la fatai rutina de las inlerven- 
ciones armadas. 

Aquella facultad que yo queria que el Congreso la 
ejerciera con toda la solemnidad y circunspección que 
exigian las cricunstancias, el Poder Ejecutivo Nacional 
después del 12 de Octubre, la ejerció por si solo repre- 
sentado por el seiior Ministro del Interior, quien decla- 
raba que dejaria triunfante un partido, haciendo lo mis- 
mo de que se quejaba el sefior Senador por Cordoba. 

Es porque nuestros hombres pùblicos, senor Presi- 
dente se dejan influenciar de los hechos ó de circuns- 
tancias pasajeras; es porque no tenemos todavia una 
conciencia formada respecto de ciertas cuestiones, ni se 
han arraigado en nuestro espiritu los principios del sis- 
tema constitucional que hemos adoptado. 

Ha dicho bien el seftor Senador por Cordoba: son 
cuestiones nuevas, es una materia todavia desconocida 
para nosotros; y debe ser tan desconocida, sefior Presi- 
dente, que basta las nociones mas rudimentales del 
derecho constitucional parece que se desconocen. 

Terminare, sefior Presidente, diciendo que el articulo 
1<> de este proyecto no importa otra cosa que la consig- 
nación del principio sancionado por ambas Càmaras. El 
Congreso ha decidido que es de su competencia dictar 
la ley de intervenciones, y este articulo no hace otra 
cosa que darle forma à aquel pensamiento. 

El articulo 2® puede ser materia de discusión porque 
trata de la intervencion en receso; pero discutir sobre el 
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articulo 1*> es voi ver à la discusión de lo que ya està san- 
cionado. Debe, por lo tanto, votsirse y no detener con 
discusiones inùtiìes la resolución definitiva de este 
asunto. 
He dicho. 



OOUPACIÓN MILITAR DB LAS PbOVINCIAS CONTEA LA LETEA Y BSPIETTU 
DB LA CONSTITUCIÓN. — ErBADA INTBRPRETACIÓN DB LA ATRI- 
BUOIÓN 17, ARTfCTILO 86 DB LA CONSTITDClÓN.— CONSECUENOUS 
T MALES QUE SE DESPRENDEN DE ESTE ERROR. — MODO DE 
EVITARLOS. 

cEl Gobierno, dice Laboulaye, no es mas que el man- 
€ datario del pais. — Su gloria estriba en elio y debe 
€ cifrar su honra en hacer la prosperidad de la Nación 
€ corno la Nación lo desea, pues no se hace la felicidad 
€ de los pueblos contra la vòluntad de éstos. > 

Pero entre nosotros el Gobierno se cree el pafs misrao, 
y olvidàndose que su poder lo recibe del pueblo para 
labrar su bienestar, compromete à cada paso la suerte 
del pafs én empresas descabelladas. Se olvìda que la 
fuerza y el nùmero deben inclinarse ante la razón que 
dominan a ambas. 

Se ha crefdo vencer las resistencias con soldados, error 
funesto que lo hemos pagado A mas caro precio que nues- 
tra misma libertad. 

Con las bayonetas, decia cierto rey de Prusia, tendre- 
mos siempre razón, las bayonetas lo consiguen todo. 
Pero, ^con qué se gobiernan las bayonetas? Con la 
opinion, ùnico poder bastante fuerte y eficaz para garan- 
tir las instituciones. Es preciso, pues. tenerla denuestra 
parte. Sin ella no se puede gobemar a los pueblos sino 
tiranizàndolos, à la manera del Czar de Rusia ó de Na- 
poleón III. 

De los errores politicos que surjen de la teoria de los 
gobiernos fuertes por la presencia de los ejércitos per- 
manentes, han nacido todos los tiranos qùe han enlutado 
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la hutnanidad. Consultad las historia si queréis persua- 
diros de està verdad. 

Pero antes que à la historia, consultemos la Constitu- 
ción quenos gobiernay àcuyasprescripciones debemos 
ajustar nuestros actos, porque ella es là regia para los 
que mandan y los que obedecen. 

La Constitución ha organizado los poderes pùblicos 
dando à cada uno de ellos los medios y las facultades que 
necesitan para el gobierno de la sociedad, y para llenar 
los altos fines que se han tenido en vista al realizar la 
union de la Nación. 

No se concibe la existencia de un poder ó de un Es- 
tado, con ciertas obligaciones y derechos, sin los medios 
y la capacidad de cumplir esas obligaciones y hacer 
respetar esos derechos. 

Discurrir de otra manera seria sustentar un absurdo 
y sostener el ridiculo corno doctrina constitucional. 
Seria preciso carecer basta de las mas sencillas no- 
ciones de la ciencia del Gobierno, y del sentido co- 
mùn que rara vez falta a los hombres de nuestra raza. 

Yo no quiero ni puedo pretender que el Gobierno 
Nacional quede despojado de atribuciones que le estàn 
expresamente conferidas por la Constitución. Pero si 
desco que se mantenga dentro de los limites que le 
han sido trazados por la ley suprema, porque saliendo 
de ellos tiene que chocar forzosamente con otros de- 
rechos que emanan de la misma fuente, y son tan sagra- 
dos corno los de la Nación, produciéndose por conse- 
cuencia la desarmonia entre los poderes y gobiernos que 
estàn Uamados a proceder de concierto para afianzar 
el bienestar comùn. 

El articulo 104 de la Constitución ha reservado à las 
Provincias todo el poder no delegado expresamente à 
la Nación. — El articulo 105, les confiere el derecho de 
darse sus propias instituciones y gobernarse por ellas, 
elegir sus gobernadores y legisladores sin interven- 
ción del Gobierno Federai. — El articulo 108, que es 
restrictivo de las facultades de los gobiernos locales, 
les concede, sin embargo, que puedan armar buques de 
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guerra ó levantar ejércitos en caso de invasión exte- 
rior, ó de peligro tan inminente que no admita dilacìón, 
con la sola condición de dar cuenta al Gobierno Fe- 
derai. 

Se ve, pues, que los gobiernos de Provincia tie- 
nen los medios para defenderse de una invasión ex- 
terior, y para prevenir ó sofocar las conmociones in- 
ternas. 

Si algo les falta, si esos medios no son suficientes 
ó eficaces, tienen ademàs el derecho de recabar la 
protección del Gobierno general, de requerir la inter- 
vención con arreglo à los articulos 5, 6, y 109 de la 
Constitución, y conforme à ellos el Gobierno Fede- 
rai tiene el deber de hacer efectivas aquellas garantias. 

Àhora bien. ^Cómo pueden armonizarse estas dispo- 
siciones de la Constìtución con las. facultades que el 
seftor Ministro atribuye al Ejecutìvo Nacional? 

Si no bay que repeler invasión exterior, ni restablecer 
la forma repnhlicana; si no ha sido requerida la inter- 
vención ni ha ocurrido el caso de guerra civil ^en virtud 
de qué derecho el Gobierno Nacional podìria situar 
fuerzas militares en las capitales de las provincias, ó en 
el territorio poblado sujeto a la jurisdicción provincial? 
(jCómo pueden conciliarse las garantias consagradas por 
la Constitución en favor de los Estados y los derechos 
de los ciudadanos, con la facultad discrecional de intro- 
ducir un ejército en cualquiera de las provincias en tiem- 
po de paz? 

Si el Ejecutìvo Nacional està encargado de la orga- 
nización y distribución del ejército, es solo conforme y 
segùn las necesidades de la Nación; y esas necesida- 
des deben ser determinadas por el Congreso, autori- 
zando por una ley ó de otro modo al Poder Ejecutìvo 
para Uenarlas en la forma y extensión que se juzgue 
conveniente. 

^Y qué necesidad nacional se consulta en hacer la 
policia à los gobiernos de provincia y dejar abandonada 
la frontera a merced de los salvajes? 

iDe qué gobierno representativo sacaria ejemplos el 
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sefior Ministro para autorizar su doctrina? — Los estados 
Unidos no le suministraràn ninguno sino en la època de 
la guerra; y en este caso yo no le niego al Gobierno 
Nacional la facultad de colocar sus fuerzas donde lo 
exija la seguridad y el honor de la Nación. Fuera de 
estos casos, tanto en los Estados Unidos comò entre 
nosotros, la rtiisión del ejército no debe ser otra, que de- 
fender la frontera de las invasiones de los indios, garan- 
tiendo la propiedad y la vida de los laboriosos habitan- 
tes de nuestra campafia. 

El sistema federai seria una burla, si los principioSy 
garantias y derechos reconocidos por la Constitución, 
pudieran ser alterados por disposiciones administrativas 
del Ejecutivo Nacional, ó por leyes que reglamentasen 
su ejercicio. 

El principio de la soberania del pueblo y la forma 
repuhlicana de gobierno, serian vanas palabras coloca- 
das en la ley fundamental de la Nación para engaflar à 
los incautos, con la promesa de su exacta aplicación, 
haciendo ostentación de liberalismo en las formas para 
radicar un sistema contrario y repugnante en el fondo, 
al que hemos aceptado. 

La introducción de fuerzas militares al territorio po^ 
biado de una provincia sin un objeto evidentemente 
nacional, cuando la paz no ha sido alterada en aque- 
llos Estados ni reclamada por ellos la protección del 
Gobierno Federai, es una usurpación injustificable de 
los derechos de los pueblos y una amenaza à las liber- 
tades pùblicas, tanto mas grave cuanto mayores sean 
los desórdenes que se haya experimentado ya por esa 
causa. 

Por este medio se conseguirla fàcilmente anular la 
federación burlando el espiritu y la letra de la Consti- 
tución. 

Las fuerzas militares han sido mas de una vez la 
causa de la guerra civil y del desquicio de las Pro- 
vincias, por el mal uso que han hecho de ella los go- 
bernantes abatiendo las instituciones y libertades de los 
pueblos. 
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En resguardó de esas Hbertades, la Consitución ha 
prohibido à los mismos Gobiernos de Provtincia qué 
tengan ejército en tiempo de paz. ;Y comò seria posi- 
ble que les hubiera negado està facultad à los Go- 
biernos de los Estados y se la hubiera concedido al 
Gobierno Federai, anulando por este hecho la autono- 
mia de las Provincias? — ^Y comò seria posible que lo 
que la Conslitución ha negado expresamente al Go- 
bierno Federai, es decir, el derecho de intervenir en 
el territorio de las Provincias, sino en lo$ casos pre- 
vistos por la misma Constitución, se lo hubiese con- 
ferido al Ejecutivo Nacional por solo la atribución 17 
que se refiere a la orgamsación y distribución del 
ejército? 

^No comprende el seilor Ministro que està facultad 
en su aplicación importaria el derecho de intervenir en 
el territorio de los Estados, en los actos de su vida in- 
terior y en el ejercicio de sus mas preciosas libertades? 
£Se puede desconocer que semejante facultad asi con- 
siderada, dejaria de ser puramente mecànica y de sim- 
pie administración para convertirse en un derecho 
supremo, superior à los concedidos al Gobierno Federai, 
superior à los del Congreso y aùn à la misma Consti- 
tución, que veria burlada la independencia de los Es- 
tados que ella ha querido garantir con exquisito cui- 
dado? ^Quién puede dudar que la presencia de los 
ejércitos permanentes han sido y son en todas partes 
un grave peligro para las libertades? ^Quién duda que 
los batallones de linea situados en las capitales de 
las Provincias son la causa de las perturbaciones que 
sufren, porque, ó van a sostener a los gobernadores 
contra los pueblos, ó apoyar una fracción, à un par- 
tido contra la marcha y los propósitos de los gober- 
nantes? 

Si hay duda sobre esto ahi estàn los hechos para des* 
vanecerla. Respondan por mi y de la exactitud de mis 
observaciones, las provincias de Salta, Catamarca, La 
Rioja, Tucumàn, Mendoza y Santa Fé, que se encuen- 
tran hoy bajo la tutela del Ejecutivo Nacional. 
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Semejante pretensión es insostenible a la luz de los 
principios y de la ciencia del Gobiemo libre. El mismo 
Gobierno Nacional ha dado repetidas pruebas de su 
aversión à las ideas que hoy sostiene, rehusando poner 
à las òrdenes de los gobiernos locales las fuerzas que 
guarnecen las fronteras en territorio de las Provincias, 
temeroso, sin duda, del abuso que pudiera bacerse por 
aquéllos contra las libertades de los pueblos. 

A mi mismo, seftor, me ha sido negada aquella 
autorización cuando, comunicando al Ejecntivo Na- 
cional los temores que abrigaba respecto de la revo- 
lución que tuvo lugar mas tarde, solicité que pusiese 
à mis órdenes las fuerzas de la frontera norte para sofo- 
car la conmoción. El seftor Rawson me contestò que 
un hecho semejante importarla una intervención disi- 
mulada del Gobierno Nacional en los asuntos locales 
de aquella Provincia, y que el Gobiemo Nacional no 
podia autorizarla sino cuando la revolución hubiese es- 
allado y fuese requerida su intervención. 

Està opinion està confirmada por los precedentes de 
OS Estados Unidos y por lo que decia el seAor Sar- 
miento, tratando de la reforma del articulo 6®. cTenia 
ya este articulo por comentario un hecho terrible y 
sangriento ocurrido en una Provincia del interior de 
la Repùblica, que habia sido invadida por el Gobier- 
no Nacional. El hecho es espantoso; se ha mandado 
quitar un Gobemador precisamente porque la ley 
dice, para restahlecerlo si hubiese sido depuesto por 
la sediciÓH. La facultad de intervenir sin requisi- 
ción, ha traido los horrores de San Juan, entendién- 
dose que la facultad era discrecional, resultando la 
monstruosidad de que el Gobierno Nacional haga 
entrar en una Provincia, donde las autoridades fun- 
cionan sin obstàculos, aunque haya habido amenazas 
de perturbarse el orden, su fuerza armada, preten- 
diendo contra las autoridades mismas y contra la evi- 
dencia que el orden no està perturbado^ obrando no 
sobre los perturbadores, sino sobre el mismo Go- 
biemo». 
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El proyecto viene, pues, à poner un dique a esa burla 
continuada que se hace del derechò federai. 

Viene à decirles a los gobiernos presentes y futu- 
res: no violareis la Constitución para servir vuestros 
intereses de partidistas, para hacer de cada Gobernador 
un esbirro del Presidente que le mande representantes 
sin voluntad propia; esas fuerzas iràn à las Provincias 
cuando haya necesidad de sostener la independencia 
de las localidades, evitar la guerra interna; y esto se- 
ra calificado por el Congreso que representa la vo- 
luntad del pueblo y no tiene los intereses del Virey co- 
lonial. 

Este proyecto, en fin, garantirà las Provincias en el 
ejercicio de su vida propia, quitando al Presidente el 
arma que tiene para cambiar Gobernadores y dar pre- 
ponderancia con elementos nacionales à un circulo, ó 
al interés de unifìcación en la marcha de las ideas po- 
liticas. 

La historia de todas las administraciones que hemos 
tenido, puede concretarse à una frase; absorber la vida 
de las provincias para que la voluntad del Presidente 
impere en todas ellas. 

Todos los mandatarios no han podido despojarse del 
espiritu que les ha hecho considerarse comò sucesores 
del Virey. 

Forma unitaria, forma separatista, forma federai, todas 
han ido a confirmar ese propòsito unificador del Impe- 
rium Unum de los mandatarios. 

El Congreso responderà à una exìgencia nacional, 
aprobando el proyecto sobre cesación de estas inter- 
venciones oficiosas, y afianzarà la paz batiendo en ese 
terreno el mas poderoso atrincheramiento del espiritu 
centralizador. 
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NbCESIDÀD db BEDUCIB lEL BJÉBCITO DB lInBA, T UOENCUB Là GUABDIÀ 
NaCIONAL QUB SIBYE BN la FBONTBBA.— EeTIBO del BJÉBCITO 
DBL PaBAGUAY, Y MOTIVOS QUB LO ACONSBJAN. — ObGANIZACIÓN 
DBL BJÉBCITO DB LtNBA Y DB LA GrUABDIA NaCIONAL. — NuBVO 
SrSTBUA BN LA DEFBNSA DB LA FBONTEBA.— YlOLACIONBS DB LA 
CONSTITUCIÓN. 



SeHor OroHo — Deseo, sefior Presidente, que el isenor 
Ministro de la Guerra que està presente, me diga cuà- 
les son las miras del Gobierno respecto de la guerra 
del Paraguay, si todavia cree necesaria la permanencia 
de todo el ejército argentino en aquella Repùblica y 
qué antecedentes tiene sobre la terminación definitiva 
de esa guerra 

SeHor Ministro — En cuanto à la terminación de la 
guerra no soy adivino para augurar al sefior Senador 
cu andò podrà terminar, y por lo que respecta al ejér- 
cito bastare decirle, que mientras que el honor nacional 
nos imponga ese sacrificio, tendremos que continuar 
haciéndolo. 

Sefior OroHo — Yo no he creido que el seftor Ministro 
tuviese el don de la adivinación ni el arte de descubrir 
las cosas ocultas invocando à los muertos ó usando de 
hebidas y yerbas comò en la antigiiedad; pero ni siquie- 
ra que posea una sola de las nueve especies de adivina- 
ción de que nos habla la Escritura. 

Entre los paganos la adivinación constituia parte 
de su religión, pero corno el senor Ministro es un buen 
católico, y ademàs es hombre nuevo, no he podido 
ni pensar siquiera que creyese en brujas ni en bru- 
jerìas. 

Pero un hombre de Estado, un Ministro del Ejecutivo 
Nacional, encargado del Departamento de la Guerra, en 
posesión de todos los datos que se refieren à ella, si- 
guiendo, comò sigue, la marcha y desenvolvimiento de 
los sucesos que surjen de la guerra con el Paraguay, no 
seria extrano que pudiera decirnos el tiempo en que à su 
juicio puede terminar. 
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Esto es todo lo que yo he preguntado, lo que yo deseo 
saber del senor Ministro, para deducir de su contesta- 
ción los medios que pueden emplearse, de acuerdo con 
el interés y el decoro de la Nación, à fin de remediar 
la situación por que atraviesa la Repùblica. Mas si 
basta estos antecedentes se nos rehusan, si ninguna luz 
tenemos que nos alumbre en la inmensa oscuridad que 
nos rodea, sera imposible rasgar el velo misterioso que 
cubre el pervenir de la Repùblica, ni menos acertar en 
la adopción de las medidas que conviene tomar para 
mejorar el estado financiero del pais, entrando asi, a 
ciegas, à discutir la mas importante de todas las cuestio- 
nes administrativas con peligro de nuestra situación po- 
litica y econòmica. 

Nadie ignora, sefiór Presidente, que el estudio y dis- 
cusión del presupuesto es la mas grave función del 
Congreso Legislativo. — En el presupuesto se discuten 
todos los ramos de la administración. La politica, la 
hacienda, la justicia, la educación, las mejcH-as mate- 
riales, la guerra y basta las condiciones mas ó menos 
libres en que se encuentra e! pais, porque seguo la 
forma y los objetos en que se invierta el tesoro pùblico, 
puede fàcilmente colegirse cuàles son los propósitos y 
tendencias del Gobierno y el grado de libertad de que 
disfruta la Nación. 

El pueblo, donde la mayor suma del tesoro póbKco 
se gasta en fèrrocarriles y telégrafos, en fomentar las 
ciencias y la industria, y en promover la educación de 
las masas y el desarroUo de los intereses materiales, ese 
pueblo, se puede afirmar sin temor de equivocarse, que 
es positivamente libre, y por consiguiente feliz. Pero 
aquel que consagra todos sus recursos, ó la mayor parte 
de ellos, à sustentar guerras exteriores ó interiores, apu- 
rando el capital, el trabajo y la industria, con onerosos 
impuestos para sostener un numeroso ejército, no es 
aventurado afirmar que se balla dominado por un des[x>- 
tismo degradante ó próximo à caer en él 

Tal pudiera creerse al estudiar nuestro presupuesto y 
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observar que casi toda la renta ordinaria se consume en 
el mantentmiento del ejérdto. 

Segùn Ics estados oficiales recientemente publicàdos, 
el ejército de la Repùblica inclusive el que està en el 
Paraguay, asciende à la enorme cifra de 17.168 hom- 
bres- — De éstos, existen 7000 en el Paraguay, y el resto, 
10.168, en las fronteras y en guarniciones en lasPro- 
vincias. 

La Nación no puede soportar el excesivo gasto que 
le ocasiona este ejército. Sus fuerzas ordinarias no 
bàstan, y de aqui nace la necesidad de usar del cré- 
dito que ha elevado nuestra deuda à mas de 50 millo- 
nes de pesos. 

Se priva al pais de los benefìcios del presente y se 
compromete el pervenir, ligando à las generaciones 
venideras por medio de està inmensa deuda, à los des- 
aciertos que hemos cometido ó hemos tolerado que se 
cometan por nuestros hombres pùblicos, sin atrevemos 
a murmurar siquiera tan perjudicial indiferencia ó tan 
culi>able abandono de nuestros intereses. 

Si el ejército que figura en el presupuesto existe 
efectivamente, si las fuerzas que se enumeran estàn 
sirviendo de guarnición en las Provincias, cuando nin- 
gùn peligro exterior las amenaza, cometemos la doble 
falta de estar sosteniendo un ejército que impone al pais 
una carga que no puede sobrellevar, y de infringir, en su 
distrìbución, la Constitución, con agravio de la libertad 
de lospueblos. 

Si el ejército no existe en el nùmero que se le fija; si 
consiste solo en las listas de revista corno se asegura 
por algunos, entonces resulta que se hace una defrau- 
dación escandalosa de los caudales pùblicos, que se 
fomenta la inmoralidad y la torpe codicia de los que se 
propoa^n hacer su fortuna à costa del pueblo que i>aga 
crecidos impuestos à. condición que les garantan sus 
derechos, su propiedad, su vida, su libertad y bien- 
estar. 

Un ejército de 17.000 hombres es muy superior é 
nuestros medios y necesidades. La Nación no puede, 
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no debe sostenerlo. La diminución de éste es aconse- 
jada por las conveniencias del pafs, por su crédito y por 
la moralidad misma de la administración. Un ejército 
pequefto no sólo es mas barato sino que es mas fàcil de 
establecer en él la disciplina. 

El éxito de nu est ras expediciones centra los indios 
jamàs ha dependido del nùmero de fuerzas, sino de las 
combinaciones mas ó menos acertadas, ó de la idoneidad 
de nuestros jefes y de los medios de movilidad que se 
hayan empleado. 

Reduciendo el ejército al nùmero indispensable para 
guardar nuestras fronteras, economizariamos 6 000.000 
de pesos anualès, colocàndonos en aptitud de atenderà 
los intereses materìales del pais, rebajando la deuda, 
enalteciendo nuestro crédito por la posesión de bienes 
que sólo pueden alcanzarse con la severidad y pureza 
en la administración de la renta pùblica; fomentando la 
inmigración extranjera, abriendo nuevas vias de comu- 
nicación, y libertando à cuatro ó seis mil argentinos 
del pesado é injusto servicio que arbitrariamente se les 
exije boy. 

Este solo resultado, que no es por cierto un suefio, 
bastarla para inclinar al Poder Ejecutivo à entrar en el 
camino de una reforma radicai haciéndole abandonar 
esos viejos medios, desacreditados é inùtiles, que jamàs 
responderàn al resultado que se busca, para entrar de 
lleno a la noble tarea de vijgorizar por medio del trabajo 
las instituciones libres. 

Todos los pueblos libres han mantenido y conservan 
una fundada preocupación respecto de los ejércitos per- 
manentes. — En ninguno de ellos se ha considerado el 
ejército corno medio de gobierno. La paz domèstica de 
los pueblos no se debe à los ejércitos, sino à la feliz con- 
vicción de que las instituciones libres se desenvuelven 
por si mismas, sin el apoyo forzado, las mas de las veces 
negativo, cuando no peligroso, de los ejércitos. 

La Inglaterra nos ha dado el mas elocuente ejemplo, 
reduciendo su ejército à 16.000 hombres de linea, distri- 
buldos en diversos puntos. 
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Los Estados Unidos basta antes de su segunda guerra 
con la Inglaterra, no tuvieron mas de 3000 hombres. — 
Después de aquella guerra elevaron el ejército a 6000. 
Està cifra, relativamente pequena, se conservò basta la 
guerra con Méjico, para la cual se aumentò el ejército à 
15.000 bombres. 

Està cifra se ba conservado por mucbos anos à pesar 
de tener que defender una frontera mas extensa que la 
nuestra, y contra enemigos indios mas belicosos y mas 
diestros en las armas que los que nos acometen à nos- 
otros. 

Abora mismo se nota la disposiciòn del gobiemo de 
los Estados Unidos à disminuir el ejército, y lo disminui- 
rà, no tengo la mas minima duda, porque el pueblo ame- 
ricano sabe por experiencia que la libertad no se fecunda 
con las armas de la guerra, sino con las armas de la paz 
y del trabajo. 

Yo comprendo que nosotros, dadas las condiciones de 
nuestro pais, obligados a defendernos de los indios, es- 
temos también obligados a mantener un ejército. 

Pero un ejército de 3 a 4000 bombres bien organiza • 
dos y un buen sistema de defensa, serian suficientes para 
responder de la vida y de la propiedad de los babitantes 
de la campafLa, y para reconquistar los valiosos territo- 
rios que bemos abandonado a los salvajes, à pesar de 
tener un ejército numeroso. 

Cuando combatiamos con enemigos poderosos, dies- 
tros en las armas, con superiores elementos à los que 
nosotros podiamos disponer, no necesitàbamos de ejér- 
citos numerosos para vencerlos. 

La independencia de America se debe al patriotismo 
de sus bijos, mas que al nùmero de sus ejércitos. San 
Martin y Bolivar nunca Uevaron grandes legiones ni 
pesados bagajes. Con soldados bisonos y en escaso 
nùmero, pero animados del espiritu de sus jefes, hicie- 
ron la grandiosa conquista de los pueblos esclavizados. 

La experiencia nos revela el error en que incurrieron 
nuestros gobernantes manteniendo el defectuoso sistema 
de los cantones militareSy que no dieron, ni han dado, ni. 
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daràn jamàs otro resultado que la corrupctón, la ittercia, 
y el triunfo del elemento bàrbaro sobre los pueblos Cris- 
tian os. 

He repetido basta el fastidio que la s^uridad de la 
frontera no la hemos de obtener por medio de grandes 
ejércitos, sino por medio de acertados planes que econo* 
micen hombres y dinero, dando en la pràctica los resul- 
tados que inùtilmente nos afanaremos por alcanzar si- 
guiendo el sistema que tenemos. 

Los cantones militares colocados sobre una vasta 

< 

linea de frontera, mataràn la disciplina del ejército, barin 
iniposible su organización, ocasionaràn gastos inmensos 
al paìs, perpetuando la insegurìdad, burlando las espe- 
ranzas de todos, menos las de los indios, que continua- 
ràn sus depredaciones con la impunidad con qoe boy lo 
bacen. 

Colocados los cantones de cuatro en cuatro, ó de 
ocho en odio leguas distantes unos de otros, los indios 
vienen en pequeno nùniero y pasa^i sin ser sentidos à 
hacer sus depredaciones y salteos, ó vienen en gran nù- 
mero, y en este caso harto bara la fuerza del cantón con 
salvar su seguridad al favor de ìos/osos y de los caiìo* 
nes del cantón. 

Tratàndose del presupuesUo de la guerra^ era naturai 
por otra parte, que aquellos hechos se bubiesen tenido 
presente; que el gobierno al pedirnos que votàramos los 
recursos necesarios para sostener al ejército, nos bubie- 
se presentado un pian de operaciones para demosti^aflrnos 
que aquella exigencia estaba autorizada por la necesi- 
dad. Pero lejos de eso, se nos viene a pedir qtie votemos 
un ejército de 16.000 bombres en una forma irregoUr, 
sin acompaf&arnos la cuenta de inversión de las sumas 
anteriormente autorizadas, y negàndose à dar las expli* 
caciones que considero indispensables para formar mi 
juicio, tanto por lo que respecta al ejérGÌ<x> del Paragu^ 
conao al que se ocupa en la frontera. 

Se han insumido en la frontera sumas fabulosas; se 
han prodigado los tesoros de la NacióKi pemigHÌendio el 
quimérico propòsito de conquistar di desierto y reductf 
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à los indios por medios iiieficaces y contrarios à los 
mismos fines que se deseaban alcanzar. 

Pérdida de tiempo, sacrificios de hombres y de dinero, 
todo ha sido estéril, porque no se ha querido adoptar el 
ùnico medio capaz de resolver el problema, la población, 

Desde 1862 basta la fechase han invertido 24.440.207 
pesos fuertes solo- en la frontera, y si à esto se agrega el 
monto de las propiedades particulares perdidas, el de- 
caimiento de la industria, la depreciación de la tierra, 
el trastorno que causa el servicio forzado, el cautiverio 
de centenares de personas y la muerte de mayor nù- 
mero, tenemos que retroceder espantados ante este 
cuadro de desolación y ruina, cuya exactitud parece- 
ria sospechosa y basta increiblé, sino estuviese confir- 
mada por hechos que todos conocen, de una incontesta- 
ble evidencia. 

A los inconvenientes del sistema que se ha seguido 
basta boy, se ligan dificultades de un orden superior, 
tales comò la escasez de recursos. 

Aparte de la inmensa deuda que nos agovia, el déficit 
del presupuesto se eleva à la suma de 9 ó 10 millones 
de pesos y con la triste perspectiva de la diminución en 
la renta. 

Està situación nos impone el deber de ser muy parcos 
en las erogaciones, y tan celosos cuanto sea posible en 
lainversión del tesoro. 

El mismo Poder Ejecutivo se felicitarla al sentirse apo- 
yado por el Cono^reso en la regularización de los gastos 
poniéndolos en relación con la renta. 

Crearle obli^aciones, dictar leyes imponiéndole debe- 
res sin que se le den los medios de llenarlos, es colocarlo 
en una pendiente fatai por la que irà infaliblemente à la 
bancarrota y el descrédito. 

Juzgando la cuestión bajo el punto de vista de la Cons- 
titución, se nos presenta con caracteres doblemente 
graves, porque la manera comò se ha procedido basta 
hoy afecta profundamente las facultades constitucioha- 
les del Cuerpo Legislativo y la libertad y los derechos 
de las personas. 
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El Congreso no tiene facultad para autorizar gastos 
que no sabe comò van à hacerse. El Congreso no pue- 
de despojarse de facultades que le son peculiares y que 
estàn ligadas al desempeiìo de sus deberes para con el 
pueblo. 

Como mandatario del pueblo, corno delegado de su 
soberania, sus facultades no alcanzan à votar fondos 
sin conocer còrno se han invertido los caudales pùbli- 
cos, y còrno, y en qué, han de invertirse las creci- 
das sumas del presupuesto de la guerra que se nos 
presenta. 

El Congreso impone contribuciones directas portiem- 
po determinado, y proporcionalmente iguales en todo el 
territorio de la Nación, siempre que la dejensa^ seguri- 
dad comùn y bienestar general del Estado lo exijan. 

Pero està facultad Ueva también la condiciòn implici- 
ta de que no pueda ejercerla sin tener una conciencia 
Clara de los motivos, objetos y fines à que esos gastos se 
han de aplicar. 

<iDe dónde arrancarfamos el poder para disponer de 
los dineros del pueblo caprichosamente? 

El Congreso vota anualmente el presupuesto de gas- 
tos de la administración y aprueba ó desaprueba la 
cuenta de inversión, Y corno para que no quede duda 
del espiritu de està disposiciòn constitucional, ha sido 
colocada en un solo articulo, demostràndose con esto 
que ambas funciones son correlativas, que deben ejer- 
cerse à un mismo tiempo, sirviendo la una de auxiliar 
à la otra. 

Pero aqui sólo se nos dice: — que se necesitan 6.000.000 
de pesos fuertes para los gastos de la guerra del Para- 
guay» y dos millones ochocientos mil pesos para atender 
la frontera. Se habla de millones comò de cuatro reales, 
sin pararse en la consideración de las consecuencias 
que fatalmente han de sobre venir! 

^Y por qué no se habla del retiro del ejército? — ^Te- 
nemos todavia que continuar lavando el honor nacio- 
nal? jNo son suficientes los sacrificios hechos para 
dejar probado el valor y la constancia de nuestros 
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soldados y nuestra lealtad à los compromisos con- 
traidos? 

Se nos dice que la guerra està terminada: por lo me- 
nos es fuera de toda duda que Lopez està reducido à 
la impotencia: su poder ha concluido para no levantar- 
se jamàs. 

Huyendo à los bosques, sin armas, sin provisiones, 
con soldados desmoralizados y desnudos, jqué temor 
puede inspirar à nuestro ejército, aùn cuando se redujese 
à la cuarta parte de lo que es boy? 

Ni Lopez ni el Paraguay pueden ser ya objeto de 
temor ni en el presente ni en el porvenir. El Paraguay 
despedazado, reducido à la mas espantosa miseria, des- 
pierta la compasión de todos, pero no inspira, ni puede 
inspirar temor ninguno. 

No existiendo, pues, fundados temores sobre el poder 
de Lopez, y estando evidenciado por los hechos que 
bastarla para hacerlo desalojar el Paraguay, si es que 
no se considera preferible el dar ya por terminada esa 
guerra, la cuarta parte del ejército aliado, pienso que no 
sólo es conveniente sino de extrictk justicia el retiro de 
una parte de nuestro ejército, muy principalmente la 
Guardia Nacional. 

Disminuiriamos asi nuestros gastos en mas de la mi- 
tad, y devolveriamos al hogar à esos soldados bene- 
méritos que han soportado pacientes una campafla de 
mas de cuatro aiios en medio de las mas crueles pri- 
vaciones. 

<5Por qué si es el honor nacional el que se defiende bah 
de ser sólo ellos los que estén obligados à pagar ese tri- 
buto, rindiendo su vida en holocuasto à està patria que 
es de todos? 

Nuestros deberes comò argentinos son iguales, corno 
iguales son también nuestros derechos. Todos estamos 
en efecto, obligados à armarnos en defensa de la patria, 
conforme à las disposiciones de la ley. ^Pero, qué ley 
les impone à estos ciudadanos el penoso deber de sopor- 
tar exclusivamente las privaciones, la miseria y la ausen- 
cia del hogar? 
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Tan injustos somos con nuestros soldados en el Para- 
guay, corno con los guardias nacìonales que indebida- 
menté se mandan a la frontera. 

Parece que el despotismo y la crueldad con que trata- 
mo8 à los pobres paìsanos estuvìese en la sangre y en la 
educación que hemos recibido. — Cuando ven al hombre 
de nuestros campos, al modesto agricultor, envuelto en 
su manta de lana, ó con su poncho à la espalda, les pare- 
ce que ven al indio de nuestras pampas à quien se creen 
autorìzados para tratar con la misma dureza é injustìcia 
que los conquistadores empleaban con los primitivos ha- 
bitantes de la America. 

Asi, cuando se quiere mandar un contingente à la 
frontera, ó se quiere organizar un batallón, se toma por 
sorpresa ó con violencia al labrador y al artesano, y mal 
de su grado, se le conduce atrincado a las filas. 

^Qué ley les impone este servicio? Ninguna; la ley 
garante su libertad y sus derechos, pero esa ley no tiene 
fuerza ni poder para salvar al pobre centra la arbitra- 
riedad y la injustìcia, del poderoso. 

Pretender organizar el servicio de frontera por otros 
medios que los que aconseja la justicia y la razón, es 
perseguir una ilusión y cometer a sabiendas una infrac- 
ción de la Constitución, tanto mas repughante cuanto 
que se atacan y hieren los derechos del individuo y de 
la sociedad. — Y todo esto para que los indios invadan 
y roben impunemente; para que los gastos se hagan 
sin otro resultado que consumar un atentado en cada 
una de las Provincias donde se arrebatan sus veci- 
nos pobres para que vayan à cuidar la fortuna de los 
ricos! 

Para probar la exactitud de mis observaciones basta 
entrar en el examen de algunas de las partidas de ese 
presupuesto. 

El estado publicado por el Gobierno demuestra que 
en la frontera Norte de Santa Fé se paga una guarni- 
ción de seis cientos y tantos hombres, mientras que no 
existen sino 124 hombres de linea y ciento cincuenta 
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cardias nacionales, que hacen por todo, incluyendo los 
indios que revistan, un total de 350 hombres. 

La Nación, pues, paga un regimiento de 600 hombres 
y son tan solo 350 los que existen. 

SeHor Ministro — Me parece que no puede asignarse 
600 hombres à un regimiento cuando por la ordenanza 
no tiene sino 400. 

En los 600 hombres à que alude el seflor Senador, for- 
ma parte de un reon^miento, de una compafiia de infante- 
ria, de los indios del Sauce y toda la fuerza que cubre 
esa frontera. 

Seflor OroHo — Lo que puedo asegurar al sefior Mi- 
nistro es que la fuerza que figura en ese estado no existe 
en la frontera Norte. 

Yo quisiera que el sefior Ministro me dijera si el Esta- 
do paga 600 y tantos hombres. Si los paga, es induda- 
ble que se està defraudando al tesoro, porque la fuerza 
no existe. 

Es conveniente que sepamos lo que hay sobre este 
punto, porque lo que sucede respecto de està fuerza, 
puede suceder respecto de otras, importando este des- 
orden muchos miles de pesos que se gastan sin provecho 
para la Nación. 

De todos modos, no hay motivo alguno que justifique 
la conservación de un ejército tan costoso, à no ser el 
de hacer la guardia à los gobemadores de Provincia, ó 
de satisfacer esa especie de monomania de las armas, y 
la vana ostentación de un poder no sólo inùtil sino per- 
judical. Un ejército reducido, bien atendido, pagado 
puntualmente, con la disciplina que corresponde y situa- 
do convenientemente, llenarà las aspiraciones de todos, 
y el pais no podrà menos que agradecer al que tal hecho 
hubiese realizado. 

La existencia de batallones en La Rioja, Salta, Tucu 
man, Mendoza y San Juan, donde ninguna necesidad 
nacional reclama su presencia, es una prueba evidente 
de que no necesitamos para asegurar la frontera, del 
ejército que se presupone. 

Esas fuerzas no tienen objeto plausible en los pueblos; 
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deben estar en la frontera ó deben disolverse ahorrando 
à la Nación las ingentes sumas que demanda su conser- 
vación. Las Provincias fiscalizadas, viviendo bajo la 
influencia y la presión de las fuerzas militares, no llega- 
ràn à ser lo que la Constitución ha querìdo que sean:— 
Estados soberanos y libres. 

He dicho. 

En seguida habló el seflor Ministro de la Guerra y el 
general don Bartolomé Mitre, ambos impugnando las 
ideas del Senador Orofto sobre el retiro del ejército del 
Paraguay, licenciamiento de la Guardia Nacional y dimi- 
nución del ejército. 



SeHor Orofio — Comprendo, sefior Presidente, la im- 
paciencia de la Càmara por ver terminados sus trabajos 
legislativos. Ha transcurrido el termino ordinario de 
las sesiones y los sefiores Senadores desean regresar à 
sus Provincias, al seno de sus familias. 

Este sentimiento es muy naturai y se explica por otras 
razones no menos fundadas. Pero yo no tengo la culpa 
de que un asunto de està importancia haya sido someti- 
do à la consideración de la Càmara en las sesiones pro- 
rogadas. 

Sea por negligencia de las comisiones, ó por la misma 
gravedad de las materias objeto de su estudio, el hecho 
es que en este aflo, corno en los anteriores, el presu- 
puesto ha venido à la discusión al fenecer el termino 
ordinario. 

Nuestro deber entre tanto es estudiarlo detenidamen- 
te, examinar en su conjunto y en sus detalles, todos y 
cada uno de sus Capitulos, expresando francamente una 
opinion, ya sea favorable ó adversa, sobre la forma y 
tiempo en que se nos ha presentado. 

Ahora solo me resta rectificar la opini<Ìn del senor Se- 
nador por Buenos Aires, que por lo misrao que raerece 



la consideracìón del Senado, me dejarfa, si no la repH- 
cara, en una posición desventajosa 

El sefior Senador ha hecho la defensa del ejército ce- 
diendo à un sentimiento que se explica por los antece- 
dentes de su vida pùblica y por la figura que representa 
en el ejército. — Yo aplaudo su celo, y sin que me Hguen 
los mismos motivos à la noble profesión del soldado, yo 
habrìa acompafìado al sefior Senador con mi palabra à 
hacer la defensa del ejército, si ella hubiese sido provo- 
cada por alguno. 

Los que combatimos el presupuesto, la manera en 
que se nos presenta y el nùmero del ejército, no com- 
batimos propiamente al ejército comò institución. Por 
el contrario, queremos que el ejército sea reducido, 
porque queremos que sea atendido comò correspon- 
de y que sirva al importante objeto a que està des- 
tinado. 

Bastarla considerar la vasta extensión de nuestras 
fronteras y la existencia de un enemigo que nos ace- 
cha constantemente, que esparce el terror y la muerte 
donde quiera que logra sorprender la vigilancia de 
nuestros soldados, para reconocer la necesidad del 
ejército. 

Pero de la necesidad del ejército no se deduce que 
deba ser numeroso, y mucho menos que deba formarse 
de hombres arrancados por la violencia, obligados à 
abandonar sus hogares y sus familias, para conquistar 
con sus esfuerzos el bienestar de los mismos que los 
despojan de esos derechos y de afecciones que les son 
muy caras. 

Donde el ejército es verdaderamente una institución 
del Estado, no debe su origen à la violencia ni al despre- 
cio de aquellas instituciones tutelares que dignifican al 
hombre y ennoblecen la sociedad en que vive, porque 
aseguran para todos el goce tranquilo de la plenitud de 
sus derechos. 

Por eso es que el ejército se sostiene y se paga por el 
pueblo, del producto de la contribución que todos depo- 
sitan en manos de la autoridad, para que haga efectivas 
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las garantias individuales, nò para que atente centra ellas 
ni viole en una fracción del pueblo, por ditninuta y des- 
acomodada que sea, las libertades que al asociarse han 
querido mùtuamente asegurarse, sin distinción de clases 
y condiciones. 

Està es la misión del ejército, y en este sentido yo no 
puedo desconocer su utilidad. 

Pero, ^puede llenar està misión un ejército de presi- 
darios ó de hombres arrastrados por la injusticia de sus 
mandatarios? De ningùn modo. 

El ejército en tales condiciones deja de ser una insti- 
tución, y en vez de ser un elemento de orden, una 
positiva garantia para la paz pùblica, es un pertur- 
bador incesante ó un agente habilitado y siempre 
dispuesto à servir à las pasiones de aquellos caracteres 
audaces que buscan en las revueltas la satisfacción de 
su ambición. 

Asi el ejército es un elemento peligroso y una amena- 
za à las libertades pùblicas, tanto mas grave, cuanto ma- 
yores sean sus proporciones. 

El seflor Senador por Buenos Aires, pretendiendo 
defender al ejército, ha hecho un cargo inmotivado é in- 
justo àlos pueblos Ha dicho que todas las revoluciones 
han partido de las poblaciones, no del ejército. Tan des- 
tituida aseveración està afortunadamente contradicha 
por la historia. 

No se comprende comò el senor Senador por Buenos 
Aires, que tan aficionado se muestra à los estudios histó- 
ricos, ha pasado por alto la pàgina en que con caracteres 
de sangre estàn consignados los hechos que desautori- 
zan su opinion. ^Quién ignora en nuestro pafs que todas 
las revoluciones, principando de la de Arequito inclusive 
la muy gloriosa revolución del 1 1 de Septiembre basta 
nuestros dias, han partido del ejército? 

En todas partes donde una revolución ha asomado la 
cabeza ó se ha ostentado el triunfo de un partido sobre 
otro, el ejército ha decidido del resultado. — El pueblo ha 
sido siempre la victima espiatoria, el punto objetivo de 
la revolución, pero no la revolución misma, si excep- 
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tuamos la iniciada por el pueblo para emanciparse de la 
Espaiìa. 

Si de las revoluciones pasamos à las dictaduras, à 
la tiranfa de 20 aflos que llenó de cadàveres y san- 
are el suelo argentino, encontraremos al ejército sir- 
viendo de pedestal y de instrumento al odio de los 
tiranos. 

Todos los caudillos de la Repùblica, los que se han 
perpetuado en el poder con detrimento de la libertad de 
los pueblos, se han apoyado en el ejército, se han soste- 
nido por el ejército, y han extendido su dominación y su 
influencia con el ejército. 

Pero no por esto puede afirmarse de un modo obso- 
luto que el ejército sea inùtil ó perjudicial. De que no 
sea indispensable no se sigue que no sea necesario. — Y 
no porque haya producido males dejarà de ser suscepti- 
ble de producir bienes, cuando las condiciones de su 
organización respondan à este fin. 

Para mi, todo consiste en que sea bien organizado, y 
que su composición no se resienta del abuso y del error 
siempre funesto, de considerarlo comò un medio indis- 
pensable de Gobierno. 

El senor Senador por Buenos Aires ha dicho tambien, 
que los Estados Unidos han extendido y asegurado sus 
fronteras y conquistado un inmenso territorio con sus 
poblaciones. 

Luego el seiior Senador reconoce que el ejército no 
es de todo punto necesario, puesto que sin mas elemen- 
tos que el rifle del poblador europeo, y la influencia cre- 
ciente de su civilización, ha hecho el pueblo Americano 
esas grandes conquistas de territorio, donde se han le- 
vantado mas tarde ricas y vigorosas poblaciones y Esta- 
dos prósperos y libres. 

Es una verdad confirmada por la historia, que las con- 
quistas de territorios que los Estados Unidos han realiza- 
do, han sido debidas en su mayor parte al espiritu viril 
de sus poblaciones, mas que al ejército. 

Entre nosotros tiene que suceder lo mismo que en los 
Estados Unidos. Alguna vez se ha de lev^ntar el espi* 
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ritu pùblico en nuestras poblaciones para disputar a los 
indios la propiedad y defenderse centra sus invasiones. 
— Este espiritu, ese interés por la tranquilidad del hogar 
y por la pacifica posesión de los bienes conquistados con 
el trabajo, complementarà el servicio del ejército y darà 
por resultado la completa seguridad de nuestras fronte- 
ras, colocando entre los indios y las poblaciones cristia- 
nas, la insalvable barrerà del interés particular y colec- 
tivo de la sociedad y del individuo. 

Este ejército que no se quiere disminuir sera innece- 
sario el dia que levantemos la opinion de los pueblos 
haciendo efectivos sus derechos, y que organicemos la 
Guardia Nacional, que es el ejército de los pueblos libres. 
Entonces podremos decir que tenemos un ejército capaz 
de ponernos à cubierto de las invasiones extrajeras y de 
los disturbios domésticos, asegurandonos la paz de que 
tanto necesita la Repùblica, y el ejercicio tranquilo de 
nuestros derechos. 

Esa paz y esos derechos estaràn en nuestras manos y 
seràn por nosotros defendidos, 

iDe qué otro modo han conquistado los Estados Uni- 
dos sus libertades y han asegurado el dominio de su civi- 
lización en los desiertos. sino por el esfuerzo espontàneo 
del pueblo, representado por la Guardia Nacional, que 
es la que ha corabatido alli contra los indios con una 
constancia inquebrantable, no arrastrada por la fuerza de 
la autoridad, sino por la fuerza del interés comùn y de 
sus propias convicciones? 

Grant y tantos otros generales distinguidos, han sa- 
lido de las filas de la Guardia Nacional, y se han ilus- 
trado en la guerra con los bàrbaros. ^Por qué no ha 
de suceder lo mismo entre nosotros? Cuando hagamos 
de la Guardia Nacional, no sólo una escuela para el sol- 
dado, sino para el ciudadano; cuando todo ciudadano 
lieve en sus manos un fusil para defender sus derechos 
y su calidad de hombre libre, no necesitaremos estar bajo 
la vigilancia del tutor, ni nuestras prerogativas seràn 
vulneradas por la ignorancia ó mala voluntad de los 
agentes delpoder. 
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El dia que la libertad individuai, ese derecho que el 
hombre tiene de ir, andar, volver, de ser duefio de sus 
bienes, gustos y familia, y de gozar en la vida privada 
de la plenitud de su indei>endencia, deje de estar a mer- 
ced de mandones irresponsables que atropellan sus 
derechos, prevalidos de la impunidad que les asegurala 
humilde condición de ofendido; ese dia se habràn rea- 
lizado ante nosotros los mismos hechos que en los Es- 
tados Unidos, porque ellos son el fruto de la libertad, 
que no se derrama sobre los pueblos corno el agua que 
se desprende de las nubes para fecundar la tierra, sino 
que nace del suelo al impulso del trabajo inteligente y 
de la lucha perseverante y diaria para conquistarla y 
defenderla. 

El dia, en fin, que nos despojemos del espirìtu de 
desconfianza de que estamos dominados; que dejemos 
de tetnernos unos a otros corno si fuésemos enemigos 
declarados; cuando dejemos de considerarnos insufi- 
cientes para responder à las obligaciones que la Consti- 
tución ha impuesto à cada ciudadano, à cada uno de los 
pueblos, y tomemos la participación que nos corres- 
ponde en la labor de afianzar nuestras instituciones; ese 
dia podremos decir que tenemos un ejército mas pode- 
roso que todos los que se pudieran organizar; la paz y la 
libertad estaràn garantidas. 

Desde ese dia podremos decir que formamos parte 
de un pueblo libre; porque desde ese dia tambien se 
habrà emancipado el individuo de la servidumbre à que 
ha estado sujeto; el servicio forsado quedarà proscripto, 
y el hombre libre, con la conciencia clara de sus dere- 
chos, podrà decir con noble orguUo: que forma parte de 
un pueblo verdaderamente libre! (Aplausos). 

De acuerdo con el seftor Ministro en que la ocupación 
del Rio Negro no puede bacerse sino con fuerzas de h'- 
nea, no puedo de^ningùn modo estarlo, con el atentado 
que se comete contra las libertades del ciudadano, à pre- 
texto de asegurar una linea de defensa menos distante 
de los centros de población. 

La violación. de los principios en uno y otre caso es 
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la misma y reviste la misma gravedad, ya sea que el 
servicio indebidamente exigido se haga à 150 leguas, 
6 à 300. 

Si el CongresO deja pasar en silencio estos hechos, 
asume una inmensa responsabilidad para ante el pais. 

Nuestro silencio darla lugar à que se nos acusase de 
participación en la violación de la Constitución, y yo 
por mi parte declino toda resposabilidad, porque no 
quiero hacerme complice de ninguna infracción de nues- 
tra ley fundamental. 

Todos los Gobiernos han abusado de la inferioridad 
intelectual del hombre de nuestras campaflas, para hacer 
pesar sobre él obligaciones que deben ser soportadas 
en comùn. 

Ninguno ha pensado en organizar el ejército para ha- 
cer cesar el odioso servicio de la Guardia Nacional.— 
Todos han sido igualmente indolentes, limitàndose à 
traer algunos soldados extranjeros, que engaàados con 
promesas falaces han tenido luego que abandonar el 
servicio y el pais. 

jCuàndo hemos visto al Gobtemo Nacional ocupado 
sèriamente de la organización del ejército? 

^Dónde estàn las pruebas de ese interés que les inspi- 
ra el ejército? 

Soldados impagos, desnudos y azotados i>or la mas 
leve fatta, he sìhi el medio empleado para organizar el 
ejército^ supliendo las deficiencias de éste con la movili- 
zación de la Guardia Nacional, à la voluntad y al caprì- 
cho de los jefes de frontera. 

El servicio de la Guardia Nacional en la forma que 
boy se hace, aparte de lo injusta, arbitraria y violenta 
que es la manera de ordenar el concurso de esos 
guardias nacìonales, es de todo punto ineficaz y mas 
costoso que el que ocasionaria un numeroso ejército 
de linea. 

{Quién no ve los inconvcnientes. quién dejarà de còn- 
denar tanto abuso, tanto desprecio por los derechos del 
hombi^ y tanta imprevisión para continuar en la senda 
abìerta por el em»r de los que nos precedieron? 
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Por otra parte, ^quién ha autorizado, senor Presi* 
dente, al Poder Ejecutivo Nacional para movilizar la 
Guardia Nacional? 

Sefior Ministro de la Guerra — Es rara la pregunta; 
en el presupuesto vigente existe la aut(ìrización dada 
por el Congreso y el sefior Senador contribuyó .... 

Setlor Orofto — Yo vote en contra de esa partida 

Sefior Ministro de la Guerra — Es el Congreso en- 
tonces: ataque al Congreso y no al Gobierno. 

Sefior Orofio — Voy a defender al Congreso. 

La determinación de una cantidad para gastos en la 
Guardia Nacional, no importa sino la provisión de los 
medios que pueden ser necesarios para ejecutar las leyes 
del Congreso. 

No bay ninguna ley que autorice la movilización de 
la Guardia Nacional, y siendo ùnicamente el Congre- 
so el que puede hacerlo, en los casos especificados 
por la Constituciòn, resulta que el Poder Ejecutivo 
ha cometido dos faltas en vez de una- la movilización 
y la inversión de una suma contra la voluntad del 
Congreso. 

Este hecho por si solo bastarla para que el Congreso 
borrara esa partida, puesto que se entiende que al de- 
jarla consignada en el presupuesto, se desprende de una 
facultad que le es peculiar, para abandonarla a la discre- 
ción del Poder Ejecutivo, y en muchos casos, a los jefes 
de frontera. 

Sefior Ministro de la Guerra — Si tal cosa se hiciera 
se despoblaria la frontera. 

Sefior Orofio — Yo no temo ese peligro, y si existiera, 
puede conjurarse de otro modo. 

Que la Nación invierta todos los millones que quie- 
ra para sostener un ejército de linea, pero que no se 
comprometa un solo dia, ni por ninguna causa, la li- 
bertad individuai, fundamento y base de nuestra Cons- 
tituciòn. 

Si las rentas no bastan, impónganse al pueblo nue- 
vas contribuciones para mantener un ejército nume- 
roso ya que se considera indispensable; pero que no 
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se haga pesar el servicio de las armas exclusivamente 
sobre la clase mas desfavorecida de lasociedad, solo 
porque su voz es impotente para hacerse escuchar. 
Gastemos Ics dineros del pueblo, pero salvemos su liber- 
tad. (Aplausos). 

Setlor Ministro de la Guerra — Estoy de acuerdo. 

Seflor Bustamante — Insisto en decir que bay una ley 
especial autorizando al Poder Ejecutivo para movilizar 
la Guardia Nacional de todas las provincias que tienen 
fronteras. 

Seflor OroHo — Estàen errorel senor Senador. 

SeHor Bustamante — Hay una ley especial. 

SeHor OroHo — Me veo obligado à rectificar el error 
del senor Senador, citando hechos que corroboren lo 
que digo. 

El ano 1 864, guiado por los mismos sentimientos que 
me sirven de móvil, propuse la ley à que se ha refendo 
el seflor Senador por Jujuy, que fué aceptada; pero està 
ley tenia por termino dos aiios que se vencieron el 66, y 
desde entonces se ha continuado movilizando la Guardia 
Nacional sin sujeción à la ley. 

De consiguiente, la movilización arbitraria é injusta, 
de la Guardia Nacional, se. ha hecho porlosjefes de 
frontera. El Presidente de la Repùblica delegaba en 
ellos facultades que él mismo no podia ejercer. Pero 
nò solo se ha estado haciendo todo eso arbitraria- 
mente, sino de la manera mas odiosa que es posible 
imaginar. 

El seftor Ministro de la Guerra acaba de revelamos un 
hecho que comprueba la desigualdad y la injusticia con 
que se exije ese servicio. 

La provincia de Buenos Aires, la mas rica y poblada 
de todas, ha tenido que mendigar, estas son sus pa- 
labras, à la provincia de Entre Rios, algunas centenas 
de hombres. 

El gobierno de Entre Rios ha respondido à la exijen- 
cia mandando unos cuantos criminaìes, ó vecinos arran- 
cados de sus hogares por la fuerza, para compiacer à 
los que le habian hecho el pedido. 
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SeUor Ministro de la Guerra — Yo no los pedi. 

SeHor Orofio — Tanto peor entonces, pues si no los 
pidió no tenia por qué constituirse en carcelero del Go- 
bernador de Enti e Rios. 

Senor Ministro de la Guerra — Esos hombres han 
sido destinados por los jueces, comò son todos los que 
compone!! nuestro ejército. 

SeHor OroHo—EÌ senor Ministro debe saber còrno 
se destinan esos infelices al servicio de las armas, 
y cuàntos abusos se cometen à la sombra de esa fa- 
cultad. 

La prensa ha dado cuenta de la manera comò se 
bacia el enganche voluntario en las provincias de Tu- 
cumàn y Salta. Los voluntarios han pasado por San- 
tiago amarrados tal comò si fuesen criminales famosos. 

Setior Ministro de la Guerra— ÌJo son enganchàdos; 
es un contingente que el Gobernador Luna entregó al 
general Arredondo. 

SeHor OroHo — ^Y quién habfa autorizado al Gober- 
nador Luna para destinar al servicio forzado de las 
armas a ciudadanos que tienen los mismos derechos 
que él? 

SeHor Ministro de Relaciones Exteriores — La ley 
de Guardia Nacional que dispone que todo el que no 
esté enrolado sirva en los ejércitos de linea. 

SeHor Orofio — Esa ley fué una disposición de circuns- 
tancias, un medio para cubrir los claros que dejaba el 
enemigo en las fìlas de nuestros soldados. 

Sefior Menistro de Relaciones Exteriores — Es la ley 
de Guardia Nacional. 

SeHor Granel — La ley de enrolamiento. 

Sefior OroHo — La ley contra la Guardia Nacional, la 
ley que ahuyenta del hogar al campesino ! 

Seiior Ministro de Relaciones Exteriores — Todo ciu- 
dadano argentino que no se enrole sera destinado al 
ejército de linea. 

El senor Senador pidió otra ley por la cual se pudiera 
movilizar la Guardia Nacional, y yo le voy à decir que 
cuando la guerra del Paraguay se dictó una ley man- 
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dando movilizar toda la que fuese necesaria, y esa ley 
està vigente. 

SeHor Orofio — Esa ley fué expresamente dictada para 
la guerra del Paraguay, para formar el ejército, y no se 
le puede dar ninguna otra aplicación. Esa ley es^ sin 
embargo, el pretexto de que se vaien para forzar a los 
ciudadanos al servicio ordinario de frontera. 

El asunto es muy serio, sefìor Presidente. Yo no sé 
còrno podriamos estar ocupando nuestro puesto con la 
conciencia tranquila, despuésde lo que hemos escucha- 
do a los miembros del gobierno, sin dictar una medida 
que repare estos abusos. 

Si no hemos de reparar estos males ^à qué queda re- 
ducida nuestra misión? ^A votar altos impuestos, à gra- 
var al pueblo con nuevas cargas sin que puedan justifi- . 
carse ni corno el precio de una libertad que no hemos 
podido alcanzar? 

Pero se han votado escuelas y telégrafos. — Si, pero la 
mejor escuela es la del ejemplo respetuoso à la ley, es la 
pràctica de la libertad. Los mejores telégrafos son aque- 
llos que llevan al extranjero el anuncio de que en este 
pais la paz es un hecho realizado, que la vida y la pro- 
piedad estàn garantidas por un respeto inviolable hàcia 
los derechos del hombre. 

^Qué vamos a anunciar por los telégrafos? ìQue se 
aprisionan à los hombres sin causa justificada; que la 
seguridad personal, si bien es una realidad para el rico, 
es apenas una promesa para el pobre? 

;Que el pobre està condenado à que lo Ueven à la 
frontera, à servir de peón en los establecimientos de 
los jefes, mientras que su mujer y sus hijos se mue- 
ren de hambre, ó se abandonan al vicio impelidos porla 
miseria? 

^No es este un motivo suficiente para Uamar laaten- 
ción del legislador, para echar una mirada de compasión 
sobre esa clase desheredada por la indiferencia de los 
poderosos? 

Nuestra conducta para con ellos no es bastante para 
abrir una profunda herida en su corazón? 



— 223 — 

Y se extraila que el gaucho sienta aversión centra el 
hombre acomodadoi 

Confieso que no puedo presenciar estos hechos sin 
conmoverme. — Yo deseo, por honor de mi pais, por el 
crédito de su Gobierno, en el interés de la paz pùblica, 
y de los grandes intereses del progreso y de la libertad, 
que tales hechos no se repitan. 

Estamos proclamando por todos los medios posibles 
las felices condiciones y ventajas que nuestro pais ofrece 
para el poblador inteligente; la libertad que se goza y el 
respeto a los derechos; y esa libertad tan decantada ja- 
màs la han saboreado los pobres. La libertad es para 
los ricos, para los pobres el desprecio, la opresión y la. 
injusticia. (Aplausos). 

La Constitución, en cuyas disposiciones se descu- 
bre sin esfuerzo el noble pensamiento de sus autores, 
ha querido sobre todo garantir la libertad individuai. 
Y no es procediendo comò lo hemos hecho basta ahora 
que hemos de cumplir con el deber que nos ha im- 
puesto. 

Demos leyes que pongan à cubierto de toda arbitra- 
riedad estos derechos: organicese la Guardia Nacional 
bajo la base de que no sera molestada en el servicio or- 
dinario de frontera, organicese el ejército para servir à 
la defensa comùn del territorio y seguridad de la fronte- 
ra, abandonando el pésimo sistema que hoy se sigue; y 
entonces se vera por los resultados, que aùn cuando se- 
gùn la expresión del sefior Ministro de la Guerra, sólo 
los mìlitares pueden hacer proyectos sobre ejércitos y 
fronteras, las ideas que el seftor Ministro encontraba 
buenas ayer y que las encuentra inconvenientes hoy, 
no han de ser del todo inùtiles, sirviendo por lo menos 
para Uamar la atención sobre estas cuestiones que son 
de un interés vital para nuestro pais. 

He dicho. 
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I>E COMUNICACIÓN 80BRE LA NBGESIDAD DE SACAB LAS FUEBZAS 

NACI0NALE8 DB LAS CAPITALES 
DE LAS PBOVINCIAS Y SITUARLAS EN LA FRONTEBA DE LA BEPIIBLIGA 



Buenos Aires, Junio 18 de 1869. 

Al Poder Ejecutivo de la Nación. 

El Poder Legislativo de la Repùblica, dejaria de cum- 
plir uno de sus primordiales deberes, si desoyendo la 
opinion pùblica, à cuyas indicaciones debe manifestarse 
muy atento, no se dirigiera, comò ahora lo hace, al se- 
flor Presidente encargado del Ejecutivo Nacional, para 
manifestarle la conveniencia de disponer de la fuerza 
armada que existe en el territorio de la Repùblica, de 
manera que està Uene los objetos para que es creada y 
sostenida con el tesoro de la Nación. 

La fuerza armada en la Repùblica es un peligro para 
sus libertades, si ella no està regida conforme a las 
miras de la Constitución, la cual hace del ejército sos- 
tenido por las contiibuciones de los ciudadanos, un ele- 
mento de seguridad y de dignidad de la patria, encar- 
gàndole exclusivamente de contener los ataques exterio- 
res y de defender las poblaciones civilizadas contra la 
codicia de los salvajes que no reconocen otra ley que 
la de la fuerza. 
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El ejército, por consiguiente, para desempeflar estas 
funciones exclusivas, ùnicas, debe tener una ubicación 
en relación con ellas, de manera que pueda ocurrir 
pronto^ en un momento dado, à repeler los dos enemi- 
gos ùnicos tambien que pudiéramos tener. 

Para el ataque exterìor, las fuerzas nacionales seràn 
impotentes si no se hallan disciplinadas, moralizadas y 
Uenas del espfritu militar que se desvirtùa en las guar- 
niciones situadas en los centros de población; y para la 
defensa de la frontera cuyo mayor peligro nace de la 
rapidez é inesperado del ataque del enemìgo, mal podrà 
desempefkarse el soldado de la Nación si no se hallara al 
frente de un enemigo domèstico contra el cual es preciso 
estar en perpetua vigilancia en el teatro mismo de sus 
depredaciones. 

Està función del ejército es de la mayor importancia, 
función, por otra parte, que justifica y hace Uevadera 
para la masa contribuyente del pafs, la cifra crecida que 
representa en nuestro presupuesto la mantención de la 
fuerza armada, por cuanto se convierte en un gasto 
reproductivo desde que propende al desarrollo de las 
industrias rurales, hace posible la colonización de las 
tierras valdias, y garante la seguridad personal de una 
parte muy interesante de la población argentina. 

El ejército colocado à lo largo de nuestra vasta y 
siempre amenazada frontera, vendria à tener el caràcter 
que ùnicamente le corresponde en una Repùblica fede- 
rativa. Bajo està forma de Gobierno, la opinion pùblica, 
sin cuya influencia las autoridades no pueden producir 
el bien, se alarma y se perturba cuando las fuerzas na- 
cionales vienen à colocarse corno celadores del orden 
pùblico, con el pretexto inadmisible en un pals libre, de 
que ese orden puede ser conmovido por la sedición con- 
tra las autoridades constituidas. 

En tal caso los ciudadanos se sienten oprimidos, cuan- 
do meqos moralmente; la dignidad misma de los pueblos 
se resiente y pierden la fé en la efìcacia de las institu- 
ciones libres, bajo cuyo imperio solo puede nacer y 
robustecerse el orden pùblico. Y comò el soldado obe- 
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dece inmediatamente a los mandatos del poder mas 
activo del Estado, y centra el cual es mas fàcil que se 
despierten las aprensiones de la democracia, resulta en 
la situación indicada, que el Ejecutivo Nacional se des- 
prestigia ante esa misnia opinion del pais, y encuentra 
embarazos en su marcha, y muchas veces es dilìcil ex- 
plicar la causa que los motiva. 

Por estas ligeras observaciones, cuyo espiritu es fàcil 
de comprenderse y comentarse para cualquiera que 
reflexione sobre ellas con conocimiento de nuestra his- 
toria pasada y de los hechos de actualidad, el Congreso 
Argentino se dirije al Jefe del Ejecutivo, presentandole 
estas consideraciones, con el objeto de que logre el 
mayor acierto en las disposiciones que addante tome 
sobre la ubicación de la fuerza pùblica. Toda ella se- 
gùn la opinion y los intereses argentinos debe estar ex- 
clusivamente contraida à defender la vida y la propiedad 
de los ciudadanos, amenazadas, comprometidas diaria- 
mente de una raanera lamentable por los salvajes en sus 
frecuentes invasiones. 

Al presentarse asi el Congreso cumple con su deber 
y dà una muestra mas al Presidente de la Repùblica del 
interés con que mira sus aciertos, de los cuales depen- 
den en gran parte la paz y la prosperidad del pais. 



Dios guarde a V. E. 



NiCASio ORO:8ro. 



DISCURSOS 



SOBBE 



LA OGUPAGIOnr MII.ITAR 



Ó SEA 



US INTERTENCIONES CLANDESTINAS 






PREFT^eiO 



La conquista de las instituciones libres ha sido una 
empresa dificil en todas partes; no debe extranarse que 
presente también dificultades en la Repùblica Ar- 
gentina. 

Una prueba de nuestro aserto, es el folleto que pu- 
blicamos a continuación: es la recopilación de los dis- 
cursos que fueron pronunciados en el Senado Nacional, 
con motivo de las intervenciones clandestinas que el 
Poder Ejecutivo iba practicando, poniendo milicias à 
disposición de los Gobiernos Provinciales, para influir 
en las elecciones locales. 

Tal procedimiento importa una falsificación verda- 
dera de la Constitución, cosa que debe sorprender por 
parte de un magistrado, que en sus escritos derramó 
tan buenas doctrinas sobre las instituciones federativas. 

Antes de haber ido a Norte America, el senor Sar- 
miento, sea corno comentador de la Constitución de 
Mayo, sea corno miembro de la Convención reformado- 
ra de Santa Fé, sea comò Gobernador de San Juan, habia 
sostenido los buenos principios. 

Fundados, sin duda, en esos antecedentes, los electo- 
res se habian fijado en su personalidad para elevarlo à 
la primera magistratura de la Repùblica; pero una dolo- 
rosa experiencia debia demostrarles muy pronto que 
habian padecido una equivocación completa. 

El Gobierno del senor Sarmiento ha sido tan interven- 
tor corno los que le habian precedido, con ménos dis- 
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culpa que ellos, porque tenia de mas que ellos los expe- 
rìtnentós adquirìdos, las reformas consumadaSy los 
progresos de la vida constitucional verificados. 

Para el observador imparcial producirà el efecto de 
un verdadero fenòmeno cotejar la conducta del Presi- 
dente Sarmiento con las opiniones del publicista. 

Muchos habian creido que el profesor de ciencia poli- 
tica nos vendria de los Estados Unidos con una educa- 
ción complementada, à aplicar entre nosotros los cono- 
cimientos adquiridos; pero desgraciadamente salió todo 
al revés. 

^A qué debe atribuirse seinejante raatamórfosis? 

^A caprichos individuales, à idiosincrasia de un per- 
sonaje considerado generalmente corno excéntricOy à la 
circunstancia de haber estado en Norte America en mal 
momento, cuando laterrible guerra de secesión amena- 
zaba la existencia de la gran Repùblica, cuando las ga- 
rantias pollticas estaban suspendidas por la dolorosa 
necesidad de la dictadura. 

El defecto prominente del seflor Sarmiento es la imi- 
tación, prueba evidente de inferioridad intelectual. 

Horacio se burlaba de la tropa servii de los imitado- 
reSy y lo bacia con muchlsima razón. 

La imitacìón ciega no indica criterio propio: uno se 
expone à cometer errores estupendos cuando pretende 
importar à un pais nuevo los procedimientos politicos 
que podrian tener su razón de ser en una sociedad or- 
ganizada de otra manera, con elementos completamente 
distintos. 

Parecerfa que el seflor Sarmiento se ha propuesto 
plagiar à Lincoln y à Grant: en su furor de imitacìón, 
crea encontrar circunstancias anàlogas à las que pertur- 
baron tan profundamente la Union; es decir, que inventa 
fentasmas iguales A las realidades que alli existian para 
tener el gusto de combatìrlas. 

Pero ^dónde està el peligro de secesión? 

Si alguna vez Uegase A formalizarse, no seria debido à 
la acción de los pueblos; seria mas bien seguramente à 
la influencia funesta de los desmaftes del Gobierno Cen- 
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traty corno él mismo lo escribió en otras circunstancias, 
en que no estaba alucinado por la atmosfera embriaga- 
dora del poder. 

Hay que decirlo todo: no es solo la imitación mal 
entendida, servii, de las pràcticas excepcionales de los 
Estados Unidos, que constituye el móvil del sefior Pre- 
sidente. Es preciso hacer la parte de los intereses per- 
sonales. 

Està fuera de duda que, si la Constitución Argentina 
permitiera la reelección comò la Norteamericana, ten- 
driamos por perspectiva la continuación del sefLor Sar- 
miento en el sillón presidencial: el mismo ha tenido la 
ingenuidad de comunicamos su opinion à este respecto. 

No pudiendo, por causa de la prescripción terminante 
de aquella, proseguir en la aplicación de sus màximas 
gubernativas, ha buscado un sucesor de su agrado à 
quien pueda entregar gustoso la ejecución de su testa- 
mento politico, y lo ha encontrado. 

Desde entonces toda la tarea administrativa està su- 
bordinada à preparar el éxito de aquella candidatura pri- 
vilegiada. 

El excéntrico Presidente pronunciò una palabra ca- 
racteristica: ccomo el nido es el pàjaro». 

Sabemos, pues, que el nido no vale gran cosa, pero 
el seilor Sarmientó se ha encargado de encontrar el 
pàjaro que venga à ocuparlo; puede decirse que lo ha 
criado; que lo ha calentado debajo de sus paternas alas, 
y que le ha ensefiado à extender las suyas en la atmos- 
fera politica. 

Al magistrado que abrigue tales propósitos, no hay 
que hablarle de prescripciones constitucionales, de có- 
digo fundamental, de garantias legales, de aulonomfas 
provinciales, etc, etc. Su gran cuestión es hacer salir 
airoso al candidato de los amores patrios. 

El fin, dicen los jesuitas, justifica los medios. 

La Constitución puede violarse de vez en cuando, ó 
al ménos falsearse con tal que Avellaneda salga triun- 
fante de la urna electoral. 

Uno de los medios empleados para conseguir este 
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reSultado, era la movilización de miliciàs en varias pro- 
vincias, las de Mendoza, San Luis, San Juan y La 
Rioja. 

La Cbnstitución es terminante à este respecto. 

Segùn el articuìo 67, inciso 24, al Congreso incumbe 
autorizar la reunión de miliciàs cuando lo exije la ejecu- 
ción de las leyes de la Nación y es necesario contener 
las insurrecciones ó repeler las invasiones. 

Ninguno de esos hechos se habia producido en las 
Provincias susodichas, y sin embargo, el Poder Ejecuti- 
vo, abusando de las autorizaciones concedidas, tenia 
miliciàs movilizadas en ellas. 

£Con qué objeto? 

Para influir sobre la politica locai, y particularmente 
sobre las elecciones. 

Està disposición inconstìtucional constituia lo que el 
senor Torrent Uamó una intervención clandestina. 

Unos individuos del Senado propusieron poner ceto a 
esa violación manifiesta. 

Este fué el objeto del proyecto de ley cuya discu- 
sión motivò los discursos que publicamos à continua- 
ción, porque nos han parecido dignos de una publicación 
especial. 

Son lecciones para el pueblo, son datos elocuentes a 
la vez que instructivos para la generación que se levan- 
ta, y que, mas feliz que nosotros, gozarà sin duda en fin 
de la aplicación de las instituciones republicanas que 
desde tanto tiempo venimos buscando, y no encontra- 
mos mas que amargas desilusiones. 

El luminoso informe del miembro informante, sefior 
Aràoz, tan moderado comò enèrgico, manifiesta clara- 
mente que el Poder Ejecutivo consideraba al Congreso 
comò un autómata^ una màquina de votar mUicias, que 
se portaba comò si fuera el ùnico àrbitro de las ne- 
cesidades de la Nación, y que trataba de convertirse en 
verdadero autòcrata de la Repùblica Argentina, sobre 
el mismo Congreso. 

Vienen después los elocuentes discursos de los sefLo- 
res Torrent, Orofto y Quintana. 
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Seria un pleonasmo repetir que las palabras del ùlti- 
timo se recomiendan particularmente à la atención del 
lector. El doctor Quintana tiene el genio de la elo- 
cuencia; su dialéctica irresistible ilumina su inteligencia, 
sus acentos patéticos arrastran los corazones. El, con 
potente mano, pulveriza los sofismas y hace rodar en el 
suelo las orguUosas pretensiones de esos atrevidos con- 
culcadores de la Constitución y de las leyes. No se 
puede detener un sentimiento de admiración conmo- 
vida cuando se le oye protestar contra la inconstitu- 
cionalidad de las doctnnas del Poder Ejecutivo, y se 
aplaude con entusiasmo cuando se le ve arrojar la 
fiecha que va à herir en medio del pecho à los após- 
tatas que renegaron de sus doctrinas y escupieron sobre 
sus principios, presentando à los pueblos el espectàculo 
mas repugnante, mas desmoralizador que pueda pre- 
sencìarse. 

El sefior Torrent tiene rasgos de ironia soberana con- 
tra ese Gobiemo elector^ confesado de haber violado 
abiertamente la Constitución. 

El seiìor Oroflo es comò siempre, intrèpido en la bre- 
cha, defensor constante y ardiente de la ley conculcada; 
él manifiesta comò en todas las discusiones, conoci- 
mientos que sorprenden en un hombre que lo debe todo 
à si mismo, y à quien sus enemigos politicos han preten- 
dido rìdìciilizar, porque no habia arrastrado su cuerpo 
en los bancos universitarios; él es indudablemente uno 
de los que mejor comprenden la esencia de las institu- 
ciones libres, y sabe exponer sus pensamientos profun- 
dos con verdadera elocuencia. 

Quisiéramos hacer citas, en prueba de lo que afìrma- 
mos, pero alli van los discursos aunque no tengan el 
calor y la vida que les presta la elocuencia, estamos cier- 
tos de que cualquier amìgo de la libertad y de la patria 
no podrla leerlos sin estremecimiento, y sin lamentar 
corno nosotros que elSenado no' haya votado el proyec- 
to de ley que habfan defendido. 

Pero, comò lo observó muy bien el seflor Araoz, e la 
mayorfa de los Congresosno siempre tiene razón.» 
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Kosotros agregaremos: muy d menudOj el trìunfo del 
nùmero no es mas que una transfoimación de la fuerza, 
en vez de ser la expresión de la justicia. 

Està triste verdad quedó confirmada una vez mas 
cuaiido el seflor Orofto combatió inùtilmente el mensaje 
por el cual el Poder Ejecutivo pedia el estado de sitio 
para la Provincia de Mendoza. 

jQué singular Repùblica en que el estado de sitio se 
vuelve crònico, endèmico! 

Pero asf mismo, eso no satisface al sefior Sarmiento. 

Sus tendencias lo llevan siempre adelante en la pen- 
diente resbalosa del despotismo. 

Quiso vengarse del Senado, y pensò encontrar su Vfc- 
tima en el seftor Orofto. 

El lector conoce esa ridicula historia, en la cual el se- 
flor Presidente, después de haber rebajado considersC- 
blemente su dignidad, encontrò el medio de compromf- 
ter tristemente basta al Poder Judicial, y después se 
puso à escribir manifiestos, corno si con eso remediara 
el paso desacertado que diera. 

Littera manet. En primer lugar, no es necesario que 
un Presidente venga à hablamos en latin, en un idioma 
muerto; debe expresarse en el lenguaje vulgar, si quiere 
ser entendido. 

En segundo lugar, no es justo que el Presidente em- 
piee los dineros del Estado en costear foUetos centra 
sus adversarios politicos. Eso es también una viola- 
ciòn de la Constituciòn, pero son tàntas que ya no las 
contamos. 

Efi tercer lugar, es altamente indecoroso que un Pre- 
sidente de Repùblica se ponga à escribir folletos contra 
los oradores del Senado porque no quisieron entregarle 
la victima que pedia para la satisfacciòn de sus vengan- 
zas. Con eso, el irritado escritor no hace mas que ma- 
nifestar que, si tiene talento literario, carece completa- 
mente de las cualidades que constituyen el hombre de 
Estado. Mejor hubiera valido para la Repùblica que el 
Presidente no supiese escribir: no tendrfamos el saplicio 
de ver al primer magistrado de la Naciòn conveilido en 
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perìodista vulgar, arrojando el insulto à manos Uenas à 
los miembros mas distinguidos de esa honorable corpo- 
ración, cosa que seria sorprendente, si algo pudiera 
sorprender por parte del sefìor Sarmiento, si todos no 
supiéramos que ese distinguido personaje parece no ha- 
ber recibido una educación muy distinguida. 

Talleyrand decia, hablando de Napoleóni — e jqué làs- 
tima que tan grande hombre sea tan mal criado! » Re- 
cordamos el dicho de Talleyrand toda vez que leemos 
algo del senor Sarmiento, si bay alguna comparación 
posible entre esos dos seres. 

Luterà ma net ! Si, la letra queda para decir à los 
coetàneos y repetir a los venideros que el Gobiemo 
presidido por el sefìor Sarmiento acumuló las arbitra- 
riedades, las violaciones de la ley, los desatinos basta 
rayar en la insensatez, y que lo odioso h ubi era llegado 
à su colmo si lo ridiculo no hubiese sido todavia ma- 
yor. Pero lodo se sufre, y desde que el senor Sar- 
miento sabe el latin, concluiremos con el verso tantas 
veces repetido: 

Quid quid devant reges, plectuntur Achivi (1). 

Alejos Peyrè 



(*) Traducción para los que no son licenciados: Por mas locu- 
ras que liagan los reyes, (Presidentes Jefes de Estado, etc.), los 
griegos (los pueblos) lo aguantan todo. 
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SENADO NACIONAL 



Honorable seflor: 

La Comisión de Negocios Constitucionales y de 
Guerra y Marina, han examinado detenidamente el pro- 
yecto presentado por los seflores Senadores Torrent, 
Oroflo y Quintana; y os proponen en sustitución el ad- 
junto proyecto de ley. 

Dios guarde à V. H. 

£>. Ardoff — Manuel /. Navarro 
— jM. Darai— Juan Llerena. 
En disidencia — T. Garda. 



El Senado y Cdmara, eie. 

Articulo 1^ La Guardia Nacional movilizada por las 
leyes vigentes que no se encuentre empleada en el ser- 
vicio de las fronteras de la Repùblica ó en los ejércitos 
destinados à sofocar la rebelión en la provincia de Entre 
Rios, sera inmediatamente licenciada. 

Art. 2® Comuniquese, etc. 

DaHiel Ardoa — Juan Llerena— 
M. /. Navarro — M. Darac — 
Joaquin Granel. 

En disidencia — T. Garda, 



^ 238 — 



PROYECTO DE LEV 



Articulo 1» El Poder Ejecutivo mandare licenciaren 
la fecha de està ley toda la Guardia Nacional movilizada 
en las provincias de Mendoza, San Luis, San Juan y La 
Rioja, que no esté en servicio de las fronteras de la Re- 
pùblica ó en los ejércitos destinados à sofocar la rebelión 
en Entre Rios. 

Art. 2^ Comuniquese, etc. 

Torrent — A^. OroHo — Quintana, 



Buenos Aires, Agosto 28 de 1873. 

A las Comisiones de Guerra y de Negocios 
Constitucionales. 

SeHor AraoB — Pido la palabra. Encargado por las 
comisiones de Guerra y Marina y Negocios Consti- 
tucionales de informar sobre el fundamento de este pro- 
yecto, lo haré con la concisión que me sea posible. 

Por el articulo 67 de la Constitución, atribución 24 del 
Congreso, es facultad de éste autorizar la reunión de las 
milicias de todas las provincias ó parte de ellas, cuando 
lo exije asi la ejecución de las leyes de la Nación, sea 
necesario contener las insurrecciones ó repeler las inva- 
siones, disponer la organización, armamento y disciplina 
de dichas milicias, y la administración y gobiemo de la 
parte de ellas que estuviese empleada en servicio de la 
Nación, etc. cEs en virtud de este articulo, sefkor Pre- 
sidente, de està facultad primordial é importantisima del 
Congreso, que él autoriza la movilización de varias 
milicias en la Repùbiica. Existen dos leyes con relación 
à esto, à mas de la ley general de enrolamiento, para 
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formar el ejército de linea por la cual deben también 
movilizarse milicias por el Poder Ejecutivo en el caso 
de que sean indispensables al solo objeto de completar 
el ejército de linea basta lafuerza de lOmil hombres que 
fija el presupuesto. 

UnaS y otras, todas de autorización actual vigente al 
Ejecutivo, entraflan la condición fortuita, indeclinable, 
de que esas milicias no seràn empleadas sino en el ser- 
vici© de las fronteras de la Repùblica para guardarlas ó 
en la sofocación de la rebelión de Entre Rios. Asi es 
que toda milicia que no se halle movilizada con este 
objeto, ó cualquiera de esas leyes que se haya cumplido 
en sentido diverso, y à las cuales se haya dado una 
interpretación distinta, en cuanto à esa movilización y 
en cuanto al objeto de ellas y à la colocación de esas 
milicias, tienen que adolecer de los defectos de no estar 
comprendidas en el espiritu y en las disposiciones termi- 
nantes y claras de està ley. 

Es esto, precisamente, lo que importa el proyecto de 
ley que se discute à mèrito de hechos repetidos y recla- 
mos surgidos ya sobre aquellos hechos: el Congreso 
sabe que existen milicias, en puntos que no son fronte- 
ras que guardar, ni la parte del territorio ocupada por 
la rebelión de Entre Rios; se ha denunciado ya, por una 
solicitud que vino al Congreso dirigida por una comisión 
de vecinos de Mendoza y por diversos órganos de la 
opinion pùblica, la existencia de milicias movilizadas 
por el Poder Ejecutivo y colocadas en varias capitales 
de provincia, en nùmero considerable y donde no hay 
rebelión; es esto à lo que responde genèricamente el 
proyecto de ley. Es evidente el hecho de que existen 
milicias movilizadas en varias provincias, especialmente 
en las de San Juan, San Luis, Mendoza y La Rioja. 

A mas de las respuestas dadas por el Ministro del In- 
terior y de Guerra, comò contestación à las interpela- 
ciones dirigidas por varios miembros del Senado, en la 
sesión en que tuvo efecto esa interpelación, la comisión 
lo ha Uamado dos veces à su seno, sefìor Presidente, 
para investigar nuevamente los hechos relativos à este 
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punto importante de la movilización de milicìas, y cer 
ciorarse de un modo evidente. El seiior Ministro en 
esas dos conferencias,ha ratificado las declaraciones qua 
hizo anteriormente en el seno de la Càmara, dando al- 
gunas explicaciones mas, sobre los motivos de esa movi- 
lización y la situación de esas fuerzas; pero de todo eso, 
resulta evidente, decl2U*ado oficialmente por el seilor 
Ministro delante de todos los miembros de ambas comi- 
siones reunidas, que existen en la ciudad de Mendoza 
fuerzas de linea tomadas del ejército de las fronteras y 
guardias nacionales movilizados, una cantidad de servi- 
dores que no baja de 300 hombres situados casi todos 
ellos principalmente en la misma capital de Mendoza. 

En la capital de San Luis, por declaración del senor 
Ministro, esiste movilizado un batallón de guardias na- 
cionales, para atender, segùn él decia, al servicio de los 
diversos departamentos de la provincia de San Luis, lo 
mismo que insinuaba tener el mismo objeto, la fuerza 
movilizada en Mendoza; sin embargo de que ella estaba 
en la misma ciudad y no en los departamentos siquiera; 
no digo en la parte de fronteras desguamecidas, mas 
abiertas à los ataques exteriores é interiores de los sai • 
vajes y de alguna parte de montonera que hubiere que- 
dado, de uno que otro bandido corno Guayama- 

En la ciudad de San Luis no habia ningùn interés 
legitimo que atender, ningùn amago que prevenir, nin- 
guna situación anormal, que indujera à creer que esa 
movilización era necesaria en la ciudad donde està ese 
batallón, y mucho menos, desde que se sabé también la 
naturaleza de esa movilización, que en gran parte es 
compuesta, segùn informes fidedignos que tiene la comi- 
sión, de uno de sus miembros, el seftor Senador por San 
Luis; se compone el batallón movilizado de casi todos 
los comerciantes y jóvenes de San Luis, incluso algunos 
industrìales; parte de él està destinado à cabezas de de- 
partamento, el resto en la misma ciudad de San Luis. 

Con està circunstancia especial, que ha Uamado mu- 
cho la atención de las dos comisiones, y que debe Uamar 
la de la Càmara al encontrarse esa movilización de 
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fuerzas sin una razón explicatìva; porque las razones 
que ha dado el sefior Ministro no bastan, no son causales 
suficientes; porque no las ha presentado à juicio de la 
comisión. Existen à las órdenes, respito, del goberna- 
dor de Mendoza, pues es él quien dispone de ese cuerpo. 
Hecho inusitado, por lo menos durante un periodo largo 
de la adminislración anterior del general Mitre, jamàs 
se habia llegado basta ese punto, basta el extremo de 
autorizarse por el Poder Ejecutivo a un gobernador de 
provincia, la permisión de movilizar y colocar fuerzas. 

Esto, pues, viene à reagravar mas la condición de esa 
moviliz'ación y la inexplicabilidad de su necesidad à toda 
luz, y por consiguiente, la importancia y basta la grave- 
dad del hecho No estando demostrado, corno no lo 
està à juicio de la comisión, la necesidad de esas fuerzas 
en San Luis, es claro que entonces no se puede explicar 
que continue la movilización alli en cualquier servicio 
que sea. 

Por lo que hace à San Juan y a La Rioja, los informes 
fidedìgnos, especialmente del Ministro y algunos miem- 
bros de la Càmara de Representantes, son que en reali- 
dad existen alll 80 hombres mas ó menos, que han per- 
tenecido al ejército de fronteras unos, y otros que son 
guardias nacionales movilizados con el objeto de aten- 
der à la segurìdad de la parte mas desguarnecida de la 
provincia, y evitar los ataques de alguno que otro mon- 
tonero que suele surjir y que amenaza las vidas y las 
propiedades de los vecinos, es con ese objeto que ha 
expuesto el seilor Ministro que tiene esas fuerzas. 

Respecto de estas dos provincias, la comisión ha en- 
contrado que no es tan grave el hecho, porque se trata 
solo de evitar las montoneras que asaltan à los propieta- 
rios y aùn atacan sus vidas; no contando con fuerzas 
propias, ni recursos bastantes para mantener 100 hom- 
bres de linea ó de guardias nacionales movilizados, para 
un asunto tan importante, basta cierto punto encuentra 
justificada la colocación de esa ftierza en esos puntos, 
con ese solo y exclusivo objeto^ pero las comisiones 
creen que seria mucho mas aceptable que esas fuerzas 
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fuesen de linea no de guardia nacional, porque el ejército 
està destinado à guardar fronteras ó à sofocar rebeliones 
y seria mas propio que ese fuera el destino que se les die- 
ra; sin embargo, si el Ministro, corno expongo, se encuen- 
tra en la dificultad de poder mandar fuerzas de linea del 
ejército que estàn casi todas ocupadas en destruir la re- 
belión de Entre Rios, en su mayor parte, y otra porción 
en la frontera en su parte mas vulnerable, pudo haberse 
hecho esa movilización en virtud de algunas leyes, en 
esa cantidad reducida para atender a esos fines. Sobre 
esto no habria gran cargo que hacer; pero sobre los 
otros puntos en los que la comisión no ha podido ser sa- 
tìsfecha de lleho, encuentra realmente inusitados esos 
hechos: no puede darse explicación exacta, no puede 
creer que existan verdaderas necesidades para mantener 
fuerzas en las capitales de Mendoza y San Luis; mucho 
menos, seftor Presidente, en circunstancias en que di- 
versos órganos de la opinion pùblica y aùn vecinos re- 
claman de la colocación de esasfuerzas en momentos 
de elecciones en esa provincia con motiva de que ellas 
pueden tener mas afìnidad por uno que otro partido, y 
aunque no sirvan à ese objeto directamente, fuerzas en 
esas condiciones, tienen que ejercer presión y coacción 
sobre la población, desde que representan un elemento 
separado comò se sabe y hace presumir, que todos sien- 
tan esa influencia que se ejerce en un sentìdo favorable 
à uno ù otro partido. 

Precisamente para alejar esa influencia ilegitima, y co- 
locar mas altamente la situación del Gobierno Nacional 
y hacer que su posición sea mas independiente y mas 
imparcial y que no resuite comprometido en està cues- 
tión, ha aconsejado que toda movilización que no tenga 
esos fines exclusivos de la ley, no sea autorizada y que 
si se ha entendido por parte del Poder Ejecutivo que 
està autorizado à movilizar en virtud de leyes vigentes, 
por una interpretación equivocada ó por un error, con 
sana intención y con propòsito laudable, que sea re- 
vocadò ese error, para evitar que la fuerza ó elemen- 
tos de ella que coloque en los diversos puntos de la 
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Repùbiica, sirvan à fìnes que no sean perfectaitiente 
legitimos. 

Es por eso, seflor Presidente, que las comisiones han 
dado esa forma genèrica, que tiene el proyecto de ley, 
para no comprender de un modo directo uà hecho aisla- 
do y para no hacer pesar corno un cargo, corno un pro- 
ceso, corno una recriminación, corno un ataque al Poder 
Ejecutivo, y que se vea por parte de él, que el Senado, 
con altura, con gran elevación de miras, toma la cues- 
tión en un sentido orenérico para que las leyes de la 
Nación sean bien aplicadas. No tiene, pues, un alcance 
de circunstancia que pudiera mirarse mal este proyecto 
y mucho menos, senor Presidente, un alcance retros- 
pectivo sobre hechos anteriores, porque, si esas fuerzas 
han sido colocadas de tal ó cual manera por el Poder 
Ejecutivo, el Senado no entra a hacer cuestión sobre 
ellos, ni forma mal juicio, ni mucho menos hace proce- 
sos sobre los hechos anteriores al presente, sino que dada 
la situación tal cual la encuentra, dice: toda fuerza na- 
cional de milicia que se encuentra fuera de la frontera ó 
que sirva directamente para sofocar la rebelión, no debe 
continuar movilizada en términos inconstitucionales. 

Esto es lo que importan, sefior Presidente, todas las 
leyes vigentes, es decir, las dos anteriores: la de Octubre 
del alio pasado relativa al enrolamiento, y a la ùltima de 
este aiìo sobre la movilización de los guardias nacionales 
para sofocar la rebelión de Entre Rios, 

Està ley, pues, no viene à ser sino una interpretación 
limitada de las anteriores, esplicando su sentido propio, 
su objeto y su alcance preciso para que no pueda pres- 
tarse à interpretaciones diversas. Esto es lo que importa 
exclusivamente el proyecto de ley de la comisión, y 
creo que merecerà elhonor de ser aceptado porla Cà- 
mara, desd e que es aconsejado por estos motivos pode- 
rosos y por estar fundado en las atribuciones legitimas 
del Congreso respecto a la movilización de guardias 
nacionales, para garantir a los ciudadanos que no se 
empleen sino cuando sean necesarios, à juicio del Con- 
greso, que es el que autoriza està movilización y el que 
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aprecta las causas que la motìvan; al Poder Ejecutivo 
toca la parte de ejecucìón y administración de la ley 
y de los grandes móvtles que ban guiado al Congreso al 
dictarla. 

Es por eso que, reducìendo à estos fundamentos que 
ambas comìsiones ban tenido para aconsejar ese dieta- 
men, me limito à lo expuesto, y creo que es bastante para 
aceptar el proyecto. 



Sefior Araojsf—Es sensible que el seiìor Senador se 
baya extraviado en està discusìón en la interpetación de 
las facultades de cada poder, y mucbo mas todavia en la 
aplicación de esas &cultades. 

El seflor Senador empezó por decir, que corno este 
proyecto respondia solamente à mandar retirar las fuer- 
zas que el Gobiemo Nacional tenia colocadas en Men- 
doza, él era innecesarìo porque habia pasado la elección 
y que por consiguiente, todo habia concluido. 

Debo empezar por decir al seflor Senador, que està 
equivocado en la interpretación de los conceptos que 
contiene el proyecto. 

Este proyecto, sefLor Presidente, no responde sola- 
mente à Mendoza. No dice una palabra de M endoza, 
ni se refìere a las fiierzas que estaban colocadas alii 
durante la elección que tuvo lugar el Domingo 7 de 
este mes. 

Este proyecto no tiene el limitadisimo alcance, la 
acción parcial que le atribuye el seiìor Senador por En- 
tre Rios. Tiene una aplicación comprensiva y genèrica; 
pero tampoco va, comò dice el seflor Senador, à atar 
las dos manos al Poder Ejecutivo, é impedirle que 
coloque las fuerzas nacionales que tiene el derecho de 
colocar, es decir, el ejército de linea, en los puntos 
que crea conveniente. 

No, seflor; el proyecto no dice tal cosa; lo que quere- 
mos es que no haga con las milicias lo que ùnicamente 
tiene derecho de hacer con el ejército de linea. 
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Se trata, pues, de impedir diversos hechos, ó major 
dicho, de ponerles limite, para que la continuación de 
ellos no sea la violación de las leyes actuales, el alluso 
del ejercicio de las autorizaciones que el Cottgreso ha 
dado, que él solo puede dar y que es el ùnico que puede 
también retirarlas. 

Entonces, este proyecto se refiere, no solamente à 
Mendoza relativamente à las milicias que estàn coloca- 
das en la ciudad capital, donde no tiene objeto està co- 
locación de milicias, puesto que no estàn alli para man- 
tener la paz y la organización, sino que se refiere à 
todos los puntos que podria comprender esa moviliza- 
ción indebida; es decir, cuando fiiera mas alla de las 
tres leyes vigentes à que se ha refendo el sefior Se- 
nador en disidencia, y à que me habia refendo antes 
también. 

Todo lo que estralimite el espiritu de esas leyes es 
indebido, inconveniente, no responde à un interés le- 
gftimo, 5^ son hechos que no pueden aprobarse ni ra- 
tificarse. 

Asi es que la movilización de Mendoza es indebida; 
porque, comò he dicho ya, no responde à ningùn fin 
legitimo, à ningùn propòsito autorizado por la ley. 

Lo mismo sucede con la movilización de San Luis en 
la ciudad capital. La ciudad de San Luis ni ninguna 
parte de las provincias està amagada ni por indios, ni 
por montoneras. Asi es que no solamente en la ciu- 
dad capital, pero tampoco en los pueblos cabezas de 
departamento tiene objeto conveniente tal movilización. 

^Se puede sensatamente defender semejante coloca- 
ción de milicias? ^Responde à qué fin? — A ninguno, — 
y la Càmara de Senadores no puede aprobar semejante 
movilización, a estar al espfritu de la disposición consti- 
tucional que invocaci seftor Senador. 

Esa disposición a que se refiere el senor Senador, 
se refiere solamente al ejército de linea, no à las mi- 
licias cuya movilización autoriza parcial ó totalmente 
el Congreso en virtud de casos especiales, comò dire 
después. 
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No responde, pues, esam ovìlización à un objeto legi- 
tìmo; y entonces, i con qué fin se mantiene ? -; Es justo 
que siga adelante ? i Ha sido hecha en virtud de leyes 
actuales ? Estoy seguro que nadie se atreverà à sos- 
tener que ha sido hecha en virtud de leyes actuales. 

Ahora. he dicho bien claramente que si hay algunas 
milicias entre los ochenta ó cien hombres que existen 
en La Rioja y en San Juan, es que son necesarias para 
atender à las montoneras que existen alU, y para cuidar 
de la vida de lós habitantes. Reconoce, pues, la comi- 
sión, que si el Gobiemo se ha servido de algunas mili- 
cias en esas provincias, han sido bien empleadas. 

Vea, pues, el sefLor Senador còrno es muy diferente lo 
que la comisión sostiene de lo que él asevera. 

Ahora, la movilización que se ha hecho en Santa Fé, 
que dice el sedor Senador que también es comprendida 
en el proyecto, no lo es, porque es corno la que se ha 
hecho en Corrientes, para dominar la rebeUón, y està 
movilizada bien. 

Era preciso preservar las fronteras de Entre Rios de 
las montoneras que alli ejercen sus desmanes; y es por 
lo que el Congreso ha autorizado esa movilización, tanto 
en Santa Fé comò en Corrientes. De modo que no pue- 
de tener semejante alcance, ni darsele tal extensión que 
pueda comprenderse que deberà cesar la movilización 
de Santa Fé. 

No se le ha ocurrido a la comisión semejante cosa, ni 
puede decirlo el proyecto. El proyecto, clara y preci- 
samente se b'mita à decir que, toda movilización de mi- 
licias en virtud de leyes vigentes, debe servir à completar 
el ejército en el servicio de fronteras y à atender à la 
rebelión de Entre Rios y sofocarla. 

Y yo pregunto: ^La capital de San Luis, la capital 
de Mendoza, son fronteras ó forman parte de la rebelión 
de Entre Rios? 

iQuién tiene la insensatez de responder afirmativa- 
mente a esas preguntas? 

Luego, el proyecto no dice lo que le hace decir el se- 
nor Senador en disidencia. 
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Nadie niega, sefìor Presidente, (y he tenido el honor 
de reconocerlo mas de una vez) que el Poder Ejecutivo 
tiene la facultad de situar las fuerzas de linea de la Na- 
ción donde él lo crea mas conveniente para atender à 
las necesidades de la Repùblica, es decir, à mantener el 
orden y la paz. 

Pero, si la Constitución le acuerda esa facultad, tam- 
bién hace pesar sobre él la responsabilidad consiguiente, 
el deber de eniplearlas bien. 

No se trata de esas fuerzas ó de su buena ó mala colo- 
cación. Se trata de la movilización indebida de guardias 
nacionales; y eso es muy diverso. 

El mismo articulo que me he permitido leer, y que es 
el fundamental y la base principal que ha tenido en vista 
la comisión para aconsejar este proyecto, dice textual- 
mente: (repitió la lectura hecha antes). 

Este articulo, senor Presidente, comprende, la facul- 
tad Clara y terminante del Congreso, de abrir juicios 
sobre las causas y motivos poderosos que induzcan & 
autorizar està movilización; tiene en cuenta los hechos, 
los examina, los pesa; y después de un maduro juicio, 
juzga la situación politica de la Repùblica y de cada 
uno de sus Estados ó provincias; y entonces dice: auto- 
rizo ó no autorizo; debe movilizarse ó nò; — teniendo 
siempre la facultad de limitar las autorizaciones que ha 
dado ó extenderlas, dandole al Poder Ejecutivo bastante 
amplitud y suficìente poder para que cumpla el mandato 
del Congreso, que es superior en esa parte al Poder 
Ejecutivo, puesto que el Poder Ejecutivo no es mas que 
el administrador de la cosa pùblica bajo el punto de vista 
politico y militar. 

Sefior Torrent—Perfectamente. 

SeHor Araoa — El Congreso no es un autómata, una 
màquina de votar milicias, corno lo pretende el seflor 
Senador en disidencia. 

Setior Garda — No pretendo tal cosa. 

SeHor AraoB — Eso importa la facultad que pretende 
el senor Senador, de ser el Poder Ejecutivo el ùnico 
àrbitro, el ùnico que pueda entender comò se deben 
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comprender las nècesidades politicas de la Nación, el 
ùnico que es juez de esas nècesidades, en fin. 

No, seflor Presidente, el Congreso es el que delibera, 
es el que pesa la situación del paìs, el que niega ó dà la 
facultad al Poder Ejecutivo 

SeHor Torrent — O la revoca. 

Seflor Araoa — Precisamente, iba à decir eso. 

Cuando el Congreso ve que esa autorización puede 
prestarse ó se presta à abusos, extralimitando esa auto- 
rización, dice: retiro, revoco la autorización que he dado 
— basta el punto que crea conveniente. 

Asi es que todo lo que pueda prestarse à mal uso, 
debe limitarse, para que no tenga mas alcance que el 
que debe tener. 

Eso impòrta el proyecto de la mayoria de la Comisión; 
puesto que ordena que todas las milicias que no sean 
necesarias para sofocar la rebelión ó para guarnecer las 
fronteras, sean licenciadas. 

Esto importa, seflor Presidente; y esto es lo que com- 
prenden las leyes vigentes, y no otra cosa. 

Si el Poder Ejecutivo cree que no son suficientes los 
medios que se le acuerdan, ocurrirà al Congreso y pedi- 
rà lo que crea necesitar, y entonces el Congreso se lo 
acordarà ó no se lo acordarà. 

Porque el Poder Ejecutivo no es Juez ùnico de las nè- 
cesidades del pafs. corno lo pretende el seflor Senador 
en disidencia, con doctrinas basta cierto punto abusivas, 
por no decir subversivas. 

Mientras el Congreso Uene su misión, no puede obrar 
de otro modo. Si no obrara asi, no Uenaria la misión 
que la Constitución, que el pueblo, soberano ùnico, le ha 
dado; vendria a ser un autómata. 

Se dice que el Congreso no puede conocer las nèce- 
sidades del pais comò las puede conocer el Poder Eje- 
cutivo; que no puede saber cuàl es la situación verdade- 
ra de cada provincia. Yo digo que puede conocer esas 
nècesidades, que puede conocer la situación de cada 
provincia mucho mejor que el Poder Eiecutivo, que està 
situado à grande distancia de ellas y que tiene agentes 
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que pueden no ser los mas fìeies en la trasmisión de la 
verdad de los hechos; sin embargo, cada representante 
ve por si mismo las necesidades y la situación de la pro- 
vincia porque atraviesa; y asi es liiuy buen juez y es una 
opinion autorizada para decir cuàl es la verdad de los 
hechos y hasta dónde debe ir el Poder Ejecutivo con las 
autorizaciones que le acuerda el Congreso. 

No es el Poder Ejecutivo el ùnico àrbitro, comò se 
ha pretendido sostener, de las necesidades de la Nación. 
El Congreso es quien juzga de esas necesidades, y con 
la verdad por delante, dice al Poder Ejecutivo: puede 
ir fftds alld; si fiiese necesario. 

Està doctrìna que envuelve el proyecto, es la que sos- 
tiene la comisión muy sensatamente. 

Y debo observar al seiìor Senador, para que tenga 
presente al contestar la doctrìna que envuelve este pro- 
yecto, la altura en que se ha colocado y la elevación 
de las miras a que responde. La misma acepción genè- 
rica que tiene, disipa la duda de que pueda causar dafko, 
atacar ó limitar en lo mas minimo al Poder Ejecutivo; 
responde solamente à precaver los hechos que pudieran 
resultar del mal cumplimiento de las leyes, y no aten- 
derlos por leyes especiales, corno pretenden algunos 
que deben atenderse. Este sentido genèrico envuelve 
una idea muy recomendable, entrafìa un sentimiento 
muy alto que abona en honor de ambas comisiones y 
del Senado mismo, y es que la acepción genèrica en 
que està concebido el proyecto no viene à hacer una 
improbación de los actos del Poder Ejecutivo: comò he 
dicho antes, no los ataca para nada, no los llama à jui- 
cio, no los examina, no los reprocha. Dice: en lo suce- 
sivo no se abuse, limitese à lo que quiere la ley que se 
limite, no se vaya mas alla. ^Para què? Para salvar y 
garantir precisamente al mismo Ejecutivo, sin dejar de 
darle por eso todo el poder y todos los medios necesarios 
para proveer con la mejor amplitud y elìcacia al gobierno 
del pais. El proyecto, pues, responde à eso, y à hacer 
inùtil è innecesarìo al camino peligroso à que nos quie- 
re Uevar el seflor Senador, que no balla otro remedio 
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para el caso de una extralimitacìón de la ley, que la acu^ 
sación y la destitución. Para evitar eso, sensatamente, 
y con gran cultura, el Senado dice: no voy, no quiero 
ir alli, porque no es necesario ir, porque se puede en- 
contrar el mismo resultado que se trata de buscar, con 
un remedio suave y sencillo que es la sìmple determina- 
ción del alcance de la ley, para salvar al Poder Ejecu- 
tivo de la responsabilidad con una simple revocatoria. 

Pero suponiendo que fuéramos basta alli — basta re- 
vocar una ley que hubiera dado el Congreso para limi- 
tar las facultades del Ejecàtivo, — seria bien dada la 
revocación, porque evitarla las acusaciones del Poder 
Ejecutivo. - Pero à lo que tiende el proyecto es à sal- 
varlo de ella, limitando el alcance de la ley y por con- 
siguiente, limitando los hechos que de ella pudieran 
resultar, para que no pudieran presentarse viciosos. 

Vease, pues, cuàn sabio es el proyecto actual, y cuàn 
peligroso es el camino a que nos quiere llevar el senor 
Senador; mientras tanto la mayoria de la comisión con 
una simple interpretación de la ley en los términos que 
envuelve el proyecto, dice: basta aquf voy, esto sigiii- 
fican las leyes dictadas, este es el alcance que les doy 
yo, el Congreso, y no se vaya mas alla. 

Asi se evita, con un remedio tan sencillo, que se pro- 
duzcan esas fatales consecuencias que debemos tratar 
de evitar, y no recurrir à remedios heroicos a que debe 
solo apelarse en los casos extremos. 

Por estas razones, la comisión sostiene este proyecto. 



SeHor Araoa — Dos respuestas a los dos ùnicos puntos 
puntos que ha tocado el sefior Senador. 

Pretender, corno lo hace, que solo el Ejecutivo, senor 
Presidente, es el ùnico llamado por la Constitución à 
conocer las verdaderas necesidades politicas y adminis- 
trativas de la Repùblica .... 

Schor Garda— Ysi lo he dicho que no pretendo eso, 
seftor Senador. 
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Sefior Araos — Es, à mas de hacer decir à la Conti- 
tución lo que ella no dice, lo que no ha supuesto si- 
quiera, convertir al Poder Ejecutivo en verdadero au- 
tocrata de la Repùblica Argentina sobre el mismo 
Congreso. 

Esto, por lo que hace à la interpretación que dà el 
senor Senador. 

Por lo que hace al otro punto relativo à la colocación 
de las milicias, el senor Senador està inculcando y ex- 
traviàndose en la discusión y haciendo una confusión 
de ideas respecto de lo que comprende el proyecto, el 
alcance que él tiene, haciéndoles decir lo que no han 
pensado decir ninguna de las dos comisiones, ni dice 
el sentido, espiritu, ni la letra del proyecto. 

£De dónde deduce el sefior Senador lo que dice, de 
que el proyecto manda retirar las milicias y que él cree 
que van à retirarse? De rtinguna parte del proyecto, lo 
ùnico que el proyecto dice bien, y muy bien es: t donde 
no haya fronteras que guardar, donde no haya rebe- 
lión que combatir, no haya milicia movilizada», ni se 
saque al ciudadano de su hogar. En otros términos; 
ratifica el sentido y alcance de los términos precisos de 
las tres leyes que he citado y que el sefior Senador ha 
invocado, todas tendentes à autorizar exclusiva y ùnica- 
mente al Poder Ejecutivo para dominar la rebelión en 
Entre Rios y para atender al servicio de las fronteras; 
entonces todas las milicias que no tienen ese objeto — 
sacarlas de su fin principal y lo que es mas, invertirlas 
y aplicarlas para otros fines colocàndolas donde no res- 
ponden à esos objetos, claro es que con esto se extrali- 
mita la ley, va mas alla de su objeto, se hace decir à la 
ley lo que ella no dice, se la interpreta dandole un al- 
cance y extehsión de facultades que no tiene. Enton- 
ces el Congreso dice por este proyecto: entiendan clara 
y terminantemente que la interpretación que doy à las 
tres leyes vigentes, es que solo pueden servir las mili- 
cias para atender las fronteras y sofocar las rebeliones. 
Esto dice, y yo pregunto: £el Congreso tiene facultad y 
derecho para decir eso? Creo que no lo negarà el se- 
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• 

fior Senador, lo tiene para dar al alcance é interpretadón 
à sus leyes y para darles la limitación que él cree que 
deben tener. Y es comprendiendo que à los hechos 
producidos ó que se pueden producir, se les puede dar 
interpretaciones diversas, que el Congreso, anticipàndo- 
se, dice el sentido y alcance que las leyes deben tener. 
Esto es lo que importa. 

Ahora, por lo que hace à las milicias, ^quién es el que 
tiene la facultad de autorizar la movUìzación ó de remo- 
verlas si ellas estàn colocadas en provincias pacificas y 
tranquilas donde no bay amagos de insurrección, donde 
no bay malos elementos que combatir, ni ningùn fin cons- 
titucional ni siquiera legai, que atender, corno sucede 
en las provincias de San Luis, Mendoza y La Rioja? 

Entonces, dice el Congreso, estàn mal empleadas las 
milicias en esos puntos, y yo que soy juez de esto, pues- 
to que autorizo la reunión de las milicias cuando los 
casos, motivos y fines me demuestran claramente, corno 
los hechos que se estàn produciendo, las reclamaciones 
que se hacen ocasionadas por gran parte de los vecinos, 
que dicen que esas milicias no atienden en esas capitales 
ningùn interés legitimo, que no tiene ninguna explica- 
ción conocida; entonces digo no conviene que estén 
alli. Es a eso à lo que responde el proyecto: à decir 
que esa colocación es indebida, porque no responde à 
ningùn fin conveniente. Deberà decirse que se va à 
sofocar alli una rebelión ó preveer las invasiones; luego, 
si no se puede decir eso, no estàn bien situadas esas 
fuerzas. A eso es à lo que responde el proyecto de un 
modo claro y terminante. Con esto me parece que he 
contestado à lo que dice el seflor Senador, y por mi parte 
he conclufdo. 

SeHor OroHo — Fido la palabra, no para continuar la 
discusión, sino para hacer moción, por la bora avanzada, 
para que se termine la sesión, porque teniendo que tornar 
parte en està cuestión, me parece que no habrìa tiempo 
material para hacerlo abora. (Apoyado)- 
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Discurso del Senador Torrent 

SeHor Torrent — Seilor Presidente: en virtud de 
las explicaciones que el senor Ministro del Interior à 
la Càmara sobre las preguntas referentes à la situación 
politica de la provincia de Mendoza, varios seftores 
Senadores presentamos los proyectos que la Càmara 
conoce. 

Las comisiones de Negocios Constitucionales y de 
Guerra, unidas, han refundido esos dos proyeqtos 
en uno. 

Como la Càmara recordarà, uno de estos proyectos 
se limitaba à prescribir el licenciamiento de la Guardi^ 
Nacional de varias provincias de la Repùblica y el otro 
disponia la cesación inmediata de la intervención que 
indebidamente està ejerciendo el Gobierno Nacional en 
la provincia de Mendoza. 

En mi caràcter de firmante de esos proyectos, estuve 
presente en las discusiones de ambas comisiones, y me 
preste à que ambos proyectos quedasen refundidos en 
el que està en discusión, porque el pensamiento de los 
autores del proyecto originario quedaba enteramente 
salvado. Por consiguiente, sefior presidente, presto mi 
apoyo, y dare mi voto y al proyecto en discusión. 

Las comisiones de Negocios Constitucionales y de 
Guerra reunidas, aconsejan el licenciamiento de la Guar- 
dia Nacional, y aùn cuando es extensiva està disposi- 
ción à todos los guardias nacionales movilizados en la 
Repùblica que no se encuentren en servicio de fronte- 
ras ó en el ejército destinado à combatir la rebelión de 
Entre Rfos, muy lejos de hacer la menor restricción al 
pensamiento originario, comò la Càmara lo comprende, 
lo amplia y extiende, sirviendo, à mi ìuicio, à convenien- 
cias positivas del pais. 

Ademàs, comò la intervención clandestina, comò oca- 
sión de calificarla, que el Gobierno Nacional està ejer- 
ciendo en la provincia de Mendoza, consiste principal- 
mente en haber movilizado la Guardia Nacional y 
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puéstola à disposición del probiemo locai y en haber 
llevado parte de la tropa de linea que guamece la fron- 
tera, con el mismo fin; segùn él, para sostener al go- 
bierno de la provincia, que se hallaba amenazado por 
una rebelión inniinente; mandando licenciar la Guardia 
Nacional, cesaba de hecho la intervención que se esta- 
ba ejerciendo, salvàndose al mismo tiempo las preroga- 
tivas del Congreso invadidas por el Poder Ejecutivo. 

Por estas razones, seiìor Presidente, yo creo que 
debo prestar mi apoyo y votar el proyecto que està en 
discusión. 

Entrando en el fondo del asunto, seftor Presidente, 
debo empeftar por hacer una deelaración franca y 
sincera respecto al verdadero significado de la cuestión. 

Hablando con mi honorable colega, compaiiero en la 
confección de estos proyectos, el seflor Quintana y 
otros seiìores Senadores mas, les decia en la ingenua 
confianza que nos ligaba en ese momento, comunicàn- 
donos nuestros mas fntimos propósitos, les decia, seflor 
Presidente, que cuando formule mis preguntas al Minis- 
tro, tenia la firme resolución de guardar completo silen- 
cio, ó declarar que sus explicaciones me habian satis- 
fecho pienamente, si este era el resultado que esas 
explicaciones nos daban; que no me guiaba el menor 
interés comò partidista en las cuestiones internas de 
Mendoza; que me llevaba solamente el desco de salvar 
la justicia, de salvar la ley, de salvar las prerogativas del 
Congreso y de contribuir también à salvar la libertad 
de una provincia hermana. Por esto mismo declaré al 
seflor Ministro del Interior en aquella ocasión, que espe- 
raba sus explicaciones con espiritu tranquilo, deseando 
que ellas me pudiesen satisfacer. 

En està disposición de ànimo, seflor Presidente, ci 
y recibi las explicaciones del seflor Ministro y al oirlas 
no pude menos de adelantar ya una impugnación à 
los principios que él habia sentado y à los hechos 
que habia confesado; anunciando que me preparaba a 
formular y presentar un proyecto de ley en el sentido 
de mis ideas. 
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Yo entendia entonces, corno entìendo hoJ^ que no era 
dado à ningùn Senador escuchar declaraciones de esa 
trascendencia y guardar silencio. 

El sefior Ministro declaró explicitamente que habia 
movilizado la Guardia Nacional en la provincia de Men- 
doza y puéstola à disposición del gobiemo respectivo, 
porque éste habia requerido el apoyo del gobierno ge- 
neral, para ser sostenido centra convulsiones internas 
de que, decia, se encontraba amenazado. 

Està declaración, sefior Presidente, vino à confimar 
cuàn justas, cuàn tnotivadas, y cuàn previsoras habian 
sido las interpelaciones formuladas por mi, y aceptadas 
por la Càmara. 

Quedó patentizado, pues, quedó descubierto el hecho, 
de que el gobierno general, intervenia en la provincia 
de Mendoza, para sostener à su gobierno centra con- 
vulsiones internas, que él decia temer; quedó confesado 
también, sefior Presidente, el hecho de que el Poder 
Ejecutivo violaba abiertainente la Constitución de la 
Repùblica y trasgredia las facultades del Congreso Na- 
cional, Uevando su intervención de una manera clandes- 
tina y secreta a una provincia argentina, hallàndose el 
Congreso reunido, sin dar à éste conocimiento de las 
medidas que adoptaba. 

Yo me dije entonces, sefior Presidente; y me lo dire 
siempre: si yo me hubiese sentido inclinado à guardar 
silencio por cualquiera consideración, en presencia de 
declaraciones semejantes, lo hubiera hecho, quizàs; 
pero habria sido tornando mi sombrero y abandonando 
este puesto cuyos mas importantes deberes me era im- 
posible cumplir; — me parecfa que era absolutamente in- 
compatible con los deberes de cada uno de nosotros, 
escuchar una declaración de tamafia magnitud y asen- 
tirla. 

Fué asi, sefior Presidente, corno me encontré envuelto 
y comprometido con toda mi conciencia en los nego- 
cios internos de la provincia de Mendoza, porque veo 
comprometidos en ella todos mis deberes y la Constitu- 
ción de la Repùblica. 



— 256 — 

Seiìor Presidente: estas consideraciones que son con- 
cluyentes y que, à mi juicio, tienen en si el poder de 
acabar completamente con la cuestión, — si cuestión pu- 
diera suscitarse à este respecto — estas consideraciones 
que colocan al Congreso frente à frente con la Consti- 
tución, que le crean una situación sin salida, por decirlo 
asi, en presencia de la actitud del Poder Ejecutivo; si 
nosotros no condenamos esa intervención con una re- 
probación moderada, pero espb'cita y terminante, estas 
consideraciones tienen decia, a mi juicio, el poder de aca- 
bar con toda cuestión. Bastarla demostrar esto corno se 
demuestra tan sencillamente, para que la Càmara votsise 
el proyecto que està en discusión. 

Pero me parece también, seflor Presidente, que han 
pasado cosas, que siguen produciéndose hechos que 
afectan de una manera directa las conveniencias gene- 
rales del pais, quizà el orden y la paz pùblica, también 
las garantias constitucionales de los ciudadanos, tam- 
bién la regular y conveniente renovación de los pode- 
res pùblicos que està para efectuarse; y entonces digo, 
es conveniente, tal vez es necesario abrazar horizontes 
mas vastos y traer à tela de juicio otras cosas y otros 
hechos de actualidad. 

Si el Poder Ejecutivo, en presencia de un acto del 
Senado, que importa el ejercicio inocenle de una prero- 
gativa innegable, ha creido, sefior Presidente, deber 
mostrarse resentido ó herido y ha creido deber contestar 
al Senado la facultad con que procede, no obstante, 
sefior, estar esplicitamente autorizada por la Constitu- 
ción; si el Poder Ejecutivo ha creido también que con- 
venia à su politica ó à su autoridad asumir està actitud 
enviàndole informes inconvenientes y basta injuriosos 
para la Càmara; si el Poder Ejecutivo después de todo lo 
que se le ha visto hacer, ha creido que debia lanzar estas 
especies tendentes directamente a desautorizar à losSe- 
nadores y al Congreso, haciendo después un Uamamien- 
to al pueblo para traer solo sobre si sus miradas. su 
consideración y su respeto; yo creo, sefìor Presidente, 
que seria conveniente también, que seria permitido al 
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menos, que las Càmaras recuerden y sostengati los de- 
rechos que tienen al respeto, à la corisideración del pue- 
blo que representan. 

Hallo conveniente declarar que nuestra conducta no 
ha sido inspirada por el espfritu estrecho de dirigir re- 
criminaciones estériles al Poder Ejecutivo; yo creo que 
no està demàs decir, y dejar bien comprobado, que nos 
Han guiado sentimientos tan patrio ticos y nobles corno 
los mejores que pudieran animar al Poder Ejecutivo; yo 
creo que no està de mas decir que el Congreso, corno los 
miembros del Senado que apoyaron lainterpelación, no 
han merecido los reproches y las insinuaciones injurio- 
sas con que el Poder Ejecutivo se ha creido con el de- 
recho de contestar. Creo, también, que no està de mas 
decir, que es necesario decir, que g^andes intereses 
aconsejan de parte de la Càmara un proceder cauteloso 
y discreto en salvaguarda, en defensa de las libertades 
pùblicas que veo seriamente comprometidas por la acti- 
tud del Poder Ejecutivo. 

Con la moderación que me es caracteristica dire todo 
mi pensamiento à mi turno. 

Yo creo que nos encontramos frente a frente de un 
Poder Ejecutivo eminentemente elector; yo creo, sefior 
Presidente, que una suma de hechos y actos concordan- 
tes y persistentes del Poder Ejecutivo me dan derecho 
para considerarlo exclusivamente empeflado en tornar 
parte y trabajar en las elecciones de su futuro sucesor. 

Seflor Presidente: està es cuestión de hechos, y yo 
digo lo que pienso, y lo que pienso lo digo con franque- 
za; el pueblo que me escucha, que sabe lo que digo, juz- 
garà si tengo ó nò razón. 

Yo dire entre tanto, seflor Presidente, porque la afir- 
mación es grave, en qué hechos la fundo. 

Yo he visto la conducta del Poder Ejecutivo, sefior 
Presidente; primero, en la provincia donde vió la luz el 
sefior Presidente de la Repùblica, he visto que todo su 
proceder y todo cuanto bacia en ejercicio de su autori- 
dad, Uevaba el sello de una pasión y un interés electoral. 
Mas tarde lo vi también asociàndose a los que iniciaban 
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una rebelión en la provincia de Santiago del Estero; yo 
le vf protegiendo ese movimiento sedicioso, en nombre, 
por supuesto, de las libertades pùblicas. Yo me dije 
entonces: està conducta no es la de la Constitución, està 
conducta no es la de la ley, està conducta, por consi- 
guiente, no es inspirada por un móvil desinteresado y 
puramente patriótico. Le vi mas tarde, seiìor Presi- 
dente, còrno se conducia en la provincia que tengo el 
honor de representar; y yo, desde el primer aflo que 
vine a tornar un asiento en està Càmara, en fuerza de 
mi propia observación, en virtud de hechos que habia 
estudiado con imparcial prolijidad, escribia al sefìor Bai- 
biene diciéndole: e La situación de su gobierno es peli- 
grosa; prevéngase, y prevéngase apoyàndose y ampa- 
ràndose en el cumplimiento estricto y fiel de sus deberes, 
porque el Gobierno de la Nación es su enemigo, y el 
Gobierno de la Nación ha de acabar por derrocarlo». 
Yo, que le anunciaba esto, senor Presidente, al Gober- 
nador de la provincia de Corrientes; yo, que vi mas tar- 
de al Gobierno Nacional protegiendo abierta y direc- 
tamente con todos sus elementos y recursos la injustifi- 
cable rebelión que alli estalló; yo. que vi al Gobierno 
Nacional pasar sobre todas las consideraciones de justi- 
cia, de conveniencia y de gratitud; yo, que vi a ese 
Gobierno Nacional pedir auxilio para realizar este he- 
cho escandaloso a esos mismos hombres que pocos dias 
antes habian caido vencidos por el brazo potente de los 
hijos de la provincia de Corrientes en la batalla de 
5ìaembé; yo, que vi al gobierno general congratularse 
de tener por aliados a esos mismos hombres, y armar su 
brazo para lleyar el arma centra el corazón de los libe- 
rales patriotas, de esos nobles soldados y dignos magis- 
trados que bacia aùn tan poco habian abandonado sus 
puestos para ir a compartir los rigores y peligros de 
los combates que se libraban en defensa de su propia 
autoridad. 

Yo, que le he visto armando el brazo de los que ha- 
bian de dar muerte al doctor don Juan Lagrana, magis- 
trado y voluntario de esas campafìas, al joven Igarzàbal, 
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noble hijo, de otro màrtir de su deber y de su causa, à 
los jóvenes Valenzuela, José Vicente Gómez, Silva, bie- 
lla y muchos otros de esa juventud entusiasta y florida 
que cornò a los combates para defender las iyistitucio- 
nes y la autoridad del actual Presidente y que era tan 
acreedora a su consideración y à su respeto. 

Yo, que he visto todo esto, me digo & mi mismo: 
este gobierno no puede avanzarse à extravios tan la- 
mentables, sino por algùn móvil, por algùn intere^ in- 
confesable. 

Vile mas tarde, senor Presidente, còrno se conducia 
en la provincia de Santa Fé; vi también cual era su con- 
ducta en la provincia de Entre Rios. 

Hechos semejantes veo producirse en las otras pro- 
vincias de la Repùblica, y al fin, senor Presidente, libr^n- 
dose una cuestiòn que es interesante a los partidos del 
pais, precisamente porque responde al grande objeto de 
la elección del futuro magistrado de la Repùblica en la 
provincia de Mendoza; le veo, seftor Presidente, con 
mas franqueza que en otras partes, por cierto, enrolarse 
abiettamente en las iìlas de uno de los partidos comba 
tientes, Uevar todo su poder y su apoyo à uno de ellos, 
Uegar basta el extremo de llevar la intervenciòn nacio- 
nal, violando la Constitución, pues reunido el Congreso 
no recaba su autorización; y me confirmo en que le guia 
un interés electoral y partidista, un mòvil ilegitimo, 
porque todo lo que se hace centra la ley y el deber, no 
se hace sino à impulsos de intereses, que, comò he dicho 
antes, son. . . . poco confesables, por no calificarlos de 
otro modo. 

Vile también, seflor Presidente, conservando numero- 
sas fuerzas de guardia nacional reunidas en la provincia 
de San Luis. ^Y con qué objeto? me he preguntado. 
La paz reinaen esa provincia, uno de sus dignos repre- 
sentantes nos ha comunicado que ningùn peligro la 
amaga; y que esa tropa, senor Presidente, està ejercien- 
do de antemano coacción sobre los habitantes de ella, 
preparàndose à impedir que realice en paz y en libertad 
la elección de su nuevo gobernante à fin de que el que 
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resuite electo responda al candidato fevorito del sefior 
Presidente. 

Toda la conducta, pues, del Poder Ejecutivo en la Re- 
pùblica, es à mi juicio, lo digo con toda conciencia, par- 
dal, electora y culpabJe. 

^Tiene el Congreso derecho de proponerse todas es- 
tas cuestiones, de hacerse à sf mismo estas preguntas y 
de resolverlas en sus leyes y en sus actos? El seiìor 
Senador por Jujuy, dejó bien demostrado en la sesión 
anterior, que el Congreso no es un autómata, y algo mas; 
que el Congreso es un poder esencialmente inteligente, 
pues es deliberante, que debe meditar todo el alcance y 
considerar todas las faces de cuantas leyes se hacen y 
que al hacerlas debe tener en vista la garantia de la 
libertad; porque él es quien debe contribuir à garantirla 
y defenderla con sus disposiciones. 

Pienso, pues, que este proyecto, à la vez, corno he di- 
cho antes, que tiende à salvar la Constitución compro- 
metida y atropellada por el Poder Ejecutivo, tiende 
à servir también conveniencias reales y positivas del 
pais. 

Por consiguiente, todo cuanto el Poder Ejecutivo ha 
esento, ó todo cuanto el Poder Ejecutivo ha dicho con- 
testando al Senado con motivo de la interpelación que 
se le ha dirigido, todo, todo ha tendido y tiende direc- 
tamente à debilitar la autoridad de este cuerpo ó com- 
prometer su decoro, y humillar en fin, su independencia 
y dignidad. 

El Poder Ejecutivo olvida, que lo ùnico que hay en 
pie hoy, en el espiritu de la opinion de la Repùblica, es 
el Congreso de la Nación; y que si el prestigio y la 
dignidad que debe rodear à este poder pùblico, es que- 
brado ó le falta, entonces todo naufragare, entonces la 
gangrena que hoy tiene enferma esa rama de Ics pode- 
res pùblicos que se llama Poder Ejecutivo, se extenderà 
à no^otros también, nos corroerày nos precipitarà en 
una completa disolución. 

Nò! sefior Presidente; la Càmara de Senadores al 
acordar su sanción a la moción de interpelación que tu- 
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ve el honor de hacer, no fué guiada por móviles estre- 
chos, corno el Poder Ejecutivo lo significa; la Càmra de 
Senadores al autorizar las preguntas, no procedió con 
el ànimo de hacer reclamaciones estériles al Poder Eje- 
cutivo, sino con el de redactar y sancionar disposiciones 
que corrijan abusos, que lleven garantias à los pueblos 
y a los ciudadanos: y el Poder Ejecutivo se hace juez 
basta de las intenciones con que esas preguntas han 
sido dirigidas, humillando la autorìdad del Congreso 
y creyendo que de està humillación saldrà la exàltación 
y el prestigio del Poder Ejecutivo. Este es su objeto. 

Si el Congreso consintiese pasivamente en que todo 
esto pase sin oposición alguna, en que todo esto reciba 
aunque mas no sea la sanción de los hechos consuma- 
dos, entonces, sf, quedarfa, à mi juicio, justificado un 
dicho del seiìor Presidente que ha adquirido celebridad 
ea estos dias: tei nido es digno del pàjaro» pudiendo, 
por lo tanto, empoUar en nuestro seno su sucesor. 

Senòr Presidente: sucinta y brevemente he expresado 
mi pensamiento entero. he derramado mis sentimientos 
en el seno de la Càmara y de mis colegas. 

Cualquiera que sea la apreciación que de ellas se ha- 
ga, respecto a su exactitud, yo espero que me haràn la 
justicia de creer que he hablado con franqueza y con 
sinceridad. 

Por lo pronto, limito aqui lo que tenia que decir. 

He dicho. 



Disurso del Senadop Orono 

Senor Oro^o— Senor Presidente: Si mis opiniones no 
fuesen tan conocidas del Congreso y del pais, en la ma- 
teria que trata de reglamentar el proyecto que està en 
discusión, yo sentirla la necesidad de justificar por la 
tranquila exposición de mis ideas, la .razÒn por qué voy 
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à votar en favor de este proyecto, para destnnr en sa 
base las apredacìones qae injastamente se hacen, res- 
pecto de Ics móviles que han guiado à los Senadores 
que lo bemos firmado. Pero està cuestión» sefior Pre- 
sidente, no es nueva entre nosotros: se puede decir que 
todos los ados, desde que se estableció el Gobiemo Na- 
donai en Buenos Aires, con este motivo^ con un motivo 
anàlogo al actual, ó con iguales proyectos al que se dis- 
cute, el Congreso se ha ocupado de este asunto, ya en la 
Càmara de Diputados, ya en la Càmara de Senadores. 
No podia ser de otra manera, sedor Presidente, cuando 
se manifìesta la tendencia en el Poder Ejecutivo de des- 
pojar al Congreso de sus mas altas prerogativas consti- 
tucionales, para consagrar exclusivamente en su favor 
el derecho ilimitado que cree tener por las disposiciones 
mal interpretadas de la Constitudón, para distribuir el 
ejército. 

El mandò del ejército, sef&or Presidente, es sin duda 
la mas alta fiindón del Poder Ejecutivo; y es la mas alta 
función, porque precisamente es la atrìbución mas peli- 
grosa, pues asi comò el mando del ejército conferìdo al 
Presidente de la Repùblica, limitado ó circunscripto à 
las disposiciones de la Constitudón, puede ser altamen- 
te provechoso para el pais, puede ser también, corno en 
el caso presente, bastante para destruir ó minar por su 
base todos los fundamentos de la Constitución, que son 
el respeto y la garantia que ha consagrado en favor de 
los Estados Federalesla ley suprema de la Nación. 

Se pretende, seftor Presidente, deducir de una atribu- 
ción de la Constitución que confiere al Poder Ejecutivo 
la facultad de distribuir el ejército conforme à las nece- 
sidades de la Nación, esa facultad ilimitada, y que puede 
bien en ciertos casos ser abusiva, basta opresiva de la 
libertad; se quiere hacer extensiva à todas las provin 
cias en paz ó en guerra, peligren ó no la^ instituciones, 
sin que haya ningùn motivo ostensible ó real que justifi- 
que el empieo de estos medios, es decir, de esa fuerza 
en las capitales de los pueblos. Pero los que esto sos- 
tienen, s^fLor Presidente, olvidan que arribj^ <te e^ dis- 
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posìción puramente meeànica y de simple adininistración, 
està una facultad eminentemente politica conferìda al 
Gobierno General, para garantir, no para conculcar las 
libertades. 

El articulo 6® de la Constitución es una saludable y 
previsora limitación de las facultades del Poder Fede- 
rai, à la vez que una garantfa en favor de los Estados 
y de las libertades pùbiicas de los pueblos y de los ciu- 
dadanos. f 

Por ese artfculo no se puede intervenir en las provin- 
cias sino à requisición de sus autoridades. ^Y qué otra 
cosa es, seflor Presidente, la introducción y presencia 
de las fuerzas militares de la Nación en una provincia 
cualquiera donde la paz pùblica no està perturbada, 
donde no ha sido requerida la intervención nacional por 
las autoridades constituidas? jQué otra cosa, repito, 
que la violación de la Constitución, que una derogación 
de las disposiciones consagradas en el articulo 6® para 
garantir esas prerogativas y esas libertades? ^De qué 
servirla, seflor Predente, la garantfa acordada por el 
articulo 5® al ejercicio libre de las instituciones provin- 
ciales, si esa garantla en vez de ser para los pueblos, 
fuera para los gobemantes que se alzan contra la ley, 
centra el Congreso y contra los derechos é intereses de 
sus gobernados? 

Si el Poder Ejecutivo, à virtud de esa atribución pura- 
mente meeànica y de simple administración, entendiera 
que tiene el derecho de ingerirse en los asuntos domés- 
ticos de los Estados, comò lo hace actualmente en la 
provincia de Mendoza y en algunas otras de la Repùbli- 
ca, ^qué seria de la Constitución? 

La paz y el orden no pueden cimentarse sin el respeto 
de parte de los que gobiernan à los derechos de los pue- 
blos y de los ciudadanos. La libertad sera una esperan- 
za, simplemente una esperanza, si las instituciones que 
nos hemos dado para garantirlas, son falseadas en su 
aplicación por los encargados de ejecutarlas. 

El mismo sefLor Presidente nos dà la razón à los que 
sostenemos la inconstitucionalidad é inconveniencia del 
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mantenimiento de fuerzas militares en los pueblos, y en 
Mendoza a las órdenes de su Gobernador para practicar 
elecciones, cuando dice en su ùltimo Mensaje que la 
Inglaterra y los Estados Dnidos deben su gran prospe- 
ridad à la ausencia de los ejércitos permanentes, Yo 
agregarfa, seilor, que la prosperidad de que gozan aque- 
llas naciones la deben à la libertad que han sabido esta- 
blecer por el respeto à los derechos de todos, y no por 
la ausencia ^e los ejércitos, corno parece pretenderlo el 
seflor Presidente. Es precisamente à esas precauciones 
que deben su bienestar, y nosotros, digase lo que se 
quiera, no iremos adelante en la pràctica de la libertad, 
si no destruimos las barreras que se oponen a su pa$o. 

En Estados Unidos se preocuparon desde el principio 
de su organización, de la elección de los medios para 
conseguir tan preciosos fines, y establecieron en la re- 
forma de la Constitución que ningùn militar podria alo- 
jarse en casa de un ciudadano sin su consentimiento. 

iPor qué se estableció, seflor Presidente, esa saluda- 
ble disposición en la Constitución de los Estados Uni- 
dos? 

Porque comprendieron el peligro que existìa contra 
la libertad civil y el abuso posible contra el derecho de 
los particulares, en la pràctica antes consentida, y de la 
cual se habia abusado, comò se abusa casi siempre por 
el poder ó por los que representan la fuerza. 

Este peligro es seguramente tanto mas grave para la 
libertad politica, si se acepta. se legaliza y se aplaude la 
disposición del Ejecutivo, la introducción de fuerzas 
militares a las capital es de los pueblos à pretexto de que 
la paz pùblica se balla amenazada por elecciones, ó por 
tranquilizar al Gobernador, aseguràndole la impunidad 
de sus tropelias contra el pueblo y contra los ciuda- 
danos. 

Està pretensión es de todo punto inadmisible, y las 
doctrinas que para justifìcarla se han expuesto, deben 
ser condenadas corno contrarias à los preceptos claros 
é intergiversables de la Constitución, y à la pràctica in- 
variable de instituciones anàlogas à las nuestras en los 
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pueblos mas libres, y por Io mismo los mas feUces de la 
tierra. 

La fuerza pùblica militar que tiene una misión tan 
conocida, tan ùtil y fecunda, sirviendo de guardiàn à la 
prosperidad de la Nación, dispuesta siempre à la defen- 
sa del honor nacional, no puede distraerse en objetos 
extraiios, ni en servir ambiciones personales de gober- 
nantes desleales, que empequeiìecen su misión y per- 
vierten al soldado. 

El senor Presidente decia estas palabras que voy a 
leer, a propòsito de la intervención llevada à la Provin- 
cia de San Juan por el Gobierno Federai, desautoriza- 
damente .... nò; no desautorizadamente, porque en 
aquella època la Constituciòn disponla una cosa comple- 
tamente diferente de lo que dispone ahora. Entonces 
el Gobierno podia intervenir con requisiciòn ò sin ella 
en cualquiera Provincia, mientras que ahora es al revés: 
la Constituciòn establece que el Poder Ejecutivo no pue- 
de intervenir sin requisiciòn de la Legisl^ura ò de los 
Gobernadores de Provincia, y asi mismo con autoriza- 
ción del Congreso. 

€ El hecho que ha ocurrido es espantoso. Se ha man- 
dado quitar un Gobernador, precisamente porque la ley 
dice: para restablecerlOy si hubicse sido depuesto por 
la sedicion, 

iLa facultad de intervenir sin requisiciòn ha trafdo 
los horrores de San Juan, entendiéndose que esa facul- 
tad era discrecional, resultando la monstruosidad de que 
el Gobierno Nacional haga entrar en una Provincia, 
donde las autorìdades funcionan sin obstàculo, aunque 
haja habido amenaza de perturbarse el orden, su fuerza 
armada, pretendiendo, centra las autorìdades mismas 
y contra la evidencia, que el orden està perturbado, 
obrando, no sobre los perturbadores, sino sobre el mis- 
mo Gobierno». 

Podria, seiior Presidente, sin recurrir à ningùn testi- 
monio, à ninguna autoridad extrafia, sólo con la opinion 
del sefLor Presidente de la Repùblica, convencido de 
que, cuando ha èstudiado la Constituciòn en la fuente 
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mas pura del derecho federai, en la Constitución de los 
Estados Unidos, es cuando mas ignorante se manifesta 
de lasitistìtuciones federales. (Aplaasos)» 

El mismo seilor Presidente nos daba la razón en el 
1855, de por qué miramos con fundadfsimo recelo la 
presencia de focrzas militares en las Provincias: porque 
ellas van à vigorizar los desmanes de los gobemantes; 
— y decia deliberadaniente: e los desmanes nos vienen 
de los gobemantes; y por eso la Constitución debe es« 
tablecer reglas de sumisión y sujeción, para que el Fo- 
der Ejecutivo, comò encargado de dirigir los destinos 
de los pueblos, nò pueda £alsear los principios consigna- 
dos en la Constitución». 

Estas reglas son las que queremos establecer ahora; 
estas reglas que el seftor Presidente aconsejaba corno 
un deber estricto, corno un precepto de la Constitución 
que boy està vigente, y en virtud de la cual se encuentra 
en el puesto que ocupa. 

€ El poder federai no es àrbitro en todas las conmo- 
€ ciones intenóres de las Provincias^ sino en aquellas 
€ que tienen por objeto obstruir é impedir la ejecución 
€ de las leyes de la Naciòn. > 

Y sin embargo, él se cree autorizado para colocar 
fiierzas en la provincia de Mendoza, por el hecho de que 
bay partidas de bandoleros que recorren aquella Pro- 
vincia; se cree autx!>rìzado para hacer alU la policia inter- 
na cuando este deber incumbe puramente por las 
instituciones provinciales, à las autorìdades locales. 

Pero se dice, sefkor Presidente: ^qué peligro bay en 
que las fuerzas se coloquen en aquel pueblo? 

El peligro lo estamos viendo: el peligro que bay, es 
que esas fuerzas puestas en manos de los Gobemadores, 
sirviendo comò en el presente caso, à objctos electora- 
les, den por resultado Diputados al Congreso que no 
sean la expresión genuina de la voluntad del pueblo: 
Diputados que no vengan à salvaguardar los intereses y 
las instituciones nacionales, sino à representar los inte- 
reses y las aspiraciones del Poder Ejecutivo. Y entónces 
pregutito, seflor Presidente: ^serà posible la acusación 
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al Poder Ejecùtivo? ;De qué manera podria la Càmaja 
acusarlo, si él liubiera conseguido por esa combinaciòn 
de la fuerza pùblica militar establecida en las Pro- 
vincias, que el resultado de las elecciones recayera en 
personas completamente favorables à sus ideas? 

Entonces el Senado, segùn las teorfas del seflor Sena- 
dor por Corrientes, tendria que estar presenciando es- 
tos hechos y permanecer impasible, porque no habria 
una Càmara que acusase; porque la Càmara de Diputa- 
dos estaria compuestà de hombres afectos en su totali- 
dad al Presidente de la Repùblica, pues para eso habfa 
colocado la fuerza pùblica à las órdenes de Ics Gober- 
nadores de Provincia: para que eligieran à sus amigos, 
à sus partìdarios. 

Si el Presidente de la Repùblica no fuese un Poder 
Elector^ comò lo ha califìeado muy bien el seflor Sena- 
dor por Corrientes, en vez de entregar aquellas fuerzas 
a los Grobemadores, las pondrfa à las órdenes de jefes 
nacionales, comò lo han hecho siempre los Gobiemos 
anteriores. 

No ha habido ningùn gobernante, antes del Presidente 
actual> que haya creido que tenia el derecho de colocar 
las fuerzas militares en manos de los Gobernadores de 
Provincia. 

SeBor del Garrii — Padece un error el senor Senador. 
Las fuerzas de San Juan y de Mendoza fueron puestas 
por el Presidente Mitre a las órdenes de los Gobernado- 
res de esas Provincias. 

Senor Orono — No, senor; voy à probarle al seflor Se- 
nador que està equivocado. 

SeHordel Garrii — No va a probar nada, porque es un 
hecho. 

SeHor Oroflo — Quando yo establezco principios ó 
ideas, siempre vengo apoyàndome en documentos, 
para probar la verdad y exactitud que ellos tienen. 
(Aplausos). 

Eso que el senor Senador aoaba de decir, es cosa com- 
pletamente diferente. 

El seflor Sarmiento era director de la guerra, y corno 
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tal tenia à sus órdenes las fuerzas nacionales destinadas 
à sofocar la rebelión. 

SeHor del Carril-^ììo es esa la cuestión. Las fuerzas 
de los gobemadores Zavalla y Figueroa en Mendoza y 
San Juan, fueron puestas à las órdenes de los respecti- 
vos gobernadores. 500 hombres en cada Provincia* 

SeHor OroHo — No, seiìor. Ahora le voy à probar 
al senor Senador^ con la lectura de una nota, que pido 
al seflor Secretano tenga la bondad de leer. . . • pero 
explicaré primeramente el motivo de esa nota. 

Cuando era Gobemador de la provincia de Santa Fé, 
se me anunció por diversos conductos que se tramaba 
una revolución contra la autoridad. Entonces me dirìji 
al Gobierno Nacional, del que formaban parte el doctor 
Rawson, el seftor Moreno, creo que el seftor Elizalde y 
otros, pidiéndole que pusiera à mi disposición las fuer- 
zas de la frontera paira sofocar la revolución. La nota 
que va a leerse es la contestación del sefkor Presidente 
Mitre, y esa contestación està de acuerdo con los proce- 
dimientos anteriores y posteriores de ese mismo gober- 
nante, corno terìdré ocasión de exponerlo mas adelante. 

El seftor secretano leyó la siguiente nota: 



Buenos Aires, Noviembre 28 de 1867. 

Al Excelentisimo seflor Gobemador de la provincia de 
Santa Fé. 

He recibido la nota de V. E. de fecha 24 del cernente, 
comunicando que con motivo de los trabajos electorales 
que se hacen en esa Provincia para la elección del pró- 
ximo Gobemador y Presidente de la Repùblica, ese 
gobierno ha sido puesto en posesión de ciertos anteCe- 
dentes que le hacen temer una revolución contra el orden 
actual de la administración provincial, y solicitando para 
prevenir la consumación de tales atentados, la autori- 
zación del Vice-presidente de la Repùblica para que 
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V. E. pueda disponer de las fuerzas nacionales que 
guarnecen la frontera norte de esa Provincia. 

En contestación, tengo el honor de ix)ner en conoci* 
miento de V. E. que, no pudiendo tener lugar la inter- 
vención de la Autoridad Nacional, sino en los casos 
previstos por la Constitución, no puede desde ahora este 
gobierno poner à disposición del de V. E., à los efectos 
indicados en su citada nota, las fuerzas nacionales que 
guarnecen la frontera de esa Provincia; pero puede con- 
tar V. E. con que otras fuerzas repóndràn y mantendràn 
en el libre ejercicio de su autoridad à las de esa Provin- 
cia que fueran derrocadas por la rebelión, si tal caso Ile- 
gara a producirse. 

Dios guarde a V. E. 

Firmado — 

José M. Moreno, 



Como se ve, senor Presidente, el Gobierno anterior 
consideraba el hecho de poner las fuerzas militares à 
órdenes de los Gobernadores de Provincia, conio una 
intervención, y por lo tanto se rehusó a ponerlas à dispo- 
sición del Gobernador de Santa Fé. 

He dicho que este procedimiento era consecuente 
con los procedimientos anteriores del mismo gobierno, 
y voy à probarlo. 

Durante los dos primeros afiios que siguieron à Pavón, 
y que las fuerzas militares ocuparon la provincia de San- 
ta Fé en previción de algùn movimiento en Entre Rios, 
esas fuerzas estuvieron siempre a disposición del Go- 
bierno Nacional; jaraàs bajo el comando de las autorida- 
des locales. 

Estaba reservado al actual Presidente venir à intro- 
ducir està perturbación exajerada en nuestras institucio- 
nes, mandando a los gobiernos de Provincia que movi- 
licen fuerzas; autorizàndolos, ó movilizando él mismo la 
Guardia Nacional, en virtud de las facultades conferidas 
al Poder Ejecutivo por el Congreso, para que tuvieran 
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suficientes elementos con que oponerse à las manifesta- 
ciones libres de la opinion, sofocaran los actos mas 
sencillos, mas naturales y mas inocentes de los ciuda- 
danos de la Repùblica en el ejercicio de sus derechos. 

^Qué peligro liabia en la provincia de Mendoza, se- 
fior Presidente (y voy à circunscribirme à la provincia 
de Mendoza, porque quiero expresamente no traer à 
este debate à la provincia de Santa Fé, à pesar de lo 
mucho que tendria que decir de ella ó de su gobernante, 
para justificar mis opinione» y para abonar el proyecto 
de ley que està en discusión); ^qué peligro habia, repito, 
en la provincia de Mendoza? Se dice que con motivo 
de la rebelión de Lopez Jordan, està amenazada de una 
revolución ó de una invasión exterior de parte de los 
eraigrados argentinos residentes en la Repùblica de 
Chile. Pero no bay que olvidar, seftor Presidente, que 
lapresencia de esà fuerza militar alli, data de mucho 
tiempo antes. Ese batallón de que dispone el Gobier- 
no de Mendoza, pagado por el Tesoro de la Nación, fué 
el que hiso la campana del Paraguay; y desde entonces 
està movilizado y à las órdenes del Gobernador de aque- 
lla Provincia, 

Si peligro existiese de que la paz pùblica pudiera per- 
turbarse por los eraigrados residentes en Chile, la Na- 
ción tiene en su territorio puntos mas convenientes y 
adecuados donde colocar sus fuerzas, en mejor situa- 
ción que en la misma capital de aquella Provincia. 

^Cómo se explica, seflor, que en la provincia de Eh- 
tre Rios, cuando se ocupaba de elejir su gobernànte, 
hubiera dispuesto el Presidente de la Repùblica por un 
acto pùblico que todos conocemos, que las fuerzas mili- 
tares se situaran à una distancia del punto donde la 
elección iba à tener lugar, y que no se le haya òcurrido 
hacer lo mismo en la provincia de Mendoza, cuando se 
trataba de la elección de su primer magistrado? 

Este hecho, por mas inocente que fuera de su parte, 
adusa la intención y el propòsito de favorecer las miras 
del mandatario de la ùltima de aquellas Frovirìciàs, sir- 
viendo càlculos ó combinaciones electorales que den por 
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resultado el triunfo de un partìdo politico que goza de 
los favores del Presidente. 

En la provincia de San Juan, ^qué peligros amenazan 
la paz pùblica? ^Qué peligro existe en la de Cordoba, 
donde ha habido por mucho tiempo también un bata- 
Uón, que boy se dice que no existe, pero que ha existi- 
do antes de ahora, equipado.y pagado por el Tesoro de 
la Nación? jQué sfntoma de rebelión aparece en Santa 
Fé, donde también habla un batallón pagado por el Te- 
soro de la Nación? ^Dónde està esa amenaza à la paz 
pùblica, esa perturbación próxima y probable que el 
Presidente de Is^ Repùblica ve y cree le da derecho à 
usar del inciso 17 del articulo 86 de la Constitución, 
para distribuir las fuerzas en cada una de las capitales 
de aquellos pueblos, dejando.abahdonada la frontera? 

^Qué aeria de la independencia del Congreso, si auto- 
rizara un procedimiento semejante? Cuando por una 
ley acaba de trasladarse la linea de frònteras al Rio 
Negro, ley que requiere naturalmente en su ejecución la 
concurrencia de todos los elementos de la Nación; 
cuando el Congreso le diga: es necesario llevar el esèr- 
cito al Rio Negro, el Poder Ejecutivo le dirà: yo quiero 
situar el ejército, en virtud de la facultad constitucional 
que tengo para distribuirlo, en las Provincias donde me 
convenga. Entonces resultaria una verdadera pertur- 
bación en el gobierno de la Repùblica, la violación pa- 
tente de las leyes del Congreso y la impotencia de este 
Cuerpo para hacer ejecutar y cumplir las disposiciones 
que él ha creido jnàs convenientes al progreso y bienes- 
tar de la Nación. 

Se dice, seflor Presidente, que no es una interven- 
ción la presencia de la fuerza pùblica militar en los 
pueblos. 

He citado para probar que en realidad es una inter- 
vención, y de la peor especie, apoyado en las mismas 
opiniones del Presidente de la Repùblica. Pero me olvi- 
daba recordar otro hecho mas reciente, y que por consi- 
gqiente arguye mejor y de una manera mas eficaz en 
favor de las doctrinas que estoy sosteniendo. 
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El Presidente de la Repùblica, consultado por unjefe 
de Entre Rios el afìo pasado, respecto de la actitud que 
tornarla en la politica interior de aquella Provincia, le 
contestò estas palabras que todos los sefiores Senadores 
deben recordar: 

€ La provincia de Entre Rfos està bajo el imperio de 
la intervención anterior, puesto que existen fuerzas na- 
cionales establecidas en aquella Provincia.» 

El consideraba que por el hecbo, y à pesar de que la 
rebelión estaba terminadav de. tener fuerzas nacionales 
allf, la provincia de Entre Rfos estaba bajo el imperio de 
la intervención anterior. 

Ahora digo }'o, seftor: si el mismo Presidente de la 
Repùblica ha reconocido que es una intervención la pre- 
sencia de fuerzas militares en los pueblos, y una inter- 
vención desautorizada, ino es verdad que tenemos so- 
brada razón para alarmarnos, y con justicia reclamar de 
este atentado à la Constitución, à fin de que estos hechos 
no se reproduzcan, para que cesen y no se repitan mas 
en todos los pueblos? 

^Puede el Presidente de la Repùblica, ó los que sos- 
tienen sus ideas, sacar argumentos de alguna parte, de 
alguna Nación constituida bajo nuestro régimen, para 
venirnos a probar que el Jefe del Poder Ejecutivo tiene 
el derecho de introducir fuerzas militares en los pueblos, 
sin requisición de sus Gobernadores? 

^Hay algùn hecho que pudiera citar, él que tan a 
menudo cita à los Estados Unidos, algùn hecho anterior 
à la guerra, en la larga vida constitucional de aquella Na- 
ción, en que el Poder Ejecutivo haya colocado la fuerza 
militar en alguno de los Estados? 

Yo provoco, seftor Presidente, à los primeròs consti- 
tucionalistas de la Repùblica y à todos los hombres que 
han formado su espfritu en la lectura de las obras de los 
autores americanos, a que aduzcan alguno en que el 
Gobierno Federai de los Estados Unidos haya introdu- 
cido fuerzas militares en las capitales de los Estados. 

Entonces, si no bay precedentes en los pueblos que 
nos han precedido en el ejercicio del gobierno libre £de 
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dónde quiere arrancar la extrafia doctrìna que sostiene 
al Poder Ejecutìvo? 

iVamos à derivarla de las teorlas y de los ejemplos 
que nos suministra la Francia, cuyas ideas condena el 
sefìor Presidente de la Repùblica en su Mensaje? 

^Se querrà acaso en este momento solemne mirar 
las ideas arìstocràticas de Mr- Thiers, cuyos errores en 
una faz importante de su vida politica, han rebajado 
la importancia del hombre de Estado ocasionando su 
calda? 

Cuando la Comuna exigia lo que es de derecho co- 
mùn en Inglaterra y Estados Unidos — el gobierno pro- 
pio y la independencia municipal — Mr. Thiers contes- 
taba con las bayonetas del ejército. Ella, sin embar- 
go, insistla en someterse al Gobierno, en deponer las 
armas y dejar que el Gobierno establecido en Versa- 
lles entrase à Paris: solo pedia que no entrase el 
ejército 

Mr. Thiers contestaba con esa arrogancia que fan mal 
cuadra al jefe de una Repùblica: 

cNó! el ejército es la Francia; el ejército debe estar 
en todas partes; el ejército debe entrar primero que el 
Gobierno!» 

No, sefìor Presidente: el ejército no era ni es la Fran - 
eia, porque si la Francia hubiese sido el ejército, la Fran- 
cia hubiera conclufdo en Sedàn. 

En un pafs libre no puede prevalecer esa doctrina. 

La Repùblica Aro^entina no es ni puede ser el ejér- 
cito: Ja Repùblica Argentina son los ciudadanos, es el 
progpeso, es la justicia, es la libertad. (Aplausos). 

Y ali! donde no hay libertad para todos; donde el 
derecho del sufragio, el primero y mas importante de 
todos los derechos, es ahogado por actos arbitrarios de 
los poderes pùblicos, £se puede sostener que existe un 
pueblo libre? (Aplausos). 

No necesito, sefìor Presidente, justificar mis opinio- 
nes, porque se ve basta la evidencia que no obedecen à 
ningùn móvil interesado ó de partido. 
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La provincia de Mendoza ha manifestado sus opinio- 
nes en favor de candidatos conocidos. 

La provincia de Mendoza no responde en sus mani- 
festaciones, en uno y otro circulo, à la opinion que yo 
tengo, à mis afecciones y compromisos politìcos. 

Pero la provincia de Mendoza responde en sus mani- 
festaciones à una idea para mi capital y en este punto 
e^tamos completamente de acuerdo: Mendoza quiere 
emanciparse de la odiosa tutela del poder oficial, hace 
esfuerzos por libertarse de la opresión, y en una palabra, 
lucha por su libertad. 

Para que impere alli corno en todas las demàs provin- 
cias, à fin de que el Presidente de la Repùblica sea la 
verdadera y genuina expresión de la opinion pùblicà, es 
necesario que la fuerza y los elementos oficiales no se 
pongan al servicio de nadie. 

Yo no quiero, senor, que el Presidente de la Repùbli- 
ca sea el resultado de esas confabulaciones oficiales, ni 
de los resortes del poder puestos en juego para sofocar 
la opinion libre de la Nación. 

Mi corazón argentino y patriota corno el que mas, de- 
sea sentir la agradable emoción que le producirfa el 
hecho de ver à mi pais regido en sus destinos por aquel 
a quien hubiere favorecido la verdadera opinion. 

iQué me importa, sefior Presidente, que pueda de- 
cirse por algunas personas de esas que cifran su habili- 
dad politica en esas convencìones artificiales que se 
hacen para obtener un favorable resultado en la elec- 
ción, que mi actitud en este debate favorece à la candi- 
datura del General Mitre, ó à la de otro candidato que 
no sea de mis simpatfas? 

Nada vale todo eso para mi, senor Presidente, por- 
que yo no sirvo a las personas sino à las principios. 

Si fuese à patentizar de una manera mas clara toda- 
vla, todos los abusos que se cometen con la presencia 
de fuerzas militares en las Provincias, no necesitaria ha- 
cer un grande esfuerzo para determinar hechos que 
av.erguenzan à todo argentino. 

Muy cerca de nosotros, las fuerzas movilizad^s para 
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la guerra de Entre Rios, aèistisfn regimentadas con 
sus oficiales à la cabeza à inscribirse eh el Registro Ci 
vico, y lo que es mas, asi regimentadas, traidas corno 
para un acto de servicio, han venido también à asistir al 
recibimiento de un elevado personaje. 

Y yo digo, seflor Presidente: si esto se hace en este 
momento, estando el Congreso reunido, cuando no hay 
todavia un interés inmediato, iqxxé sucederà cuando lin- 
gue el momento solemne, cuando los pueblos siehtan 
el legitimo desco de ejercitar su derecho, de manifestar 
su voluntad en las umas electorales? Van à encontrar 
en vez de una urna en donde depositar su voto, las àr- 
mas nacionales, puestas en manos de los ciudadanós 
para garantia del orden, sirviendo de medio de intimi- 
dación para todos. Van à encontrar en vez de las fran- 
guicias y de la libertad que la Constitución les acuerda, 
el garrote y el làtigo del esbirro pagado para impedir el 
ejercicio de su derecho. 

Es asi comò se van à hacer las elecciones en la Re- 
pùblica; y se van à hacer asi, senor Presidente, por el 
uso inmoderado cuanto perjudicial, que se hace por el 
Presidente de la fuerza militar de la Nación. 

El Presidente de la Repùblica se ha alarmado de que 
haya surgido en el Senado està interpelación, ó este 
desco tan naturai y tan legitimo de parte de los Repre- 
sentante^ del pueblo, de saber corno se manejan los in- 
tereses de la Nación y comò se cumplen las leyes que 
da ci Poder Legislativo del pafs. El Presidente de un 
pais libre debiera, lejos de contrariar estos impul- 
sos de la conciencia honestas de los hombres, estimu- 
larlos con buena voluntad. 

No hace dos meses todavia que el eminente orador 
Julio Favre dirigió una interpelación al Gobierno de su 
pais, no solo sobre hechos que él consideraba abusivos, 
sino para saber qué politica se proponia seguir el gabi- 
nete, a dónde conducia a la Francia, y comò se propo- 
nia resolver ciertas cuestiones. Nadie se alarmó; nadie 
se inquietò por esto, ni el Gobierno mirò aquella inter- 
pelación comò un acto de hostilidad al Ejecutivo. Por 
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el contrario, seiior Presidente, el proceder del elocuente 
orador mereció un aplauso universal de toda la Francia, 
porque la aspiración que manifestaba en ese momento, 
era la aspiración del pueblo francés* 

Pero à nosotros no se nos quiere reconocer ni ese de- 
recho; y cuando alguna vez hemos querido usarlo en el 
interés del pais, se nos ha contestado con calificaciones 
odiosas, con palabras hirientes. ^Y se dirà después que 
bay en nosotros un espiritu de hostilidad al Presidente? 

Este mismo seftor Presidente, cuando era particular, 
nos bacia notar en sus «Comentarios àia Constitución 
Nacional», el inmenso peligro que tenia la clàusula esta- 
blecida en ella, que bacia de los Gobernadores de pro- 
vincia agentes naturales df 1 Gobiemo Federai. ^No 
decfa él, con mucbisima razón entonces, que està dispo- 
sición de la Constitución iba à convertir al Poder Ejecu- 
tivo Nacional en un trastornador perpetuo de la libertad 
y tranquilidad de los pueblos, porque habia el peligro 
de que fiiese promoviendo revoluciones para ir hacién- 
dose de agentes naturales à su paladar? No es el peligro 
que el Presidente tan sàbiamente condenaba en sus co- 
mentarios à la Constitución, el que tratamos 'nosotros 
de evitar? No queremos que los gobernadores dejen de 
ser agentes naturales, pero si que no se les de aquellas 
facultades ó medios que no puede ejercer el mismo Pre- 
sidente de la Repùblica; porque si por el hecho solo de 
ser agentes naturales delGobierno Federai podian causar 
los temores que el Presidente prevela en aquella ocasión, 
con mucha mas razón esos temores aumentarìan, desde 
el momento que se les pusiera la fuerza pùblica militar a 
su disposicion. Entonces vendrian à hacerse àrbitros 
de los derechos de los pueblos y los ùnicos dispensa- 
dores de la libertad, y entonces, repito, no podrian los 
ciudadanos ejercerla sino à merced y paladar de los 
gobernantes. (Aplausos). 

Yo prescindo, seflor, de la parcialidad que ei Presi- 
dente de la Repùblica ha manifestado en todos sus actos 
desde el momento que subió al poder, porque el juicio 
y critica de esos procedimientos he tenido el honor de 
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haéerlo en los aflos anteriores; pero no puedo dejar de 
inculcar en este hecho. 

Yo he visto al primer ma^strado de la Nación, corno 
ha dicho muy bien el seftor Senador por Corrientes, 
aprobando intervenciones, ó consintiendo en el derro- 
camiento de algunos gobernadores, al mismotìempo que 
dispensando favores sin embozo à otros. 

^De dónde arrancaba està facultad, este derecho, se- 
fior Presidente, el Poder Ejecutivo de la Nación? No 
podia arrancarlo de las fuentes puras de la Constitución. 
Ese derecho lo arrancaba el Presidente de la Repùblica 
de sus instintos, de sus intereses personales en favor de 
unos y en contra de otros. 

<jCuàndo pudiera considerarse legitimo, segùn el sentir 
de algunos senores Senadores, que el Presidente de la 
Repùblica, por la siinple amenaza. por el simple temor de 
perturbación de la paz pùblica en una provincia, coloque 
alli las fuerzas de la Nación, al mismo tiempo que se nie- 
ga de una manera decidida y resuelta la intervención re- 
querida para restablecer las autoridades en en otras? 
<jEs este proceder racional y conforme à la Constitu- 
ción, a las reglas, a los principios establecidos por ella? 
De ninguna manera, sefior Presidente. 

Si queremos ser libres; si queremos ser republicanos 
federales, corno decia el senor Sarmiento, es menes- 
ter que procedamos también de la manera que pro- 
cede la Nación, de la cual hemos tornado por mo- 
delo su Constitución. No se puede tener una Cons- 
titución a la norteamericana y proceder a la francesa ó 
a la espanola, porque entonces resultarà la mas grave 
perturbación del sentido moral. Es entonces que el 
sentimiento pùblico se corrompe y se pervierte, precisa- 
mente porque aquellos que tienen la obligación de ser 
los primeros en dar ejemplo de respeto y sumisión à las 
instituciones, no lo hacen y los precedentes se toman 
corno reglas por los que suceden en el gobiergo. 

Cuando los gobernadores no respetan las institucio- 
nes ó se apartan de la ley, los ciudadanos se creen des- 
ligados de la obediencia y acatamiento que las leyes 
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exigen y que la Constitución establece, porque, corno 
dice muy bìen Blackstone, el gobemante que se aparta 
de la Constitución, que falsea las reglas establecidas por 
ella, no merece el respeto de sus ciudadanos, y p>or et 
contrario, merece la resistencia decidida y obstinada de 
todos ellos. (Aplausos). 

Estas ideas no son liberticidas, corno son las que sos- 
tiene el Mensaje del Presidente; estas ideas estàn basa- 
das en la teoria inglesa, libremente acatada, sostenida y 
sancionada por numerosos ejemplos, tanto en Inglaterra 
corno en los Estados Unidos. 

Creer que el Presidente de la Repùblica tiene facultad 
de atropellar la Constitución, olvidar sus prescripciones, 
y que el Congreso argentino no tiene el deber ni el de- 
recho de alzar su voz para condenar y censurar esos 
hechos, valiera lo mismo que no tener Constitución. 
No valdria la pena que los pueblos hiciesen el sacrifìcio 
de estar sosteniendo la representación nacional, que tan 
caro les cuesta, para que fuéramos espectadores impa- 
sibles de tales atentados, sin que pudiéramos en ningùn 
caso, ni estuviéramos facultados para condenar esos 
avances. 

Se ha dicho también que habia conspiradores, que 
trataban de perturbar la paz pùblica en las provincias 
de Santa Fé y Corrientes. Con està versión se ha pre- 
tendido autorizar las medidas arbitrarìas tomadas por el 
Presidente. 

El Presidente de la Repùblica, en cumplimiento de 
su deber, ha debido someter a los Tribunales à esos 
conspiradores, puesto que él los conoce, y no limitarse 
& hacer esa propaganda sombna é indeterminada cen- 
tra personas que tal vez puedan acreditar ante al pais 
y ante ese mismo Presidente, que han hecbo mas por 
la paz pùblica de la Nación que él en el puesto que 
ocupa. (Aplausos). 

Es un proceder el que emplea el Jefe de la Nación, 
que no encuentro palabras para caliiìcarlo, porque no po- 
drian ser sino términos demasiado fuertes los que em- 
pleara para designar à un mandatario que sellala al Con- 
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greso y a la opinion pùblica, à persorias que dice cons- 
piran en las provincias de Santa Fé y Gorrientes, y que 
en el circulo privado de sus amigos dice también à 
quiénes se refiere, pero no tiene el coraje de nombrarlas 
ó de ponerlas à la expectación pùblica, si no puede 
entregarlas à los tribunales. Ese Presidente: ó no re- 
viste las cualidades necesarias para el mando, óes un 
calumniadori 

Y un calumniador, sefìor Presidente, colocado en ese 
puesto, que es el mas alto que la Nación tiene, no sé que 
pena merecerfa ante la ley y la opinion pùblica de su 
pafs. 

(Manifestaciones de aprobación de parte de la de- 
recha de la harra^ y desaprobacion por parte de la ia^ 
quierda). 

iQué consideraciones tiene à los conspiradores, cuati- 
do precisamente para sofocar la rebelión se estàn gas- 
tando los tesoros y la sangre de la Nación? 

^Por qué lìemos de tener consideración con aquellos 
que estàn mas à la mano de la autoridad, para no entre- 
garlos à la justicia? 

Es, sefìor Presidente, que no se tiene razón, y que se 
quiere de esa manera encubrir las faltas haciendo esa 
propaganda insidiosa centra personas inocentes, que 
han acreditado y pueden acreditar en todo tiempo su 
anhelo mas decidido en favor de la paz de la Rèpùblica, 
con el objeto de desconceptuarlas y desautorizarlas, des- 
autorizando al mismo tiempo al Congreso de la Na- 
ción. 

Sefìor Presidente: cualquiera que sea el resultado de 
este proyecto de lej% sea que la opinion de la mayoria 
del Senado le preste su sanción, sea que no, el hecho 
solo de haber sido presentado y de haber contado en su 
favor con la opinion de ilustrados miembros del Senado, 
es ijna conquista en favor de la libertad. 

La idea va haciendo camino. Està idea, lanzada en 
las sesiones del àfìo 68, fué completamente derrotada; 
no encontró eco en la opinion. Hoy està en la concien- 
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eia de todos, y por consiguiente, en la de la mayorìa del 
pais, la conveniencia que habria en limitar està facultad 
que el Ejecutivo se atribuye de colocar las fuerzas na- 
cionales discrecionalmente, no conforme à las necesida- 
des de la Nación, sino conforme a las pretensiones, an- 
tojos y aùn caprichos del Poder Ejecutivo. 

Todas las ideas, todos los principios de libertad que 
hemos conquistado, son el fruto de grandes sacrificios 
y el resultalo de la paciencia y de la perseverancia de 
los hombres que desean verlas prevalecer en este pais. 

Yo no desespero si en està ocasión no triunfa el pro- 
yecto de ley, de que él ha de ser alguna vez motivo de 
la reforma de la Constitución pa»-a evitar las interpreta- 
ciones que se hacen, ó que se de una ley que sea san- 
cionada por aclamación de todo el Congreso de la Na- 
ción. Se han de persuadir, y va à Uegar el momento en 
que se persuadan del inmenso peligro, y grandes incon- 
venientes que este proceder envuelve para las libertades 
pùblicas, para el ejercicio tranquiio de las instituciones 
en cada una de las Provincias argentinas. He dicho.— 
(Aplausos). 



Discurso del Senador Quintana 

Se^or Quintana — El seflor Senador ha empezado y 
ha terminado su discurso pidiendo entera franqueza. 

Ese Uamamiento, en lo que me concierne, es absolula- 
mente inùtil. 

He procedido siempre con franqueza, y en està oca- 
sión, verdaderamente solemhe, procedere con la misma 
franqueza de siempre. 

Seftor Villa/aHe— Creo que el senor Senador no'es 
miembro de la Comisión, y mis palabras se dirijieron 
& ella. 
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SeHor Quintana — Soy uno de los autores del proyec- 
to, que es un poco mas que miembro de la Comisión. 

SeHor Villafane — Sea corno sea. 

SeHor Quintana — Seflor Presidente: por la felicidad 
de mi pais y por honor de su Gobiemo, desearia estar 
profundamente equivocado en la severa apreciación que 
hago de su politica en los ùltimos tiempos; pero estu- 
diàndola detenidaraente, consultando los hechos que no 
pueden escapar à la penetra ción de nadie, y buscando 
las inspiraciones sanas de mi conciencia, declaro con 
toda solemnidad, que abrigo la intima convicción de que 
actualmente existe una conspiración electoral, urdida en 
las regiones gubernativas y desenvuelta con medios ofi- 
ciales. (Aplausos). 

Esa conspiración, fraguada desde algùn tiempo atràs, 
se ha de manifestar después de la ya inminente clausura 
del Congreso, y estallarà cuando el Poder Legislativo 
del pais no pueda dictar las medidas necesarias para 
poner coto à los desmanes de sus autores. 

Centra esa conspiración no bay mas remedio que des- 
piegar al viento, con energia y con fé, la gran bandera 
de la libertad electoral: la libertad electoral que salvarà 
la soberanfa del pueblo, fuente legitima y ùnica de toda 
autoridad, de todo poder. Para combatir esa conspi- 
ración, todos los momentos son buenos, todas las ocasio- 
nes son oportunas; — y ninguna mejor que la que se 
presenta en este momento con la discusión del proyecto 
en tela de juicio. 

Mas, corno el Poder Ejecutivo, al enviar su ùltimo 
mensaje pide indulgencia, y comò los seflores Senadores 
quieren encerrar el debate dentro de limites estrechos, 
voy à complacerles por està vez, después de la franca y 
terminante declaración que acabo de hacer. 

Sefior Presidente: el gobierno de la Repùblica Argen- 
tina es, por su Constitución, un gobierno compartido, 
contrapesado y limitado. Es un gobierno compartido, 
porque la soberanfa popular està delegada en los tres 
poderes pùblicos que componen el gobiemo de la Na- 
ción. Es gobierno contrapesaco, porque nìnguno de 
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stis poderes puede escapar al control eficaz de los otros. 
Ès un gobiemo limitado, porque ninguno de sus poderes 
tiene, ni puede tener, mas facultades que las que le 
estàn acordadas en la Constitución, que es la ley supre- 
ma del pais. 

Si entre estos poderes, asi compartidos, contrapesa- 
dos y limitados, bubiera alguno que pudiera reputarse 
preeminente, yo lo proclamo altamente, àlafaz de todos: 
ese poder es el Poder Legislativo. — Y ipor qué? Porque 
el Poder Legislativo es el gran poder de todo pafs 
constituido bajo el sistema representativo republicano 
de gobiemo; porque so pena de faltar a las nociones mas 
fundam^ntales del gobiemo republicano, el Poder Le- 
gislativo es el ùnico poder que ni colectiva ni indivi- 
dualmente està sujeto a responsabilidad legai; porque el 
Poder Legislativo es, en fin, el ùnico que tiene el dere- 
cho de imponer contribuciones pecuniarias ó persona- 
les, y el ùnico que goza de la facultad de disponer su 
inversión, por todo lo cual se dice que el Poder Legisla- 
tivo es el que tiene eia bolsa y la espada>. 

Asi, en todas partes donde bay un Poder Legislativo 
que comprenda toda la eztensión de sus facultades y 
toda la magnitud de su misión, este poder es el que real 
y verdaderamente rige la politica del pais, porque sin 
dinero y sin soldados no bay gobierno ni politica posi- 
ble. (Aplausos). 

Pero tan lejos van las doctrinas absorbentes del Po- 
der Ejecutivo, que ya no se contenta con discutir las. 
atribuciones de cada una de la$ Càmaras, sino que Ue- 
ga también basta suprimir las autonomias provinciales, 
suponiéndose facultado a ingerìrse aùn en las elecciones 
puramente locales. 

Una apreciación tan avanzada requiere una prueba 
inmediata de mi parte, y esa prueba ^ tengo en el ùlti- 
mo mensaje del Poder Ejecutivo, en el cual. después 
del pàrrafo referente à los lamentables y sangrientos su- 
cesos de Chivilcoy, agrega lo que ruego al Senado se 
tome la molestia de escuchar: (lo leyó). 

Tan extraordinaria é inadmisible es la doctrìna conte- 
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nida en està parte del mensaje, que debo creer que el 
Poder Ejecutivo no ha meditado en el alcance de las 
palabras que acabo de exponer ante la consideración del 
Senado; porque si lo hubiera meditado tranquilamente, 
habria visto que su primera parte es la condenación 
de todas las doctrinas que viene sosteniendo, y que la 
segunda es la negación mas completa- de la soberania 
locai. 

Si en los Estados Uhidos solo se permite situar fiier- 
zas en el lugar de las elecciones, para protejer la liber- 
tad electoral donde existen enemigos declarados de la 
Nación, ^cómo, con ese ejemplo, se pretende justifìcar 
todos los actos que se han denunciado en està Càmara, 
y que han sido confirmados por las explicaciones del 
seflor Ministro del Interior? ^Dónde estaba perturbada 
la libertad de la elección, para que las fuerzas naciona- 
les intervinieran en el acto del sufragio? ^Dónde se 
hallaban en armas los enemigos de la Nación, para auto* 
rizar y justifìcar la presencia de esas fuerzas, en nùmero 
verdaderamente alarmante? Pero los tristes sucesos de 
Chivilcoy, sucesos que los buenos argentinos deplora- 
mos sinceramente, han inducido al Presidente al extra- 
vio de pretender que, no es solo en las elecciones nacio- 
nales en que tiene el derecho de velar por la conservación 
del orden, sino también en las elecciones provinciales 
para funcionarios puramente locales. 

Con este punto de partida, fàcilmente se comprende 
que la autóridad nacional tendria derecho de inmiscuir- 
se basta en la elección del ùltimo municipal de cual-» 
quier partido de la campafta con todo el aparato de su 
fuerza y poder. Y entonces, ^qué seria de las leyes 
que prohibenla citación de milicias en dias de elec- 
ciones. 

iQ\ié seria de las leyes que condenan la ostentación 
de fuerzas en el acto del sufragio? 

iQué seria de las soberanfas locales que no han dele- 
gado en la autóridad nacional la organización de sus po- 
deres pùblicos? iQué seria de la libertad electoral si 
el Presidente de la Repùblica tuviera derecho de pre- 
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sentarse à discresión con todas las fiierzas nacionales 
para imponer à los ciudadanos, en el momento de ejer- 
cer el mas sagrado de los derechos que les acuerda la 
Constitución? 

No, seflor; tales doctrinas son ìnconstitucìonales, son 
liberticidas, y deben ser condenadas en todo pafs que 
quiera salvar su derecho y su libertad. (Aplausos). 

Entrando mas directamente à la cuestìón que nos 
ocupa, la sanción ó el rechazo del proyecto de la comi- 
sìón que manda disolver toda la mìlicia que no esté in- 
mediatamente empleada en la défensa de la frontera ó 
en la guerra de Èntre Rios, el asunto es todavia mas 
claro; y contra las esperanzas del seftor Senador por 
Tucumàn, abrigo por lo mismo la creencia de que este 
Cuerpo, que si ha dado siempre ejemplos de modera- 
ción, los ha dado también de energia, aceptarà ese pro- 
yecto, para salvar sus facultades comprometidas, para 
resguardar las autonomias amenazadas, para asegurar 
las garantias conculcadas. 

Seflor: con arreglo à la Constitución, el Poder Legis- 
lativo es el ùnico que fija las fuerzas de linea de mar y 
tierra de la Repùblica, y es el ùnico también que, en los 
casos previstos por nuestra carta fundamental, autoriza 
la movilización de las milicias y su conservación en el 
servicio activo. Asi està estrito en los incisos 23 y 
24 del articulo 67, que determina las atribuciones del 
Congreso. 

Por tanto, estas facultades no han sido, ni pueden ser 
puestas en duda. Pero se ha discutido su alcance, y es 
necesario establecerlo. 

Si el Congreso tiene el derecho de fijar el nùmero de 
las fuerzas de linea por medio de una ley jno tiene el 
poder suficiente para aumentarlas cuando lo repute ne- 
cesario? 

Evidentemente que si; y si el Congreso tiene derecho 
para aumentarlas cuando asi lo demandan las necesida- 
des pùblicas ^cómo negarle el de disminuirlas, cuando 
esas mismas necesidades desaparezcan en todo ó en 
parte? 
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Es, pues, incòntestable, que asi comò tiene la facul- 
tad de aumentar las fuerzas de linea, tiene la de dìsmi- 
nuirlas. 

La ley que se refiere a la fijación del ejército de linea, 
es en efecto una ley que participa de la naturaleza de 
toda ley ordinaria. Las leyes no tienen vida sino mien- 
tras las allenta el soplo vivificador de la voluntad legis- 
lativa; su vida es, por consiguiente, una vida accidental 
y pasajera, que depende de la voluntad de los poderes 
pùblicos que las dictaren. Siempre que entiendan con- 
sultar las necesidades ó losintereses pùblicos, enmen- 
darlas, modificarlas, abolirlas; es derecho perfecto de 
esos poderes abolirlas, modificarlas, enmendarlas en 
forma constitucional. 

La autorización para la movilización de las milicias 
que también corresponde al Congreso, se balla en condi- 
ciones todavia mas favorables para los que sostenemos 
el proyecto de ley cuya sanción aconseja la mayoria de 
la comisión. 

El inciso 24 del articulo 67 lo dice del modo mas 
terminante. Segùn él, corresponde al Congreso auto- 
rizar la movilización de todas las milicias ó de parte 
de ellas. ^En qué caso? El mismo articulo lo agrega: 

cAutorizar la reunión de las milicias de todas las 
€ provincias ó parte ellas, cuando lo exija la ejecu- 
« ción de las leyes de la Nación, y sea necesario con- 
« tener las insurrecciones ó repeler las invasiones,» 
etc, etc. 

Fijense los sefLores Senadores que dice: «^cuando lo 
exija la ejecución de las leyes de la Nación ó sea ne- 
cesario contener las insurrecciones ó repeler las inva- 
sioneSjT^ ete., etc. 

Asi, pues, la facultad del Congreso, que es el ùnico 
poder que moviliza milicias, no alcanza à autorizar en 
todo caso, sin discreción y sin medida, la reunión de las 
milicias y su conservación en servicio activo. El Con- 
greso no puede antìciparlas constitucionalmente al ser- 
vicio, sino cuando lo exija el cumplimiento de las leyes 
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de la Nación y sea necesario contener insurrecciones ó 
repeler invasiones. 

Si, pues, no hay ley que ejecutar, ni insurrección que 
contener, ni invasión que repeler, no hay convocación 
de milicias, constitucionalmente autorizada, aùn cuando 
todos los poderes pùblicos se pusieran de acuerdo para 
hacerla. (Aplausos). 

La Constitución es la valla de todos los poderes pù- 
blicos; ella traza su esfera de acción y el limite de sus 
facultades. Un ciudadano convocado à virtud de una 
autorización del Congreso à prestar un servicio personal 
sin que lo exigiese el cumplimiento de las leyes de la 
Nación, à fin de contener una insurrección ó repeler 
una invasión, tiene abiertas las puertas del alto poder, 
que, en protección de las garantias individuales, puede 
declarar que esa convocación no es obligatoria, y ese 
poder es la Justicia Federai. 

El inciso invocado va aùn mas lejos. La Constitución 
no ha querido que las mflicias, una vez convocadas y 
mantenidas en servicio activo, escaparan à la acción y 
a la solicitud del Congreso, para ser entregadas arbitra- 
ria y absolutamente à la discresión del Poder Ejecuti- 
vo, corno lo entienden el Presidente de la Repùblica y los 
senores Senadores que apoyan su doctrina. . Segùn 
varios incisos del articulo 86 de la Constitución, el Pre- 
sidente de la Repùblica es el jefe de todas las fuerzas de 
mar y tierra de la Nación, dispone de las fuerzas milita- 
res del pais y corre con su distribución y organización. 
Mas, segùn el inciso 24 del articulo 67, el Congreso tiene 
derecho à lo que textualmente voy à leer, à fin de no 
restringir ni ampliar el alcance del precfepto ' cònstitu- 
cional. 

Después de la clàusula que anteriormente lei, agrega: 

«Dispone la organización, armamento de dichas^ mi- 
licias y la administración y gobierno de là parte de ellas 
que estuviese empleada en servicio de la Nación. > 
iCórmy es que entonces se pretende excluir la acción 
del Congreso sobre las miliciasj una vei putestàs^ à la 
orden del Poder Ejectrtlvo de la Repùblifea? ^No'h^' 
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dicho la Constitihción qua el Congreso tiene el derecho 
de disponer la organización, adniinistración y gobiemo 
de esas milicias asi puestas a servìcio de la Nacióh? jPor 
qué recordar el inciso 15 del artlculo 86, y relegar al 
. olvido el inciso 24 del articulo 67 en que estàn declara- 
das las facultades del Congreso? 

En està virtud, si el Congreso, por las explicaciones 
del Poder Ejecutivo, por datos que pudo tornar ó por 
documentos fehacientes, Uega à penetrarse de que la 
movilización de las milicias, aùn cuando haya sido ne- 
cesarìa al principio, se ha convertido después en inne- 
cesarìa por haber desaparecido las causas accidentales 
que la motivaron, ó à comprender que tales milicias 
estàn mal administradas, el Congreso tiene, con arreglo 
à estos incisos, perfecto derecho para licenciar estas 
milicias ó para proveer à su administración y gobierno 
en el ùnico sentido en que debe proveerse: — para bien 
del pais, y no para fines electorales. (Aplausos). 

Està es la verdadera doctrìna constitucional està es 
la doctrina salvadora de las instituciones pùblicas, la 
ùnica doctrina que pone à cubierto las facultades del 
Congreso, las autonomias provinciales y el derecho de 
los ciudadanos. ♦ 

Si nosotros declaramos, rechazando este proyecto de 
ley, que el Congreso no tiene facultad para entender 
en la organización administrativa y gobierno de las mi- 
licias una vez movilizadas, jqué sera de una de sus mas 
preciosas facultades constitucionales? ^No habreraos 
borrado, por causas que no quiero enunciar; no habre- 
mos borrado, decia, una parte del inciso 24 del articulo 
67 de la Constitución? ^Si declaramos que el Poder 
Ejecutivo tiene arbitrio exclusivo y absoluto para orga- 
nizar, admìnistrar y gobemar las milicias en cualquier 
nùmero que sea y comò bien le parezca; no exponemos 
las soberanias locales à la influencia depresiva de la 
fuerza, sobre todo cuando ellas son puestas à las órde- 
nes de los gobernadores de provincia? Si declaramos 
que las milicias pueden ser llamadas al servicio, aùn sin 
razón alguna constitucional que lo autorice, £no pone- 
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mos las libertades pùblicas y las prerogativas de los ciu- 
dadanos à merced de los que mandan, cuando los qua 
gobieman no tienen mas razón de ser que la voluntad y 
el bien de los ^obemados? 

La distribución de las mìlicias en las capitales de pro- 
vincia donde nada amenaza perturbar la paz pùblica, 
dejando abandonadas las fronteras que debieran guar- 
darse niejor de lo que estàn,^es disculpable siquiera por la 
necesidad de evitar las perturbaciones que pueden ama- 
gar elorden locai ó nacional? Aqui la cuestión toma una 
nueva faz, porque semejante distribución de milicias 
importa tanto corno ejercitar intervenciones preventi- 
vas. que no tienen su origen ni en la Constitución, ni en 
las libertades pùblicas, de modo que no son legitimas ni 
constitucionales. 

El articulo 6® de la Constitución, à que se ha hecho 
referencia en el curso de este debate, determina categò- 
ricamente que el Gobierno Federai solo interviene en 
el territorio de una provincia para garantir la forma re- 
publicana de gobierno, para repeler invasiones exterio- 
res, sin requisición de las autoridades locales, y con 
su requisición, para sostenerlas ó restablecerlas si hu- 
bieran sido depuestas por la sedición ó invasión de otra 
provincia. 

Bien: la forma republicana de gobierno, ^jestà acaso 
amenazada en San Luis, en Mendoza, en San Juan ó en 
La Rioja, para justifìcar està intervención? Evidente- 
mente que no. ^jExiste acaso alguna invasión exterior 
de una potencia extranjera, que sea necesario repeler? 
Tampoco. Lucono es evidente que la ubicación de esas 
milicias en aquellas provincias, importa tanto corno una 
intervención desautorizada, cuyo resultado es oprimir 
las soberanias locales, sin el objeto de garantir la forma 
republicana de gobierno ó repeler invasiones de poten- 
cias extranjeras. 

Pero vengamos al otro extremo: a requisición de las 
autoridades locales, para sostenerlas ó restablecerlas si 
hubieran sido depuestas por sedición ó invasión de otra 
provincia. Parece que, desde que las autoridades loca 
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les de Mendoza, San Luis, La Rioja y San Juan consine- 
ten la ubicación de estas milìcias en el territorio de sus 
respectivas provincias, subsanan, por decirlo asi, el vacio 
de la requisición. Pero la intervención es arbitraria: no 
basta que la pida la autoridad locai, ni que la acuerde la 
autoridad nacional para que ella sea constitucional. La 
Constitución ha dicho que solo puede pedirse y acor- 
darse para sostener ó restablecer las autoridades locales 
depuestas por sedición ó invasión de otra provincia. Asi, 
pues, sì para que la intervención sea constitucional es 
absolutamente indispensable que la requisición se funde 
en una sedición ó invasión. es evidente que, sin sedición 
6 invasión, la requisición debe ser desatendida. Ahora 
bien, ^cuàl es la sedición que existe en San Luis, en Men- 
doza, en San Juan y La Rioja? ^Acaso estas provincias 
estàn invadidas por otras? Evidentemente que no. 

Sabemos, por el contrario, que ninguna de estas pro- 
vincias lleva la guerra à otra, y sabemos también que 
para honor y segurìdad del pais, no existe en ninguna 
de ellas un solo hombre en armas contra el orden locai 
ó nacional. 

Entonces, ^cómo puede sostenerse fundadamente que 
la intervención preventiva es constitucional? 

Las leyes que han definido la rebelión, asi comò la 
sedición, exijen la existencia de hombres en armas, pù- 
blicamente en armas^ contra las autoridades que tratan 
de derrocar. Esas leyes, que son las de justicia nacio- 
nal, prohiben, ademàs, que se'haga uso de la fuerza para 
someter a esos hombres pùblicamente en armas sin una 
previa y doble intimación de deponerlas. Por consi- 
guiente, està movilización de milicias, que envuelve una 
verdadera intervención para sostener poderes que nadie 
amenaza, implica una doble infracción: la de la Consti- 
tución y la de la ley. Entonces, también, ningùn hom- 
bre que aprecie debidamente la necesidad de respetar 
las instituciones de nuestro pais, fuera de las cuales no 
hay salvación posible, puede dejar de aceptar el proyec- 
to en discusión. 

Por lo demàs, aùn cuando el orden hubiera sido per- 
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turbado por hombres pùblic&mente en arraas centra las 
autoridades legales, desde que este hecho y la requisì- 
ción consiguiente se hubieran producido durante las 
sesiones legislativas, el Poder Ejecutivo carecia de 
facultad bastante para acordar por si y ante si la inter- 
vención, sin previo conocimiento y asentimiento del 
Congreso. 

No necesito extenderme à este respecto. Me basta 
invocar el articulo 6". de la Constitución, y recordar Ics 
extensos debates à que la materia deintervenciones ha 
dado màrgen en aflos anteriores, quedando sancionado 
por la mayoria de ambas Càmaras y solo enervado por el 
veto del Poder Ejecutivo, que es atribución del Congre- 
so autorizar toda intervención. 

El Presidente de la Repùblica ha estado en su men- 
saje tan distante de la verdadera doctrina sobre la ma- 
teria, que no ha trepidado en asegurar al Congreso, que 
en los Estados Unidos, inmediatamente después de san- 
cionada la Constitución, se dictó una ley que declaró en 
principio que es facultad del Poder Ejecutivo movilizar, 
emplear y servirse de las milicias de la Nación. 

Esto no es exacto: envuelve un doble error. La ley 
file dictada à los ocho anos de sancionada la Constitu- 
ción de 1787, porque es la ley de 1795, tantas veces in- 
vocada en las discusiones del Congreso. Esa ley, lejos 
de declarar en principio que es facultad del Poder Eje- 
cutivo convocar las milicias, le acuerda, por el contrario, 
para casos dados, la autorización sin la cual el Ejecutivo 
jamàs podria hacerlo. 

Si era facultad del Ejecutivo convocar esas milicias, 
là qué la ley acordàndole autorización al efecto? La 
autorización prueba, precisamente, la ausencia de senie- 
jante facultad en el Ejecutivo. 

Si esa facultad no solo era originaria y exclusiva del 
Poder Ejecutivo, sino que era también arbitraria là, qué 
las corta-piseis de la ley, declarando que el Presidente 
solo podrà hacer uso de la autorización en los casos que 
la misma ley establece? Estas restricciones demuestran 
claramente que la facultad tampoco es ilimitada. 
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Y esa ley debe su origen à un ejemplo saludable, que 
los hombres pùblicos de nuestro pais jamàs debieran 
olvidar. 

Ella fué sancionada à consecuencia de los disturbios 
acaecidos en varios condados de Pensilvania, donde 
algunos se negaron à pagar un ìmpuesto nacional sobre 
las bebidas. Los medios ordinarios fueron insuficientes 

1)ara reducir à los desobedientes al cumplimiento de la 
ey, y entonces el presidente Washington durante la 
clausura del Congreso convocò las milicias de los Esta- 
dos vecinos para someter à los revoltosos. 

Ni siquiera fué necesario hacer uso de las armas, ni 
aùn llegó el caso de introducir las milicias à los conda- 
dos insurgentes. 

Bastò la convocatoria del Presidente, para que la au- 
toridad policial recobrara su imperio; poco mas de cien 
arrestos sirvieron para restablecer el orden en la Union. 
<jAcaso el presidente Washington, después de haber 
reducido los renitentes a la obediencia, ocupò los con- 
dados insurrectos? 

(lAcaso conservò las milicias en servicio? Nada de 
eso. El presidente Washington, rindiendo homenaje à 
la soberania locai y salvando las garantfas individua- 
les, ordenò inmediatamente el licenciamiento y desarme 
de las milicias. 

Pero, hay todavfa un ejemplo mas respetable que el 
que acabo de invocar, y que por conclusiòn presen- 
tare al examen del Senado. Entre nosotros se pretende 
establecer, comò doctrina corriente, que el Presidente 
usa benèficamente su facultad de distribuir las fuerzas 
nacionales segùn necesidades pùblicas, cuando, à la 
vez que abandona las fronteras indefensas à las in- 
cursiones de los bàrbaros, las situa innecesariamente, 
y con fines electorales, en las capitales de provincia. 
Y en el dictamen del procurador general de la Nación, 
de que me ocuparé en la pròxima sesiòn, se procura 
levantar el poder militar mas alto que el poder civil, 
sujetandoà los ciudadanos à lajurisdicciòn de los con- 
sejos de guerra .... 
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SeHor lorrent — Esexacto. 

Sefior Quintana— De cuàn distinta manera se enten- 
dian las libertades pùblicas en los Estados Unidos, aùn 
antes de la inmortai Constitución que las aseguró para 
siempre ! 

Releyendo una vez mas el acta inmortai de la inde- 
pendencia de aquella gran Nación, he visto que dos de 
los mas fuertes s^avios que las colonias inglesas invo- 
caron contra la Gran Bretafta para declararse indepen- 
dientes de ella, fueron precisamente la pretensión de 
colocar el poder militar sobre el poder civil, de ocupar 
militarmente las colom'as én pieno estado de paz. 

Estos dos abusos de la corona inglesa, con relación a 
sus colonias, fueron, comò lo dejo dicho, dos de las mas 
graves causas aducidas para motivar la declaración de 
la independencia. Y se pretende, sefior, a la segunda 
mitad del siglo Xix, en un pais representàtivo y repu- 
blicano, con una Constitución ampliamente liberal, que 
los Senadores y Diputados no usan sino abusan de sus 
derechos y basta faltan à sus deberes, cuando levantan 
su voz para preguntar: £por qué sus conciudadanos son 
conservados sobre las armas, no para satisfacer las ne- 
cesidades del pais, sino para responder à fines electora- 
les? (Aplausos). 

|Oh, seflori es que los autores de tales abusos han 
olvidado completamente las doctrinas de la libertad 
en que se educaron; y que fuera del gobiemo se ocu- 
pan del pueblo y sus libertades, pero que una vez en 
el gobierno, solo se acuerdan del poder y sus faculta- 
des. Mientras tanto, la historia de nuestro pais nos 
ensefla elocuentemente que no es la libertad, sino el 
despotismo, lo que entre nosotros ha engendrado las 
revoluciones. He dicho. (Aplausos). 

SeHor Presidente— Si no hay quien pida la palabra 
se votarà. 

SeHor Arias — Pido la palabra. He de dar mi voto 
negativo al proyecto, y por lo mismo quiero hacer com- 
prender al Senado el sentido de él. 

Mi voto nò importa, sefior Presidente, abonar la cdn- 
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ducta del gobièrno, en lo relativo à los asuntos de Mén- 
doza, San Juan y La Rioja; importa menos el desconocer 
que el Congreso està en su perfecto derecho para or- 
denar el licenciamiento de las milicias reunidaspor el 
Poder Ejecutivo: mi voto expresarà ùnicamente, que mi 
opinion es que en las circunstancias actuales tan difici- 
les por las cuales pasa el pais, no es conveniente produ- 
cir acto alguno, que importe la aprobación ó reproba- 
ción de las operaciones del gobierno respecto de 
Mendoza, porque eso importarla aumentar un peligro 
mas à las criticas circunstancias porque atraviesa el 
pais. 

He dicho, 

Votado el proyecto en general resultò negativa de 13 
contrall. 

SeHor Araos — Los gobiernos rara vez defienden las 
libertades y los principios. 

La mayoria de los congresos no siempre tiene razón. 
He concluido. (Prolongados aplausps). 

SeUor Presidente— 'Cr^o que con la consideración 
de este asunto ha concluido el objeto de està reunión. 

Se levante la sesión. 

SeHor Colodrero — Fido la palabra: Las mayorias de 
los Congresos 

SeHor Presidente — No se la puedo acordar al sefior 
Senador, porque la sesión ha terminado ya. 

Se levantó à las 5 1/2. 



Discurso del Senador Oròno 

PBOTECTO DB LBT, DBOLABANDO BL ESTAOO DB SITIO 
EN LA PROYINCU DE UEMDOZA 

SeHor OroHo — En una circunstancia verdaderamente 
solemne para el pkis, en que se nos pide por el Poder 
Ejecutivo la autorizacióh para intervenir^ y la declara- 
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toria de estado de sitìo para una provincia conmovida 
por la sedición, parecerà extrafio, seflor Presidente, que 
yo esté en oposición à està medida. 

Un instintivo sentimiento de patriotismo y el naturai 
deseo de contribuir al restablecimiento del orden, Ueva 
imprescindiblemente à todos los espirìtus à aceptar està 
clase de medidas, muchas veces sin el suficiente discer- 
nimiento, nada mas que por no mostrarse ménos intera- 
sados y soUcitos en favor de la paz pùblica. 

Esas medidas, que en una època norma!, en el orden 
regular de la marcha administrativa de la Nación, serfan 
consìderadas repugnantes y corno una infracción ma- 
nifesta de la Constitución, se aceptan y se consien- 
ten cuando se invoca por el Poder Ejecutivo el mante- 
nimiento del orden, cohonestàndose con este interés, 
mas aparente que real, las violencias à que sujetan à los 
pueblos y à los ciudadanos las disposiciones del Presi- 
dente de la Repùblica, emanadas de la intervención y 
del estado de sitio. 

Yo pienso, seflor Presidente, à este respecto lo mis- 
mo que el seflor Senador por Corrientes que me ha 
precedido en la palabra. Pienso que no es con estas 
medidas que se ha de restablecer el orden, que se han 
de radicar las instituciones; pienso que solo el cumpli- 
miento fiel de la Constitución, la estricta observancia de 
todos los principios en ella consagrados, sera el me- 
jor, mas eficaz y poderoso medio para afianzar el orden 
al mismo tiempo que la libertad. 

Los hechos mismos que se han producido en la pro- 
vincia de Mendoza, y que han dado origen a la solicitud 
del Poder Ejecutivo, nos dan la prueba de que la paz 
pùblica no puede mantenerse inalterable sino ajustàn- 
dose à esa regia invariable que estamos obligados à 
obedecer, y à que estàn sujetos, tanto los poderes pù- 
blicos comò los ciudadanos: — el respeto religioso à la 
Constitución. 

Desde mucho tiempo bà, seflor Presidente, se venian 
denunciando los hechos que tienen lugar en la provin- 
cia de Mendoza. Cuando el Presidente de la Keaùblica 
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nos dio cuenta en su Mensaje de que habia pùesto à 
disposición del Gobernador de aquella provincia los 75 
hombres de linea que boy se han sublevado, nosotros, 
los que pensamos de distinta manera que el Poder Eje- 
cutivo en este punto; nosotros, los que creemos que no 
es con estas medidas de rigor ni con el empieo de la 
fuerza que se han de salvar làs instituciones, preveiamos 
desde luego que lo que ha sucedido en Mendoza, iba 
irremisiblemente à suceder. No es posible violentar el 
orden establecido sin exponerlo; no se puede consolidar 
un edificio minandolo por su base. 

La experiencia nos demuestra en nuestra breve bis- 
torta consti tucion al, que cuantas veces los poderes pù- 
blicos se han separado de las reglas establecidas en 
la ley fundamental, hemos tenido, comò consecuen- 
cia necesaria y fatai, la perturbación del orden pùblico 
con todo el cortejo de males que trae siempre apa- 
rejados. 

Estos males nacen, seflor Presidente, de la equivoca- 
da interpretación que se hace por los que gobieman, de 
las disposiciones de la Constitución. El Presidente de 
la Repùblica cree que tiene el derecho, y el seflor Minis- 
tro del Interior lo ha declarado asf en està Càmara, de 
ocurrir con la fuerza pùblica à cualquiera provincia, 
cuyo orden interior estuviese amenazado, aùn cuando 
no sea requerida la intervención del Poder Nacional; y 
por mas vagos y pueriles que sean los temores de parte 
del gobierno locai, poner en sus manos la fuerza na- 
cional. 

Pero*esta medida, seflor Presidente, por mas inocente 
que fuera, ejercida por el Poder Ejecutivo en las cir- 
cunstancias actuales acusa la intención y el propòsito de 
contribuir al triunfo de las candidaturas que esos gober- 
nantes apoyan. (Àplausos). 

Està medida, seflor Presidente, que la habfa excusado 
el Poder Ejecutivo en otras ocasiones, resistiendo à fun- 
dadas solicitudes en casos muy especifìcados por la 
Constitución, para sostener, corno era de su deber, à 
otros gobemadores que hablan sido depuestos por la 
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sedición, vemos que la emplea hoy con un interés inu- 
sitado, solo para prevenir el caso posible de una per- 
turbación en la provincia de Mendoza. Esto importa, 
sefiòr Presidente, a la luz de la verdad y haciendo un 
examen concienzudo y frio de los hechos, no ir a pre- 
venir una perturbación en aquella provincia, sino ir à 
poYier en manos de su gobernante todos los medios de 
que la Nàción puede disponer para mantener la paz y el 
imperio de las instituciones, para que haga prevalecer 
la candidatura de sus simpatias, aunque con el ejer- 
cicio de la fuerza ahogue el sentimiento del pueblo 
y deje burladas sus esperanzas, destruyendo asi la 
mas preciosa de lasgarantias que la Constitución acuer- 
da. (Aplausos). 

Esto no es permitido, senor Presidente, à ningùn 
hombre que se encuentra al frente de los destinos pù- 
blicos de la Nación, que tiene por lo mismo la obligación 
y el estricto deber de ser el mas fiel ejecutor de la Cons- 
titución. Esto no es permitido, repito, sin rebajar la 
alta misión que tiene todo gobernante, prostituyéndola 
à las pasiones y à los intereses de los circulos que se 
disputan el triunfo de una candidatura cualquiera. 

El Gobierno Nacional no podia ser extraflo, senor 
Presidente; no podia ignorar los hechos que se produ- 
cian en la provincia de Mendoza. La prensa lo denun- 
ciaba dia por dia, y el telègrafo repetia al ofdo del Pre- 
sidente de la Repùblica los desafueros cometidos por 
ese gobernante. Las càrceles estaban Uenas de ciuda- 
danos corno lo estàn actualmente, sin otro motivo que 
porque hacen oposición y resistencia à las pretensiones 
de ese mandatario infici, que quiere à todo trance hacer 
triunfar la candidatura de sus simpatias, (Prolongados 
aplausos). 

Si el Presidente de la Repùblica, estimulado por un 
espfritu de justicia, por un sentimiento de dignidad per- 
sonal por la dignidad misma del puesto que ocupa; obe- 
deciendo à los deberes que la Constitución le impone, 
hubiese querido hacer prevalecer las buenas ideas, 
cuando en la provincia de Corrientes tuvo lugar una 
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perturbación y la intervención fué fequerida, habria 
acordàdola. Habria escuchado siquiera al gobernador 
de esa provincia depuesto por la sedición, que vino à 
golpear las puertas del Congreso, à pedir el apoyo y la 
protección que le eran debidas por la Constitución. 

Es notorio, sin embargo, el hecho de que à ese go- 
bernador, no solo se le desatendió, sino que no le fùé 
permitido siquiera explicar personalmente al Presidente 
de la Repùblica los hechos que habian ocurrido en su 
provincia. 

Cuando estos hechos han tenido lugar,seflor Presiden- 
te; cuando mas antes habian tenido lugar también otros 
no menos graves y reprochables en la provincia de San 
Juan, donde la fuerza pùblica militar habia contribuido 
à hacer la revolución que depuso al seflor Zavalla, sin 
que se hubiese querido acordar la intervención, ^cómo 
se nos viene à pedir ahora en nombre de la paz de la 
provincia de Mendoza, de la estabilidad de ese gober- 
nante, no solo el estado de sitio, sino la intervención 
que no ha sido requerida por las autoridades de Mendo- 
za, la intervención oficiosa, el comedimiento, en una pa- 
labra, la prueba de la adhesión de la autoridad nacional 
à los atentados cometidos? 

Sabemos, sefior Presidente, por experiencia propia, 
porque todos los dias nos lo demuestran los hechos, de 
qué modo se hace uso del estado de sitio por los gober- 
nantes de esas provincias. Y es justamente para pre- 
venir esos abusos que todos los dias llegan à nuestròs 
oidos, que yo, al ir à terminar las sesiones del Cotlgreso, 
he propuesto la declaración de estado de sitio en la pro- 
vincia de Entre Rios, excluyendo àia de Santa Fé, nò 
porque sea teatro, corno dice el Presidente, de mis ma- 
quinaciones revolucionarias, sino para que no sea teatro 
de las torpes viola ciories de la Constitución y de los 
abusos que esos gobemantes cometen. (Aplausos). 

Queria también salvar, senor Presidente, à la provin- 
cia de Corrientes, porque no solo sé comò usan los Go- 
bernadores de provincia del estado de sitio, sino comò 
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piensa el Presidente de la Repùblica de las violencias 
que se ejercen al favor del estado de sitio. 

El Presidente de la Repùblica decia à uno de los indi- 
viduos desterrados por el gobernador de Santa Fé, (y 
llamo sobre ésto la atención de la Càmara): que la facul- 
tad de desterrar correspondia innegablemente al Go- 
bierno locai de cada provincia; que aùn cuando de ella 
usase con una intención sinìestra; aùn cuando fuese 
para alejar à un ciudadano del hogar, no por intereses 
politicos ni por presuntivos temores, sino por intereses 
de familia, siempre que lo biciera el Gobernador estaba 
perfectamente bien hecho, a juicio del Presidente de la 
Repùblica. 

Con estos antecedentes, con està declaratoria de parte 
del primer magistrado de la Repùblica ^qué podemos 
esperar que suceda en Mendoza, si se la declara en esta- 
do de sitio? iSo es verdad que ese gobernante, siguien- 
do el propòsito de triunfar d todo trance, ha encarce- 
lado y engrillado à varios respetables ciudadanos porque 
le bacen oposición? iQué limite, qué barrerà podria 
contenerlo, autorizado por el estado de sitio para engri- 
Uar al pueblo de Mendóza, puesto que todo el pue- 
blo de Mendoza le hace oposición? (Estrepitosos 
aplausos). 

Seflor Presidente — El reglamento de la Càmara pro- 
hibe estas manifestaciones. Lo hago saber à la barra 
para su estricta observancia. 

Sefior OroHo — ^Para qué quiere, sefior Presidente, el 
gobierno de Mendoza ó la autoridad nacional el estado 
de sitio? £Es para someter à los sublevados, para apre- 
henderlos y castigarlos con arreglo à la Ordenanza? He 
tenido ocasión de decirlo en la sesión anterior: el Go- 
bierno Nacional en el caso ocurrido en Mendoza, tiene 
un derecho indisputable que no necesita sancionarlo con 
una autorización del Congreso, porque le es peculiar y 
privativo, de introducir la fuerza pùblica nacional à la 
provincia de Mendoza ó à cualquiera otra, para apre- 
hender a los desertores ó sublevados donde quiera que 
los encuentre. Entonces no es para eso que se pide el 
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estado de sitio, porque no se riecesita. Es respondiendo 
à otras miras y con otros propósitos, que se descubren 
claramente én los poderes pùblicos de la Nación: se nos 
pide, y debe decirse con franqueza, el estado de sitio, 
para asegurar el trianfo de una candidatura, desbara- 
tando por medio de estos resortes del poder los esfuerzos 
del pueblo para defender sus libertades. 

Si el Presidente de la Repùblica quiere contener esos 
motines; si quiere cerrar para siempre el periodo de las 
revoluciones armadas, que no solo en la provincia de 
Mendoza es posible que estallen continuando esas vio- 
lencias que se hacen contra el derecho de los indivi- 
duos, el medio mas adecuado para conseguirlo seria ho 
hacer violencia a ninguna aspiración legitima, à ningùn 
derecho, a ninguna de esas facultades que, no solo es- 
tàn consignadas por la Constitución en favor de los 
pueblos y de los individuos, sino que estàn mas arriba 
de toda Constitución, porque corresponde à esa catego- 
ria de derechos que no estàn sujetos à ninguna legis- 
lación, y que nacen de la esencia misma de nuestro 
sistema y del derecho inalienable de todo hombre 
libre. 

El Presidente de la Repùblica para cumplir su mi- 
sión, respondiendo al sentimiento que lo ha eie vado al 
poder, tiene ademàs otros medios. Esos medios han 
sido indicados por el seflor Senador por Corrientes, y 
consiste en tocar los resortes de la opinion, larìzarse en 
las corrientes del espiritu pùblico inspiràndose en los 
deberes que ha aceptado, y buscar en el concurso de 
otros hombres que compartan con él las tareas adminis« 
trativas del gobiemo, el prestigio y la opinion que le fal- 
ta, reorganizando su Ministerio; llevando hombres age- 
nos à las luchas electorales, y manteniéndose él mismo 
sereno en presencia de las evoluciones de la opinion, 
para no incurrir en la tacha de partidario y sostenedor 
de una candidatura. Asf habrà conseguido el Presi- 
dente de la Repùblica contener esos desórdenes y sofo- 
car las rebeliones. 

El estado de sitio no se ejerce en los pueblos, sino 
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cuando està en peligro la Constìtución y las autorìdades 
creadas por ella. Nada de esto sucede en el caso 
presente. En Mendoza no estàn en peligro ni la 
Constitución, ni las autorìdades nacionales, y las mis- 
mas autorìdades provinciales funcionaii alli sin obs- 
tàculo 

Desde luego, el Congreso, por mas deseos que tuviera 
de compiacer al Poder Ejecutivo acordàndole està au- 
torización, està por la Constìtución virtualmente impe- 
dido de hacerlo El Congreso no puede dar lo que no 
tiene, no puede conferir facultades que la Constitución 
le ha negado expresamente, à no ser que se quiera re- 
petir el hecho de la declaratoria de sitio en Corrìentes y 
Santa Fé, no obstante que la Constitución dice que se 
dedarard en estado de sitio la provincia ó territorio 
conmovido por la sedictón. 

Es preciso no salir de estas reglas, porque saliendo de 
ellas nos exponemos à que toda la Repùblica, boy con 
un pretexto, maiiana con otro, sea declarada en estado 
de sitio; y està facultad que tiene el Congreso, que la 
tiene à su vez el Poder Ejecutivo en receso de este cuer- 
po, no es un resorte ordinarìo de gobiemo, y por el con- 
trario, es una excepción à la regia general establecida 
en garantla de los derechos de los pueblos y los ciuda- 
danos, que no pueden ser puestos en duda ni sugetos à 
las condiciones opresivas que puedan ìmponerles los 
gobemantes, ya de las provincias, ya de la Nación, en 
la suspensión transitoria de las garantfas constituciona- 
les, cuando en determinadas ocasiones se suspenden 
esas garantias. 

Si no ha llegado esa ocasión, corno no habfa Uegado 
en las provincias de Corrientes y Santa Fé, ^por qué se 
declararia en estado de sitio la provincia de Mendoza? 
£Por qué bay alli una amenaza de perturbación? ^Por 
qué bay temores mas ó menos fundados de una revolu- 
ción? iDesde cuando es este motivo para declarar en 
ests^do de sitio a una provincia? ^No hemos visto à la 
provincia de Salta conmovida profundament^ por una 
revolución, con dos partidos en armas disputàndose. el 
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triunfo de la elección de gobernador, y sin embargo, el 
Gobierno Nacional, el mismo Congreso rechazó la re- 
quisición de intervención? ^Quién le ha dicho al Pre- 
sidente de la Repùblica que las garantias contenidas en 
los articulos 5® y 6» de la Constitución, son para mante- 
ner en el poder à gobernantes desleales que infringen 
esa misma Constitución? Esas garantias son especial- 
mente acordadas à los Estados, & los pueblos, à los ciu- 
dadanos y no à los gobernantes que atropellan sus 
libertades, que vulneran sus derechos y menosprecian 
la ley. 

Siguiendo la doctrina del Presidente de la RepùbUca, 
cada gobernante de provincia podria convertirse en un 
autòcrata odioso, en un dèspota incorregible, en un tira- 
no repugnante. 

Si interpretàramos la Constitución del mismo modo 
que el Presidente de la Repùblica, tendrie.mos la arbi- 
trariedad entronizada, el despotismo imperando en todas 
partes y el pueblo encarcelado, en el cepo colombiano, 
comò ha sucedido mas de una vez en las provincias. 
(Aplausos). 

Si se toleran los desmanes de esos gobernadores; si 
el poder tutelar de la Nación, en vez de contribuir à que 
se respete la justicia y se hagan efectivos los derechos, 
dà medios y elementos para robustecer à esos gobernan- 
tes iqué quedarfa entonces de la Constitución? Si asl 
se hubieran de entender las disposiciones de la ley 
fundamental, es claro que retrogradarfamos à las épocas 
de vergùenza en que solo imperaba la voluntad de los 
mandones. 

Si el Presidente de la Repùblica no retrocede en «sto 
camino; si no reniega de las liberticidas teorias que 
quiere introducir en nuestro pais; si no modifica sus 
opiniones £quién podrà responder de la paz pùblica de 
la Nación? 

El, en otra època no muylejana, cuando se presenta- 
ba comò el campeón de las libertades pùblicas, aconse- 
jaba al Gobierno de la Nación entonces establecido, que 
no se opusiera & la justa y legftima resistencia que le- 
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vantaba él pueblo de San Juan contra el Gobemador 
Virasoro. 

Se fundaba para elio en hechos menos odiosos, menos 
repugnantes que lofi que cometen el Gobernador VUla- 
nueva en la provincia de Mendoza y el Gobernador 
Iriondo en la de Santa Fé. 

^Por qué ha variado en sus oponiones, boy que se en- 
cuentra en el poder? jDónde està el constitucionalista 
sef&or Sarmiento, el hombre que venia à enseflamos la 
verdadera doctrina constitucional bebida en las fuentes 
puras de los Estados Unidos? 

iQvié se ha hecho, seiior Presidente, ese guardiàn tan 
ce]oso de las libertades pùblicas de la Nación, ese eter- 
no conspirador contra los gobiemos establecidos, solo 
porque falseaban los principios? Es posible que cuando 
ha ido à ios Estados Unidos; que cuando mas debiera 
haberse perfeccionado en el conocimiento y el estudio 
del derecho federai, solo nos haya traido corno testimonio 
de su residencia en aquella Nación, las monstruosas y 
subversivas doctrinas que habla visto prevalecer en me- 
dio del incendio de la guerra civil? 

Por todas estas consideraciones, seiior Presidente, por 
mas grave que se me presente la cuestión de Mendoza; 
mientras yo no vea comprometida y en peligro la Cons- 
titución y las autoridades creadas por ella, he de negar 
mi voto, al proyecto de ley que se discute, y no solo le 
he de negar mi voto, sino que considerare siempre abu- 
siva la intervención que se ejerce por el Poder Ejecutivo 
Nacional sin requisición de sus autoridades. 

No quiero que suceda lo que, cuando ocurrió la revo- 
lución en la provincia de Entre Rios, invitados por el 
Presidente de la Repùblica para p edir nuestra opinion 
sobre si debfa ó no intervenir en aquella provincia dada 
la gravedad del hecho del asesinato de su gobemador, 
cuando él buscaba nuestro consejo, el seflor Presidente 
habia intervenido por derecho propio, buscando solo 
nuestra opinion por una mera curiosidad, y haciéndonos 
hacer el desairadlsimo papel de ir à tratar con toda la 
seriedad y conciencia de hombres honrados, de un 
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asunto que iba à decidir de la paz ó la eruerra, cuando 
ya estaba decretada està ùltima por la sola voluntad del 
Presidente. 

Si el sefior Presidente quiere intervenir en la provin- 
cia de Mendoza; si lo ha hecho ya sin autorización del 
Congreso, que sea de él solo la responsabilidad, y él el 
ùnico responsable de las consecuencias. 

Yo por mi parte, seiior Presidente^ no he de consentir 
en que mi nombre quede ligado à un acto violatorio de 
la Constitución, que solo sirve para el triunfo de un par- 
tido electoral en Mendoza, respondiendo & los propósitos 
de la próxima elección presidencial. 

Es por esto que negare mi voto à este proyecto de ley . 

He dicho. 
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